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sidad es, tratándose de repúblicas como la, nues- 
tra, mayor que en aquellas en que el Presidente 
puede ser acusado durante el ejercicio de sus 
funciones. Y aún en éstas, la necesidad de los 
Ministros es tan indispensable que, a pesar de 
no hacer mérito de ellos la Constitución feder 

de los Estados Unidos de Norte América, har 
sido creados por ley y cada día van adquiriendo 
una importancia mayor, pues es imposible des- 
conocer que su existencia es el único medio de 


mantener las relaciones constantes, que forzosa- 


mente deben existir entre el Congreso yel. EJe- 
entivo (1). 
Wáshington, electo Presidente de su país el 4 
de marzo de 1789, fué el primero en darse cuenta 
de la conveniencia de llenar este vacío y desde 
un principio tuvo cuatro Ministros, con los nom- 


bres de Secretario de Estado, del Tesoro, de 


Guerra y de Justicia. 
Hasta 1797 funcionó el Gobierno econ sólo 


esas carteras, pues al año siguiente fué ereada . 


la de Marina, y más tarde, acreciendo las exigen- 
clas públicas, se establecieron otras: la del de- 
partamento del Interior, en 1849; la de Agricul- 
tura, en 1862, no siendo su jefe miembro del gabi- 
nete sino desde 1889, y la de Industria y Tra- 
hajo, en 1903. 

En 1829 había sido elevado a la categoría de 
Secretario el Administrador General de Correos. 


(1) Joree Huneus: *““Constitución política de la Re- 
pública de Cihile”?, tomo 11, página 163, 
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—Wáshington, según Hárrison, creyó que dicho 

empleo era demasiado insignificante para dar 
derecho al que lo tenía de ocupar un puesto en 
el gabinete. Sin embargo, como lo manifiesta 
Mc. Máster, no hay ahora ningún otro departa- 
mento del Gobierno en los Estados Unidos en el 
que el pueblo tome un interés tan vivo como el 
que preside ese funcionario. 

““Bueno es advertir, dice Huneus, que la Cons- 
titución citada es la única que nosotros conoce- 
mos, de entre las que rigen en todos los países 
sujetos al régimen representativo, que no haga 
mérito de los Ministros Secretarios de Estado. 
En todas las demás se les da existencia consti- 
tucional, dejando algunas a la ley la fijación de 
su número y fijándolo otras; en todas se requie- 
re la firma del Ministro para que puedan ejecu- 
tarse las órdenes del Presidente o las del Rey, y 
en todas también se les hace responsables de sus 
actos. 

“Modas las Constituciones que nos aun reido 
desde 1817, a saber: la de 1818, la de 1822, la de 
1823, la de 1828 y la actual,—agrega el propio 
comentarista, — han consagrado también, como 
no podían menos de hacerlo, la existencia cons- 
titucional de los Ministros. Podemos, pues, dar 
por sentado que su necesidad es incuestionable 
ante la teoría y ante el derecho positivo.?” 

Lord Macaulay, ensalzando la institución gu- 
—hernativa que nos ocupa, se expresa así en la pá- 
gina 166 del volumen tercero de la “Historia de 
Guillermo IT”, traducción de Pichot; 


Ñ “Ls EAN para E TEN libórtadás 
ra de los Comunes ejerza un contrapeso 
“ramas del Poder Ejecutivo. Y, sin embargo, es eviden- 
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te que una Asamblea, compuesta de quinientos O sels”/ 
cientos individuos, por mucho que. su. intelige iela. SO- 
brepujara a 1% A ia media de los 1 ros de 
mejor Parlamento; y aun cuando cada uno de ell 
fuera un Burleigh o un - Sully, sería Impropla para 
funciones del Poder Ejecutivo. Se ha dicho con e 


que toda colección de hombres algo numerosa, por exce- 
lente que sea su educación, tiene una fuerte tendencia. 


a convertirse en póvulacho, ATL país cuyo Consejo 
Ejecutivo supremo es un populacho, se o 
una situación peligrosa. wi 

“Felizmente, se ha descubierto un medio que permite 
que la Cámara de los Comunes pueda ejercer sobre el 
Poder Ejecutivo una influencia soberana, sin encargar- 
se ella misma de funciones que no puede desempeñar 
convenientemente en un cuerpo tan numeroso y de una 
composición tan variada. se medio es una institución 
que no existía en tiempo de los Piantagenets, de los 
Tudores ni de los Estuardos, una institución descono- 
cida para la ley, una institución de la cual no se. 0cu- 
pan absolutamente publicistas como De-Lolme y Blacks- 
tone, y que nació poco después de la A: 
creció rápidamente en importancia, se implantó con 
fuerza en nuestro suelo y que constituye hoy una rue- 
da tan esencial de nuestro mecanismo político, como el 
Parlamento mismo. Esa institución es el Ministerio.?” 


En el Uruguay slempre se ha dado suma im- 
portancia a esta cuestión, aun cuando no haya 
imperado en su seno el régimen parlamentario. 
Por eso hubo Ministros durante el eobierno pre- 
sidencial, como se verá en seguida, y los hay al 
presente en ambas ramas del Poder Ejecutivo, a 
pesar de hallarse compuesta una de ellas de nue- 
ye miembros. 
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La importancia de los Ministros manifiéstase, 
sobre todo, en aquellos Estados en que se los re- 
puta responsables de los actos del Jefe del Esta- 
e Rey o Presidente. Pasa esto en Inglaterra => 

h racterística del régimen-=—, en Francia. 
pl 7% e 25 febrero, arts. 3. y 6.*), y en Espa- 
. ña (Const., arts. 48 y 49). Manifiéstase, además, 

la: importancia de los Ministros como as 
dientes Sy, «en cierto sentido, del jefe del Estado, en 
cuanto constituyen un órgano corporativo con 
uni dad de miras, jefatura, homogeneidad de 
id eas, ACES colectiva, que es lo que 
ocurre en Inglaterra con el Gabinete, en Francia 
y España con el Consejo de Ministros. Manifiés- 
tase, por fin, la importancia de los Ministros en 
cuanto forman el Ministerio, en las relaciones 
y vida de los poderes del Gobierno, en aquellos 
países donde 'ocupa éste una posición intermedia 
entre el Jefe del Estado y el Parlamento, depen- 
diendo de ambos, y sometiéndose, en su composi- 
ción, a las corrientes imperantes en las Cámaras, 
especialmente en la Cámara popular. Es lo que 
ocurre en Inglaterra, Francia y España. En es- 
tos países, el Ministerio o Gabinete se diferencia 
del Jefe de Estado como órgano del Poder dis: 

tinto, el Ejecutivo estricto. (2) 
La Junta de Representantes de la Provincia 

Oriental, instalada en la Villa de la Florida el 
20 de agosto de 1825, dispuso en su sesión del 5 


(2) Adolfo. Posada: “Tratado de Dierecho Políti- 
0”, tomo II, páginas 521 y 522, 
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de setiembre que el Gobernador y Capitán Gene- 
ral del Estado nombrase por sí tres Ministros 
Secretarios para el despacho de los negocios de 
dicha Provincia en los departamentos de (Go- 
bierno, Guerra y Hacienda, con una asignación 
de mil quinientos pesos anuales cada uno de 
ellos, equivalente a mil doscientos de la moneda 
uruguaya actual. 

Sin embargo, esta facultad privativa del jefe. 
del Poder Ejecutivo para la provisión de los 
mencionados empleos con personas de su entera 
confianza y amovibles a su voluntad. no obstó 
nara que el 21 de marzo de 1827 sancionase una 
ley ese mismo alto Cuerpo, estableciéndose er 
olía que no sería admitida ninguna comunicación 
del Gobierno que no estuviese autorizada con la 
firma de su Secretario, y por impedimento de 
éste, por uno de los oficiales jefes de los departa- 
mentos del ramo a que correspondiese. - 

Hstas disposiciones rigieron hasta el nombra- 
miento hecho el 1.” de diciembre de 1828 por la 
¡Asamblea Greneral Constituvente y Legislativa 
del Estado, pero los señores Joaquín Suárez y 
Luis Eduardo Pérez sólo tuvieron un Secretario 
general al desempeñar cada uno de ellos, en dis- 
tintas énocas, la delegación del Ejecutivo,  con- 
templando, sin duda, las angustias del tesoro pú- 
blico, ya que nada les impedía para que actuasen 
con los tres Ministros autorizados. 

Teniendo presente el constituyente don  Ale- 
jandro Chucarro la primera de las citadas pres- 
eripeiones, manifestó en la sesión del 29 de no- 
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viembre de 1828 que, en su opinión, después de 
haber declarado la Sala las calidades que debía 
poseer la persona del Gobernador, era pertinen- 
te que se fijase que los tres Ministros que tuvie- 
se el Gobierno fueran nombrados por la Repre- 
sentación, dándole a éstos toda la responsabili- 
dad, le 

ll distinguido representante por Canelones, 
admitía, pues, como subsistente lo resuelto tres 
años antes por el Congreso patrio de la Florida, 
en cuanto al número de los nuevos Secretarios 
de Estado; pero para que ellos revistiesen más 
autoridad moral y pudieran mantener con mayor 
firmeza sus ideas de coagentes, creía del caso 
que su elección fuese hecha por la Asamblea y no 
por el mandatario a desienarse, y que recavesen 
sobre los mismos las responsabilidades a que 
dieran lugar los actos administrativos. 

Se trataba de un procedimiento original, no 
incorporado a ninguno de los preceptos de los 
códigos políticos de la época; de naturaleza si? 
generis, puesto que sin adoptarse el régimen 
parlamentario usado entonces en Inglaterra y 
sin que los Ministros debieran salir del seno de 
la Representación Nacional, ésta, en cambio, ten- 
dría el exclusivo derecho de nombrarlos, y, como 
en las monarquías constitucionales en que existe 
el vobierno de gabinete, a ellos únicamente se les 
llamaría a cuentas por los manejos del Ejecutivo 
en todas sus ramificaciones, 

Es de justicia, sin embargo, reconocer que ese 
pensamiento era de alta previsión en aquellos 
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momentos de expectativa, cuando acababa de 
salir el país de un ensayo de gobiernos proviso- 
rios, unos excelentes y otros más malos que bue- 
nos, y en que una nueva era se abría para el por- 
venir y la estabilidad de la nación a constituirse. 

La Junta de Representantes había sido la obra 
del pueblo, ella ejercía su soberanía y encarnaba 
las aspiraciones patrióticas, y por ende, a nadie 
más que a tan prestigiosa potestad podría inte- 
resarle el juego regular de las instituciones, la 
honradez administrativa y el crédito del Poder, 
porque de su éxito o fracaso dependía en gran 
parte la organización política definitiva de la be- 
licosa y heroica Provincia Oriental. 

La Asamblea, empero, no se pronunció en nin- 
oún sentido a este respecto, quedando así librado 
a la voluntad del jefe del Poder Ejecutivo, como 
antes, las desienaciones correspondientes. 

Don Joaquín Suárez, que desde el 5 de julio de 
1826 hasta el 3 de octubre de 1827 había desempe- 
nado el careo de Gobernador Delegado, con sólo 
un Secretario General, como más arriba queda 
expuesto, al asumir el 2 de diciembre del siguien- 
te año las funciones de Gobernador y Capitán 
General sustituto, se mostró consecuente con esa 
práctica y llevó a compartir con él las tareas del 
Gobierno, con igual carácter, al teniente coronel 
don Pedro Lengnas, que ocupó anteriormente el 
mismo empleo con don Luis Eduardo Pérez. 

Al prestar juramento el general Rondeau ante 
la Asamblea, el 22 del propio mes de diciembre, 
solicitó de ésta la cooperación de sus luces y es- 
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tuerzos, para llevar adelante la obra por ella 
empezada y a la cual él se contraería con el ma- 
yor interés, según se consigna en el acta respec- 
uva. | 

Ya con fecha 4, al acusar recibo desde Buenos 
Aires de la nota de la Sala de Representantes, 
relativa a su elección, había manifestado “que a 
la mayor brevedad que le fuese posible se pre- 
sentaría a llenar -el destino a que era llamado por 
la voluntad del pueblo, dedicándose exclusiva- 
mente (son sus palabras) a corresponder a tan 
alta confianza””. 

Don Silvestre Blanco, que presidía aquel so- 
lemne acto, repuso a la alocución de Rondeau, de- 
clarando que éste encontraría en el nuevo Itsta- 
do ciudadanos que habían coadyuvado para la li- 
bertad del país, ya empuñando la espada, ya po- 
niendo a tributo su inteligencia y su fortuna, y 
que “de ellos podría formar un consejo??, 

Las promesas y deseos expresados por esos 
eminentes hombres públicos, entrañnaban un pro- 
erama de conmistión de ideas y sentimientos a 
desarrollarse en un ambiente plácido de concor- 
dia y de reciprocidad, augural, por lo tanto, de 
días bonancibles y felices para el naciente Es- 
tado. 

El citado gobernante, el mismo día de recibir- 
se del mando, le confió al constituyente Giró el 
Ministerio de Gobierno y Relaciones Exteriores, 
y el 26, el de Guerra y Marima al coronel don En- 
genio Garzón, meritorio soldado de la Indepen- 
dencia y genial inspirador del general Alvear en 
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los prolegómenos de la batalla de Ituzaingó; pe- 
ro el 8 de enero de 1829 completó su Ministerio, 
llevando a la cartera de Hacienda a don Francis- 
co Joaquín Muñoz, miembro también de la Asam- 
blea. | | 

Se ajustó, en consecuencia, a lo determinado en 
la ley de 20 de agosto de 1825, y desde el primer 
momento eligió sus principales colaboradores en- 
tre los componentes de la Junta de Representan- 
tes, aprovechando la buena voluntad expresada 
por su Presidente. 

Sustituído Rondeau por Lavalleja el 26 de 
abril de 1830, éste no alteró ese orden de cosas, 
v al sancionarse la Constitución jurada el 18 de 
julio de 1830, se estatuyó en el artículo. 85 de 
la misma, que habría para el despacho las res- 
pectivas Secretarías de Estado, en número que 
no excediera de tres, sin perjuicio, empero, de 
que las Legislaturas siguientes adoptaron el sis- 
tema dictado por la experiencia o que exiglesen 
las circunstancias. 

Por ley de 11 de julio de 1854 y de acuerdo con 
esa facultad, decretóse el funcionamiento de un 
cuarto Ministerio, pudiendo estar las carteras 
creadas a cargo de uno o más Ministros; pero las 
ya existentes fieuraron solas hasta 1862, en que 
se estableció el Ministerio de Relaciones Hxte- 
riores, que había estado anexo al de Gobierno 
desde el 22 de diciembre de 1828. 

El 22 de enero de 1883 se creó una quinta Se- 
eretaría, bajo la denominación de Ministerio de 
Justicia, Culto e Instrucción Pública, y el 6 de 
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febrero de 1891, siendo Presidente de la Repú- 
blica el doctor Julio Herrera y Obes, so pretexto 
de fijar con mayor precisión las atribuciones 
inherentes a cada una de esas reparticiones, fué 
suprimido por el Poder Ejecutivo el último de 
los predichos Ministerios y reemplazado por el 
de Fomento, aunque con muy distintos cometi- 
dos, si se exceptúa el relativo a la instrucción, 
puesto qué pasaban a ser de su incumbencia to- 
dos los asuntos que atañen a obras públicas, vías 
de comunicación, inmigración, colonización, agrí- 
cultura e industria en general, 

En el decreto respectivo se invocaba el menelo- 
nado artículo 85 de nuestro primitivo Código Po- 
lítico, pero con él se violaba abiertamente la dis- 
posición constitucional. Sin embargo, como el 
Cuerpo Legislativo no reciamó de tal invasión 
de facultades y posteriormente, al sancionar el 
Presupuesta General de Gastos, aprobó las par- 
tidas asienadas a los cinco Ministerios en la for- 
ma que aludimos, toda invalidez desapareció por 
ese solo hecho. | 

El 12 de marzo de 1907, fueron elevadas a sels 
las Secretarías de Estado por ley de la Nación, 
con los títulos de Ministerio del Interior, Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, Ministerio de 
Hacienda, Ministerio de Industrias, Trabajo e 
Instrucción Pública, Ministerio de Obras Públi- 
cas y Ministerio de Guerra y Maria, y a slete 
desde el 3 de marzo de 1911, clasificadas así: M1- 
nisterio del Interior y Culto, Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores, Ministerio de Guerra y Mari- 


y vo é CET 
+ Y 5%: de 
16. SETEMBRINO E. PEREDA e 


na, Ministerio de Obras Públicas, MinisteniW de. 
Hacienda, Ministerio de Industrias, Trabajo y 
Comunicaciones, y Ministerio de Justicia e Ins- 
trucción Pública. 

Por consiguiente, dependen del Consejo Nacio- 
nal de Administración estas últimas cuatro Se- 
cretarías, de acuerdo con el precepto constitucio- 
nal al principio transeripto. | 

En los Estados Unidos de América hay nueve 
Ministerios, ocho en Méjico, en la Argentina y en 
Cuba, siete en Venezuela y la República Domini. 
cana, seis en el Brasil, en Colombia, en Chile, en 
el Perú, en Guatemala y en Haití, cinco en Boli- 
via, en el Ecuador, en el Paraguay, en Nicaras 
gua, en Honduras y en Panamá, y cuatro en Cos- 
ta Rica: pero el número de los que correspon- 
den a la Argentina, el Ecuador, Haití, El 
Salvador, el Paraguay, Honduras y la República 
Dominicana, sólo podrá alterarse reformándose 
las respectivas Constituciones. En los demás paí- 
ses, él queda sujeto a la ley ordinaria, lo mismo 
que en el Uruguay. En los Estados Unidos, sin 
embargo, no es explícito a este respecto su Uó- 
digo Fundamental de 1787, pues en la sección Il, 
inciso 1, del artículo 2.*, al autorizarse al Presi- 
dente para pedir la opinión escrita de los princi- 
pales empleados en cada uno de los departamen- 
tos ejecutivos, sobre cualquier asunto relativo a 
los deberes de sus funciones respectivas, no se 
preceptúa a la vez a quién compete su creación, 
ni se limita el establecimiento de aquéllos. 

Entre los dos procedimientos apuntados, op- 
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tamos, empero, por el que faculta al Poder Le- 
elslativo para la fijación del número y nombre 
de las Secretarías de Estado, porque creemos, 
con el distinguido comentarista Florentino Gon- 
zález, que no es cuerdo que una Constitución es- 
tablezca un número determinado de Ministros, 
puesto que éste debe variar según la cantidad de 
negocios a que el Ejecutivo tenga que atender, 
y las disposiciones de la Ley Fundamental no 
pueden cambiarse como las de cualquier otra ley. 
Que la Constitución establezca que habrá tantos 
Ministerios cuantos puedan ser necesarios para 
facilitar la buena administración de los negocios 
de la competencia del departamento ejecutivo, 
como lo manifiesta el propio publicista, de per- 
fecto acuerdo; pero que se deje al legislador la 
atribución de señalar su número, aumentarlo o 
disminuirlo según las necesidades públicas lo exi- 
jan. De otra manera, es exponerse a tener de: 
maslados Ministros si los negocios de la Admi- 
nistración son pocos, o a carecer de los suficien- 
tes si los negocios aumentan a medida que pro- 
eresa el país: porque ni el legislador puede an- 
mentarlos en el segundo caso, ni disminuirlos en 
el primero (3), como sucedió en la República Ar- 
sentina, pues preseribiéndose en el artículo 87 de 
la Constitución de 1860 que cinco Ministros Se 
eretarios, denominados del Interior, de Relacio- 
nes Exteriores, de Hacienda, de Justicia, Culto e 


(3) Florentino González: “Lecciones de Derecho 
Constitucional””, páginas 361 y 362. 
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Instrucción Pública y de Guerra y Marina, ten- 
drían a su cargo el despacho de los negocios de 
la Nación, no pudo ser reformado ese precepto 
sino treinta y ocho años más tarde, a pesar de 
que los adelantos alcanzados y las exigencias del 
servicio público demandaran desde largo tiempo 
atrás elevar el número de las Secretarías de Jós- 
tado, | 

Didha modificación fué introducida por la Con- 
vención Nacional que se reunió en la capital de 
la República de allende el Plata el 15 de marzo 
de 1898, manteniéndose casi en sus antiguos tér- 
minos el resto del referido artículo. 

Entre nosotros se planteó la misma cuestión en 
1829, pues por indicación del doctor Ellauri fué 
modificado el artículo 105 originario, que empe- 
zaba así: “Habrá para el despacho tres Minis- 
tros Secretarios de Estado?”?, a pesar de que su 
colega don Francisco Antonino Vidal puenó por 
que se estableciese esa limitación, como se verá 
por las siguientes referencias del acta fecha 31 
de julio: 


“Después de conformados los demás señores (se alu- 
de a la alteración propuesta por Ellauri), y puesto en 
discusión, el señor Vidal propuso que se adicionase este 
artículo, diciendo: que los Ministros no pasasen de tres, 
pues que del modo que estaba, se le dejaba al Ejecutivo 
la facultad de nombrar cinco. Fué apoyado. 

““El señor Gadea contestó: que creía deforme, de- 
signar en la Constitución sólo tres Ministros: que esta 
reducción podría ser necesaria en las circunstancias 
presentes, pero que podría llegar época en que fuesen 
preciso los cineo; y que, por tanto, debería dejarse el 
número a la elección del Ejecutivo. 
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“*Kl señor Vidal replicó: que con este objeto se de- 
Jjaba la variación del número de Ministros a cargo de 
las siguientes Legislaturas. 

““Cerrada la discusión, y habiéndose conformado la 
Comisión con la variación propuesta (se alude también 
al proyecto sustitutivo de Ellauri), se votó el artículo 
con ella y fué aprobado.”?” 


Lo que más conviene, por consiguiente, es co- 
meter al Poder Legislativo la facultad de au- 
mentar o disminuir el número de los Ministerios, 
a fin de que éstos consulten las vedaderas nece- 
sidades del Estado en su mecanismo administra- 
tivo, conforme a los progresos materiales y mo- 
rales del respectivo país. 


18 


Votos requeridos para nombrar o separar los Ministros 


““El Consejo, para nombrar o separar sus M1- 
nistros, necesita la mayoría de sus votos??. 


En Inelaterra, donde rige: el sistema paria- 
mentario, el Ministerio, como es bien sabido, es 
un Comité de los principales miembros de las: dos 
Cámaras. Es nombrado por la Corona, pero se 
compone exclusivamente de aquellos hombres de 
Estado cuvas opiniones acerca de las cuestiones 
interesantes del día están de acuerdo en general 
econ las opiniones de la mayoría de la Cámara de 
los Comunes. Los miembros de ese Comité se re- 
parten entre sí las ramas principales de la Admi- 
nistración, Cada Ministro dirige los negocios or- 
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dinarios de su Departamento, sin consultar acerca 
de ellos a sus colegas. Pero los negocios más im- 
portantes de cada Departamento, y especialmen- 
te los que parece que han de ser objeto de discu- 
sión en el Parlamento, se someten al examen de 
todo el Ministerio, En el Parlamento los Minis- 
tros deben obrar como un solo hombre en todas 
las cuestiones que se relacionan con el ejercicio 
del Poder Ejecutivo. Si alguno de ellos disiente 
de sus demás colegas en alguna cuestión dema- 
slado importante para que admita ser translgi- 
da, su deber es retirarse. Mientras los Ministros 
conservan la confianza de la mayoría parlamen- 
taria, ésta los sostiene contra los ataques de la 
oposición y rechaza toda moción tendiente a cen- 
surar sus actos o embarazar su marcha. Si tral- 
clonan esa confianza, si la mayoría parlamenta- 
ria se siente descontenta del modo cómo se ejerce 
el patronato, de la manera cómo se hace uso del 
derecho de gracia, de la dirección de los negocios 
extranjeros o de la de una guerra, el remedio es 
sencillo. No es menester que la Cámara de los 
Comunes tome sobre sí el peso de la Administra- 
ción, ni que proponga a la Corona que se nombre 
obispo a tal individuo, ni Juez a tal otro, ni que 
se negocie un Tratado sobre esta o aquella base, 
ni que se envíe una expedición a tal o cual paraje. 
Le basta declarar que ha dejado de tener confian- 
za en el Ministerio y pedir un Ministerio en el 
cual pueda tenerla. (4) 


(4) Macaulay, obra citada. 
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Por medio de Ministerios así constituídos y 
cambiados, es como el Gobierno Inglés se expide 
desde hace ya tan largo tiempo, en la esperanza 
de estar generalmente conforme con la voluntad 
reflexiva de la Cámara de los Comunes, y como 
se mantiene tan maravillosamente exento de los 
vielos que caracterizan a los Gobiernos dirigidos 
por Asambleas considerables, tumultuosas y di- 
vididas. Unos pocos personajes distinguidos, cu- 
yas opiniones generales están de acuerdo, son a 
la vez los consejeros del Soberano y de los Esta- 
dos del Reino, cuya confianza poseen. En el Gabl- 
nete hablan con la autoridad de hombres alta- 
mente colocados en la estimación de los represen- 
tantes del pueblo; en el Parlamento hablan con la 
autoridad de hombres versados en los grandes 
negocios y poseedores de todos los secretos del 
Estado. De esta manera, el Gabinete tiene el ca- 
rácter popular de una Asamblea Representati- 
va, y esta Asamblea Representativa tiene algo de 
la gravedad de un Gabinete, (5) 

En Suiza, —diremos también por vía de ejem- 
plo—, sólo dura tres años el Consejo Federal, 
que puede considerársele como un Ministerio, sl 
bien con mayores facultades. Se compone de sie- 
te miembros, de acuerdo con el artículo 95 de la 
Constitución de 1874, es nombrado por las dos 
Cámaras reunidas, según el artículo 96, y ejerce 
la autoridad directiva y ejecutiva, siendo presi- 
dido por uno de sus componentes, que (lesempe- 


(5) Ibídem. | no 
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ña a la vez las funciones de Presidente de la 
Confederación, por así instituirlo el artículo 98. 

En el Uruguay, en cambio, los Ministros cesan 
únicamente cuando su ceonducta O cuando sus 
ideas políticas o administrativas se hallan en 
ablerta puena con el Presidente de la República 
o con la mayoría del Consejo Nacional de Admi- 
nistración, si es que ellos mismos, por sentirse 
incómodos en sus puestos, o por conveniencias 
personales, no dimiten. espontáneamente. 

La diferencia de régimen hace también que po- 
cas veces se confíen las respectivas Secretarías 
de Estado a los más aptos y eminentes cludada- 
no y que éstos las acepten. 

En. el artículo 81 de la Constitución de 1830, 
también se establecía la amovilidad de los Minis- 
tros, autorizándose al Presidente de la Repúbli- 
ca para su nombramiento y destitución, sin nece- 
sidad de recurrir al Senado o a la Comisión Per- 
manente, al contrario de lo requerido cuando se 
trata de los empleos en general, 

Esa excepción, que hoy subsiste, se explica, no 
obstante, por el hecho de que los Ministros, ade- 
más de no formar parte del Poder Ejecutivo y 
de ser meros auxiliares del jefe del mismo, deben 
inspirarle a éste la más absoluta. fe. Por esoNs6 
dice con toda propiedad en el artículo 49 del Có- 
digo Fundamental brasileño, en el capítulo IV, 
cuyo epígrafe es “De los Ministros de Estado?”, 
que el mandatario supremo de esa Nación “es 
auxiliado por los Ministros de Estado, agentes de 
su confianza, que le suscriben sus actos, ete., ete. 
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Al considerarse, en la sesión del 22 de julio de 
1829, el artículo 85 de la primitiva Carta Política 
del Uruguay, 84 del proyecto de la Comisión re- 
dactora de la Constitución de 1830, que decía: 
“¿Nombrar los Ministros”?, propuso el constitu- 
vente Masimi que se agregase en él que el Poder 
Ejecutivo quedaba también facultado para desti- 
tuirlos, y a pesar de haberse opuesto resuelta- 
mente a esa adición el miembro informante doe- 
tor Bllaur, ella fué votada afirmativamente en 
la reunión del 23, después de un animadísimo e 
ilustrativo debate, en que intervino muy prinei- 
palmente el doctor Santiago Vázquez, que apor- 
tó un eran caudal de luces a favor de la amovi- 
lidad. | 

El segundo de los citados constituyentes, que- 
riendo transar con sus colegas disidentes, había 
aconsejado que esos nombramientos fuesen he- 
chos por un tiempo determinado, que no bajase 
de un año, ni pasara de cuatro, 

Como en el tomo primero de nuestros estudios: 
constitucionales hacemos una crónica extensa so- 
bre este particular, nos coneretamos hoy a una 
simple enunciación de esas incidencias, 

El doctor Vázquez, que desde el 7 de noviem- 
bre de 1831 era Ministro de Gobierno y Relacio- 
nes Exteriores y encargado del despacho de Ha- 
cienda y Guerra y Marina, fué el primero que ex- 
perimentó los efectos de su doctrina, porque por 
decreto fecha 3 de julio de 1832 quedó separado 
de su puesto, aún cuando esa destitución, como 
se consignaba en dicho documento, sólo respon- 
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día a las circunstancias políticas del país, siendo 
obra de la coacción y de la violencia, según se 
hizo constar posteriormente al tornar la situa- 
ción a su estado normal, pues la paz había sido 
alterada el 29 de ¿junto por el comandante Juan 
Santana, que se alzó en. armas en el Durazno, 
acentuando ese malestar la actitud de Lavalleja 
al dirigirse por nota a la Asamblea el 9 de julio 
en apoyo de las pretensiones de éste, y sobre to- 
do por el motín militar estallado el 3 al mando 
del coronel Eugenio Grarzón. 

Sin embargo, el 16 de agosto volvió a desempe- 
ñar las carteras de que había sido dimitido, per- 
maneciendo a su frente hasta el 9 de octubre: de 
1833, en que renunció y fué reemplazado por el 
doctor don Francisco Llambí y por el general 
don Manuel Oribe. 

La amovilidad ministerial, por lo demás, se 
halla establecida en casi todas las constituciones 
que consagran el régimen presidencial. La esta- 
blece el artículo 48 de la de los Estados Unidos 
del Brasil, en su inciso 2.”, cuando declara que 
compete privativamente al Presidente de la Re- 
pública “nombrar y destituir libremente a los 
Ministros de Estado””; la de 1917, de Méjico, en 
el artículo 89, número II, al acordarle la facultad 
de *“*nombrar y remover libremente .a los Seere- 
tarios del Despacho””; la Argentina, en el 86, in- 
ciso 10, al decir que **por sí solo nombra y re- 
mueve los Ministros del Despacho”; la de Colom- 
bia, en el 120, inciso 1.%, al manifestar “que le eo- 
rresponde como suprema autoridad administrati- 
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va nombrar y separar libremente los Ministros del 
+ Despacho?”; la del Perú, en el 94, inciso 13, al 
conferirle el derecho de “nombrar y remover a 
los Ministros de Estado””; la de Bolivia, en el 95, 
al disponer que “para el mombramiento o remo- 
ción de los Ministros, bastará la firma del Presi- 
dente””; la de Venezuela, en el 80, inciso 1.*, al in- 
elur entre las atribuciones de éste la de *“'nom- 
brar y remover los Ministros del Despacho?”; la 
del Ecuador, en el 80, inciso 5.”, al permitirle 
“nombrar y remover libremente a los Ministros 
Secretarios de Estado””; la de Guatemala, en el 
77, incigo 8.”, al otorgarle la prerrogativa de 
“*nombrar a los Secretarios de Estado, admitir 
su renuncia y separarlos del servicio”; la de Cu- 
ba, en el 68, inciso 8.”, al expresar que le incumbe 
“nombrar y remover, libremente a los Secreta- 
rios del Despacho, dando cuenta al Congreso”?”; 
la de Haití, en el 98, concebido así: “El Presi- 
dente nombra y remueve los Secretarios de Es- 
tado””; la de El Salvador, en el 91, inciso 1.”, que 
autoriza al Poder Ejecutivo para “nombrar, re- 
mover y admitir sus renuncias a los Ministros 
de Estado””; la del Paraguay, en el 102, inciso 
6.”, que es casi copia integra del argentino; y la 
de Costa Rica, en el 102, inciso 1.”, pues compren- 
de entre sus atribuciones la de “nombrar y re- 
mover libremente a los Secretarios de Estado””. 
Sabemos, por lo demás, como lo expresa Las- 
tarria en su comentario a la sexta atribución es- 
pecial concedida al Presidente por el artículo 82 
de la Constitución chilena, que el Poder Ejecuti- 


¿ 
e. ,. 
- | 
2 EL PODER EJECUTIVO 20 
b . 


26 SETEMBRINO E. PEREDA 


vo se compone de dos elementos, la Dirección, 
que pertenece al Jefe encargado de dirigir la eje- 
ención de las leyes y de proteger los intereses 
sociales, según sus atribuciones ejecutivas, y la 
Admimstración, que se halla depositada en los 
agentes de que el Ejeentivo necesita para tras- 
mitir y hacer eficaz su acción realizando los de- 
lheres que son de su incumbencia. Estos agentes, 
añadiremos con el propio autor, conforme a la re- 
ferida disposición, son los que el Jefe del Estado 
tiene la facultad de nombrarlos y removerlos a 
su voluntad, como la tendrá también entre nos- 
otros la nueva entidad ereada por el artículo 70 y 
definida en la sección VIII, 

Acerca del número requerido para el nombra- 
miento o la separación de los Ministros que de- 
siene el Consejo, se consienan las siguientes acla- 
raciones en el acta de la 74.* sesión ordinaria de 
la Convención Nacional Constituyente: 


Sr. Aragón y Etchart—Yo desearía pedir una acla- 
ración sobre cuál es la clase de mayoría a que se refie- 
re este artículo: si es mayoría absoluta sobre el núme- 
ro de los miembros del Consejo, o mayoría relativa de 
los presentes. 

Sr. Buetro (don Juan A.) — ¿Cómo dice el señor 
constituyente ? 

Sr. Aragón y Etchart—Pediría al señor miembro in- 
formante dijera cómo podrán tomarse estas resolucio- 
nes del Consejo: si es por mayoría absoluta de los 
miembros que lo componen, o si es por la mayoría re- 
lativa de los presentes en el momento en que se adop” 
ten esas decisiones. Sería conveniente aclarar para evi- 
tar dudas al respecto. 
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Sr. Buero (don Juan A.) —Respondiendo' al pedido 
de aclaraciones formulado por el doctor Aragón y JLt- 
chart, debo expresar que la Comisión entiende que la 
mayoría a que se refiere este' artículo, o sea, la mayo- 
ría para nombrar o separar a los Ministros del Conse- 
Jo, es la mayoría absoluta de los miembros de dicho 
Consejo. (¡Muy bien!). 

Sr. Fresidente—; La Comisión acepta? 

Sr. Buero (don Juan A.) —S1í, señor Presidente. 

Sr. Almada—Pero eso convendría establecerlo, por- 
que el otro día el constituyente doctor Martínez hizo 
una aclaración de carácter general... 

Sr. Salgado—s que debe decir expresamente. 

Sr. Ferrer Olais—Diciendo “la mayoría de los pre- 
sentes??, podría resultar que tomara resolución con sólo 
tres miembros del Consejo. 

Sr. Buero (don Juan A.) — Entonces la Comisión 
puede proponer que el artículo quedara redactado asi: 
““Además de las Secretarías de Estado que establece el 
artículo... como dependientes del Presidente de la Re-' 
pública, habrá las que la ley determine como depen- 
dientes de Consejo Nacional. El Consejo, para nombrar 
o separar sus Ministros, necesita la mayoría absoluta 
de sus votos.?? (Apoyados). 


Con estas explicaciones, fué aprobado el ar 
tículo 105 en los términos propuestos, quedando 
establecido, por lo tanto, que sólo se procederá al 
nombramiento o a la separación de un Ministro 
votando, por lo menos, en uno u otro caso, cinco 
de los nueve miembros del Consejo. 


PLURALIDAD ABSOLUTA Y PLURALIDAD RELATIVA 


En la Constitución de 1830 se decía “pluralidad 
absoluta??, tratándose de la elección presidencial 
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(artículo 73), entendiéndose como tal la mitad 
más uno de los votos de la totalidad de los eons- 
tituyentes del Poder Legislativo y no la mayoría 
de los legisladores presentes en el acto eleccio- 
nario. ] 

El caso más típico y concluyente de lo que de- 
cimos ocurrió en 1894, durante la resonante elee- 
ción presidencial de los veintiún días, pues se 
consideró entonces que siendo ochenta y ocho los 
miembros «Je ambas Cámaras, se necesitaban 
cuarenta y cinco votos para elegir el primer ma- 
oistrado de la República que debía reemplazar 
al doctor Julio Herrera y Obes, que cesaba en 
el mando el 1.* de marzo de ese año. 

En la primera votación obtuvo 42 sufragios 
don Alejandro V. Chucarro contra 40 que tuvo 
don Tomás Gomensoro, sin que resultara, sin 
embargo, electo el primero de ellos, como tampo- 
co este último, a pesar de haber sufragado des- 
pues por él 43 legisladores contra 42, hasta la: 
séptima votación, que se efectuó el día 7. 

El doctor don José E. Ellauri, que sustituyó co- 
mo candidato al señor Ohucarro, consiguió en su 
favor 44 sufragios contra 43, en la décimacuarta 
votación realizada el 12, pero recién fué declara- 
do triunfante en la décimaauinta, ese mismo día, 
por 45 votos, pues. don José Antonio Tavolara, 
partidario del señor Gomensoro, sufragó también 
por él, a fin de normalizar la situación puesta 
fuera del carril constitucional, aún cuando la 
Asamblea se había declarado en sesión perma- 
nente. 
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El diputado Tavolara explicó su decisión en 
los siguientes términos: 


Sr. Tavolara—Señor Presidente: hace cerca de dos 
meses preví el caso actual, de que un senador o un di- 
putado tuviera que cometer un acto de patriotismo, re- 
solviendo la cuestión presidencial. 

Dije yo entonces—y lo he repetido muchas veces— 
que si no se arribase durante la sesión permanente a 
conseguir el número que marca la Constitución de la 
República para elegir Presidente, y si aleún ciudadano 
llegara a obtener 44 votos, yo haría acto de abnegación 
plezgándome a esos 44 votos y votando por el ciudadano 
a quien le falte un voto, porque deseo que mi país lle- 
gue, al fin, a tener Presidente de la República. Por 
consiguiente, con esta declaración yo quedo desligado 
de mi grupo; pero tampoco voy al grupo contrario: 
quedo solo; y en la próxima votación, que será la 15.2, 
votaré por el doctor Ellaurl. 


Habiendo declinado el doctor HBllaun el honor 
que le fué discernido, *“por no haber merecido el 
voto unánime O casi unánime de la Asamblea??, y 
porque les había manifestado a sus amigos *“que 
en ningún caso aceptaría la presidencia como 
una bandera de guerra y de lucha entre los par- 
tidos y agrupaciones en que estaba dividida la 
opinión, sino, por el contrario, en el concepto de 
que su elección fuera un símbolo de concordia y 
de paz que le asegurase de antemano el concurso 
de todos los hombres bien intencionados, sin dis- 
tinción de opiniones?””, surgieron dos nuevos can- 
didatos: el general don Luis Eduardo Pérez y 
don Alcides Montero, y se aplicó el mismo crite- 
rio constitucional que dejamos relacionado, 
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Como consecuencia de ello, recién el 21, en la 
41.* votación, en la que obtuvo 47 sufragios un 
candidato de última hora, —don «Juan Idiarte 
Borda—, se eligió otro Presidente, liallándose en 
Sala 81 legisladores. 

En una obra vieja, pero siempre útil, por la 
sabiduría de su autor, que lo es don Joaquín Es- 
eriche, se define así la expresión que nos ocupa: 
“La pluradidad puede ser absoluta o relativa. 
Hay pluralidad absoluta cuando una de las opi- 
niones reune más votos que todas las otras ¿jun- 
tas: así es que si en un cuerpo que consta de siete 
miembros se ha de dar un empleo a pluralidad 
absoluta de votos, y resultan dos por Juan, uno 
por Diego y cuatro por Antonio, queda nombra- 
do este último, por haber reunido a su favor la 
pluralidad absoluta. Hay pluralidad relativa, 
cuando una opinión reune más votos que cada 
una de las Otras separadamente: así es que sil 
en el caso propuesto se ha de dar el empleo a plu- 
ralidad relativa, y resultan dos votos a favor de 
Pedro, otros dos al de José y tres al de Domin- 
eo, este último es el que vence, por tener respec: 
tivamente mayor número que cualquiera de los 
OLLOS 0 

Kn cuanto al Diccionario de la Academia Es- 
pañola, dice en su edición de 1914 acerca: de lo 
que sienifica mayoría absoluta: ““Más de la mi- 
tad de los votos””; y agrega: “relativa: La for- 
mada por el mayor número de votos, no con rela- 
ción al total de éstos, sino al número que obtiene 
cada una de las personas O cuestiones que se vo- 
tan a la vez?””. 
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Duración de los Secretarios de Estado del Consejo 


Aunque en el parágrafo II nos hemos ocupado 
ya de este punto, con-motivo de la mayoría de 
votos requerida, tanto para el nombramiento co- 
mo para la separación de los Ministros del Con- 
sejo, ya que éste ha establecido el tiempo de la 
duración de los mismos, vamos a ampliar las 
consideraciones precedentes. 

El consejero Sosa planteó dicha cuestión, slen- 
do ella considerada y resuelta en la sesión del 12 
de abril de 1923. 

El doctor Naranecio sostuvo, de acuerdo con la 
teoría bienal de la renovación del Consejo, que 
en cada uno de esos períodos debían cesar auto- 
máticamente los Ministros, sin perjuicio de que 
pudieran ser reelectos, 

El doctor Areco dijo que era un error comparar 
la situación de los Ministros de la Presidencia 
con los del Consejo, pues mientras los funciona- 
rios todos de la Secretaría de la rama presiden- 
cial son amovibles, los del Consejo no lo son, y 
eree ver en ello una razón que sin duda tuvieron 
en cuenta los constituyentes, y es la de que al 
cambiar el Presidente de la República necesita 
la libertad para designar el personal que ha de 
colaborar con él en perfecto acuerdo de ideas y 
planes de gobierno, En cambio, el Consejo es un 
cuerpo permanente, en el cual la integración bie- 
nal no cambia los rumbos políticos, porque queda 
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dentro siempre una mayoría para sostener las 
orientaciones anteriores. Sólo repitiéndose dos 
integraciones con el triunfo del partido que for- 
ma la minoría podría cambiarse la situación a 
que se refiere. 

La Constitución, según él, no ha querido, pues, 
señalar la duración ministerial sino a juicio del 
Presidente de la República y de la mayoría del 
Consejo. 

Agregó que la tesis que sostiene, al contrario 
de lo que podría quizá suponerse, no tiene la ten- 
dencia de hacer vitalicios los Ministerios, expre- 
sando además que a su juicio puede ser perjudi- 
cial cambiar con frecuencia de Ministros. Espe- 
cialmente cita la rama de Obras Públicas, donde 
el cambio de dirección podría perjudicar admi- 
nistrativamente sl se hicieran a cortos inter- 
valos. 

La Corstitución, en su sentir, no estableció la 
duración ministerial, porque ella debe subsistir 
mientras cuente con la confianza, va sea del Con- 
sejo o del Presidente de la República, y por ello 
es que al cesar el mandato del primer magistra- 
do, también cesan los Ministros, salvo el caso en 
que merecieran la confianza del nuevo mandata- 
rio y los confirmase. 

La duración de la investidura y su función, 
prosiguió diciendo, no puede establecerse por ley. 
Sería 1r contra la Constitución, y más todavía si 
en vez de pedir una ley interpretativa se reduce 
todo a establecer una disposición en el Regla- 
mento interno del Consejo, 
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Aludió también a la vinculación personal que 
se establece con los Ministros en el trato frecuen- 
te y sobre la cual deben primar superiores razo- 
nes de orden e interés público. 

Fl doctor Viera manifestó que compartía en 
teoría la duración de las funciones ministeriales 
que establece el proyecto del consejero Sosa, pe- 
ro que entiende de necesidad la sanción de -la 
Asamblea y no su aprobación como una disposi- 
ción del Reglamento. 

El señor Sosa, refiriéndose a esta última mani- 
festación del doctor Viera, cree que no es del ca- 
so pedir una ley interpretativa, y estima que el 
Consejo tiene en sus manos la suerte de sus Mi- 
nistros toda vez que constitucionalmente está 
atribuído para nombrarlos, destituirlos y reglar 
sus funciones. En su concepto, si puede hacer lo 
más, también puede hacer lo menos, y una ley en 
ese sentido, dictada por la Asamblea, vendría 
a invadir las funciones del Consejo, señalando 
duración a los Ministros, a quienes el Consejo 
mismo es quien les da su confianza y se la retira. 

No comparte la teoría expuesta por el doctor 
Areco, porque los Ministros son funcionarios po- 
líticos y no burocráticos; y si se perpetúan ven- 
drían a convertirse en esto último, mientras que 


-amoldándose al funcionamiento de sus Secreta- 


rías y al orden puramente administrativo deja- 
rían de ser el asesor y el consultor del Consejo 
para habituarse a las costumbres del cuerpo, Ks- 
to sin perjuicio de otras razones de vinculación 
personal, trato frecuente, ete., que crearía vio- 
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lencias para pedirles la renuncia, sobre todo en 
aquellos casos en que no haya motivos de carác- 
ter grave por cargos en el desempeño de sus co- 
metidos. ] 

En esta parte última se mostraron de acuerdo 
los consejeros Morales y Aramendía, 

El señor Sosa añadió que los Ministros pueden 
no responder a la confianza del Consejo aún 
cuando no haya cargos graves que hacerles, y 
que si en su proyecto señaló el término de cuatro 
años, lo hizo tan sólo para conciliar pareceres, 
pero que si hubiera mayoría votaría por el de 
dos años, puesto que lo que quiso en primer tér- 
mino fué señalar el principio de la renovación 
contra la posibilidad de los Ministerios vitalicios. 

El doctor Lamas expresó que la práctica ense- 
ña lo difícil que resulta, aún no habiendo cargos, 
tener que pedir la renuncia a un Ministro. Está, 
pues, por la renovación periódica. Reprodujo lue- 
eo lo argumentado por él en otra oportunidad, 
al tratarse de la provisión de un importante car- 
go, — es decir, que no votaría una destitución 
por no haberse comprobado grave responsabili- 
dad, pero debiendo cesar el funcionario por man- 
dato de la ley era partidario de aprovechar el 
cese para efectuar en la dirección del organis- 
mo referido una renovación conveniente. 

Agregó que votaría por el térmnio de los cua- 
tro años, pues entiende que en el país no abundan 
los hombres aptos para los Ministerios, y que 
por el término de dos años sería más difícil en- 
contrar quien abandone sus habituales ocupacio- 
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Mes para aceptar una cartera, debiendo tenerse, 
además, en cuenta, que para el mismo desarrollo 
de un programa ministerial hay tiempo en cuatro 
años. 

Kl consejero Morales se declaró partidario de 
los cuatro años y de las renovaciones periódicas 
en todos los cargos, aún en las mismas cátedras, 
salvo que hubiera un hombre de excepción a 
quien se pudiera confirmar por mucho tiempo, 
lo que constituiría para el elegido un señalado 
honor. ] 

Arguyó que en la práctica, por la vinculación 
personal, ete., se hace difícil provocar las reno- 
vaciones de Ministros, pero entiende que dos 
años es poco término para una labor ministerial. 
En cuatro años hay dos renovaciones del Conse- 
jo y entonces se acentuaría verdaderamente la 
confianza del Cuerpo en los Ministros que la me- 
recieran. 

Por lo demás, comparte la opinión del conseje- 
ro Sosa acerca de que esta fijación de términos 
es facultad del Consejq, reglamentarla. 

El doctor Campisteguy confirmó las razones 
de orden práctico vertidas por el doctor Lamas, 
y no está de acuerdo con el doctor Areco en la 
parte constitucional, creyendo atribución del 
Consejo establecer la reglamentación del punto 
discutido. 

El doctor Fleurquin se manifestó más favora- 
ble al bienio que al cuatrienio. 

El doctor Narancio, refiriéndose a la alternan- 
cia de los partidos en los puestos representati- 
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vos, entiende que en un bienio puede operarse 
también cambio por adquirir predominio alguno 
de los matices de un mismo partido dentro del 
Consejo. Es partidario de la renovación bienal 
de los Ministros, y entiende que sl bien se arguye 
es un término breve, existe la posibilidad de la 
reelección. 

El consejero Aramendía no se mostró muy con- 
vencido de la necesidad de una ley aclaratoria. 

Puesto a votación sí debían cesar automática- 
mente los Ministros del Consejo por períodos fi- 
jos, hubo mayoría por la afirmativa. 

El proyecto del señor Sosa, fijando la duración 
de los Ministros por períodos de cuatro años, fué 
también votado afirmativamente, 

Fl doctor Areco votó las dos veces negatliva- 
mente, y el doctor Viera pidió también se dejase 
constancia de su salvedad en el sentido de que se 
necesita sanción de la Asamblea para establecer 
los periodos de duración de los Ministros. (6) 

Se declaró, en consecuencia, que los Ministros 
Secretarios de Estado de la dependeneia del 
Consejo Nacional de Administración cesarán de 
hecho, cada cuatro años, en el desempeño de sus 
respectivos cargos, el día 1." de marzo. (7) 


(6) Extracto de la sesión de la referencia, publicado 
en el número 1250 de “El Día” de la tarde, fecha 12 
de abril de 1923. 

(7) Decreto inserto en el “Diario Oficial”? del 16 de 
abril de 1923, 
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EL VERDADERO ALCANCE DE LA PARTE FINAL DEL AR- 
TÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN 


La rama pluripersonal del Poder Ejecutivo, al 
establecer una duración fija de los referidos fun- 
cionarios, se ha apartado del principio de amovi- 
lidad absoluta estatuído en la parte final del ar- 
tículo 105 que comentamos, puesto que al decirse 
en éste que ““el Consejo, para nombrar o separar 
a sus Ministros, necesita la mayoría de sus vo- 
tos??, sólo se exlge por esa disposición, en ambos 
casos, un número determinado de voluntades ceon- 
cordes para que sea válida la resolución que 
adopte al respecto dicho alto Cuerpo. 

El constituyente ha querido evitar que menos 
de cinco consejeros procedan a elegir o a privar 
de su empleo a un ciudadano que invista ese ca- 
rácter, pero de manera alguna garantir en otra 
forma Su situación precatla. 

A pesar del decreto que consideramos, si un 
Ministro incurre en negligencia o en desarreglo 
de conducta, o se pone en abierta puena con las 
ideas sustentadas por la mayoría del Consejo en 
los asuntos de la cartera a su cargo, promovien- 
do discusiones que perturben la le regular 
de los mismos y su pronta y eficaz solución cuan- 
do haya urgencia en resolverlos, no es dable pre- 
sumir que dicho oreanismo colegiado soporte ta- 
les inconveniencias con resignación jobiana has- 
ta que terminen los cuatro años en que mecáni- 


38 í SETEMBRINO E. PEREDA A > 


camente haya de cesar en el ejercicio de sus fun- 
ciones el Secretario de Estado de que se trate. 
Suponer lo contrario o tolerarlo sería introdu- 
cir la insubordinación y el caos en el seno de esa 
corporación y en las reparticiones públicas de su 
dependencia. Por consiguiente, mediando cuales- 
quiera de esas causales, tendría el perfecto de- 
recho y el deber moral de decretar su inmediata 
separación. E | 

¿Para qué acordarles, entonces, a los Minis- 
tros un término dado para que sepan que al ven- 
cimiento del mismo caduca de hecho su mandato? 
Lo lógico y constitucional sería no fijarles plazo 
aleuno y mantenerlos en sus puestos mientras se 
hagan acreedores a ello, ya sea durante cuatro 
o más años, O meses, o días, conforme al precepto 
a que nos venimos refiriendo, desde que en él no 
se pone más traba para las destituciones que la 
de no poder dictarse sino con los votos de la ma- 
yoría de. los miembros del Consejo, o sea, con la 
mitad más uno de la totalidad de éstos. 

Supongamos, finalmente, que alguna de las 
personas designadas, y que no se haya caracte- 
rizado por sus aficiones y conocimientos profun- 
dos en la materia, revela al poco tiempo carencia 
de aptitudes para el buen desempeño de la car- 
tera a su cargo, ¿aguardaría el Consejo la expi- 
ración del plazo prevenido en el decreto del 12 de 
abril de 1923 para pedirle o decretar su cese? 
Ciertamente que no. 

¿A qué fin práctico y útil responde, pues, el 
despojo meramente aparente de una prerrogati- 
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dal 


va constitucional como la que nos ocupa? Si es 
única Oo principalmente asegurarles a los candi- 
datos o elegidos una mayor estabilidad que la 
que se desprende de la amovilidad irreducible, 
llévese a los Ministerios a ciudadanos de expe- 
riencia, aptos y honorables, a los más selectos de 
un partido, o sin distinción de círculos, y éstos 
estarán firmes en sus respectivas carteras mien- 
tras no se modifique la mayoría del Consejo o no 
hayan dado margen a censuras o justos desagra- 
dos de su parte, no violándose así la Constitución 
ni consultándose erróneamente su espíritu. 


NA 


Responsabilidad ministerial 


““106. El Ministro o Ministros serán responsa- 
bles de los decretos u órdenes que firmen?”, 


En este artículo se conserva la redacción que 
tenía el 86 del anterior Código Político. Sin em- 
bargo, la Comisión de Constitución que informó 
en 1829, había proyectado el siguiente: *“Artícu- 
lo 106. Cada Ministro es responsable de los de- 
eretos que firma, y todos tres de los que firmen en 
común ?”, 

Se recordará que en el artículo 85 se decía: 
“Habrá para el despacho, las respectivas Secre- 
tarías de Estado a cargo de uno o más Ministros, 
que no pasarán de tres,”” ete., ete. 

A esa trilogía ministerial se aludía precisa- 
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mente al emplearse la expresión “y todos tres?”, 
que por indicación del doctor Ellauri fué altera- 
da, para evitar la repetición de un mismo voca- 
blo.. | 

Si bien los Ministros son simples agentes del 
Poder Ejecutivo, puesto que sólo accionan de 
conformidad con éste, en asuntos que se les co- 
mete expresamente por el mismo, vale decir, em- 
pleados de su dependencia, y no como en el go- 
bierno de gabinete, gestores en la administración 
pública, la ley magna de la mayoría de las na- 
clones, aún las regidas por el sistema monárqui- 
co, los sujeta a responsabilidades especiales y 
pueden ser destituidos con prescindencia absolu- 
ta de todo requisito legal. Por comprenderlos en 
tal carácter, fué que el doctor Fillauri se opuso 
a la moción del constituyente Masini, que resultó 
aprobada, de que se estableciese su amovilidad a 
voluntad del Presidente de la República; alegan- 
do que no podía hacerse esta distinción con ellos 
sin dejar su buena opinión al capricho del go- 
bernante. 

¿No ge preceptuaba en la parte final del artículo 
83, que al primer magistrado del país le era 
prohibido expedir órdenes sin la firma del Minis- 
tro respectivo, no. estando nadie obligado a obe- 
decerlas en caso de omitirse ese requisito? 

Pwes bien: dicha disposición se halla integra- 
mente reproducida en el artículo 80 de la nueva 
Carta Fundamental de la Nación, y ella obedece 
al propósito de poner un dique al desborde del 
autoritarismo por parte del jefe superior del Kis- 
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tado, que si no tiene a su lado quien refrende sus 
actos administrativos, a fin de que se ajusten a 
las prescripciones de la Constitución y de las le- 
yes ordinarias, puede excederse con mayor fael- 
lidad del límite de sus atribuciones, impartiendo 
órdenes caprichosa y desatentadamente,. 

De ahí también que a los Ministros, empero su 
situación precaria, no se les exima de las consi- 
guientes responsabilidades si autorizan con su fir- 
ma órdenes indebidas. 

Pero mucho más grave aún que esto, obra tal 
vez de una confiada inadvertencia, lo es el hecho 
de suseribir decretos, desde que ellos presuponen 
su intervención directa en las cuestiones que en- 
trañen, es decir, un estudio previo de los antece- 
dentes o materias sometidas a su consideración 
individual por el Presidente de la República, y 
hasta la paternidad en su redacción, ya que a 
éste, por laborioso e ilustrado que sea, no le es 
dable consagrarse por entero al examen concien- 
zudo y detallado de todos los asuntos de su com- 
petencia. 

Es que en tales casos no. se trata de simples 
actos ministeriales, pues los Ministros, — como 
lo observa don Agustín de Vedia en su análisis 
de la Constitución Argentina, — carecen de au- 
toridad propia, sino de la responsabilidad que 
en las medidas presidenciales incumbe a los Se- 
eretarios que las aconsejaron. 

En el artículo 106 del Proyecto de la Asam- 
blea General Constituyente y Legislativa del 
Estado, a que ya nos hemos referido, se hablaba 
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de firmas en común, que no podían ser otras, 
ciertamente, sino las puestas al pie de una reso- 
lución tomada en acuerdo general; pero al elimi- 
narse esas palabras en el sustitutivo del doctor 
Ellauri, ni éste ni nineuno de sus colegas izo 
mención expresa a este respecto. 

No existe, pues, la menor constancia en el li- 
bro de actas de aquel cuerpo soberano acerca de 
las razones que militaron para ello; pero  ha- 
biéndose adoptado el gobierno unipersonal, se 
juzearía sin duda impropio imponer la  obliga- 
ción de los consejos ministeriales,. sin que el si- 
lencio de la Constitución fuese, por lo demás, un 
óbice para que se realizasen cada vez que el jefe 
del Ejecutivo lo considerara pertinente, como ha 
ocurrido en distintas administraciones bajo el 
régimen presidencial. 0? 

Esos mismos decretos, no libran, sin embargo, 
de responsabilidad personal a quienes los subs- 
ecriban, puesto que el artículo que comentamos 
no hace distingos entre actos llevados a cabo 
por uno solo o por todos los Ministros colectiva- 
mente. “Serán responsables DE LOS DECRETOS U 
ÓRDENES que firmen””, se dice en él, y en esta fra- 
se debe entenderse por contenidas las partes y 
el todo, lo individual y lo común, lo mismo - los 
decretos que estén- firmados por un Secretario, 
en lo que le ataña exclusivamente, que los auto- 
rizados en conjunto, porque si estos últimos pue- 
den ser objeto de responsabilidad, cada uno de 
los firmantes incurre en leual falta o delito, se- 
eún las circunstancias y naturaleza del caso. 
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En consecuencia, si el Ministro A, por ejem- 
plo, subseribe con el Presidente un decreto vio- 
latorio de la Constitución, responde por su pat- 
te de ese delito y puede ser acusado por la Cá- 
mara de Representantes ante la de Senadores, de 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso 2.* del ar- 
tículo 25, como asimismo si firma algún otro de- 
creto, en unión de sus colegas de gobierno, que 
dé mérito a juicio político o a acción criminal, 
tendrá que responder, como todos ellos, cada 
cual por sí, de las inculpaciones que pesen sobre 
los miembros del Gabinete refrendadores de ese 
instrumento público, 

Bajo el régimen parlamentario, sin embargo, 
esa responsabilidad es colectiva en cuanto a la 
política general del Ejecutivo, y personal en lo 
que reza con sus actos individuales, como sucede 
en Francia, conforme al artículo 6." de la ley 
constitucional fecha 25 de febrero de 1875, en 
cuyo país el Presidente de la República es res- 
ponsable sólo en el caso de alta traición, en vit- 
tud de ese mismo precepto. 

Ocurre otro tanto en las monarquías en que 
rige también dicho sistema, en Inglaterra, verbi- 
eracia, donde los individuos del gabinete, como 
lo observa un distinguido comentarista, refren- 
dan bajo su responsabilidad los mandatos del 
Rev y son juzgados por el Parlamento, a pesar 
de que a éste la ley le considera como incapaz de 
hacer mal, y no puede ser demandado ni civil mi 
eriminalmente. Es que allí, como en las demás 
naciones de igual contextura institucional, el 
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rey reina pero no gobierna, puesto que el parla- 
mentarismo es una transacción entre el dominio 
hereditario y la democracia, que es el gobierno 
del pueblo por medio de sus representantes. 

En el gobierno de gabinete, al revés del 
presidencial, el jefe del Estado, es decir, el 
monarca o el Presidente de la República, 
diremos con el eatedrático en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Oviedo, 
don Adolfo Posada, tiene la representación 
de la unidad nacional, y se conceptúa que dirige 
las relaciones con los demás Estados, interviene 
en la legislación en la forma acordada por las 
leyes supremas de la Nación, pero no ejerce el 
poder ejecutivo, toda vez que éste se ejerce di- 
recta y efectivamente por los Ministros, o me- 
jor, por el Ministerio, que constituye una insti- 
tución distinta del jefe del Estado, el cual, en 
cambio, ejerce la llamada función moderadora, 
mediante las prerrogativas que supone la facul- 
tad de nombrar y separar a los Ministros, y de 
convocar, reunir y disolver las Cámaras o Par- 
lamento, y abrir, cerrar y suspender sus sesiones. 

En otros términos: en Inglaterra, en Francia, 
en Ttalia y en España, cireunseribiéndonos a los 
países europeos, los Secretarios de Estado dimi- 
ten su cargo bajo la influencia avasalladora del 
Poder Legislativo, del cual depende su perma- 
nencia en el gobierno, mientras que donde se ha- 
lla implantado el unipersonalismo no tienen más 
estabilidad que la que quiera concederles el ma- 
eistrado que los nombra, 
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Esa diferencia fundamental entre ambos regí- 
menes gubernamentales no hace, pues, Inoficioso 
sujetar a responsabilidad a los Ministros en el 
segundo de los casos mencionados. Por el con- 
trarlio: ya que ellos no pueden ser compelidos a 
dimitir si pierden la confianza del Parlamento, 
desde que el jefe del Ejecutivo los ha elegido eo- 
mo empleados de mayor entidad, pero no en cali- 
dad de gestores, para que colaboren bajo su di- 
rección inmediata en las tareas que le son priva- 
“tivas por mandato de la Constitución, siendo su 
duración la que a él mismo se le antoje darles, 
conviene tenerles sobre aviso acerca de las con- 
secuencias a que se exponen si firman decretos u 
órdenes del exclusivo resorte de su respectiva 
cartera, o en comunidad con el resto de los en- 
cargados de las otras Secretarías en acuerdo 
general, siempre que esos decretos u órdenes se 
aparten del carril de las leyes comunes o de la 
ley fundamental del Estado. 

Pero los decretos a que alude la Constitución, 
no se limitan a los subseriptos conjuntamente 
con el primer mandatario del país, ni las órde- 
nes se reducen a las impartidas por. éste, sean 
ellas escritas o verbales, sino que también se ex- 
tienden a todos los decretos y órdenes que un Mi- 
nistro firme en su carácter de superior jerárqui- 
co de las reparticiones que de él dependen «diree- 
tamente, porque puede expedirlos sin la inter- 
vención del Presidente de la República, confor- 
me a los reglamentos o leyes que regulen la ma- 
teria, y no sería cuerdo ni decoroso dejar en la 
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impunidad actos punibles ejecutados individual- 
mente pero en desempeño de funciones públicas. 

No cabe olvidarse, además, que el artículo que 
examinamos no establece excepción alguna sobre 
el particular, como ya lo hemos recordado, pues 
veneraliza cuando dice: “Fl Ministro o Minis- 
tros serán responsables DE LOs DECRETOS U ÓR- 
NES QUE FIRMEN??”, es decir, de todos los decretos 
u órdenes por ellos subscriptos. 

En Norte América, si bien no existe ninguna 
disposición expresa a este respecto, desde el pri- 
mer magistrado hasta el último de los agentes 
del Gobierno son responsables por sus actos ad- 
ministrativos, de conformidad con el artículo 2.* 
de la sección IV de su carta política, concebido 
así: “il Presidente, Vicepresidente y todos los 
empleados civiles de los Estados Unidos, serán 
destituídos de sus empleos cuando sean acusa- 
dos y convictos de tralción, cohecho, u otros gra- 
ves crímenes y delitos?”, 

Por consiguiente, los Ministros que asientan 
en dicho país a firmar órdenes del jefe del Esta- 
do v las autoricen, siempre que fueran pasibles 
de culpa y. pena, se hacen solidarios de tales fal- 
tas o delitos, y mucho más todavía sl se trata de 
los hechos enumerados en el precepto constitu- 
cional que dejamos transeripto. Pero si allí exis- 
te responsabilidad ministerial, —como lo observa 
Estrada,—no es porque los Ministros sean Se- 
cretarios de Estado, sino porque son  funciona- 
rios públicos; y si bien presiden los departamen- 
tos, —diremos con el mismo autor,—no desempe- 
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han papel en las Cámaras, ni pueden tomar parte 
en los debates, ni pueden ser interpelados, 

Nuestro código fundamental, lo mismo que los 
que concuerdan con él, es mucho más lógico, sin 
embargo, que el de la gran república americana, 
al establecer expresamente que los Ministros son 
responsables de los decretos u órdenes que fir- 
men, no sólo porque es preciso que ningún agen- 
te de la Administración pública pueda obrar a su 
capricho, y menos aún arbitraria o deshonesta- 
mente, sino también porque siendo los Secreta- 
rios de Estado amovibles a voluntad del Presi- 
dente de la República o del Consejo Nacional de 
Administración, es menester que uno y otro ten- 
gan como consejeros o auxiliares en las tareas 
egubernativas a personas que además de inspirar- 
les entera confianza, estén revestidas de ilustra- 
ción y de carácter, a fin de que sirvan de valla- 
dar a cualquier propósito absorbente, atentato- 
rio y delictuoso. 

Los Ministros, en tales condiciones, más que 
apego al empleo, si es que lo aceptan por mejo- 
rar su situación económica, o por ensanchar su 
popularidad política, cuidarán del cumplimiento 
de las leyes a la vez que de su buen nombre, par: 
no hacerse reos ni de su conciencia ni de la jus- 
ticia. 

Comentando Huneus el artículo 87 de la Cons- 
titución chilena, en el cual se hace responsable 
personalmente a cada Ministro de los actos que 
firmare, e 11M solidum de los que subseribiere o 
acordare con otros Ministros, dice lo siguiente: 
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““Sería de desear que, para los efectos de la respon” 
sabilidad solidaria que, en ciertos casos, les afecta, se 
levantara siempre acta en forma de los acuerdos que 
celebraren jos Ministros cuando se reunan en consejo, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 6.” del decreto- 
ley de 1.2 de febrero de 1837. El único caso que nos- 
otros conocemos, en que se haya llevado un libro de 
actas de las sesiones del Consejo de Ministros, fué el 
del ministerio de abril de 1879, que terminó el 20 de 
agosto del mismo año, por la aceptación de la renun- 
cia de su digno jefe, el señor don Amtonio Varas, de 
la del señor general don Basilio Urrutia y de la nues- 
tra. El señor Varas, al iniciar nuestros trabajos, indi- 
có se llevara ese libro, que nos cupo la honra de redac- 
tar día por día, durante la. corta vida de aquel Gabi- 
nete.”” 


- Este procedimiento, sin embargo, aunque útil 
como medio de poner a prueba la ilustración y la 
rectitud de tada Secretario de Estado, no podría 
servir de excusa ni librar de responsabilidad, 
personal o colectiva, a esos funcionarios en caso 
de haber incurrido en falta o delito. 

Pensamos, por otra parte, con el doctor José 
Espalter, cuando sostiene en su interesante 
opúseulo sobre el poder ejecutivo, que todo fun- 
cionario debe ser responsable de sus actos, por- 
que donde no hay responsabilidad no hay liber- 
tad, no hay acción ni iniciativas propias y fecun- 
das. | 

Como el artículo 88 de la Constitución argen- 
tina, calcado en el 87 de la de Chile, “se liga ne- 
cesariamente con la atribución 20.* que el artíeu- 
lo 86 da al Presidente”, y que se halla concebi- 
do asi: “Pedir a los jefes de todos los ramos y 
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Departamentos de la Administración, y por su 
conducto a los demás empleados, los informes 
que crea convenientes, y ellos son obligados a 
darlos”?, don Agustín de Vedia interpreta en los 
siguientes términos el alcance de la responsabili- 
dad ministerial por los actos legalizados separa- 
damenté o compartidos en acuerdo general o 
parcial: 


““El Presidente pide a los Ministros, y éstos le trans- 
miten, informes u opiniones, sobre las cuales se basan 
los actos del Poder Ejecutivo. No de otra fuente pro- 
ceden las responsabilidades, individuales o colectivas, 
de los Ministros. No se tráta de simples actos ministe- 
riales, pues los Ministros carecen de autoridad propia, 
sino de la responsabilidad que en las medidas presiden- 
ciales incumbe a los secretarios que las aconsejaron. 

““La regla por la cual se establece, en la Constitución 
argentina, que el Ministro legalizará los actos del Pre- 
sidente, contrayendo la responsabilidad del caso, no 
ofrece dificultades prácticas. Se alcanza bien el propó- 
sito. La Constitución ha querido rodear al Presidente 
de consejeros idóneos, que sepan ilustrarle en las difi- 
cultades de la administración, y que no esquiven la res- 
ponsabilidad de sus opiniones. Se ha creído ver en la 
leyalización de los actos del Ejecutivo, el medio de ve- 
rificar, a un tiempo, si se ha llenado, a ese respecto, el 
doble fin de la Constitución. 

““Las dificultades surgen cuando se trata de los 
acuerdos u opiniones colectivas de los Ministros. Hemos 
visto que no forman ellos un cuerpo o gabinete propia- 
mente dicho;' que el Presidente debe recabar la opinión 
de sus secretarios individualmente, y con relación a 
los asuntos de su departamento; que, aunque los reunie- 
se para pedirles su juicio, sólo constituirían un con- 
sejo privado; que sus opiniones, así recogidas, no de- 
terminan una resolución, si bien sirven de base al eri- 
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terio presidencial; que ningún Ministro está subordi- 
nado a otro, y que su responsabilidad se circunscribe 
a su departamento y a la parte que tomase en la eje- 
cución del acto presidencial. La responsabilidad cons” 
titucional, en efecto, ha de derivar de actos positivos, 
y no de simples formas o legalizaciones, que no serán 
sino un medio o antecedente para establecer y ecompro- 
bar aquella responsabilidad individual o solidaria de 
que trata el artículo comentado. 

““No debemos olvidar la opinión de un hombre Jus” 
tamente considerado, el doctor Valentín Alsina, quien 
en 1865 propuso la reforma de diversas disposiciones 
de la Constitución, y entre ellas las que se relacionan 
con la solidaridad ministerial. Suponía que el artícu- 
lo por el cual se responsabiliza a los Ministros de los 
actos del Presidente de la República, que ellos deben 
legalizar, los constituye, %pso facto, partes esenciales e 
integrantes del Poder Ejecutivo. Partiendo de esa hi- 
pótesis, creía que debía procederse a la revisión y re- 
forma de ese artículo, o bien que los artículos 74 y 86, 
según los cuales parece que el Poder Ejecutivo debe ser 
desempeñado únicamente por el Presidente. Fn su 
opinión, ese punto está obsecuramente, o más bien, con” 
tradictoriamente tratado en la Constitución. ¿Cómo 
pueden ser responsables, decía, magistrados que no son, 
en lo legal, autores de las ideas O actos que sólo refren- 
dan o legalizan? Esa es la función del Secretario, no 
la del Ministro, que es cosa muy diferente. El incon- 
veniente nacía, a su juicio, de que no hubo consecuen- 
cla en los redactores de la Constitución, quienes se pro- 
pusieron por modelo la de Estados Unidos, y la copia- 
ron Casi textualmente, neutralizando, sin embargo, sus 
efectos, mediante otras disposiciones que introdujeron. 
Daba ideas del sistema americano, en que había per- 
fecta consecuencia, y suponía que los constituyentes 
habían faltado a ella, cuando tomaron el modelo pre- 
sidencial y le agregaron la responsabilidad de los Mi- 
nistros, Por más respeto que nos inspire la memoria 
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del ilustre ciudadano, creemos se equivocaba en sus 
puntos de partida, y que exasgeraba notablemente el al- 
cance de la responsabilidad ministerial, cuando supo- 
nía que ella comprometía lo que hay de más fundamen- 
tal y preciso en la Constitución argentina, o sea, la Or” 
vanización y funciones del Poder Ejecutivo. El Con- 
egreso Nacional de 1865 procedió discretamente al eli- 
minar esa cuestión y dejar subsistente una garantía 
importante, que no hiere principio aleuno eonstitucio- 
nal, y que tiene ya la consagración de más de medio 
siglo,?” 


Cabe: preguntar, no obstante: ¿S1 “cada Mi- 
mistro es responsable de los actos que legaliza, y 
solidariamente de los que acuerda con sus cole- 
colegas?” —términos éstos en que estaba conce- 
bido el artículo 88 de la Constitución argentina, 
—puede eximírseles a sus firmantes, bajo pretex- 
to de la responsabilidad que le quepa al Presi- 
dente de la República por esos mismos actos, o 
si ella les comprende, individual o colectivamen- 
te, según sea el caso? 

El precepto de la referencia no hace excepción 
de especie aleuna. Por el contrario: incluye toda 
elase de actos; y la Constitución uruguava no es 
menos explícita al respecto, puesto que dice: “Ei 
Mimistro o Mimistros serán responsables DE LOs 
DECRETOS U ÓRDENES que firmen??. 

Por consiguiente, si un Ministro de la Presi- 
dencia de la República o del Consejo Nacional de 
Administración pone su firma al pie de una reso- 
lución o de una orden que se repute ilegal, 1n- 
constitucional o renida con las buenas costum- 
bres o con el bien público, cabe deducirse contra 
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él las acciones procedentes en derecho, previas 
las formalidades requeridas por el artículo 25, 
desde que sin él no puede dictarse ningún decre- 
to ni expedirse órdenes. 

La irresponsabilidad ministerial había sido 
sancionada, mo obstante, tácitamente en la ley 
del 5 de setiembre de 1825, a que antes nos he: 
mos referido, puesto que en ella no se decía na- 
da a este respecto y se autorizaba al Gobernador 

Capitán General para aumentar la asignación 
acordada en su artículo 1.* a los Secretarios de 
Estado; doctrina pésima, como lo observa don 
Francisco Bauzá en sus estudios constituciona- 
les, por lo que tenía de abusivo en lo concernien- 
te a las facultades que daba al primer mandata- 
rio y en la impunidad con que premunía a Sus 
consejeros. “Gobernantes que distribuyen el di- 
nero a su arbitrio, escribe, y como compensación 
discrecional, se acostumbran bien pronto a creer- 
se dueños del tesoro y a mirar a los demás como 
servidores suyos y no de la Nación; y Ministros 
que cifran la posibilidad de aumento de sus suel- 
dos en la gracia del gobernante, tienden por le 
común a desvlvirse más por él que por la cose: 
pública?” 

La Provincia Oriental se hallaba en” armas, 
persienmiendo la “emancipación política. De ahí, 
sin duda, que la Junta de Representantes, en la 
precipitación de sus deliberaciones, no se detu- 
viese a meditar sobre las inconvemtencias apun- 
tadas, Había que proceder sin pérdida de tiempo 
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y se confiaba plenamente en el jefe que tenía a 
su cargo la dirección de la guerra. 

Cinco meses después reaccionó la Asambiea, 
de acuerdo con una iniciativa del diputado don 
Francisco Joaquín Muñoz, dividida en dos par- 
tes, y de la cual se dió cuenta en la sesión del 1." 
de febrero de 1826. 

En la primera de ellas, se disponía que sólo a 
la autoridad legislativa le era dable establecer 
contribuciones o impuestos, directos o indirectos, 
lo mismo que penas pecuniarias, y ordenar suel- 
do, pensión o gastos de los fondos públicos, que- 
dando obligado el Gobierno a presentar, en el úl- 
timo mes de cada año, el presupuesto de gastos y 
recursos para el año entrante, y en el primer mes 
de éste, la cuenta de inversiones del año  ante- 
rior. 

Informado favorablemente dicho proyecto por 
la Comisión de Legislación, que la componían 
don Luis Eduardo Pérez, don Alejandro Chuca- 
rro y don Mateo Lázaro Cortés, fué sanetonado 
con fecha 3 sin discrepancia alguna, 

En la seeunda, se declaraba responsabl»s del 
puntual y acertado desempeño de su respectivo 
departamento a los individuos que sirviesen las 
Secretarías de Gobierno, Hacienda y Guerra. 

Considerado también en la sesión del 3 de fe- 
brero, obtuvo la aprobación unánime. 

Con la irresponsabilidad ministerial, el  au- 
mento de sueldos atribuído al discernimiento del 
jefe del Estado, y la ausencia de un freno, para 
dirigirle en el manejo de las rentas públicas, hu- 


54 SETEMBRINO E. PEREDA 


biéramos tenido un detestable despotismo ejecu- 

tivo, como lo observa con toda propiedad el men- 

cionado comentarista senor Bauzá. 

AI | 
+ 


Condiciones indispensables para poder ocupar una 
Secretaría de Estado 


““107.—Para ser Ministro, se necesita: 1. ciu- 
dadanía natural o legal con diez años de residen- 
cla; 2.” treinta años cumplidos de edad.”” 


iouales condiciones exigía el artículo 87 de la 
anterior Constitución, el cual, al ser tratado en 
la sesión del 31 de julio de 1829, no sufrió otro 
cambio que el de la palabra ejercicio empleada 
en lugar de residencia, por haber observado el 
constituyente Vázquez que en dichas cualidades 
debía guardarse consonancia con lo sancionado 
relativamente a los senadores y representantes. 

En Méjico se requiere ser ciudadano mejicano 
por nacimiento, hallarse en ejercicio de sus: de- 
rechos y tener treinta años cumplidos, conforme 
altar lcuUlo ae 

En Chile, haber nacido en el territorio de la 
República y reunir las calidades exigidas para 
ser miembro de la Cámara de Diputados (ar- 
tículo 85), o sea: estar en posesión de los dere- 
chos de ciudadano elector, tener una renta de 
quinientos pesos, a lo menos (artículo 21), y 
veintiún años de edad (artículo 8.*). 

En Perú, ser peruano de nacimiento y ciuda- 


EL PODER EJECUTIVO 55 


dano en ejercicio (artículo 98), es decir: contar 
con más de veintiún años de edad, siendo soltero, 
y los casados, aunque no hayan llegado a ella 
(artículo 37). 

En Colombia, ser ciudadano en ejercicio, no la- 
ber sido condenado por delito que merezca pena 
corporal, y tener más de veinticinco años de 
edad (articulos 100 y 133). 

En Bolivia, veinticinco años cumplidos, ser bo- 
liviano de nacimiento, o naturalizado con cinco 
años de residencia fija en el país, poseer una 
renta anual de cuatrocientos bolivianos, proce- 
dente de una protesión, industria o propiedad in- 
mueble, no haber sido condenado a pena corporal 
por los Tribunales ordinarios, y estar inscripto 
en el registro nacional (artículos 57 y 92). 

En Panamá, ser ciudadano en ejercicio y no 
menor de veinticinco años de edad (artículos 56 
y 85). 

En los Estados Unidos de Venezuela, ser vene- 
zolano por nacimiento y haber cumplido velnt:- 
cinco años (artículo 99). 

En Eecvador, ser ecuatoriano por nacimiento, 
en ejercicio de los derechos de ciudadanía, y 
treinta años de edad (artículos 45 y 88). 

¡En Guatemala, tener más de veintiún años 
de edad y estar en ejercicio de los derechos de 
ciudadano (artículo 81). 

En Cuba, ger ciudadano cubano y hallarse en 
el pleno goce de los derechos civiles y políticos 
(artículo 76); veintiún años de edad y no com- 


) 


prendido en las excepciones del artículo 38, 
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En Haití, tener la edad de treinta años cum- 
plidos, gozar de los derechos civiles y políticos, 
y ser propietario de inmueble en el territorio 
nacional (artículo 114). 

En El Salvador, ser originario y vecino de la 
República, mayor de veinticinco años, de notoria 
moralidad y aptitudes, no haber perdido los de- 
rechos de ciudadano cinco años antes de su nom- 
hramiento y no ser contratista di de obras o servi- 
cios públicos, o tener reclamaciones pendientes 
(artículo 86). 

También pueden serlo allí los ciudadanos ori- 
ginarios de las otras Repúblicas de Centro Amé- 
rica que reunan las demás cualicades que se han 
enumerado y tengan cinco años de residencia en 
el país (artículo 87). 

En Nicaragua, se requiere ser nicaraglenses, 
de estado seglar y ciudadanos en el ejercicio de 
sus derechos. Les asiste, no obstante, igual dere- 
cho a los demás centroamericanos y a los hispano- 
americanos naturalizados (artículo 82). 

Como en El Salvador, no pueden ocupar ese 
empleo los contratistas de obras O servicios pú- 
blicos, por cuenta de la Nación. 

Les está igualmente vedado a aquellos que de 
resultas de esas contratas tengan reclamaciones 
de interés propio y a los deudores o acreedores 
de la Hacienda Pública (artículo 83). 

En Honduras, ser hondureños, naturales o na- 
turalizados, y mayores de veintiún años (artícu- 
lo 112); pero es incompatible este cargo con los 
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de . 
negocios e intereses que se indican en el párrafo 
anterior referente a Nicaragua (artículo 113). 

Kn Costa Rica, ser costarricense por nacimien- 
to, o naturalizado, pero en este último caso deberá 
tener, por lo menos, diez años de residencia en el 
país, y ser casado o viudo con descendencia legí- 
tima; encontrarse en ejercicio de la ciudadanía, 
pertenecer al estado seglar, haber cumplido vein- 

_bicinco años, poseer notoria instrucción y reunir 
las demás calidades que se requieren para elec- 
tor (artículo 107), esto es, ser propietario de 
cantidad que no baje de quinientos pesos, o tener 
una renta anual de doscientos (artículo 59, in- 
GUS ORIDAS Ja 

En la República Dominicana, además de domi- 
nicano de nacimiento u origen, haber cumplido 
veinticinco años de edad y estar en el pleno goce 
de log derechos civiles y políticos (artículo 55). 

Los extranjeros podrán serlo también allí a los 
ocho años de su naturalización, según el mismo 
precepto constitucional, 

En lo que respecta a los Ministros de los Ks- 
tados Unidos de América y del Brasil, lo mismo 
que de las Repúblicas Argentina y Paraguay, las 
respectivas cartas fundamentales no especifican 
las cualidades que deban reunir. 

Tenemos, pues, que de los veintiocho países 
citados, en tres se exigen treinta años cumplidos 
de edad; en cinco, veintiuno; y en ocho, veinti- 
cinco, no 'estableciéndose ninguna en los cuatro 
restantes. 

En presencia de estos criterios contradictorios 
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o diferenciales, creemos que nuestros constitu- 
yentes de 1830 y de 1917 han procedido con 
acierto al fijar como edad mínima la que también 
rige en Méjico, Haití y Ecuador, en el primero 
de cuyos países se establecía la de veinticineo 
años en la Constitución vigente hasta febrero 
de 

Siendo el Presidente de la República, en el ré- 
eimen unipersonal, alma y cuerpo del Gobierno, 
el pensamiento y la acción, el jefe visible y efecti- 
vo de la Administración pública, responsable de 
sus actos, pero armado de un poder casi omní- 
modo por los elementos de fuerza puestos bajo 
sus órdenes y servicio, debe elegir entre sus co- 
laboradores a hombres expertos al par que ilus- 
trados, que obren conforme a la sana razón, Ma- 
duramente y no movidos por un entusiasmo irre- 
flexivo, y, como tal, las más de las veces equivo- 
cado. 

La juventud, por inteligente e instruida que 
sea, carece de la sazón que dan los años y los su- 
cesos que desfilan ante nuestros ojos, hablándo- 
nos en el lenguaje de la realidad, que convence, 
enseña y previene, para apercibirse de futuros 
males o errores. Ella es generosa y sueña con su- 
blimes idealidades cuando vive con la mente sa- 
turada de savia bienhechora y el corazón virgen 
de ambiciones prematuras de figuración y  pre- 
ponderancia, pero la inexperiencia y el espejis- 
mo la hacen morar en el monte de la Fócide, don- 
de todo es ilusorio e impalpable, y no en el mun- 
do de lo tangible y cognoscitivo, que señala al pa- 
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so de la eriatura humana una vía recta, segura y 
provechosa. Por eso, si escala un Ministerio, u 
ocupa una banca en el Parlamento, se afana por 
introducir toda clase de innovaciones en la legis- 
lación patria, revolucionando a la sociedad por 
la audacia de sus ideag filosóficas, económicas y 
sociológicas, fruto de lecturas aún no bastante- 
mente digeridas, aplicables en determinados paí- 
ses, pero no en todos los del Universo, o demasia- 
do radicales para que se pretenda eludadanizar- 
las súbitamente en un Estado, donde predomina 
el espíritu conservador, rehacio, por lo tanto, pa- 
-ra admitir, sin naturales protestas, las reformas 
proyectadas. 

¡Alabado sea, sin embargo, ese enjambre «le 
aspiraciones avancistas, inspiradas en senti- 
mientos bien intencionados, aunque sin la galla- 
dura necesaria para hacerse ylables, porque, por 
lo menos, ellas emanan de cerebros honestos y 
fuertes y de almas no contaminadas por el virus 
de la debilidad y la corrupción! Pero si existe 
una juventud de altiveces cívicas, que vela por la 
vestal de los principios desde el alto sitial de las 
posiciones oficiales, hay otra de carácter apoca- 
do, anhelosa de trepar a toda costa el pináculo 
del poder, cuya falta de energías es aprovechada 
por los mandatarios sin escrúpulos para realizar 
sus planes de opresión o latrocinios. 

Fray Pantaleón García estampó hace más de 
un slelo, en sus sermones panegíricos, estos con- 
ceptos, aún hoy de estricta aplicación en la gene- 
ralidad de los casos: ““Hay tres cosas, dice el sa- 
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bio, muy difíciles de percibir: el vuelo del águila 
que penetra las nubes, la rapidez de un navío que 
atraviesa los mares, las sinuosidades de la cule- 
bra que se enrosca; pero hay otra que es entera- 
mente deconocida, y es el camino de un hombre 
en su juventud... El joven jamás se halla bien 
sino allí donde no está: él se huye de sí mismo, y 
a cada instante ya no es él; es un azogue que 
no se puede fijar; un vino nuevo que hierve. 
con toda su fuerza y un camaleón que toma todo 
género de colores”, 

Esta clase de espíritus inquietos y  volubles, 
hombres todavía en gestación, corresponde a la 
segunda categoría que dejamos clasificada. La 
política profesional, que no es la ciencia de go- 
bierno, sino la ninfa Egeria de la versatilidad, 
atrae fácilmente aún mismo a los de edad pro- 
vecta, cuanto más a los adultos, que recién tras- 
pasan los umbrales de la adolescencia al transeu- 
rrir los cinco lustros de abrir los ojos a la luz 
de la vida. 

No comprendemos, pues, cómo pueda  habili- 
tarse a una persona de veintiún años, cual acon- 
tece en Guatemala, Honduras y demás naciones 
que se hallan en su caso, para desempeñar una 
secretaría de Estado, que requiere madurez de 
juicio y un probado carácter, además de los cono- 
cimientos indispensables al lleno cumplido de 
las delicadas funciones a ejercer, porque para 
servir de consejero a un gobernante es menester 
aportar un caudal de luces y de experiencia en 
alto grado apreciables, como lo tenemos dicho en 
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uno de los acápites que preceden, ya que no es 
dable equiparar con un empleado cualquiera, de 
responsabilidades y funciones muy limitadas, a 
un Ministro del Ejecutivo, llamado a orientar 
con su saber y levantada actitud la marcha ad- 
mimistrativa y política del país. 

Al preceptuarse en el código fundamental de 
una nación que el primer magistrado de ésta de- 
berá refrendar sus decretos con la firma del Mi- 
nistro respectivo y prohibirse el libramiento de 
órdenes sin sujetarse a esa misma formalidad, so 
pena por tenerse por nulo todo cuanto dispusiere 
con prescindencia de tal requisito, ha querido el 
constituyente imprimirle a ese cargo una fuerza 
moderadora y ceñir los actos del supremo man- 
datario al imperio de las leyes, 

¿Y quién, sino un ciudadano ya hecho a las lu- 
chas de la existencia v de los partidos, se encuen- 
tra en mejores condiciones que cualquier otro 
bara ocupar debidamente una cartera eubernat)- 
va y poner a raya los ímpetus y extraviadas mi- 
ras del superior? Nada significa, cuando se trata 
de hombres íntegros y altivos, que sea ese un 
puesto amovible, sobre todo si los Ministros pro- 
ceden del Cuerpo Legislativo y tienen el derecho 
de volver a sentarse en su banea, en caso de re- 
nuncia o destitución, ya porque se hallan expues- 
tos a ser juzgados si obran ilegal o deshonesta- 
mente, ora porque no se les somete a la dura lev 
de la necesidad. La formalidad de la firma les sir- 
ve, por lo demás, de amuleto, y si caen, descien- 
den con honra y con prestigio moral y cfvico, 
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Miírense las cosas por el lado opuesto, y sl al 
despego de tan bellas cualidades se añade la in- 
experiencia, resultará su fiscalización casi en ab- 
soluto nula, y en lugar de colaboradores, que den 
eloria y lustre al gobierno, se tendrán meros re- 
flejos de las opiniones y del sentir del ¡jefe del 
Estado, aunque éste no posea sobresalientes con- 
diciones intelectuales. 

No desconocemos que puede haber honrosísi- 
mas excepciones en todas partes del mundo, pero 
ni en gramática ni en política han formado nun- 
ca regla las excepciones. 

Entre nosotros podríamos citar aleunos casos 
de precocidad intelectual hermanada al civismo, 
como un moralizador ejemplo a la juventud que 
rinde culto al lábaro del estómago, pensando más 
en el presente que en el porvenir, y también a 
aquellos que, a pesar de sus muchos años, Ineli- 
nan la cerviz ante los poderosos, cual si fuesen 
atáxicos. Preseindimos de  invocarlos, empero, 
porque nuestras apreciaciones no se refieren a 
un país determinado, sino a todos los países del 
orbe. | 

Se ha sostenido, sin embargo, que siendo el 
Presidente quien elige y separa libremente a los 
Ministros, nadie más capacitado que él mismo 
para tomar en cuenta sus cualidades; pero tal ra- 
zonamiento sería llevantable si en la Constitu- 
ción no se estableciesen, a la vez, las varantías 
de que ya hemos hablado: el requisito de la firma 
Je los Secretarios de Estado exigido por el ar 
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tículo 80 y las responsabilidades prevenidas en 
los artículos 106 y 110, por ejemplo. 

Representando el Ejecutivo uno de los tres al- 
tos Poderes de la Nación, no puede serles indife- 
rente a los buenos ciudadanos ni a los hombres 
de principios, en general, que un Presidente se 
rodee de elementos avezados en la cosa pública, 
capaces de llenar los vacíos de su deficiente pre- 
paración, o de secundar con éxito sus ideas pro- 
eresistas y patrióticas, o que solicite el concurso 
de nulidades o de espíritus sin aliento, de los cua- 
les no es dado esperar nada bueno ni proficuo. 
Por otra parte, la autoridad moral de los Minis- 
tros y su labor y honradez, redundan en prestigio 
del gobernante en cuya administración colaboran 
con fe y abnegación sinceras. Ellos ayudan mucho 
al Presidente en sus tareas, —como dice el doctor 
José María Vidal en sus “Principios Elementa- 
les de Gobierno proplo”?”,—y si no fuera por 
ellos, él faltaría con más frecuencia a su deber, 

llas funciones de legislador demandan, tam- 
hién, aptitudes y conocimientos del ambiente, 
para proceder con tino y acierto, pero siendo nu- 
merosos log miembros de una Cámara y menos 
premiosa la solución de los asuntos sometidos « 
su estudio, los arranques juveniles no obstan pa- 
ra que se dicten leyes meditadas, máxime cuando 
éstas necesitan el voto y la aprobación de las dos 
ramas legislativas, y queda todavía el recurso 
del veto, si el Presidente de la República no está 
de acuerdo con ellas. 

De ahí que se mantenga en el Uruguay la edad 
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de veinticinco años cumplidos prescripta eu el 
artículo 24 de la Constitución de 1830, hoy núme- 
ro 22, además de la calidad de ciudadanía natu- 
ral en ejercicio, o legal con cinco años en ejerel- 
clio, para poder ser representante. En cambio, el 
senador necesita tener por lo menos treinta y 
tres años, y dos más que aquél, no siendo orlun- 
do del país, en uso de sus derechos políticos, de 
acuerdo con el artículo 29. 

Esta diferencia de ocho años de edad, se debe 
a que la Cámara alta, con arreglo al artículo 26, 
antes 27, sólo se compone de un individuo por ca- 
da Departamento, o sea, únicamente de diez y nue- 
ve, mientras que la de Diputados, que, conforme 
al artículo 19 del Código reformado podía cons- 
tituirse de un miembro por cada tres mil almas, 
o por una fracción que no bajase de dos mil, en 
lo sucestvo constará del número que señalen las 
respectivas leyes ordinarias que se dicten sobre 
este particular y al hecho de que al primero de 
esos Cuerpos se le considere como moderador. 

En los Estados Unidos se concede tanta import- 
tancia a las cualidades de los Ministros, que allí, 
veneralmente, las personas elegidas han sabido 
crearse una posición en su país natal, y con fre- 
cuencia sucede que han contribuído en gran ma- 
nera a la elección del nuevo Presidente, o dispo- 
nen en su partido de influencia que puede apro- 
vechar en momentos dados. Aleuna vez han sido 
competidores suyos de cuidado, en las elecciones 
de los candidatos por los partidos políticos. De- 
bido a esto, M, Lincoln, en 1860, nombró Secreta- 
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rio de Estado y de Hacienda a Mr. Seward, y 
Mr. Chase, que le habían combatido mucho cuan- 
do le designaron candidato a la Presidencia por 
el partido republicano. En los primeros tiempos 
se consideraba este puesto como el estribo para 
la presidencia. Jefferson, Madison, Monroe y 3. 
(Y). Adams, habían desempeñado estas funciones 
en presidencias anteriores (8). 

Por lo demás, nuestras observaciones son 
lgualmente aplicables a los Ministros del Consejo 
Nacional de Administración, en lo que respecta 
al Uruguay, y aún dentro del régimen parlamen- 
tario, puesto que el mecanismo administrativo y 
político exige en todas partes, para su marcha 
regular, que sus impulsores se hallen dotados de 
una eran fuerza moral, de positiva ilustración y 
de amor al progreso y al imperio de las institu- 
ciones libres. 

En cuanto a la primera de las condiciones re- 
queridas para ser Ministro, no puede merecer 
crítica alguna el artículo que examinamos, porque 
sólo a los ciudadanos se les debe confiar las ta- 
reas del gobierno, sobre todo en lo que respecta 
a la policía y a las funciones de carácter interna- 
cional, ya que pesan sobre elios todas las cargas, 
sean nativos o naturalizados, y ya que por su 
condición de tales se hallan Mmtimamente ligados 
a la estabilidad y al engrandecimiento del país. 


(8) Bryce: ““La República Norteamericana ?”, tomo 1, 
página 142, 
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Informes a las Cámaras en la apertura de sus sesiones 


“108. Abiertas las sesiones de las Cámaras, se- 
rá obligación de los Ministros dar cuenta par- 
ticular a cada una de ellas del estado de todo lo 
concerniente a sus respectivos departamentos.?”” 


Es esta una copia textual de lo prescripto en 
el artículo 88 de la Carta Política anterior, que 
fué aprobado sin observación en la sesión del 31 
de julio de 1829, 

¿Por qué se exige a los Ministros la presenta- 
ción de estas memorias anuales al Parlamento, 
a pesar de que conforme al inciso 7.* del artícu- 
lo 79 de la Constitución, corresponde al Presiden- 
te de la República informar al Poder Legislativo, 
al inaugurar las sesiones ordinarias, sobre el es- 
tado del país y tas mejoras y reformas que con- 
sidere dignas de su atención, deber 1¡gualmente 
impuesto por el artículo 97 al Consejo Nacional 
de Administración? Ni una palabra se consagra 
a este respecto en el diario de sesiones de las 
Asambleas Nacionales de 1830 y 1917. Por con- 
siguiente, hay que ligar el artículo 108, por vía 
de interpretación, econ otras disposiciones consti- 
tucionales. 

¿No son ellos responsables de sus actos admli- 
nistrativos individuales, como lo acabamos de 
ver al considerar el artículo 106? 
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¿No se les hace, además, solidarios de los ins- 
trumentos en que legalicen la firma y resolucio- 
nes del jefe del Ejecutivo? 

¿No es por su órgano que el primer magistrado 
de la Nación propone proyectos de ley a la Le- 
gislatura, de acuerdo con el artículo 57, antes 59, 
y quienes concurren al seno de ambas Cámaras 
a dar las explicaciones por una u otra de ellas 
solicitadas, o a participar de la discusión y san- 
ción de las proposiciones hechas a nombre del 
Gobierno, de acuerdo con los artículos 50 y 112? 

El Poder Ejecutivo no puede abarcar en un 
Mensaje, sino en forma breve y sumaria, la labor 
administrativa de todo un año, con cuyos escue- 
tos datos es imposible que los legisladores apre- 
cien su importancia en la generalidad de los 
asuntos, sobre todo, porque a ese género de co- 
municaciones no se adjunta documento de prue- 
ba alguna. Sólo se acompañan esos recaudos 
cuando se trata de sucesos graves, pero con un 
objeto muy distinto al que nos ocupa y en cual- 
quier oportunidad que éstos ocurran. 

Conviene, en consecuencia, o que el Presiden- 
te de la República presente anualmente una me- 
moria completa de toda su gestión pública, en vez 
de cireunseribirse a hacer una exposición en de- 
masía compendiada, algo así como un memorán- 
dum, o que, como lo disponen casi todas las cons- 
tituciones, suplan ese vacío los Ministros, cada 
cual acerca de sus respectivas carteras. 

Somos partidarios del primero de los casos 
planteados, puesto que los Ministros no son sino 
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dependientes del Poder Ejecutivo, ya sea él ejer- 
cido por una o por las dos entidades políticas en 
que ha sido delegado por el artículo 70 de la fla- 
mante Constitución uruguaya. 

De esa manera también se obligaría a los su- 
premos mandatarios a mirar con mayor interés 
los negocios públicos, abocándose el conocimien- 
to de las cuestiones tramitadas por ante dichos 
Secretarios, en lugar de confiar únicamente en la 
competencia y honorabilidad de éstos, o en los 
dictámenes fiscales, no siempre ajustados a ra- 
zón, ya por falta de un estudio serlo de las cues- 
tiones pasadas en vista, o porque, comunmente, 
se tiene el falso concepto de que en los asuntos 
con los particulares debe expedirse el ministerio 
público en favor del Estado. 

Ofrecería, por otra parte, la ventaja de poder 
juzgar más a fondo la idoneidad, el celo y la hon- 
radez de los gobernantes, a los efectos del juicio 
político, y, separadamente, la consagración y me- 
recimientos o errores de los Ministros, desde que 
en dicha memoria se detallarían con toda exten- 
slón y minuciosidad los trabajos de cada uno de 
éstos. | 

En el Uruguay, sin embargo, no pecan por la- 
cónicos los informes elevados a la Asamblea Gre- 
neral en cumplimiento del artículo 79, y en ellos 
se hace un resumen de las principales obras rea- 
lizadas por las respectivas Secretarías. 

(Juizá se arguya que por carencia de tiempo no 
le sería dable al Hgecutivo expedirse en forma 
distinta a la habitual. Convenimos en ello; pero 
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la presentación de una memoria, que podría ha- 
cerse dentro de un plazo prudencial, no excluye 
el anticipo, en un mensaje, del estado adminis- 
trativo, económico y político del país, expuesto 
en lo más substancial y en moderadas proporeio- 
nes o límites. 

Pero cabe preguntar, a pesar de lo que deja- 
mos dicho: ¿No se les exige a los Ministros dar 
cuenta, a cada Cámara, del estado de todo lo con- 
cerniente a sus respectivos Departamentos, una 
vez abiertas lag sesiones del Cuerpo Legislativo, 
es decir, una doble obligación, que demanda duplo 
trabajo de copia? 

Pues bien: esa enumeración de todo lo obrado 
durante los doce meses del año económico, o del 
término que media entre la reapertura de cada 
período legislativo, Impuesta  independiente- 
mente a cada uno de los Secretarios de Estado, 
podría utilizarse, en conjunto, para la confección 
de la memoria gubernativa, adquiriendo la rela- 
clón de los hechos referidos mayor autoridad que 
la que puede darle la sola firma de un Ministro a 
sus informaciones personales, huérfanas del sello 
de la superioridad, por grandes que sean los 
prestiglos de aquél. 

Al Presidente de los Estados Unidos del Bra- 
sil se le comete la obligación, en el inciso 9.* del 
artículo 48, de dar cuenta anualmente de la si- 
tuación del país al Conereso Nacional, indicán- 
dole las providencias y reformas urgentes, en 
mensaje, que remitirá al Secretario del Senado el 
día de la apertura de la sesión legislativa. Sin 
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embargo, aun cuando los Ministros están en el 
deber de redactar memorias anuales, éstas serán 
dirigidas al jefe del Poder, Ejecutivo y distribuí- 
das a todos los miembros del Parlamento, por de- 
terminarlo así el artículo 51 de la Constitución. 

La experiencia de cerca de una centuria de vi- 
da independiente y de más de tres décadas de 
práctica republicana, no obstante contar con emi- 
nentes estadistas desde los tiempos del Imperio, 
no ha influído, empero, hasta el presente, en el 
ánimo de sus hombres públicos para imponerle al 
jefe supremo de la Nación otra cosa que lo esta- 
blecido entre nosotros en el precepto constitu- 
cional que dejamos citado. Probablemente enten- 
derán que las memorias ministeriales de la refe- 
rencia, que nada impide que sean todo lo vo- 
luminosas que se quiera, son suficientes, por 
estar ellas dirigidas al primer magistrado, para 
que se las tenga como la expresión de las ideas 
de éste y como plenamente autorizadas por él. 

Se ha imitado en esto el procedimiento norte- 
americano; porque el Presidente de la Unión, en 
cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 2.* 
sección TIL de la Carta Fundamental, presenta de 
tiempo en tiempo informes al Congreso sobre el 
estado de aquélla, y recomienda a su considera- 
ción las medidas que juzga necesarias y conve- 
niente, con cuyo objeto requiere de sus Ministros 
una memoria de todo lo tratado y hecho por ca- 
da Secretaría de Estado durante todo el año. 

Es verdad, también, como lo hemos recordado, 
que en el Brasil son los Ministros auxiliares del 
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Presidente según el artículo 49, “agentes de su 
confianza, que le suscriben sus actos??, y que “ca- 
da uno de ellos preside a. uno de los Ministerios 
en que se divide la administración federal”, con- 
diciones éstas que estrechan sus vínculos con 
aquél y establecen una solidaridad moral y ¡¿uri- 
dica mutua, puesto que si bien el artículo 52 pres- 
eribe que log Ministros de Estado no son respon- 
sables ante el Congreso, o ante los Tribunales, 
por los consejos dados al Presidente de la Repú- 
blica, responden por él, en cuanto a sus actos, por 
los crímenes calificados en ley, pudiendo ser pro- 
cesados y juzgados por el Supremo Tribunal Fe- 
deral en log crímenes comunes y de responsabili- 
dad; y en los consejos con los del supremo man- 
datario, por la autoridad competente para el juz- 
eamiento de éste, de conformidad con la misma 
disposición citada, 

En las constituciones de la Argentina, del Pa- 
ragnay, de Méjico y de Ohile, como en la del Uru- 
euay, no se les fija plazo alguno a los Ministros 
para que informen al Parlamento de las ocurren- 
clas de cada año en sus respectivas carteras, 
dando mérito esa omisión a considerables demo- 
ras, con perjuicio de la buena marcha adminis- 
trativa, pues los legisladores, por más preocupa- 
ción que tengan por la cosa pública, no poseen 
el. don de ubicuidad, ni pueden escudriñar econ los 
ojos del pensamiento todos los actos del Poder 
Ejecutivo, a fin de apreciar su labor y conducta, 
dar nuevo impulso a los progresos nacionales 
por medio de leyes previsoras y benéficas, corre- 
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gir los errores padecidos, y contribuir, en man- 
comunidad patriótica, al bien público. 

En el Perú se hace obligatorio ese requisito al 
tiempo de la instalación del Congreso (art. 101); 
en Bolivia, en las primeras sesiones del mismo 
(art. 97), y en Guatemala también dentro de ese 
plazo indefinido. Se indica, sin embargo, en el 
artículo 57 de la Constitución de este áltimo país, 
la clase de sesiones del Parlamento a que se re- 
fiere, o sea, que se trata de las ordimarias, puesto 
que no siempre se ha entendido, o querido enten- 
der que a ellas se alude cuando se dice, en la de 
la República Argentina, por ejemplo: “Luego 
que el Congreso abra sus sesiones??, ete., etc. 


El doctor Montes de Oca manifiesta que allí ha 
sido a este respecto muy viciosa la práctica, y que 
como el artículo 90, —que es el pertinente al ca- 
so—, no señala plazo alguno, se ha creído que no 
sólo, durante las sesiones ordinarias, sino tam- 
bién durante las de prórroga, los Ministros 
estaban en tiempo. de presentar sus memo- 
rias a la Legislatura Nacional, fenómeno, según 
él, que se repite todos los años. 

Agrega que por esa irregularidad no tienen 
los congresales en el mes de mayo los datos pre- 
cisos que reclaman para poder legislar con acier- 
to, desde que las memorias son constantemente 
retar ul y que por eso la mayoría de las cons- 
tituciones provinciales que han seguido el princi- 
pio de la Constitución Nacional, aprovechando 
log enseñanzas de la experiencia, ha señalado un 
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término más o menos largo, dentro del cual los 
Ministros deben cumplir ese deber, 
- En cambio, en Venezuela se fija el plazo peren- 
torio de diez días desde el de la apertura de las 
sesiones ordinarias (art. 103); de quince en Nica- 
ragua (art. 80, inciso 10), en Colgmbia (art. 134), 
en Costa Rica (art, 110) y en el Panamá (art. 87), 
y de un mes en la Provineia de Buenos Aires, cu- 
ya Constitución dice así en el artículo 148: “En 
los treinta días posteriores a la apertura del pe- 
ríodo legislativo, los Ministros presentarán a la 
Asamblea «la Memoria detallada del estado de la 
Administración correspondiente a cada uno de 
los Ministerios, indicando en ella las reformas 
que más aconsejen la experiencia y el estudio?”. 

Vedia explica el espíritu del precepto argenti- 
no, —que responde al mismo fin que el urugua- 
yo—, diciendo que la Constitución quiere que el 
Presidente de la República, en el acto de la aper- 
tura de la Asamblea General, le informe del es- 
tado de la Nación, y que los Ministros le pasen 
también inmediatamente una memoria detallada 
sobre el mismo estado, presumiéndose natural- 
mente que los Presidentes harían una exposición 
general y sumaria, en la cual sólo abarcaran las 
erandes líneas del cuadro, dejando para los Mi- 
nistros la tarea de extenderse en los desarrollos 
y detalles de cada uno de los tópicos del mensa- 
je presidepcial, 

Ese propósito se realizó en dicho país, como en 
el Uruguay, en diversas épocas, pero podría afir- 
marse que como una mera excepción, pues la ma- 
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yoría de los gobernantes ha considerado de su 
deber, o conveniente para Sus miras políticas, 
“abarcarlo todo, dando a sus mensajes propor- 
clones excesivas”? Y a medida que se han ido 
extendiendo los mensajes presidenciales, han ido 
elreunseribiéndose las memorias, a punto de eli- 
minarse casi completamente, o de hacer su apa- 
rición silenciosa y tardía, cuando ya el Congreso 
ha cerrado sus puertas, como el proplo comenta- 
rista lo expresa con toda exactitud. 

Hsos mensajes de tamaño desmesurado, como 
los ríos salidos de madre, suelen ser más perju- 
diciales que beneficiosos y casi nunca se leen ínte- 
eramente en el Parlamento, va porque absorbe- 
ría su lectura un largo tiempo, horas a veces, re- 
sultando soporiferos, ya porque en ellos se ento- 
nan himnos de alabanza a los actog proplos y se 
arrojan saetas y apóstrofes a la oposición, princi- 
palmente a sus órganos en la prensa, ya, en con- 
clusión, porque esa mezcla de hechos de índole 
diversa, en distintos tonos y con varios fines, ex- 
puestos, por lo general, acomodaticiamente, fru- 
to de la parcialidad partidista, cuando no de 
círeulo, hace que tales comunicaciones calgan en 
el vacío de la indiferencia, o sólo preocupen en 
cuanto se refieren a la lucha candente de las co- 
lectividades en juego, o del gobierno que la pro- 
voca. y ¡A 

¡Se explica que en Norte América sean extensos 
esos documentos, puesto que allí no tiene el Pre- 
sidente el derecho de iniciativa, y la Constitución 
establece en la sección III del artículo 2., que 
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informará al Congreso, “de cuando en cuando, 
acerca del estado de la Unión, y le recomendará 
las medidas que estime necesarias y convenien- 
tes?”. 

Se entiende, en consecuencia, con las Cáma- 
ras, —como lo manifiesta Laboulaye—, con un 
mensaje a la apertura de cada Legislatura, y por 
medio de comunicaciones escritas, cada vez que 
lo considera conveniente, “Aquellos mensajes 
—agrega el ilustre comentarista—, forman una 
colección de las más interesantes para la histo- 
ria de los Fstados Unidos, y para el Derecho 
Constitucional. No diré, como los editores ameri- 
canos, que aquella colección es el manual de los 
hombres de Estado (Statesman Manual); pero sí 
afirmo que cada uno de aquellos mensajes azo- 
tan el asunto, y acostumbran al país a reflexionar 
y formarse una opinión. A ella es a quien apela 
siempre el Presidente, y euyo fallo invoca cuando 
no está de acuerdo con el Poder Legislativo. Ape- 
lar a la opinión, hacer juez en definitiva al país, 
¿no es esto lo que constituye la libertad política ?”” 

Bryce no les da, sin embargo, mayor valor que el 
del momento a las exposiciones presidenciales: 
““De ordinario, dice, en el mensaje se exponen las 
cuestiones de más actualidad, y se indican los re- 
medios legislativos conducentes a curar los ma- 
les de que sufre el país; pero como el Presidente 
no está autorizado para presentar balls, y aunque 
los hiciera no encontraría Ministro que los sos- 
tuviera, porque no asisten los Ministros a las Cá- 
maras, el mensaje es como un disparo al altre: no 
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tiene resultados prácticos. Es más bien un mani- 
fiesto, una declaración de opinión y de política, 
que un proyecto legislativo. El Congreso perma- 
nece indiferente, y sus miembros siguen imper- 
térritos proponiendo bills. Donde realmente se 
muestra la importancia legislativa del papel del 
Presidente, es en la última fase de la confección 
de las leyes: entonces tiene medios de imponer 
su voluntad. Siempre que se le presente un ball, 
puede firmarlo, y al hacerlo, le da fuerza de ley; 
pero puede no aprobarlo, y entonces lo devuelve, 
dentro del término de diez días, a la Cámara de 
donde proviene, fundamentando los motivos de 
no haberlo aceptado. S1 las dos Cámaras resisten 
y lo votan por mayoría de las dos terceras par- 
tes en cada una de ellas, es ley aun sin la firma 
del Presidente: en otro caso, el ball no adquiere 
este carácter??, | 

Sólo un Presidente norteamericano, que sepa: 
mos, —Abraham Lincoln—, se aventuró a pre- 
sentar un proyecto de bill, tendiente'a establecer 
la indemnización que debía acordarse a los Esta- 
dos que en 1863, por resolución suya, habían abo- 
lido la esclavitud en sus respectivos dominios. 

Washington informó oralmente, «pero Jéffer- 
son adoptó el procedimiento eserito, que es el que 
se sigue hasta el presente y que resulta más efi- 
caz a los efectos legislativos y para satisfacción 
de la opinión pública; y esos documentos sirven 
de provechosa enseñanza, a pesar de la frialdad 
con que son algunas veces recibidos, según lo ex- 
presa en sus palabras transcriptas, uno de los pu- 
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blicistas que dejamos citados, y llenan el vacío de 
las informaciones ministeriales no preseriptas 
por su Ley Fundamental, 

Empero, las constituciones en las cuales se dis- 
pone que se hagan conocer del Poder Legislativo 
los sucesos de mayor relieve habidos en el trans- 
curso de cada año, y las vistas del Presidente de 
la República sobre lo que más convenga resolver 
en favor de los intereses de la Nación, no piden 
un alegato, sino una exposición sencilla y corta, 
seria e imparcial, relativa al estado del país, de- 
jándose a los Ministros la ardua tarea de referir 
en todos sus pormenores y documentalmente, ca- 
da cual en la rama de su destino, la historia anual 
de la Administración en sus múltiples fases, es- 
erita con reposo y sin prevenciones ni ataques pa- 
ra institución o persona aleuna. 

Si en el Uruenay se hubiesen dictado leyes in- 
terpretativas de estos deberes, los mensajes ele- 
vados a la Asamblea al inaugurar ésta sus sesio- 
nes ordinarias, hubieran abarcado prudentes di- 
mensiones y tenido la virtud de no convertirse 
en dardos emponzoñados, y los Ministros, en lu- 
gar de remitir sus memorias en cualquier tiempo, 
las habrían pasado uniformemente dentro de las 
sesiones ordinarias, para que el legislador pu- 
diera empaparse en ellas y sacar el provecho con- 
S1omiente. 

En la Argentina, sin embargo de que el artícu- 
lo 90 es también vago a este respecto, la ley de 
contabilidad ha venido a reforzar el pensamiento 
del constituyente, pues “tomando un término de 
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transacción?”, dice el señor de Vedia, *““dispuso que 
cada Ministro presente su Memoria en el mes de 
mayo, en cuyo período debe remitirse también el 
Presupuesto (arts 5.” y 6.”). Es el primer mes 
de las sesliones??. 

Advierte, además, dicho publicista, que según 
el mencionado artículo, que es análogo al 108 que 
examinamos, cada Ministro debe dar cuenta de 
los actos de su respectivo departamento, y no de 
los demás; es decir, de los actos que él legaliza, lo 
que una vez más concurre a demostrar la auto- 
nomía de cada uno de ellos. 


NA 
PRECEDENTE PARLAMENTARIO NACIONAL 


Esta dualidad de informes y de eriterios, unida 
a la imprecisión del precepto constitucional re- 
ferente al que deben suministrar a las Cámaras 
los Ministros, dió margen a una controversia pat- 
lamentaria durante la primera Legislatura, cu- 
yos términos conviene que se conozcan como un 
antecedente ilustrativo. ' 

El 20 de febrero de 1832, al procederse a la 
apertura de las sesiones ordinarias del Parla- 
mento, retardada por causa de fuerza mayor, con 
asistencia del Presidente de la República interi- 
no, que lo era don Luis Eduardo Pérez en ausen- 
cia del general Rivera, el Ministro de Gobierno y 
Relaciones Exteriores, doctor Santiago Vázquez, 
dió lectura del Mensaje preceptuado por el ar- 
tículo 82 de la antigua Constitución, igual al 79 
de la hoy vigente, haciéndose en él una relación 
cireunstanciada del estado de la administración 
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pública, de las relaciones internacionales mante- 
nidas, de las condiciones políticas y militares del 
país y de los propósitos que abrigaba el Poder 
Ejecutivo para mejorar la situación interna de 
la Nación, en sus diversos órdenes, habiéndose 
resuelto hacer conocer ese documento a cada una 
ue las dos ramas del Cuerpo Legislativo a los 
mes pertinentes, 

En la sesión celebrada el 22 del mismo mes por 
la Cámara de Representantes dió cuenta la Se- 
cretaría de la copia remitida a ese alto Cuerpo, y 
la Presidencia dispuso que se repartiese. En el 
Senado tuvo entrada el 23, destinándola la Mesa 
a la Comisión de Legislación; pero sin esperar a 
que ésta se expidiese, el 1. de marzo se reclamó 
sobre la falta de cumplimiento del artículo 88, 
complementario del 82, 

Veamos lo que consta del acta respectiva como 
preludio de lo expuesto días después con mayor 
detenimiento sobre este particular. 

Dijo el senador don Miguel Barreiro que es 
utilísimo el procedimiento señalado por la Cons- 
titución, y que habiendo pasado diez días sin lle- 
narse la disposición de que se trata, pedía que se 
invitara al citado Ministro para que procediese 
a su observancia, : 

Apoyada dicha proposición, el presbítero La- 
rrañaga solicitó que ella pasara a informe de la 
Comisión respectiva, en el caso de que se abriga- 
se aleuna duda acerca del verdadero alcance dei 
precepto invocado; porque si para cualquier 
asunto, por simple que fuese, se guardaba esta 
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forma, tratándose de una cuestión constitucional, 
se hacía necesario, en su concepto, obrar con ma- 
yor cireunspección y madurez. 

En opinión del señor de Larrobla (don Juan 
Francisco), el artículo 88 era claro y terminante, 
y, por lo tanto, no podía abrirse discusión sobre 
un punto consignado de ese modo en el Código 
Político nacional. En consecuencia, sólo conside- 
raba pertinente que el Senado fijase la sesión en 
que habría de asistir el Ministerio a dar explica- 
clones, y resolverse sl para este efecto procedía 
liamársele por medio de una comunicación. 

El senador Larrañaga, obrando con mayor 
prudencia, fué de parecer que debían dejarse pa- 
sar algunos días más, y que si durante ellos no 
se apersonaba el Ministro Vázquez, con el fin 1n- 
dieado, se adoptara entonces el temperamento 
que «cababa de proponerse, 

Recordó, a la vez, ese ilustrado legislador, que 
en 1831 se había prescindido también del requi- 
sito que motivaba el cambio de ideas a que nos 
referimos, lo cual, quizá, en su sentir, habría da- 
do luar a que se creyese que tampoco era indis- 
pensable hacerlo en adelante. Juzgaba, además, 
que con la presentación del Mensaje se llenaba el 
deber impuesto por la Constitución; y concluyó 
expresando que éste era un motivo más pata que 
se procediese con menos apresuramiento. 

Su coleva Barreiro areuyó que si bien la obli- 
gación del Ministro era dar cuenta inmediata- 
mente de abrirse las sesiones, conforme al espí- 
ritu del citado precepto de la Carta Fundamen- 
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tal del Estado, no se oponía, sin embargo, a que 
se fijase la proposición en estos términos: “Que 
si pasadas tres sestones no ha concurrido el Mi- 
nistro a cumplir con el artículo 88 de la Constitu- 
ción, se le invite a este efecto por el señor Vice- 
presidente??. 

“¿No habiendo quien tomase la palabra”, —se 
lee en el acta que consideramos—, “y dado el 
punto por suficientemente discutido, se puso a 
votación y fué aprobada””. 

Los términos de la moción votada no concor- 
daban, empero, con el pensamiento inicial del mo- 
cionante, como se verá en seguida, porque en- 
tendía, hallándose en lo cierto, que los informes 
exlgidos a los Ministros en tales casos, debían 
darse por escrito y no verbalmente. 

El 9 concurrió el doctor Vázquez a responder a 
la interpelación hecha en la forma y sentido rela- 
clonados, y su presencia en el Senado ocaslonó 
un interesante debate. Del tomo I del *“*Diario de 
Sesiones?”?, tomamos el extracto que va a leerse 
a este respecto: 


“Vwueltos a Sala, el señor Ministro hizo anunciarse, 
y habiéndosele permitido entrar, pidió la palabra, y 
dijo: Que había observado por los papeles públicos, que 
en el concepto de la Honorable Cámara de Senadores 
no estaba aún cumplido por el Ministerio el artículo 
88 de la Constitución. 

El Ministro,—continuó diciendo,—ha. venido con es- 
te motivo; pero cree que habiéndose dirigido el Mensa- 
je del Gobierno a la Asamblea General en observancia 
del artículo 82, ha llenado el deber que le impone el 
artículo 88; porque el objeto de éste no puede ser otro 
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que el de exigir la presencia de los Ministros ante cada 
una de las Cámaras, para dar las explicaciones que le: 
pidan sus honorables miembros, acerca de cualquiera 
de los dos puntos que comprende el mensaje. 

El Ministerio está dispuesto a hacerlo. Espera sola- 
mente que los señores senadores formulen las observa- 
clones que tengan a bien. 

El Sr. Barreitro—Leyó los artíenlos 82 y 88 del Có- 
digo Constitucional, y contestó haciendo notar la dife- 
rencia que hay entre uno y otro: el primero, agregó, 
impone al Presidente de la República el deber de ha- 
cer la apertura de las sesiones e informar entonces « 
las dos Cámaras, reunidas en la Sala del Senado, del 
estado político y militar de la República, y de las me” 
joras y reformas que considere dignas de su atención; 
v el artículo 88 dice: “Abiertas las sesiones de las 
Cámaras, será obligación de los Ministros dar cuenta 
particular a cada una de ellas del estado de todo lo 
concerniente a sus respectivos departamentos.?”? Véase, 
pues, cómo son cosas muy distintas las que están con- 
sienadas en uno y otro artículo; y reconózcase también 
que con la presentación del mensaje no se ha llenado 
lo dispuesto en el 88. 

Estas consideraciones son las que me movieron a ha- 
cer una moción recomendando el cumplimiento de este 
artículo. Si el señor Ministro está pronto a cuantas 
explicaciones se le pidan sobre log puntos del mensaje, 
vo, creyendo ojrle bajo otro concepto, ni he venido 
preparado a pedirlas, ni en este momento me ocurre 
la menor indicación a este respecto. 

El Sr. Ministro—Repuso que era excusado el infor- 
me a Cada una de las Cámaras separadamente, después 
que va lo había hecho el Gobierno a la Asamblea Ge- 
neral por medio del mensaje, que también se ha pasa- 
do a cada una de ellas. Pero si el Honorable Senado 
quiere, —añadió,—que el Ministerio informe nuevamen- 
te, él cumple esta disposición con reproducir, como re” 
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produce en todas sus partes el mensaje, y sólo resta 
que se mande leer, 

Si, como lo cree el Gobierno, por el artículo 88 de la 
Constitución se prescribe solamente que el Ministerio 
hava las explicaciones que le sean pedidas, y conteste 
a las observaciones o dudas que pudieran ocurrir a los 
honorables miembros de las Cámaras, él está pronto a 
efectuarlo; y si al presente no están prevenidos los se- 
ñores senadores, pueden hacerlo en otra ocasión. 

El Sr. Barreiro—Manifestó que cuando hizo la mo- 
ción que ha dado mérito a este debate, convino el Se- 
nado en que los fines del artículo 82 son diferentes del 
objeto marcado en el artículo 88; y que, por eonsi- 
vulente, hallándose éste en un capitulo último y exclu- 
sivamente destinado a los Ministros, el mensaje no ha 
podido relevar al Ministerio de la obligación que le 
impone el artículo 88. 

El Sr. Herrera y Obes (don Manuel) —Expuso que 
el mensaje del Gobierno, aunque es un papel ministe” 
rial, sólo se reduce a dar, en general, una sucinta no- 
tieia de la marcha del Poder Ejecutivo y del estado de 
los neeocios de la Nación, y no un informe extenso y 
detallado de todo lo concerniente a los departamentos 
del Ministerio. El artículo 88,—dijo también,—exige, 
a mi modo de ver, la presencia de los Ministros, para 
que, llegado el caso de presentar el presupuesto, pue- 
dan los miembros de cada una de las Cámaras pedir 
explicaciones e informes sobre la inversión de las ren- 
tas y las operaciones del Ministerio en los diferentes ra- 
mos de la Administración. El señor senador que me 
ha precedido en la palabra, como que ha pertenecido a 
la Asamblea Constituyente, debe saber mejor que yo 
cuál es el espíritu de ese acto constitucional. 

Lo que he dicho, es lo que he visto en varias .cons- 
tituciones y lo que se practica en otras Asambleas; y 
así no puede convenir con el señor Ministro en que se 
eumpla el artículo 88 de nuestro Código Político con 
sólo presentar el mensaje. 
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Tampoeo puedo estar conforme en que ese mismo ar” 
tículo tenga únicamente por objeto imponer a los Mi- 
nistros la obligación de venir a las Cámaras para dar 
las explicaciones que se le pidan sobre lo expuesto en 
el mensaje; pues a más de que es impropio y no se 
acostumbra a hacer preguntas y dar respuestas sobre 
un documento clásico como éste, era innecesario que 
por un nuevo artículo se ordenase lo propio que ya 
estaba dispuesto en otro artículo de la Constitución, 
que autoriza a cada una de las Cámaras para que pue- 
dan hacer venir a su Sala a los Ministros del Poder 
Ejecutivo para pedirles y recibir los informes y expli- 
caciones que crean convenientes, sobre cualquier asunto. 

El Sr. Ministro—Replicó, diciendo: Se discute si el 
artículo 88 de la Constitución está cumplido o no, con 
la presencia del mensaje; con este motivo se dice que 
este documento es un papel ministerial, en que se da 
solamente una noticia superficial del estado de los ne- 
socios públicos, mas sin duda no se advierte que no 
son lo mismo los mensajes de un rey, o los de una mo- 
narquía constitucional, que los de un Estado republi- 
cano; aquéllos se limitan a dar una breve noticia del 
estado de la Nación; pero éstos comprenden una rela- 
ción mucho más extensa, y en una república pequeña 
como la nuestra, puede muy bien abrazar una exposl- 
ción bastante detallada de las operaciones del Gobier- 
no y de la situación del país en los diferentes ramos 
de su organización. Y, en efecto, señores, esto es lo que 
se propuso la autoridad ejecutiva en su mensaje. 

Ella tuvo en vista presentar a las Honorables Cáma- 
ras un cuadro exacto y completo de todos los efectos 
producidos por los: principios constitucionales, desde 
la época en que se presentó el anterior mensaje, hasta 
la última apertura de las sesiones. No ha omitido nin- 
euno de los puntos prominentes de cada departamen- 
to; y ha procurado informar de la marcha del Gobier- 
no y del estado de la República, con la suficiente indi- 
vidualidad para que los señores representantes de la 
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Nación queden plenamente instruídos de todo lo que 
interesa al bien de ella. 

El Ministerio insiste, pues, en que, a su juicio, el 
mensaje llena ese informe de que habla el artículo 88, 
y repite, que si sz quieren explicaciones más extensas 
sobre aleunos puntos, está pronto a darlas, ahora y 
siempre que se le pidan. 

El reconoce también el deber de hacer esto mismo 
toda vez que lo exijan las Honorables Cámaras en cual- 
quier materia; y así es que ¡o que dijo antes, en el par- 
ticular, fué aludiendo únicamente a la manifestación 
que hizo un respetable senador, de no venir prevenido 
para pedir explicaciones. 

En este estado, indicó el señor Herrera y Obes, que 
el negocio era concluído, en virtud de que el Ministerio 
se refería al mensaje y ofrecía dar todos los detalles y 
esclarecimientos que se le exiglesen sobre él; y agre- 
vó, además, que cuando llegase la oportunidad de dis” 
cutir el Presupuesto General de Gastos podrían pediír- 
sele cuantos conocimientos se considerasen necesarios 
sobre todos y cualquiera de los ramos de la Adminis- 
tración. Con lo que, habiéndose euardado silencio por 
los demás señores, se levantó la sesión. 


Una experiencia casi centenaria ha venido a 
demostrar concluyentemente la interpretación 
equivocada, por no decir de cireunstancias, dada 
por el Ministro Vázquez a los preceptos constitn- 
cionales barajados en la discusión de la referen- 
ela, puesto que desde entonces a la fecha, que se- 
pamos, ningún otro Secretario de Estado ha sos- 
tenido su tesis, a pesar de las frecuentes omisio- 
nes en que también se ha incurrido, 


SENTIDO ESTRICTO DEL ARTÍCULO 108 


El artículo 108, antes 88, aunque concordante 
con el 79, en la primitiva Constitución 82, obedece 
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al propósito de que se instruya al Parlamento de- 
talladamente de los negocios enunciados en el men- 
saje presidencial de apertura de las sesiones ot- 
dinarias, puesto que estos documentos deben ser 
pareos en datos y consideraciones, un pálido tras- 
luz de los sucesos y asuntos de mayor interés na- 
cional tratados y resueltos por el Poder Kje- 
cutivo. | 

Por otra parte, si el constituyente hubiese que- 
rido que los Ministros ilustrasen al Congreso en 
exposiciones verbales acerca “de todo lo concer- 
niente “a sus respectivos departamentos?””, lo ha- 
bría expresado así con toda claridad, máxime 
cuando le asiste el derecho de llamarlos a su re- 
cinto cuantas veces quiera para darle explicacio- 
nes sobre sus actos administrativos o políticos de 
carácter público. 

¿Y acaso los Ministros proceden y hablan por 
su sola cuenta y bajo su exclusiva responsabili- 
dad? Lejos de eso: todo cuanto manifiestan en el 
Cuerpo Legislativo, si concurren a sus sesiones; 
todo cuanto suscriben con el Presidente de la Re- 
pública, o solos por mandato de éste, y las Me- 
morlias anuales de la referencia, aunque aparez- 
an presentadas por ellos individualmente, son el 
fiel reflejo de las ideas y de la voluntad del jefe 
del Estado que los nombró, que les imparte ins- 
trueciones y que puede separarlos de gus empleos 
sin traba de naturaleza' alguna y sin que esa re- 
solución autorice a los dimitidos para entablarle 
querella, salvo que en el decreto de gu separación 
se viertan conceptos que menoscaben su hombría 
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de bien, desde que ellos no son colegisladores, 
sino voceros del supremo mandatario, que es ver- 
dadero colegislador con arreglo a la Constitu- 
ción, ' 

Nada importa que haya Ministros más aptos 
que el primer magistrado de la Nación y que a 
éstos se les deban tales o cuales iniciativas de po- 
sitiva trascendencia, puesto que ante la autori- 
dad presidencial, única cabeza visible del gobier- 
no, los valimientos morales e intelectuales de sus 
agentes, si ejercen influencia en el espíritu pú- 
blico, ávido siempre de impresiones fuertes y 
atento observador del curso de los acontecimien- 
tos, carecen, en cambio, de poder eficiente propio 
y de representación que no sea puramente pre- 
caria, a semejanza de la de un procurador, que 
dura mientras su comitente no se la revoca y que 
la desempeña para determinados asuntos; por- 
que sólo el Presidente de la República tiene la 
delegación constitucional de uno de los tres Altos 
Poderes del Estado, compartida en parte, entre 
nosotros, desde el 1. de marzo de 1919, con el 
Consejo Nacional de Administración, y “porque 
los Ministros, como lo hemos dicho ya más de 
una vez, no son miembros del Ejecutivo. ' 

Uno de los gobernantes más ponderados, —don 
Bernardo Prudencio Berro-—, dió prueba inequí- 
voca de lo que decimos, al año siguiente de su 
exaltación a la Presidencia de la República. Elee- 
to el 1.* de marzo de 1860, le confió la Secretaría 
de Gobierno y Relaciones Exteriores al doctor 
Eduardo Acevedo, la de Hacienda a don Tomás 
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Villalba, y la de Guerra y Marina al coronel Die- 
go Lamas. : 

El historiador don Antonio Díaz, ocupándose 
en el tomo X de su ““Historia Política y Militar 
de las Repúblicas del Plata?” de la breve existen- 
cia de dicho Ministerio y de las causas que moti- 
varon su cese, se expresa así en las páginas 311 
y 312: 


““La marcha del Ministerio del señor Berro siguió 
sin interrupción notable hasta que se suscitó la cues- 
tión de neutralidad en los asuntos de la República Ar- 
ventina, agravados seriamente por la guerra civil. 

““El señor Berro reunió su Ministerio para escuchar 
las opiniones sobre la actitud que debía observar el 
robierno Oriental respecto a la cuestión argentina. 1%] 
señor Acevedo se mostró inclinado decididamente por 
el Gobierno de la Confederación, acompañandole en 
esta opinión don Dieso Lamas, Ministro de la Guerra. 
El Presidente Berro les escuchó en silencio, y en la 
misma noche dirigió una cartita a cada uno de los Mi- 
nistros, escrita en el mismo sentido, y que poco más 0 
menos era el siguiente, aun cuando no sea con las mis” 
mas palabras: “que habiendo meditado detenidamente 
sobre la situación, había resuelto aconsejarles que no se 
molestasen en asistir al despacho.?? De este modo daba 


el señor Berro un golpe de Estado, sin que la prensa 


ni los círculos tuviesen ocasión de hacerlo trascenden- 
tal, pero que no por eso perdía su admirable tinte de 
sineularidad. 

““Por el momento no pudo saberse cuál era el ver- 
dadero motivo que tuvo el señor Berro para despedir 
su Ministerio, aun cuando fuese ostensible la opinión 
de aquél sobre la neutralidad, por más que no hubiese 
llegado el caso de hacerse cuestión de cartera; pero el 
motivo real que guió a Berro en este caso, fué su amor 
propio ofendido, porque, en general, la opinión atri- 
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buía el progreso que iba adquiriendo el país, a la di- 
rección de su Ministerio, llegando a determinar la re- 
solución del gobernante la circunstancia de haberse di- 
cho en una fiesta pública que tuvo lugar en la Unión, 
en un brindis de persona espectable, que el progreso 
del país era debido al Ministerio. Esto le fué transmi- 
tido en el acto a Berro, dos días antes del golpe de Es- 
tado. 


Existiendo al presente en el Uruguay dos dele- 
gaciones del Poder Ejecutivo, aún cuando venl- 
mos haciendo referencia al Presidente de la Re- 
pública, comprendemos por igual al Consejo Nia- 
cional de Administración, puesto que los Minis- 
tros de una y otra rama del gobierno bicéfalo se 
hallan sujetos a la misma inestabilidad y no exis- 
te diferencia entre la categoría de unos y otros. 

Huneus, ocupándose del artículo 88 de la Cons- 
titución chilena, que dice así: “Luego que el 
Congreso abra sus sesiones deberán los Minis- 
tros del Despacho darle cuenta del estado de la 
Nación, en lo relativo a los negocios del depar- 
tamento de cada uno?”, ge expresa en los térmi- 
nos siguientes: 


“Nada más en el orden ni más conveniente que lo 
que dispone este artículo. Según él, las Memorias mi- 
nisteriales deben, presentarse al Conereso tan luego 
como éste abra sus sesiones, es decir, prontamente, sim 
dilación. A pesar de que esto es lo que significa la pa- 
labra luego, según el Diccionario de la Academia lis- 
pañola, y a pesar de que, aun cuando la Constitución 
no lo ordenara, sería natural que los Ministros presen” 
taran sus Memorias a las Cámaras tan pronto como és- 
tas abren sus sesion=s ordinarias, se observa, sin embar- 
go, que esa presentación es las más veces tardía, y que 
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se deja transcurrir, para hacerla, todo el período de las 
sesiones ordinarias, siendo frecuentes los casos en que 
los Ministros cumplen con ese sencillo deber constitu” 
cional, cuando las Cámaras funcionan en sesiones ex- 
traordiarias. | 

““Es una desgracia que entre nosotros séa menester 
que las leyes expliquen lo que no necesita explicación. 
Como si la palabra luego no fuese bastante clara y sig” 
nificativa, se dice por muchos que ella no iniplica la 
fijación de un número de días determinado y «(Ue no 
se ha dictado ley aleuna que haya señalado su verda- 
dero alcance. 

““Es cierto que el decreto del 28 de diciembre de 
1841, declarado ley del Estado por la del 12 de setiem- 
bre de 1846, no se refiere a las Memorias ministeriales, 
sino únicamente a la Cuenta de Inversión y a los Pre- 
supuestos, para cuya presentación fija los primeros 
quince días de las sesiones ordinarias del Congreso. 
Pero ello proviene simplemente de que el artículo 89 
(SO) de la Constitución no fija plazo aleuno para esa 
presentación, ni emplea la palabra luego con que prin” 
cipia, en nuestro concepto, muy significativamente, el 
artículo 88 (79). Si, conforme a éste, las Memorias de-. 
ben presentarse ¿¡mmediatamente o tan pronto como el 
Congreso abre sus sesiones, ¿qué necesidad habría para 
la ley de fijar un plazo que está fijado por la Consti- 
tución misma? E > 


La Constitución argentina, en esta parte, es 
también igual a ta chilena, puesto que el artículo 
90 sólo se diferencia en muy pocas palabras del 
88. “Luego, dice, que el Congreso abra sus seslo- 
nes, deberán los Ministros del Despacho presen: 
tarle una memoria detallada del estado de la Na- 
ción en lo relativo a los negocios de sus respecti- 
vos departamentos??, 

De ahí, pues, que los comentaristas de las car- 
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tas fundamentales de ambas naciones coincidan 
en sus juicios, y que entiendan que lo que han 
querido los autores de una y otra es que los Se- 
cretarios de Estado informen al Senado y a la 
Cámara de Represntantes, sin perjudiciales y 
evasivas dilaciones, de todo cuanto hayan hecho 
en el desempeño de su cargo, «para que pueda 
apreciarse con verdadero conocimiento de causa 
la labor por ellog realizada en beneficio del país. 

La camaradería política, por un lado, y el te- 
mor, por otro, de que se produzcan conflictos des- 
agradables y tal vez de fatales consecuencias pa- 
ra el orden público, influyen desgraciadamente 
en la mayoría de los parlamentos para que no 
se demande sin miramiento alguno el lleno de esa 
formalidad constitucional, 

Conviene, sin embargo, por respeto a los prin- 
eipilos y para evitar la prepotencia del Poder 
Ejecutivo, cuyas demasías tienen que redundar 
en perjuicio público, al subvertirse el imperio de 
las leyes, que se proceda con menos debilidad, 
suavizando, no obstante, en lo posible, las aspe- 
rezas del ambiente por medio de advertencias 
amistosas y persuasivas, que sirvan de hase, en 
caso necesario, para la adopción de  ¡nedidas 
enérgicas. 

De lo contrario, no valdría la pena organizar 
el gobierno de un pueblo, confiando su adminis- 
tración y sus destinos a distintas entidades de 
carácter nacional, con funciones propias: una de 
ellas encareada de dictar leyes y de velar por la 
observancia de la Carta Política del Estado, otra 
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de administrar justicia, y otra de la representa- 
ción del país en el interior y en el exterior, de la 
conservación del orden, del mando superior de 
todas las fuerzas de mar y tierra, de la hacienda 
pública, y de multitud de cometidos de gran im- 
portaneia, como lo son, en el Uruguay, entre 
otros, los enumerados en los artículos 79 y 97 de 
la Constitución. 

Licurgo fué el primero que trabajando sobre 
las meditaciones de Minos, encontró en la divi- 
sión de los poderes el único freno para contener 
al magistrado en sus deberes. El choque de auto- 
ridades independientes debía producir un equili- 
brio a sus esfuerzos; y puenando las pasiones de 
un usurpador con el amor propio de otro que 
veía desaparecer su rango con la usupación, la 
ley era el único arbitrio de su querella, y sus 
mismos viciog eran un garante tan firme de su 
observancia como lo habrían sido sus virtudes. 
Desde entonces ha comprobado la experiencia 
que las formas absolutas incluyen defectos gra- 
vísimos, que no pueden repararse sino por la 
mezcla y combinación de todas ellas: y la Ingla- 
terra, esa gran nación, modelo que presentan los 
tiempos modernos a los pueblos que desean ser 
libres, habría visto desaparecer la libertad que le 
costó arroyos de sangre, si el equilibrio de los 
voderes no hubiese contenido a los reyes, sin de- 
jar lugar a la licencia de los pueblos. (9) 


(9) Doctor Mariano Moreno, 1810. 
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Por eso creemos con el doctor Juan  Ienacio 
Gorriti, que la sumisión que prestan a las leyes 
los ciudadanos de una república, debe ser el re- 
sultado del convencimiento de su justicia, o del 
sentimiento de su utilidad: jamás de aturdimien- 
to, de una sorpresa, o del desaliento para resis-. 
tir a la arbitrariedad. La fuerza de una república 
debe consistir en el amor de los ciudadanos a las 
leyes patrias; en el sentimiento que identifique 
la suerte del ciudadano con la suerte de la re- 
pública; la gloria de los ciudadanos con la gloria 
de la república. Sólo estos sentimientos pueden 
elevar las almas, darles un temple vigoroso, y ha- 
cerles desplegar todos los resortes de sus facul- 
tades. Pero la sumisión producida por el desalien- 
to Jamás alcanzará estos objetos: ella será se- 
gulda por el envilecimiento, de la degradación, de 
la indiferencia por la causa pública; será acom- 
pañada de doblez, la simulación, la perfidia; des- 
pojará a las almas de las facultades nobles, so- 
focará los talentos, y los hombres buscarán. en 
una vida sensnal, obscura y vergonzosa, placeres 
animales que les indemnicen de las pérdidas que 
sufren de parte de los goces del espíritu, de la 
razón y de la libertad. (10) 

Es preciso castigar la desidia o el menospre- 
cio de las disposiciones constitucionales, no sólo 
para que la negligencia o el desdén por éstas no 
cundan entre los funcionarios públicos, que son 


(10) “Diario del Congreso””, N.* 107, página 153, 
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los llamados mayormente a dar el buen ejemplo, 
sino también para que los legisladores y los ciu- 
dadanos en general tengan pleno conocimiento 
de todo lo actuado, de las iniciativas proyecta- 
das, de las mejoras de más urgente realización y 
de las necesidades demandadas por el progreso 
moral y material del país. 

A pesar, pues, de la claridad del precepto cons- 
titucional uruguayo, va que no se le da tampoco 
estrieto cumplimiento, aún cuando no se aleguen 
lag razones aducidas en 1832 por el doctor Váz- 
quez, convendría que se dictase una ley interpre- 
tativa, estableciéndose en ella que los Ministros 
de ambas delegaciones del Poder Ejecutivo esta- 
rán obligados, bajo pena de exoneración de su 
cargo, o de cualquier otra naturaleza,— que tam- 
bién podría fijarse—, si dentro del término pe- 
rentorio de treinta días, a contar desde la aper- 
tura de las sesiones ordinarias del Cuerpo Legis- 
lativo, no dan cuenta del estado de lo concer- 
miente a sus respectivos departamentos, 


VIT 


De la residencia 


“*109. Concluído su Ministerio, quedan sujetos 
a residencia por sels meses, y no podrán salir 
por ningún pretexto fuera del territorio de la Re- ' 
pública, salvo autorización del Poder Legislativo 
para salir del país, concedida por mayoría ab- 
soluta de sufragios??, 
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lin el artículo 89 del Código magno de 1830 se 
establecía el mismo término de residencia, pero 
era absoluta la prohibición de ausentarse del 
vals. 

El agregado final: *“salvo autorización del Po- 
der Legislativo””, ete., contempla situaciones per- 
sonales dignas también de ser debidamente apre- 
ciadas. 

Supongamos, por ejemplo, que un ex Ministro 
tiene urgente necesidad de trasladarse al extran- 
jero por prescripción médica, siendo público y no- 
torio su mal estado de salud, ¿sería, acaso, Justo 
y humano que se le privase de salir del país, con 
inminente peligro de su vida, en espera de una 
acusación que estudiadamente se dejase para úl- 
tima hora, a pesar de que el interesado en enta- 
blarla pudo deducirla de inmediato? No podría 
alegarse falta material de tiempo para acumular 
las pruebas pertinentes al caso, puesto que no es 
dable suponer que recién, mucho después de ha- 
ber cesado en el ejercicio de sus funciones, le fue- 
se dable hacerse de ellas. 

Supongamos, igualmente, que en vez de tra- 
tarse de la causal expuesta, la ausencia reclama- 
da tuviera como fundamento un Importante 
asunto particular o de interés público que requi- 
riese sin la menor demora la presencia del mis- 
mo en tal o cual país, ¿por qué cerrarle herméti- 
camente las puertas del territorio nacional, sin 
que nadie se hubiese presentado promoviendo 
contra él juicio aleuno capaz de trabar su liber- 
tad personal? 
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Si se desea evitar que un ex Secretario de 
Estado burle la acción de la justicia por quere- 
lia de parte, que tenga por fundamento la comi- 
sión de algún delito o falta grave, la persona le- 
sionada en sus derechos o sabedora de ello, debe 
recurrir ante el Poder Legislativo, cuando se: so- 
licite la licencia respectiva, oponiéndose a que 
ésta sea concedida, exponiendo a ese efecto las 
razones en que se basa. Deberá acompañar, en 
tal caso, a su exposición los comprobantes que 
posea, o señalar con toda precisión dónde se ha- 
llan, a fin de proceder a plena conciencia, ya 
otoreando o denegando el asentimiento pedido. 

El artículo 83 de la antigua Constitución, dis- 
ponía que al Presidente de la República no le 
era dado salir del territorio de ella durante el 
tiempo de su mandato, ni un año después, salvo 
cuando fuese absolutamente preciso y con el pre- 
vio permiso exlgido por el artículo 80, es decir, 
con el consentimiento de la Asamblea General 
para asumir el mando supremo del Ejército en 
casog extremos. Pero esta disposición no fué 
nunca camplida, puesto que varios de los prime- 
ros maglstrados de la Nación han abandonado el 
país poco después de cesar en la jefatura del Po- 
der [Ejeentivo, si bien econ la vemia del Cuerpo 
Legislativo, concedida, en nuestro concepto, con 
manifiesta violación de los citados preceptos, cu- 
ya letra y espíritu no se prestan a dudas de nin- 
vún género; y cuando el sentido de la ley es ela- 
ro, como se dice en el artículo 17 del Código Ci- 
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vil, no se desatenderá su tenor literal, a pretex- 
to de consultar su espíritu. 

Más aún: a pesar de haberse sancionado di- 
versas leyes interpretativas de preceptos cons- 
titucionales, no existe ninguna a este respecto. 

¿Se debe, acaso, tal hecho a la claridad de los 
artículos 80 y 83 ex: sentido favorable al otorga- 
miento de dicho permiso en cualquier tiempo y 
por razones de cualquier naturaleza? Todo lo 
contrario: la omisión a que aludimos obedece 
precisamente a lo interglversable de esos man- 
datos, que sólo permitían la salida del país en 
caso de guerra nacional o un año después de ba- 
jar del poder. De ahí también que se hayan con- 
sultado únicamente, al conceder las venias hasta 
la fecha otorgadas, las conveniencias políticas 
del momento por las respectivas Asambleas. 


EL CASO DEL EX PRESIDENTE CUESTAS 


Consecuentes con nuestras convicciones  res- 
trictivas, el 25 de febrero de 1903 nos opusimos 
a la autorización solicitada a la Asamblea Gene- 
ral por don Juan Lindolfo Cuestas, para poder 
ausentarse del territorio nacional después del 1. 
de marzo, fecha terminal de sus funciones cons- 
titucionales, e hicieron las mismas salvedades 
los representantes doctor Julián Graña, doctor 
Ricardo J. Areco, Ubaldo Ramón Guerra y Sola- 
no A. Riestra. 

Dicha súplica pasó a informe de las Comisio- 
nes de Legislación de ambas Cámaras, que en 
mayoría se expidieron favorablemente. 


” 
í 
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““Nuestra Constitución, se decía en el  dicta- 
men a que nos relerimos,no ha sido del todo cla- 
ra y explícita sobre este punto, así como no lo ha 
sido en lo relativo al proceso político a que suje- 
ta a los altos funcionarios del Estado, especial- 
mente al que desempeña la primera maglstratu- 
ra de la República. Para llegar a establecer la 
verdadera doctrina constitucional en esta mate- 
ria, indispensable es concordar el texto del ar- 
tículo 80 con el de los artículos 83 y 84, y ajustar 
su interpretación a la época en que fué sanciona- 
da nuestra Constitución, Estos dos últimos ar- 
tículos son los que fijan el término de un año pa- 
ra la residencia a que está sujeto el Presidente 
de la República después de terminar su mandato, 
““pasado el cual ya nadie podrá acusarlo”” (ar- 
ticulo 84). Pero el artículo 83 relaja un tanto es- 
ta disposición constitucional, permitiendo la sa- 
lida del territorio, durante el período presiden- 
cial y además el año posterior, '“cuando fuese ab- 
solutamente preciso en el caso, y con el previo 
permiso que exige el artículo 80””. De ahí cierta 
confusión derivada de la forma de dicción de este 
artículo, algo ambiguo. 

“¿La frase ““en el caso””,—se agregaba en di- 
cho informe,—que en el texto oficial auténtico de 
la Constitución y en algunas ediciones está sepa- 
rada con una coma, de la oración siguiente y en 
otras no, se refiere al caso exclusivo del artículo 
S0, esto es, al caso en que teniendo el mando ““del 
ejército en persona””, tuviera que salir fuera del 
territorio nacional? ¿O se refiere a todos los ca- 
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sos en “que fuere absolutamente preciso??, según 
parece fluir del tenor del artículo 83? La diluci- 
dación de esta exégesis constitucional, requeriría 
un trabajo demasiado extenso, y provocaría de- 
bates, que dada la actualidad del país no podrían 
menos de ser ardientes y chocarían con las exi- 
gencias de una suprema razón de Estado. En la 
duda, vuestras Comisiones han ereído que de- 
bían atenerse para simplificar toda controversia, 
a los sabios principios de la hermenéutica jurídi- 
ca, que nunca tiene más rigurosa aplicación que 
cuando se trata de causas y fueros que establecen 
responsabilidad penal, La primera de esas reglas 
es la que consagra el Digesto Romano, que pres- 
eribe que en la duda debe siempre restringlrse 
lo odioso y ampliarse lo favorable: “Odia res- 
trimgi et favores convemt ampliari'? (Reg. jur an 
6). Multitud de otras reglas concordantes, corro- 
boran este gran principio.??” 

No tratándose, como no se trataba, de frases 
ambiguas, a pesar de afirmar lo contrario las Co- 
misiones informantes, desde que los artículos 80 
y 83 de la vieja Constitución se hallan escritos 
con toda claridad, como dejamos dicho, huelean 
las citas compasivas y lacrimosas, puesto que las 
leyes, sobre todo la ley madre, deben aplicarse 
siempre con toda estrictez, 

El doctor Graña rebatió victoriosamente los 
párrafos que dejamos transeriptos, como se verá 
por los que pasamos a copiar de su réplica: 

“En mi concepto, dijo, el proyecto se aparta 
en absoluto de lo que los constituyentes han que- 
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rido establecer. El artículo 83 de la Constitución 
estatuye concluyentemente que el Presidente de 
la República no puede salir del territorio de ella, 
sino en el caso que determina el artículo 80 de la 
misma Constitución y con el previo permiso de 
la Asamblea General. Establece, por consiguien- 
te, dos cosas completamente distintas: que el 
Presidente no puede salir sino en el caso que 
bien terminantemente preceptúa el artículo 80, 
cual es.el de que salga al frente de los ejércitos 
nacionales en una guerra con países extranjeros, 
única eireunstancia en la que considero que pue- 
da ocurrir el hecho que consigna el código polí- 
tico. Lo que se refiere al permiso, es materia com- 
pletamente distinta y lo demuestra claramente la 
forma en que está redactado el artículo 853. 

““El S0, añadió, determina el caso en que el 
Presidente de la República puede salir de su te- 
rritorio; y lo que +dice con relación al. permiso 
que debe serle otorgado por la Asamblea, está 
perfectamente caracterizado y determinado por 
un paréntesis claro que forma una oración dis- 
tinta. “Con el previo permiso?””, según el texto 
de la Constitución que tengo en mi poder, autorl- 
zado oficialmente, se encuentra entre dos comas 
que forman una frase distinta, o mejor, una ora- 
ción separada. De manera, pues, que el permiso 
parece que no tiene nada que ver con la disposl- 
ción a que se refiere el artículo 80. Considero que 
esto es así, porque está corroborado con la dis- 
posición precisa e Iintereiversable contenida en 
otro artículo de la Constitución de la República, 
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—el artículo 89,—en el cual se residencian los 
Ministros de Estado, preceptuándose terminan- 
temente que éstos no podrán, bajo ningún pretex- 
to, salir del territorio de la República durante el 
tiempo de su mandato nl seis meses después. Hs- 
ta disposición viene, por lo tanto, a confirmar lo 
dispuesto en el artículo 83 de la Constitución de 
la República; y se comprende que se haga una 
excepción respecto al Presidente de la República 
para el caso de una guerra internacional, porque 
el Presidente o ex Presidente, por la alta autori- 
dad que ejerce o ha ejercido, por las cuestiones 
de Estado en que necesariamente debe haber in- 
tervenido, se encuentra en condiciones excepelo- 
nales, que hacen que, en cierto momento, pueda 
ser indispensable su intervención al frente de los 
ejércitos nacionales en operaciones en el extran- 
Jero para dirigir convenientemente las acciones 
de guerra, O para Iniciar negociaciones con las 
potencias en lucha. 

“La alta autoridad y prestigio del Presidente 
de la República, la eireunstancia de haber inter- 
venido en muchos actos que se refieren a las re- 
laciones exteriores del país, —prosteuió diciendo, 
—hace que su actuación pueda ser de indispensa- 
hle utilidad y que a veces pueda considerársele 
hasta insustituible en gestiones que se inielen o 
en lo que se refiere a la dirección de la guerra. No 
está en el mismo caso un Ministro de Estado, 
sino que, por el hecho de haber actuado en una 
esfera más limitada, posiblemente no se ha pues- 
to en las condiciones del Presidente de la Repú- 
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blica, que en sus relaciones con los estados vecl- 
nos ha contraído vinculaciones de suma impor- 
tancia en casos como éstos y que en su calidad de 
Presidente de la República se encuentra en otras 
condiciones que las de los Ministros con respecto 
a lo que se refiere a la dirección de los ejércitos. 
Esta opinión no tiene el carácter de una inter- 
pretación restrictiva, desde que la restricción 
está expresamente determinada por la Constitu- 
ción, y la Constitución establece terminantemen- 
te que el Presidente de la República no puede sa- 
lir de ella sino en una sola circunstancia, que es 
la indicada. ?” 

El doctor Graña, que era un espíritu recto, 1n- 
capaz de pasienes subalternas en materias cons- 
titucionales y políticas, finalizó sus palabras en 
estos elocuentes términos: 

“(Que se invoquen en favor del caso ocurrente 
razones de sentimiento, la cireunstancia de en- 
contrarse el señor Presidente de la República en 
mal estado de salud, es indiscutiblemente muy 
digno de tenerse en cuenta, y en mi concepto no 
hay quien no tenga en cuenta ese motivo para 
ajustar aún asimismo su conducta a lo que el ca- 
so requiere, pero la letra de la Constitución es 
tan clara, que me parece que debe el legislador 
encuadrarse en absoluto a sus disposiciones con- 
cluyentes, antes que a los sentimientos de conmi- 
seración y humanidad que el caso presenta. Yo 
digo que la interpretación de este artículo 83 de- 
be ceñirse estrictamente a las ideas que he ex- 
puesto, que son fundamentos mismos de esa dis- 
posición constitucional, ?” | 
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RESPETO AL CÓDIGO MAGNO 


En cuanto a nosotros, ilustrada la cuestión en 
forma tan concluyente por el citado representan- 
te, pronunciamos unas breves palabras, con el 
único fin de salvar nuestras opiniones y respon- 
sabilidades morales, diciendo lo siguiente: *“Po- 
dría formular un juicio político sobre la persona- 
lidad y la administración del señor Presidente de 
la República, ante la afirmación categórica que 
hace de que no pide un favor, sino un acto de jus- 
tiela, y en presencia de las muchas inexactitudes 
y exageraciones en que basa su pedido de venia; 
pero no lo haré, señor Presidente. Se trata de un 
hombre que se va, de un gobernante que cesa, y 
no quiero hbosauejar el cuadro sombrío de sus 
errores y de sus injusticias, a fin de no amargar- 
le los últimos años de su vida, Me coneretaré, por 
lo tanto, a pedir que conste en el acta respectiva 
que le negaré mi voto, porque creo que si no se lo 
negase violaría con él conscientemente los artícu- 
los 80 y 83 de la Constitución del Estado, que de- 
terminan de una manera indubitable que el Pre- 
sidente de la República no puede ausentarse del 
país ni durante su mando, ni antes de haber 
transcurrido un año de la expiración del mismo, 
salvo, en el primer caso, para ponerse al frente 
del Ejército, de que es jefe supremo?”. 

Procedimos sinceramente, sin prevenciones 
personales que jamás encontraron eco en nuestro 
espíritu, como lo probamos acabadamente al fa- 
vorecerlo con nuestro voto el 1, de marzo de 
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1899, a pesar de que en noviembre anterior se 
opuso por todos los medios a su alcance, siendo 
entonces Gobernador Provisional, al triunfo de 
vuestra candidatura popular para representante 
por el Departamento de Paysandú, y si varlas ve- 
ces interpelamos a su Gobierno, invariablemente 
enitaron nuestra voluntad sentimientos nobles y. 
senerosos, pues lo hicimos siempre en defensa 
de las garantías individuales, sin distinción de 
banderías, y de los fueros parlamentarios, lo 
mismo que durante la primera administración 
del señor José Batlle y Ordóñez, por quien tam- 
bién sufragamos para slim de la o 
. ea el 1.7 de marzo de 1903, sin habernos l19 “ado ay 
compromisos previos ni ulteriores de especie al-. 
guna, contrarios, por lo demás, a nuestra idiosin- A E 
crasia y antecedentes cívicos, pues somos de los > 
que creen con lord Chathám, que es preferible 
que se pierdan las colonias y no que naufraguen 35 


y se lesionen los principios, nl 
No por eso hemos dejado, sin embargo, oia: e 
prender las inconveniencias que presentan dispo- 
siciones tan cerradas como las que son materia 
de las precedentes apreciaciones y discrepancias, 
porque puede exigir la buena política internacio- 
nal la visita recíproca de sus gobernantes, como 
aconteció en 1889 entre el Presidente de la Repú- : 
blica Argentina doctor Miguel Juárez Celman, v 
el Presidente Oriental, teniente general Máximo 
Tajes, o que éstos, terminado su gobierno, sean 
investidos con la representación diplomática, en 
misión especial, cerca de alguna nación amiga; 
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ero do preceptos constitucionales como 
os invocados, es preciso cumplirlos, por rígidos 
que ellos sean, so pena de subvertir los más sa- 
erados principios institucionales, sustentáculos 
de la verdadera Democracia. 

"Así hemos pensado siempre, y por eso fustiga- 
mos en todas las ópocas, sin prevenciones incon- 
fesables, a los conculcadores de las leyes, soste- 
niendo con tesón inquebrantable el imperio de és- 


tas en toda su plenitud, porque para que adquie- 


sab, 
y 


Po 


ran arraigo las sanas ideas en la conciencia del 
pueblo, es menester predicar con la palabra y el 


ejemplo, libres de sofismas y tartuferías. 
1 o ; > 


DISPOSICIÓN CRITERIOSA 


En la nueva Constitución se prevén los dos ea- 
sos apuntados, porque se establece en el artícu- 
Jo 80 que el Presidente de la República podrá sa- 
-lir del territorio de la misma durante cuarenta y 
ocho horas sin demandar permiso alguno, y única- 
mente necesitará autorización legislativa si su 
ausencia ha de prolongarse por más tiempo. 

De modo, pues, que si el supremo mandatario 
de la Nación quiere trasladarse a un país amigo 
para cumplir con los deberes impuestos a la bue- 


ha vecindad en determinadas circunstancias, — el 
Parlamento podrá concederle el tiempo que nece- 


site para llenar su cometido, sin que sea preciso 


apelar a las interpretaciones caprichosas de la 


ey madre, o tener que verse en la imperiosa ne- 
cesidad de impedir su salida del territorio nacio- 
nal, ze 


hs 
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Por otra parte, conforme al artículo 81, expi- 
rado su mandato, puede obtener licencia para 
abandonar el suelo patrio en cualquier momento, 
siempre que ella le sea acordada por mayoría ab- 
soluta de sufragios. | | 

Si esta disposición hubiese regido en 1903, pro- 
bablemente no nos hubiéramos opuesto a la venia 
solicitada por el Presidente Cuestas, sin perjul- 
cio de proponer que se accediese a ella siempre 
que ese hecho no obstara a que pudiera hacérsele 
responsable de sus actos de gobernante en el caso 
de acusación, pues dicho mandatario ¡nvocaba 
como causa fundamental su mal estado de salud 
y la preseripción médica de dirigirse a Europa 
en procura de un clima más benigno y favorable. 

Por eso conceptuamos acertada la concesión de 
licencia a los Ministros gin necesidad de ajustar- 
se Imperiosamente a la primera parte del artícu- 
lo 109 de la Constitución. 

No obstante, la fijación de la residencia por un 
plazo determinado es también pertinente, desde 
que debe responder de sus actos administrativos 
a igual que el jefe del Gobierno, una vez que cese 
en el desempeño de sus funciones de Secretario 
de Estado, si es que antes no hubiese sido citado. 

La Constitución de Chile establecía el mismo 
término en su artículo 101 (92), concebido así: 
“Un Ministro no puede ausentarse hasta sels me- 
ses después de separado del Ministerio?”. 

El recopilador de las obras de Lastarria, refi- 
riéndose a dicho precepto, luego de advertir que 
él ha sido aclarado por la ley de reforma de 1874, 
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añade en la página 393 del tomo I: “La Cámara 
puede acusar un Ministro mientras funcione Ñ 
los seis meses siguientes a su separación del car- 
go. Durante este tiempo no podrá ausentarse de 
la República sin permiso del Congreso, o, en re- 
ceso de éste, de la Comisión Conservadora??. 

Las modificaciones introducidas aclaran la va. 
guedad de uno de los términos del artículo primi 
tivo, puesto que no se expresaba en él en qué con- 
sistía la ausencia prohibida, que lo mismo podía 
entenderse fuera del país que del asiento del Go- 
bierno nacional. 

También se resolvió otra duda, consistente en 
la oportunidad de las acusaciones a que pudiera 
dar margen la conducta de un Secretario de Es- 
tado, pues no se decía, como ahora, que ellas ca- 
ben igualmente mientras éste funcione. 

El silencio del artículo uruguayo que estudia- 
mos, en Cuanto a la época pertinente para llamar 
a responsabilidades a los Ministros, quizá pudie- 
ra interpretarse como una manifestación de que 
únicamente procede su enjuiciamiento dentro de 
log seis meses de su residencia obligatoria; y al 
expresarnos así prescindimos naturalmente de 
los casos enumerados en el artículo 25, puesto 
que por los delitos que en él se citan, la Cámara 
de Representantes puede asumir personería pú- 
blica en cualquier momento y cireunstancia, ya 
que nineuna otra disposición constitucional se lo 
impide. 

Tratándose, no obstante, de otras clases de ae- 
tos igualmente punibles, los particulares o el Mi- 
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nisterio Fiscal están en el derecho de deducir 
acusación, lo mismo hallándose al frente de algu- 
na Secretaría que después de cesar en ese em- 
pleo. 

Si no fuese así, les sería también aplicable lo 
dispuesto en el artículo S1, en el cual se dice que 
el Presidente de la República no podrá ser acu- 
sado sino durante el ejercicio del cargo, o dentro 
de log seis meses siguientes a la expiración del 
mismo, en los que estará sometido a residencia; 
pero única y exclusivamente por los delitos y en 
la forma que señala el artáculo 25. 

Esta aclaración justifica nuestro aserto de que 
los Ministros, al revés del jefe del Poder Ejecu- 
tivo, están expuestos a ser arrastrados ante el 
Senado por la Cámara baja constituída en acusa- 
dor público, o por los particulares y el represen- 
tante de la sociedad en logs demás casos legislados 
por el Código Penal, sin aguardar su descenso, 
que tanto puede producirse dentro de un día como 
de muchos años. 

Esa facultad permanente de entablarles juicio, 
unida a la obligación de la residencia al mismo 
objeto, podría parecer tal vez un exceso de celo 
por parte de la ley fundamental que la consagra; 
pero ni es posible descubrir todas las fallas de 
un Ministro cuando éste desempeña sus funcio- 
nes de tal, ni siempre se contaría con las garan- 
tías indispensables, durante su dominio, para el 
completo esclarecimiento de los hechos que se le 
imputasen como punibles, salvo que hubiese de- 
jado de ser persona grata al gobernante, o que 
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dicho mandatario fuese un hombre de rectitud 
inmsospechable, | 

Además, el consentimiento previo del Poder 
Legislativo para que un Secretario de Estado; 
pueda salir del país, no sólo es conveniente por 
las razones de interés público aducidas al prinei- 
plo, sino también para impedir que eluda la ae- 
ción de la justicia, desde que log juicios erimina- 
les en rebeldía son improcedentes; porque la ve- 
nia para ausentarse, si quien la solicita sospecha 
de alguna acción criminal próxima a deducirse 
contra su conducta, una vez hecha del dominio de 
todos la intención del suplicante, como más arri- 
ha expresamos, ya por la convocatoria del Parla- 
mento con especificación de causa, ya al ser toma- 
da en cuenta dicha petición, puede serle aquélla 
denegada siempre que los dañados por sus actos 
de funcionario se apresuren a denunciarlo seria- 
mente. Y | 

En el artículo 66 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes sancionado el 10 de octubre de 
1922, se Interpreta la parte final del precepto 
constitucional que examinamos, declarándose que 
se requiere más de la mitad de los votos del total 
de log componentes de ese alto Cuerpo para conce- 
der la autorización de la referencia a los Presi- 
dentes de la República, Consejeros nacionales y 
Ministros, 

La ausencia del país durante el ejercicio de sus 
funciones puede realizarse, sin embargo, sin tra- 
bas de especie alguna, puesto que el Código Fun- 
damental uruguayo no preseribe nada sobre este 
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particular, y es un aforismo jurídico de alcance 
universal, que puede hacerse lo que la ley no pro- 
hibe. 

A un Ministro le bastaría obtener el consenso 
del Presidente de la República o del Consejo Na- 
cional de Administración para poder hacerlo de 
inmediato, reemplazándolo entretanto el Subse- 
cretario respectivo, a fin de que no gufra la tra- 
mitación y resolución de los asuntos urgentes. 

Ello consulta, a la vez, hasta cierto punto, las 
convemiencias públicas, porque un viaje ministe- 
rial al extranjero, aunque más no fuese que por 
pocas horas, puede ser de suma necesidad y bene- 
ficioso a la Nación. 

¿Quién nos dice que una entrevista entre Mi- 
nistros de distintos países, en forma confidencial, 
o entre uno de ellos con el Presidente de la Repú- 
blica o del Consejo Nacional de Administración, 
sobre cuestiones de carácter internacional, polí- 
tico o financiero, no allana dificultades acerca de 
puntos de difícil o larga solución si se tratan y di- 
lucidan siguiéndose los intrincados y morosos 
trámites protocolares, ya promovidos o no por 
los respectivos agentes diplomáticos? 

Los encargados de las carteras del Poder Eje- 
cutivo, cada cual en la rama de su dependencia, 
se hallan más al cabo de las cuestiones confiadas 
a un Ministro acreditado en el extranjero, aun- 
que se le instruya de la mejor manera posible, y 
en corto tiempo y en plática amistosa, puede so- 
Ilunelonarlas satisfactoriamente, conforme a las 
vistas del primer magistrado que representa y a 
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las suyas propias, concordes con las de óste y tal 
vez sugeridas por él mismo. 

En cuanto a si la responsabilidad ministerial 
se extingue una vez transcurridos los seis meses 
de que habla el artícule a que nos venimos refi- 
riendo, sostiene el doctor Espalter que no se pro- 
duce la preseripción vencido ese plazo; ““porque 
de lo contrario””, dice, “la ley fundamental lo hu- 
biera expresado tan terminantemente como lo ex. 
presa respecto del jefe del Estado?”. 


VIII 


Solidaridad común 


“110. No salva a los Ministros de responsabi- 
lidad, por los delitos especificados en el artíenlo 
29, la orden escrita o verbal del Presidente de Ja 


República o del Presidente del Consejo va” dez 
O 
pendan de uno o de otro.”” 


Este precepto concuerda con el 106 y lo: com- 
plementa, porque individualiza varios de los ca- 
s0s en que un Secretario de Estado incurre en 
falta al refrendar con la suya la firma del jefe del 
Poder Ejecutivo, y comprende entre las órdenes 
pasibles de culpa y pena las impartidas de pala- 
bra, si ellas fuesen aceptadas y puestas en ejecu- 
ción, 

Los delitos a que se alude en este artículo, son 
los de traición, concusión, malversación de  fon- 
dog públicos, violación de la Constitución u otros 
hechos graves, y en ellos interviene previamente 
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la Cámara de Representantes en el doble caráe- 
ter de juez sumariante y de acusador público, 
primero considerando el punto ante ella misma, 
para acumular pruebas, apreciar su Importancia 
y darle o no curso, y luego llevando el asunto 
ante la otra rama legislativa, si da lugar a Juicio, 
convertida por la Constitución en tribunal políti- 
co; porque a ese alto Cuerpo, de acuerdo con el 
artículo 36, le corresponde abrir juicio público a 
los acusados, y pronunciar sentencia al solo efec- 
to de separarlos de su destino, 

Tratándose de delitos tan graves como los es- 
e ne es justo que se solidarice con ellos a 

3 Ministros que no tengan suficiente entereza 
E ánimo o dignidad personal o cívica para no 
asentir ni colaborar en su ejecución, 

Hay que predicar con la palabra y el ejemplo y 
hacer un postulado de los sanos principios, de las 
buenas costumbres y del decoro individual y co- 
lectivo. 

El doctor Juan Bautista Alberdi, comprendién- 
dolo así quizá, proyectó el siguiente artículo con 
el número 92, para la Constitución argentina: 
““Los Ministros pueden ser acusados como cóm- 
plices de los actos culpables del Presidente, y eo- 
mo principales agentes, por los actos de su despa- 
cho en que hubiesen infringido la Constitución y 
las leyes, o comprometido el progreso de la po- 
blación del país, la construcción de vías de trans- 
porte, la libertad de comercio y de navegación, la 
paz y la seeuridad del Estado. Pueden serlo 
leualmente por los crímenes «le traición y conecn- 
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sión, y por haber cooperado a que queden sin eje- 
_cución las reformas de progreso prometidas y 
—garantidas por la Constitución >. 

a Para él, la mejor política, la más fácil, la más 
E eficaz para conservar la Carta Fundamental del 
Estado, es la política de la honradez y de la bue- 
y na fe; la política clara y simple de los hombres 
de bien, y no la política doble y hábil de los tru- 
hanes de categoría. Advierte, a la vez, que debe 
entenderse que la honradez requerida por la sana 
política no es la honradez apasionada y rencoro- 
sa del doctor Francia o de Felipe IL, que eran 
honrados a su modo, y que la sinceridad de los 
actos no es todo lo que se puede apetecer en po- 
lítica, sino que se requiere, además, la justicia, 
en que reside la verdadera probidad. 

Procedan los mandatarios y sus colaboradores 
con rectitud de ánimo, sean honestos y patriotas, 
administren bien los intereses del país, que son 
los del pueblo y también su patrimonio, y todas 
las penalidades habidas y por haber, por severas 
que aparezcan, no pesarán jamás sobre su cabe- 
za 11 torturán su conciencia de funcionarios, de 
hombres y de ciudadanos; pero si delinguen, si 
no saben ajustar sus actos a la moral política y 
administrativa, y si incurren, por lo tanto, en los 
delitos del artículo 25 o en las faltas previstas 
por las demás disposiciones constitucionales ya 
analizadas, o por las leyes comunes, que sufran 
las consecuencias de su incorrecta e indisculpa- 
ble conducta. 
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IX 


Compatibilidad con el cargo de legislador 


«111. El cargo de Ministro es compatible con 
el de legislador, pero el senador o diputado que 
acepte un Ministerio, quedará suspendido en sus 
funciones legislativas, convocándose, mientras du- 
re la suspensión, al suplente respectivo.?” 


Hemos creído siempre que dada la índole de 
nuestros partidos políticos y nuestra incorregi- 
ble idiosincrasia, que tantas amarguras, sangre y 
quebrantos cuestan al país, ningún sistema más 
adecuado que el parlamentario para domeñar las 
pasiones de banderías, fundiéndolas en el crisol 
del frío raciocinio, de la prudencia y la cordura, 
en holocausto al bienestar general, consultado en 
la hora psicológica de las disidencias gubernati- 
vas. 

Por otra parte, ¿no debiera ser el Cuerpo Le- 
vislativo la encarnación de las tendencias, senti- 
mientos y finalidades del verdadero puehlo, en 
una nación cuya forma de gobierno, como la 
nuestra, €s la democrática representativa? 

Inglaterra, cuna del régimen que  preconiza- 
mos, a pesar de ser un imperio, ha servido y ser- 
virá todavía por largo tiempo de modelo por sus 
instituciones libérrimas; y allí, como en Francia, 
como en Italia y como en España, por ejemplo, 
en Europa, y como en Chile, en Sud América, se 
produce la rotación de los partidos en el Poder, 
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debido precisamente a su gobierno de gabinete, 
el cual permite llevar a los Ministerios las más 
eminentes personalidades de las agrupaciones po- 
líticas coligadas, o sea, de la mayoría parlamen- 
taria del momento, formada por distintas fuerzas 
en minoría, sin que por eso se conmuevan los ei. 
mientos de la unidad nacional, sin que reine” el 
caos en su seno, ni se entorpezea la marcha nor- 
mal de la Administración pública. Si ese sistema 
se hubiese consagrado entre nosotros, en lugar 
de una combinación híbrida. erizada de peligros 
y precursora de frecuentes rencillas domésticas, 
podríamos descansar tranquilos, con el pensa- 
miento fijo en un mañana halagúeño,  henehido 
de honanzas y factor de paz estable y de prospe- 
ridades infinitas. 

En una mínima parte se ha contemplado tam 
bién esta doctrina constitucional, pretendiendo 
conciliar de ese modo los diversos sistemas en 
Juego, con ieual tino y eficacia que los que em- 
plearía un médico recetando varios remedios a la 
vez, por si uno solo no fuese suficiente para curar 
al enfermo de un mal erónico. 

Con efecto: en el artículo 111, como se ha vis- 
to, se declara que el careo de Ministro es compa- 
tible con el de legislador, pero sin que ambos eo- 
metidos puedan ser desempeñados simultánea. 
mente. En consecuencia, el senador o represen- 
tante que acepte una Secretaría de Estado, que- 
dará 1pso facto suspendido en sus funciones legis- 
lativas, siendo reemplazado por el suplente res- 
pectivo mientras dure la suspensión, 
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Así se procede dentro del régimen parlamen- 
tario; y es ésta una medida sabia y patriótica, 
porque ella garantirá la independencia de los 
cludadanog llamados por el Presidente de la Re- 
pública a compartir las tareas y responsabilida- 
des del Gobierno, convertidos, desde la fundación 
de nuestra nacionalidad, poco menos que en dóci- 
les instrumentos de los mandatarios, salvo rarí- 
simas excepciones, sin voluntad propia para deli- 
herar, por lo común meros refrendadores de fir- 
mas, Por esto mismo, Más de una vez nos hemos 
preguntado por qué los constituyentes del año 
30 establecieron la responsabilidad de los Minis- 
tros por los decretos u órdenes que suscribiesen, 
como ljeualmente la sujeción de éstos a sels meses 
de residencia concluído su Ministerio, y el dere- 
cho de ser acusados por la Cámara de Represen- 
tantes ante el Senado por los delitos que hemos 
ya mencionado. 

Hoy se conservan, es clerto, estas particulari- 
dades, como también la facultad, por parte del 
primer magistrado, de proceder a su nombra- 
miento y destitución; pero si los Ministros por 
él separados, lo repetimos, vuelven a ocupar la 
banca legislativa que desempeñaban, no corren 
riesgo de que se les someta, por su integridad de 
carácter, o por simples discrepancias de ideas, a 
pasar privaciones de inmediato, en caso de care- 
cer de fortuna o de una profesión lucrativa, y 
tendrán una tribuna solemne para desde ella ha- 
cer or su voz ante el país en defensa de su actua- 
ción administrativa, poniendo al propio tiempo 
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en transparencia los errores y genialidades del 
gobernante que les alejó de su lado, o que motiva- 
ran su renuncia. 

Además, se cuidarán muy bien de delinquir e 
de hacerse antipáticos, saliendo del seno parla- 
mentario, puesto que si no observan una condue- 
ta cireunspecta y plausible, se exponen a la cen- 
sura y a no ejercer de nuevo, en otra oportuni- 
dad, iguales funciones ejecutivas. 

Ya en 1902 se intentó legislar sobre la materia, 
dándosele una interpretación elástica al artículo 
34 de la anterior Constitución, pues en la sesión 
del 18 de marzo de ese año, celebrada por la Cá- 
mara de Representantes, el doctor Angel Floro 
Costa, diputado por Salto, presentó un proyecto 
de ley que decía así: 


Artículo 1.” El careo de Ministro Secretario de Es- 
tado no es incompatible con el de senador o represen- 
tante, pudiendo el Poder Ejecutivo llamar para desem- 
peñarlo a cualquier miembro del Poder Legislativo. 

Art. 2. En tal caso, aceptado el nombramiento de 
Ministro de Estado, quedará en suspenso en los de se- 
nador 0 representante, hasta que cese en su desempeño. 

Art. 3. Mientras dura esa suspensión, entrará a des- 
empeñar sus funciones de legislador el respectivo su- 
plente, quien cesará en ellas por reincorporación del 
titular a la Cámara de que formaba parte. 

Art. 4. Comuníquese, ete 


Su autor empezó recordando que en los países 
en que impera el régimen parlamentario, como 
en Francia, en Inglaterra, en Chile y otros, es por 
lo general el Cuerpo Legislativo el que provee de 
Ministros al Poder Ejecutivo, siendo la escuela 
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en que se forman los estadistas y el escenario en 
que descuellan y se hacen conocer del país. 

Dijo luego que, si bien allí el Poder Ejecutivo 
puede escoger sus Ministros fuera del Poder Je- 
gislativo, como sin el apoyo del Parlamento a és- 
tos mo les es dable sostenerse en el poder, el jefe 
del Estado cede a las indicaciones de la opinión, 
representada por el Cuerpo Legislativo, y llama 
a los miembros más descollantes de éste, que son 
los leaders de los partidos, a formar el gabinete; 
pero que en países como la República Argentina, 
Estados Unidos, Brasil y Uruguay, en que no im- 
pera el régimen parlamentario, al que era tiempo 
que comenzásemos a acercarnos, el Poder Hjecu- 
Es buscaba, por lo general, sus Ministros fue- 

de las Cámaras, por dos causas: 

hn “ Por la errada interpretación que se le daba 
al citado artículo 34 de nuestra primitiva carta. 
fundamental, que correspondía al 64 de la Cons- 
titución argentina. 

2. Porque en la práctica eran pocos los: miem- 
bros del Cuerpo Legislativo que estaban dispues- 
tos a abandonar su asiento en él, para aceptar la 
posición precaria de Ministro de Estado,  per- 
diendo su puesto representativo en las Cámaras. 

“No será esto muy patriótico””, agregaba, ““pe- 
ro es un hecho real, que da por resultado que el 
jefe del Estado no pueda, por lo general, incorpo- 
rar al Ministerio, quizá a los crudadanos más des- 
collantes de la nación, a aquellos a quienes precl- 
samente ha distineuido, y honrado con su confian- 
za el pueblo.?? 
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Después de manifestar que en la Argentina 
rara vez se expone el jefe del Estado a que un 
miembro del Cuerpo Legislativo decline el alto 
honor de aceptar una cartera, si es en los comien- 
zos de su mandato, reforzaba su argumentación, 
diciendo : 


“Colocado entre la alternativa de optar entre un 
honor precario y un honor estable y duradero, no hay 
para qué decir que la condición humana, en la mayo- 
ría de los casos, opta por lo seguro. No estoy cierto 
sl entre nosotros sucede lo mismo, pero ereo que llega- 
do el caso, siempre se hesitaría algo, entre dejar un 
puesto seguro e independiente, para optar por otro pre- 
carlo y menos independiente. | 

“Hay, pues, que corregir estas imperfecciones de 
nuestro sistema político, dando al artículo 34 de la 
Constitución su interpretación genuina y científica, 
acercándonos a las buenas prácticas constitucionales.”? 


Ahora bien: como en el referido precepto se 
prohibía a logs senadores y representantes, des- 
pués de incorporados a sus respectivas Cámaras, 
recibir empleos del Poder Ejecutivo sin consenti. 
mierte de aquella a que perteneciesen, y sin que 
quedara vacante su representación en el acto de 
admitirlo, se preguntó si un Ministro de Estado 
era un empleado a sueldo como los demás em- 
pleados. Era esa, en su concepto, la cuestión que 
suscitaba dicho artículo, cuya duda podía ser re- 
suelta conforme al artículo 152 del mismo código 
político, que hoy corresponde al 176, es decir, in- 
terpretando su espíritu el Poder Legislativo, o 
explicándolo, por ger ello de su estricta ineum- 
bencia. 
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Dicho proyecto, no obstante, fué desechado en 
la sesión del 3 de marzo de 1903, al tratarse en 
discusión general, sin embargo del dictamen fa- 
vorable de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales y Constitucionales, abonado con la firma de 
sus componentes los doctores Carlos de Castro, 
Carlos A. Berro, Pedro Figari, Ricardo J. Areco, 
José Romeu y Manuel Herrero y Espinosa, pues 
entendió la Cámara que al ser considerado el ar- 
tículo de la referencia por la Asamblea General 
Constituyente y Legislativa del Estado, ésta cela- 
sificó a log Ministros como empleados y no como 
gestores, por boca de sus primeros hombres, 
Ellauri y Vázquez. 

La nueva disposición constitucional satisface, 
pues, plenamente esos loables anhelos; pero hu- 
biera sido aún más eficaz a los fines amhelados es- 
tablecer de lleno el régimen parlamentario, sin 
temores pueriles a las mutaciones en los Minis- 
terlos, más o menos frecuentes, porque ellos se- 
rían confiados a los más aptos y honorables. 

Es sabido que el monarca inglés Guillermo IV 
se puso a la cabeza del partido que luchaba por 
esa misma reforma en su país, como lo consigna 
Federico Grimke en su obra sobre la naturaleza 
y tendeneta de las instituciones libres, y que Isa- 
bel favoreció el establecimiento de los diarios, sir 
pensar que este era el primer paso para crear un 
nuevo poder en el Estado. “Y un monarca subsi- 
guiente, añade, ratificó la ley sobre motines (mu- 
tiny bill) sin calcular exactamente las consecuern- 
clas que de él habrían de seguirse”, “Guillermo 
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IV, sin embargo””, prosigue diciendo, ““compren- 
día el alcance de la ley que introdujo la reforma 
parlamentaria y varonilmente saltó a la conclu- 
sión de que, aunque limitaba su autoridad, aumen- 
taba grandemente su influencia”. 

De ello deduce como consecuencia lógica, que 
las Instituciones de una república democráfti- 
ca hacen que el temperamento habitual de los 
hombres públicos sea lo que en otras partes es so- 
lamente un rasgo ocasional de  magnanimi- 


uta: (11) 


- ye 
Derecho de concurrir a las sesiones de las Cámaras 


“*112, Log Ministros, aún cuando no sean legis- 
ladores, podrán asistir a las sesiones de las Cá- 
maras y tomar parte en sus deliberaciones, pero 
no tendrán voto””. 


La Junta de Representantes sancionó este mis- 
mo derecho ministerial, el 3 de febrero de 1826, 
al declarar en el artículo 2.” del proyecto de ley 
aconsejado por la Comisión de Legislación, que 
el Secretario de Gobierno y Hacienda y el encar- 
vado del despacho de Guerra y Marina, podían 
concurrir a su sala de sesiones, cuando y cada vez 
que lo considerasen conveniente, o cuando ella lo 


(11) Grimke, obra citada, tomo II, página 263, tra- 
ducción de Florentino González. 
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esigiera, a fin de ilustrar o ilustrarse sobre los 


negocios de interés público que les estaban con- 


fiados. 


No podía ser más correcta la medida. En el or- 


den constitucional, siendo el Ejecutivo un poder 
colegislador, necesita orientarse de las vistas del 
Legislativo por la asistencia de agentes suyos a 
la sesiones, así como necesita también llevar a 
ellas, y por medio de esos agentes mismos, el £e- 
flejo de sus ideas sobre cualquier materia que se 
trate, Pero en previsión de toda eventualidad, co- 
rresponde que los Ministros investidos de esa eo- 
t1isión no sean meros exponentes, sino «unsejeros 
responsables, para que sus opiniones en pro o en 
contra tengan la autoridad que han menester. De 
alí que la responsabilidad ministerial se dé la 
mano con la asistencia obligatoria de los Minis- 
tros a las sesiones parlamentarias. (12). 

La Asamblea de 1829, que votó el Código Polí- 
tico jurado el 18 de julio de 1830, no mantuvo, sin 
embargo, en toda su integridad aquella disposi- 
ción, puesto que les impuso a los Secretarios de 
Estado la obligación de asistir al recinto legis- 
latiyo cada vez que alguna de las Cámaras requi- 
riese su presencia “para pedir y recibir los in- 
formes que estime conveniente”, y no les acordó 
expresamente el «derecho de hacerlo en todas y 
cada una de sus sesiones, se considerasen o no en 
ellas proyectos emanados del Poder Ejecutivo. 

No obstante, más de una vez concurrieron a 


(12) Bauzá, obra citada, páginas 50 y 51. 
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ambas Cámaras, espontáneamente, en represen- 
tación del Poder Ejecutivo, ya para activar algún 
asunto de carácter urgente, ora para interventr 
en los debates de proyectos del mismo, a fin de 
influir en el sentido de su modificación o su re- 
chazo. | 

Bauzá, ligando varios artículos (los 53, 86, 88 
y 90, por ejemplo), emite el siguiente julelo sobre 
el particular: “Este conjunto de preceptos, al 
mismo tiempo que aclara y robustece la doctrina 
sentada por la Asamblea de la Florida, pone en 
evidencia el arranque de su filiación. Cuando los 
constituyentes emprendieron su obra, la respon- 
sabilidad ministerial había ya entrado como un 
elemento necesario en nuestras costumbres de 
eobierno. Se ve, pues, que la Asamblea en el 
decurso de tiempo que había mediado desde su 
instalación, acumuló un caudal de experiencia que 
fué ilustrando sus deliberaciones y la puso en ac- 
titud de corregir muchas de sus fórmulas políti- 
cas?”?. 

La restauración del precepto de 1826, semejan- 
te al artículo 3.* del reglamento interno que se dló 
el Congreso Argentino que el 24 de diciembre del 
mismo año sancionó una nueva Constitución so- 
bre los cimientos de la del 25 de mayo de 1819, 
que había sido aplastada por la bota de cuero de 
potro del caudillismo cerril, además de conferirle 
al Parlamento una facultad muy legítima, desde 
que el Poder Legislativo representa al pueblo,. a 
la vez que de indiscutible utilidad para el estudio 
de la administración pública en general, propor- 
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ciona al Ejecutivo un medio fácil de comunicación 
y acercamiento con los miembros de la Asamblea 
para la dilucidación en común de asuntos que pu- 
dieran quizá dar margen a desinteligencias sien- 
do tratados sin su colaboración directa, puesto 
que los Ministros concurren a las sesiones de las 
Cámaras, no como entidades independientes, a 
expresar ideas propias y bajo su responsabilidad 
personal, sino como intérpretes de la manera de 
pensar del Presidente de la República o del Con- 
sejo Nacional de Administración, aún cuando, co- 
mo es de presumirse, expongan al mismo tiempo 
lo que ellos también piensan; porque creer lo con- 
trario sería tenérseles poco menos que en el con- 
cepto de inconscientes y de ciegos instrumentos 
del jefe del Estado o de la rama pluripersonal 
del Gobierno. | 

Esa intervención en los debates y deliberacio- 
nes, per derecho propio, se justifica 1gualmente, 
s1 se considera el carácter de colegislador que 
inviste el Poder Ejecutivo; y, por otra parte, san- 
cionada una ley sin discrepancia alguna, ya por 
haberse aceptado las modificaciones propuestas 
por log congresales a un proyecto remitido por 
aquél, o las enmiendas indicadas por el Secreta- 
rio de Estado partícipe en las discusiones de al: 
ouno de iniciativa parlamentaria, el veto, en ta- 
les casos, no tendría ya razón de ger, puesto que 
sería anómalo y ridículo repudiar el fruto de con- 
cesiones recíprocas, o de un asentimiento tácito, 
cuando nO expreso. 
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Comunicaciones entre los Ministros de la Presidencia 
y los del Consejo y sus dependencias 


Sin perjuicio de la comunicación directa entre 
el Consejo Nacional de Administración y la Pre- 
sidencia de la República, juzgando necesario el 
jefe de la rama unipersonal del Poder Ejecutivo 
establecer el óreano de relaciones corrientes en- 
tre las dependencias de ambas delegaciones del 
Gobierno, autorizó a los Ministerios de Relacio- 
nes Exteriores, Guerra y Marina e Interior y sus 
dependencias, por decreto fecha 11 de marzo de 
1919, para dirigir las comunicaciones del caso a 
los del Consejo, lo mismo que para recibir y con- 
testar las que éstos y sus dependencias les tras- 
mitan en el ejercicio de sus respectivos come- 
tidos. 

No obstante, el 31 del mismo fué ampliada dicha 
facultad en el sentido de que las dependencias de 
los Ministerios de la Presidencia, en eomplimiento 
de las funciones de su cargo, puedan pasar directa- 
mente comunicaciones a las dependencias de los 
del Consejo Nacional de Administración y acusar 
recibo a las que les sean enviadas por los de éste. 


XUT 
Derecho de interpelación 


En el artículo 53 de la antigua Constitución, 
como queda dicho, se concedía a cada una de las 
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Cámaras la facultad de llamar a su Sala a los 
Ministros del Poder Ejecutivo, para pedirles y 
recibir los informes que se estimasen convenien- 
tes; pero esa disposición ha sido invariablemente 
objeto de diversas y caprichosas interpretaciones, 
tanto por el propio Cuerpo Legislativo como por 
los miembros del Gobierno, elásticas unas, las 
menos de las veces, y altamente restringidas 
otras, con arreglo siempre a los intereses parti- 
darios o de círculo a la sazón en boga. En los úl- 
timos tiempos, sobre todo, en que rigió el viejo 
Código Político, se puso cas1 por completo una va- 
lla insalvable a ese derecho, areuyéndose que sólo 
en determinados casos podía requerirse la pre- 
sencia de los Secretarios de Estado en el recinto 
legislativo, y por esa causa no concurrieron sino 
cuando les dió gusto y gana. 

A corregir esas modalidades sofísticas tienden 
los artículos 49 y 50 de la nueva Carta Funda- 
mental. Por el primero de ellog se autoriza a to- 
do legislador para solicitarles los datos e infor- 
mes que considere necesarios para el mejor 
desempeño de su cometido, debiendo ser dicho 
petitorio formulado por escrito y por inter- 
medio del Presidente de la Cámara  respec- 
tiva, quien trasmitirá de inmediato esa ma- 
nifestación al funcionario requerido, a los 
fines pertinentes; y sl éste se mostrase omiso O 
rehusara suministrarlos, el diputado o senador 
de que se trate, podrá reiterar sus deseos por me- 
dio del Cuerpo a que pertenezca. 

La experiencia aconsejaba la fijación expresa e 
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intergiversable de esa prerrogativa parlamenta- 
ria, porque el favoritismo a los paniaguados y la 
inquina a los legisladores independientes, daba 
por resultado, muchas veces, que mientras a aqué- 
llos se les proporcionaba toda clase de datos, has- 
ta con lujo de detalles, para que pudieran obrar 
con verdadero conocimiento de causa en favor 
del progreso de sus respectivas comunas o depatr- 
tamentos, asesorar a sus autoridades en asuntos 
de carácter público, al efecto consultados, e ilus- 
trarse para la presentación de informes o proyec- 
tos de ley, cuando no para utilizarlos en algún de- 
bate, a estos últimos se les entretenía indefinida- 
mente, o se les negaba la facultad de inquisición, 
invocando para ello pretextos de toda clase. 

En el segundo de los preceptos mencionados, se 
ratifica y amplía el derecho de llamar a los Minis- 
tros al seno de las Cámaras para requerirles y re- 
cibir las informaciones que se juzguen indispen- 
sables, “ya sea, —se agrega—, con fines legislati- 
vos, de inspección o de fiscalización””. 

¿A qué responde este aditamento, que puede 
dar pie a un severo contralor parlamentario de 
los actos del Poder Ejecutivo sin limitación de es- 
pecie alguna? Él tiene indudablemente por obje- 
to primordial prevenir contra toda irregulari- 
dad administrativa, que importe una transgre- 
sión de las leyes, una práctica deshonesta en el 
manejo de los fondos públicos, un abuso de auto- 
ridad o culpable negligencia, a fin de hacer uso 
de la facultad que el artículo 25 le confiere a la 
Cámara de Representantes de acusar ante el Se- 
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nado a los miembros del Poder Ejecutivo y sus 
Ministros por los delitos gine se especifican en su 
inciso 2,' 

El E de explicaciones, por lo demás, es 
un medio expeditivo para que el Gobierno, al po- 
nerse en contacto y al habla con los delegados del 
pueblo, se sincere ante ellos y ante el país de las 
imputaciones calumniosas que se le dirijan, por 
ignorancia o mala fe, y para disipar la mefítica 
atmósfera que obscurezca la nitidez de su condue- 
ta. Sirve también para apartarse de la senda del 
error o la injusticia puestos de relieve en una. dis- 
cusión serena, amigable y patriótica, y constituye 
una atribución parlamentaria que se asemeja a 
la espada que pendía de una cerda sobre la ca- 
heza del palaciego de Dionisio el tirano. 

No obstante, ese derecho podría ser casi 1lusorio 
sL él se hallase librado a la resolución de la mayo- 
ría de la Cámara o del Senado, según la rama 
legislativa que se propusiera ejercerlo; pero esto 
no acontecerá, porque hasta el voto de la tercera 
parte de sus miembros para que los Ministros de 
Estado tengan el deber de asistir a la Sala con los 
fines anteriormente indicados. 

No caerán los Ministerios como en el régimen 
parlamentario estricto, por efecto de la censura, 
pero tendrán buen cuidado sus miembros de no 
ponerse en abierta puena con los representantes 
del pueblo, 

Si el careo de Secretario de Estado no es 1n- 
compatible con el de legislador, si quien ejerce 
sus funciones tiene el derecho de concurrir al se- 


p 
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no de ambas Cámaras para participar de los de- 
bates que se promuevan, y si se le responsabiliza 
de sus actos administrativos en caso de delinquir, 
justo es también que se confiera a los miem- 
bros del Parlamento la facultad de requerir los 
datos e informes que necesiten para el mejor 
desempeño de su delicado e importante cometido, 
como asimismo, que cualquiera de las dos ramas 
legislativas demande su presencia, a los fines ex- 
presados en el artículo 50, como medio de contra- 
lor, para que no se violen ni la Constitución ni las 
leyes, y para armonizar en miras y procedimien- 
Los. 

sas informaciones pueden ser, en consecuen- 
cla, de gran utilidad pública y redundar a la vez 
en beneficio del propio Poder Ejecutivo, si ellas 
tienden al esclarecimiento de hechos de dudosa 
legalidad o moralidad y cuya dilucidación ponga 
en evidencia la rectitud de sus procederss, aca- 
liando así las críticas, y hasta evitando el ¡juicio 
político, si se trata de presunciones de carácter 
grave. 


ALLE 


Reglamentación de la invitación a los Ministros para 
concurrir al Parlamento 


En el artículo 121 del Reglamento de la Cáma- 
ra de Representantes, —que es la única que ha 
modificado su organización interna después de 
sancionada la Constitución de 1917—, se estable- 
ce que las proposiciones para hacer concurrir a 
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Sala a los Ministros de Estado se presentarán 
por escrito al Presidente de ese alto Cuerpo, ex- 
presando claramente los puntos a que ellas se re- 
fieran. 

Al darse cuenta de la entrada de uno de estos 
asuntos, la Mesa invitará a los diputados que de- 
seen Su concurrencia, a que expresen su confor- 
midad, votando afirmativamente, sin discusión, la 
moción formulada, sin que ello signifique que se 
solidarizan econ sus términos, sino simplemente 
que quieren que se haga uso del derecho conferl- 
do por la Constitución a ese efecto. 

Se estatuye también que si no alcanzara a un 
tercio de los componentes de la Cámara el núme- 
ro de votos favorables a la proposición, se tendrá 
ésta por desechada, pero que si obtuviese los su- 
fravios necesarios, el Presidente concertará con 
el Ministro el día y la hora en que aquélla será 
citada, en sesión extraordinaria, con asistencia 
del Secretario de Estado a que se refiera la mo- 
ción aprobada. 

Ein el artículo 85 del mismo Reglamento, se di- 
co que a todo representante le asiste el derecho 
de pedir a los Ministros, por intermedio de la 
Presidencia, los datos e informes que estime ne- 
cesarios para llenar su cometido, y a solicitarlos 
por órgano de la Cámara si no le fueran dados 
en esa forma, de acuerdo, en ambos casos, como 
lo hemos ya recordado, con lo que prescribe el 
artículo 49 de la Carta Fundamental del país. 


CAPITULO SEGUNDO 
Atribuciones de los Ministros 


1 


Después y antes de la reforma de 1917 


“113. Son atribuciones de los Ministros en 
sus respectivas reparticiones y de acuerdo con 
las leyes y las disposiciones del Presidente de la 
República o del Consejo, según los casos: 1.* Ha- 
cer cumplir la Constitución, las leyes, decretos y 
resoluciones; 2.” Preparar y someter a conside- 
ación superior los proyectos de ley, decretos y re- 
soluciones que consideren conveniente; 3.2  Dis- 
poner el pago de las deudas reconocidas del 
Estado; 4.* Conceder licencias a los empleados de 
sus dependencias; 5. Proponer el nombramiento 
o destitución de los empleados de sus reparticio- 
nues; 6.” Vigliar la gestión administrativa, adop- 
tar las medidas adecuadas para que se efectúe 
debidamente e imponer penas disciplinarias; 7. 
Firmar y comunicar las resoluciones del Presi- 
dente de la República o del Consejo Nacional”. 


En el decreto reglamentario de la ley de 12 de 
marzo de 1907, dictado el 14 de ese mismo mes y 
año, se les cometía a los Ministros, entre otras 
facultades comunes, las siguientes: 
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La representación administrativa y parla- 
mentaria del respectivo Ministerio. | 

Refrendar con su firma los actos del Pre- 
sidente de la República. 

Adoptar todas las disposiciones concetr- 
nientes al personal de la repartición y de las 
administraciones y oficinas de su dependen- 
cla. 

Dar curso a las propuestas” de nombra- 
mientos para los empleos y las relativas a 
dimisión de los empleados con arreglo a las 
leyes. 

Nombrar por sí mismo los Conserjes y pot- 
teros. 

Dictar las prescripciones disciplinarias pa- 
ra el servicio interno del Ministerio y de las 
oficinas dependientes del mismo. 

La iniciativa de los proyectos de leyes, de-' 
eretos y reglamentos atinentes a su ramo de 
administración. 

La formación del presupuesto Ccorrespon- 
diente al Ministerio, con los elementos que le 
suministrasen al efecto las dependencias y 
con arreglo a las prescripciones vigentes so- 
bre contabilidad. 

Intervenir en la promulgación, jubilación 
y ejecución de las leyes. 

El fiel cumplimiento de las leyes vigentes y 
de los decretos y resoluciones que le atañan. 

Llevar la correspondencia con las autori- 
dades principales de su departamento y las 
demás. 
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La reunión y ordenación de los elementos 
estadísticos de la respectiva administración, 
para ser pasados a la oficina que corres- 
ponda. 

Redactar la Memoria anual a remitirse a 
la Asamblea en cumplimiento de la preserip- 
ción constitucional, 

El estudio, protección y fomento de los in- 
tereses y progresos de la Nación, en su ramo. 

La autorización de las pequeñas reparacio- 
nes de conservación de los locales para uso 
de las propias oficinas y sus dependencias. 

Entender en las jubilaciones de los em- 
pleados de su dependencia. 

Tramitar y resolver, o elevar a la resolu- 
ción del primer magistrado, según los casos, 
toda petición dirigida al Poder Ejecutivo. 

Disponer las exenciones de derechos adua- 
neros en las materias correspondientes al 
Ministerio y sus dependencias, de acuerdo 
con las leyes y concesiones vigentes y sin 
perjuicio de la intervención de la Secretaría 
de Hacienda. 


Además de las medidas de orden y disciplina 
que competían a cada Ministerio, dentro de su 
departamento, se facultaba a cada uno de ellos 
para dictar las instrucciones que estimaran del 
caso, tendientes al mejor cumplimiento de las le- 
yes y decretos de sus respectivas carteras, y para 
dirigirlas a los funcionarios que aun sin ser de 
sy dependencia, tuviesen que intervenir en su eje- 
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cución; como asimismo, solicitar de las oficinas 
de su resorte los informes y proyectos de la res- 
pectiva competencia; requerir de las otras Secre: 
tarías o Direcciones Generales los datos que nece- 
sitasen para cualquier fin relacionado con la ges- 
tión de la propia Secretaría de Estado, y pedir 
que se les diese intervención en asuntos también 
referentes a los de su cargo. 

Estas disposiciones han sido, sin embargo, mo- 
dificadas y ampliadas por decretos y leyes poste- 
riores que citaremos en cada caso y que respon- 
den al mejor servicio público y a la nueva Orga- 
nización gubernativa. 


nl 


Interpretación de los incisos 1.”, 3. y 6.” del artículo 113 


Habiendo entrado en vigencia la nueva Consti- 
tución el 1.* de marzo de 1919, el Presidente de la 
República dictó un decreto el día 12, en consonan- 
cla con el artículo 174 de dicho Código Funda- 
mental, que declara en su fuerza y vigor las leyes 
hasta entonces sancionadas, en cuanto no se opon- 
ean, directa o indirectamente, a él, ni a las leyes 
que expida el Cuerpo Legislativo, y tomando en 
cuenta lo preceptuado en el inciso 1.* del artícu- 
¡o Ta: | o 

De acuerdo con las cireunstancias, Se dispuso 
que las leyes, decretos, resoluciones y demás dis- 
posiciones de carácter gubernativo ministerial, 
dictados hasta el 1.? del expresado mes, se hicie- 
sen cumplir por el Ministerio de Guerra y Ma- 
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rina, siempre que se ajustasen a las presertpeio- 
nes constitucionales. 

Sólo en log casos de considerarse que existía 
oposición entre ese cometido y lo expresamente 
estatuído por la Constitución, debía someterse el 
punto a la decisión del ¡efe del Poder Ejecutivo. 

Por su parte, el Consejo Nacional de Adminis- 
tración, evacuando una consulta formulada por el 
Ministro de Industrias, respecto del alcance de lo 
dispuesto por el inciso 6.” del mencionado artícu- 
lo 113, en lo que se relaciona con la aplicación de 
penas disciplinarias, resolvió, con fecha 28, tam- 
bién de marzo, ser ella facultad privativa de los 
Ministros de su dependencia, no pudiendo, sin 
embargo, excéder la suspensión de los emplea- 
dos, en ningún caso, de dos meses sin goce de 
sueldo, en el año. 

El 28 de abril siguiente, declaró la misma rama 
pluripersonal del Poder Ejecutivo, que la facul- 
tad a que alude el inciso 3.*, podrá ser ejecutada 
por los respectivos Ministros cuando se trate de 
deudas reconocidas por el Estado, cuvo monto 
líquido esté establecido por el Consejo Nacional 
de Administración y dispuesta por éste la opor- 
tunidad de su pago. 

Todas las resoluciones al final expresadas, de- 
hberán ser transeriptas a la Contaduría General 
de la Nación a los efectos correspondientes. 

El 14 de noviembre de 1922, fué aclarado dicho 
decreto, por la misma autoridad gubernativa, ma- 
nifestándose que se entiende por deudas de mon- 
to reconocido, no sólo las fijadas o establecidas 
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desde luego a los efectos de su pago, sino tam- 
bién las que se van liquidando y haciéndose 
exigibles para el cumplimiento de las condi- 
clones y vencimientos de los términos respec- 
tivos, de acuerdo con las autorizaciones con- 
cedidas u obligaciones aceptadas por resolu- 
ción del Consejo Nacional de  Administra- 
ción, para ser satisfechas una vez ejecutado el 
servicio o practicadas las obras o adquisiciones 
parciales, siempre que formen parte de un con- 
junto o monto autorizado o comprometido, esté 
expresa o implícitamente dispuesto, todo sin per- 
juicio de la intervención que corresponde  efee- 
tuar a la Contaduría General para su verificación 
y contralor. j 

Se dispuso, a la vez, que cuando se trate de 
obras o adquisiciones de cualquier naturaleza, 
cuyos pagos parciales respondan a ejecución o en- 
trega de efectos también parciales, las reparti- 
clones encargadas del respectivo servicio eleva- 
rán al Ministerio de que dependan un informe 
mensual que indique el estado de las obras o su- 
mynistros con relación al rubro o cantidad auto- 
rizada para atender la erogación. Dicho informe 
será elevado al Consejo Nacional de Administra- 
ción a los fines del caso. 


leal 
Jerarquía y disciplina 


El Presidente de la República se pronunció, sin 
embargo, en un sentido muy distinto y en extre- 
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y 


F 


mo restrictivo, en marzo de 1920, al interpretar 
el inciso 6.* del artículo 113 de la Constitución, 
con motivo de una medida disciplinaria adoptada 
por el Ministro de la Guerra. : 

Tratándose de un caso práctico interesante, va- 
mos a considerarlo con la preocupación que él me- 
rece en nuestro concepto, a fin de que los estudio- 
sos puedan apreciarlo en todos sus fundamentos 
y su faz legal y constitucional. 

Transeribimos a ese efecto, en primer término, 
el decreto en que se declara ser facultad privati- 
va del Presidente de la República la aplicación de 
penas disciplinarias al Jefe del Estado Mayor del 
Ejército o al Director de la Armada. 

La resolución a que aludimos, dice así: 


Ministerio del Interior. 
Montevideo, 26 de mavo de 1920. 


Atento: 1% A que el Director de la Armada, capitán 
de navío don Franz Ruete, explicó al Presidente de la 
República los inconvenientes que, a su juicio, deriva” 
ban para el buen servicio de la Armada, del otorga- 
miento de licencias temporarias a ciertos funcionarios 
de su dependencia, sin reemplazarlos por otros, mani- 
festándole éste que suspendería los permisos acordados, 
lo que así hizo, hasta que regresara el señor Ministro 
de Guerra y Marina, a fin de estudiarlos nuevamente 
y subsanar los inconvenientes que fuesen comprobados; 
9. A que, no obstante lo que precede, el capitán Ruete 
expresó al señor Subsecretario de Guerra y Marina, en 
presencia de otras personas, sus críticas por las licen- 
cias acordadas, lo que, llevado al conocimiento del se- 
ñor Ministro de Guerra y Marina, dió lugar a que éste, 
considerándolas como murmuraciones contrarias a los 
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principios de disciplina, impusiera, por su sola autorl- 
dad, un arresto al Director de la Armada, arresto de” 
Jjado sin efecto por orden de la Superioridad, que con- 
sideró que el señor Ministro carecía de facultad legal 
para imponerlo; 3. A que la conducta del capitán 
Ruete merece un correctivo que deberá aplicarse por 
la autoridad competente; 

Considerando: Que seeún el inciso A) del artículo 
2." de la ley de abril de 1917, el Director de la Arma- 
da está en una situación militar equivalente a la del 
Jefe del Estado Mayor del Ejército, y que siendo el 
2." Jefe de la Armada, como éste lo es del Ejército, ya 
que, según la Constitución, el jefe de una y otro es el 
Presidente de la República, es a éste a quien compete 
reprimir los actos reprensibles de aquélios, y no al Mi- 
nistro de Guerra y Marina, que carece de mando per- 
sonal sobre el Ejército o sobre la Armada, | 

El Presidente de la República, acuerda y 


DECRETA : 


Artículo 1. Se deelara que es facultad privativa del 
Presidente de la República la aplicación de las penas 
disciplinarias en que incurrieren el Jefe del Estado 
Mayor del Ejército o el Director de la Armada. 

Art. 2.2 Cese en el cargo de Director de la Armada 
el capitán de navío don Franz Ruete. 

Art. 3.0 El presente decreto será refrendado por el 
señor Ministro del Interior. 

Art. 4. Comuníquese, insértese y publíquese. 


BRUM. 
GABRIEL TERRA. 


Es indudable que al Presidente de la Repúbli- 
ca le corresponde, entre otras prerrogativas, de 
acuerdo con el artículo 79 de la Constitución, el 
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mando superior de todas las fuerzas de mar y 
tierra, estando exclusivamente encargado de su 
dirección, dar retiros y conceder licencias, pro- 
veer log empleos militares y otorgar ascensos. y 
nombrar y separar a los Ministros; pero el ar- 
tículo 113, que comentamos, atribuye, a su vez, 
facultades privativas a estos últimos en sus res- 
pectivas reparticiones. 

Se argúirá, sin duda, que ellas deben regirse 
por las leyes que digan relación con las tareas de 
su cargo y con las disposiciones dictadas por el 
jefe de la rama unipersonal del Poder Ejecutivo, 
vw ello es exacto, puesto que el mismo precepto 
constitucional las sujeta a unas y otras. 

Son dos, por consiguiente, las pautas a que han 
de ajustar sus procedimientos los Ministrog de- 
pendientes de la Presidencia de la República: an- 
te todo, las leyes, que son la obra del Parlamento, 
y de acuerdo con éstas, o en su defecto, las reso- 
luciones que decrete aquélla dentro de la órbita 
de sus funciones, 

¿Pero se ciñe estrictamente a la ley del 2 de 
abril de 1917 el precedente decreto gubernativo? 
Las opiniones contradictorias vertidas en la 
prensa metropolitana a raíz de publicado éste, 
podrían hacer pensar que nos hallamos en pre- 
sencia de un punto obscuro de difícil solución. 

La pasión política influye a veces en el alcance 
que se da a la interpretación de la Constitución 
y de las leyes, aun en los casos más sencillos e 
innocuos. Libres, por nuestra parte, de todo apa- 
sionamiento nacido de las cireunstancias, desde 
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que los juicios que emitimos tienen por base la 
sinceridad y son hijos de una madura reflexión, 
nos ereemos habilitados para pronunciarnos im- 
parcialmente, como cuadra a todo comentarista 
que anhela ser creído y considerado. 


LA LEY DEL 2 DE ABRIL DE 1917 


El diario “La Defensa”?, redactado entonces 
por varios legisladores, y dirigido por uno de los 
más versados constitucionalistas nacionales (1) 
formuló las siemientes apreciaciones en su núme- 
ro del 26 de mayo: 


““El Presidente de la República decretó ayer una 
verdadera capitis diminutio para sus Secretarios de Ks- 
tado, al afirmar, en el hecho y el derecho—aceptando 
una renuncia y dictando un mandato de destitución, — 
que todo el poder disciplinario radica en la persona 
del Jefe de Estado. 

“De hoy en adelante, un Ministro tendrá, por deci- 
sión presidencial, menos atribuciones que los Ministros 
del antiguo régimen. 

“Jamás se desconoció, sin embareo, la facultad de 
los Ministros de imponer suspensiones a los funciona- 
rios de su dependencia; siempre fué necesaria para 
asegurar el orden jerárquico, el acatamiento a los su- 
periores, el camplimiento de las órdenes dictadas en eje- 
cución de la voluntad legal del Presidente o de la propia: 
función ministerial, que es también jefatura adminis- 


o 


(1) Doctores Justino Jiménez de Aréchaga, José F. 
Arias v Raúl Jude. El primero de ellos ocupa actual- 
mente la cartera del Interior, y el seeundo la de In- 
dustrias, ] 
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trativa de servicios. Ahora no es así. Lo que pueden ha- 
cer, dentro de la organización administrativa militar, 
el Jefe del Iistado Mayor, el Intendente del Ejército y 
la Armada, el Director de Sanidad Militar, cualquiera 
de los jefes de cuerpo, no podrá hacerlo el Ministro de 
Guerra y Marina, superior jerárquico de todos ellos. 

“*¿ La causa? Que el Presidente de la República es jefe 
superior del Ejército y la Armada. Pero como lo es 
también de toda la administración civil, que le ha sido 
confiada por la Constitución, ni el Ministro del Inte- 
rior podrá suspender a un Comisario, que depende di- 
rectamente del Jefe de Policía, y menos a éste, ni el 
Ministro de Relaciones Exteriores podrá tampoco cas- 
tigar una falta disciplinaria de un Cónsul o un 'Hecre- 
tario de Legación, ni menos a un Ministro Dipiomáti- 
eo, porque nada hay más privativo del Presidente que 
la política internacional. 

““Sin embargo, pensamos que, si bajo el régimen de 
1830, ese criterio sería equivocado, mucho más lo es 
dentro de las nuevas reglas constitucionales, que han 
dado a los Ministros una autoridad que no les había 
reconocido el viejo estatuto. ?”” 


El decreto del Presidente de la República, co- 
mo se desprende de su propio contexto, tuvo por 
causa una resolución del Ministro de Guerra y 
Marina en esa época, general de brigada don 
Guillermo Ruprecht, por la cual se imponía la pe- 
na disciplinaria de arresto al Director de la Ar- 
mada, en virtud de haber criticado éste una orden 
impartida por dicho Secretario de Estado, pues 
el doctor Brum, al conocer esa medida, dispuso el 
levantamiento inmediato de la sanción disciplina- 
ria mencionada. Dicha revocatoria fué acatada y 
puesta en ejecución por el general Ruprecht, pero 
acto continuo dimitió de su elevado cargo. 
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El diario “La Mañana””, dirigido y redactado 
también por legisladores (2) sostuvo que el Pre- 
sidente de la República, al dictar el decreto de la 
referencia, sentó un principio ilegal en materia 
de atribuciones de índole militar. 

El citado órgano de publicidad, después de un 
exordio explicativo, se pronunció en los siguien- 
tes términos en su edición del día 28 del mismo 
mes de mayo: 


“El artículo 113 de la Constitución, que precisó en 

forma mucho más completa que la vigente antes de la 
reforma las atribuciones de los Ministros, dice en su 
inciso 6.2: “Vigilar la gestión administrativa, adoptar 
““ las medidas adecuadas para que se efectúe :lebida- 
““ mente, e imponer penas disciplinarias. ”” 
“Modos los incisos están regidos por el enunciado 
inicial que prescribe el ajuste de los actos ministeriales 
““ a las leyes y las disposiciones del Presidente de la 
““ República o del Consejo de Administración, según 
““ los casos””; de donde resulta que los Ministros están 
investidos de la facultad de imponer penas disciplina- 
rias, siempre que no se opongan a las leyes y disposi" 
ciones dictadas por la rama competente del Ejecutivo, 
en el bien entendido de que éstas deberán concordar 
sus mandatos a las preseripeciones en vigor. 

“Y bien: el decreto presidencial se basa, para fun- 
dar la declaración de que sólo el Presidente de la Re- 
pública puede sancionar los actos del Jefe del Estado 
Mayor y del Director de la Armada, en el artículo 2.” 


ES 


2) Doctor Pedro Manini Rios, Héctor R. Gómez 
a ) y a 
ductor Félix Polleri. Al presente es Ministro de Rela- 
ciones Exteriores el primero de ellos, 
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de la ley del 2 de abril de 1917, cuyos tres primeros 
preceptos dicen así: | 

“* Artículo 1.2 Créase la Dirección de la dd la 
““ cual dependerá directamente del Ministerio de AA 
“ rra y Marina. 

“Art, 2.” Corresponde a la Dirección de la a 
'“ A) La dirección superior de todas las fuerzas de la 
República y su comando; B) La superintendencia 
““ sobre todo el personal y los servicios respectivos; 0) 
““ La defensa general, marítima, fluvial y de costas; 
“* D) Las demás atribuciones que el Poder Ejecutivo 
““ le confiera por reglamentos, teniendo en cuenta la 
““ índole de sus propias funciones y las del Estado Ma- 
yor del Ejército ev cuanto fueren aplicables por 
analogía. 
¿“ Art. 3 El Poder Ejecutivo determinará por de- 
““ creto las atribuciones de la Capitanía General de 
““ Puertos y sus dependencias, teniendo en cuenta la 
““ naturaleza de sus cometidos. 

“* La Capitanía General de Puertos dependerá inme- 
““ diatamente del Ministerio de Guerra y Marina.” 

““No es necesario extremar el análisis jurídico para 
comprobar que la ley invocada resuelve precisamente 
en sentido inverso a lo dispuesto, el punto en cuestión. 

“La Dirección de la Armada es una dependencia in- 
mediata del Ministerio de Guerra y Marina. Luego, la 
ley ha reglamentado la atribución constitucional en 
forma indiscutible, confiriendo al Secretario de Estado 
la facultad constitucional del inciso 6.” del artículo 113. 

“Aún hay más. Hemos transeripto el artículo 3.2 de 
la ley de abril de 1917, para demostrar lo armónico de 
sus disposiciones. Por ese artículo se estatuye acerca de 
la Capitanía General de Puertos, organismo del orden 
administrativo encuadrado en los de naturaleza mili- 
tar. También se coloca esa repartición bajo la inmedia- 
ta dependencia del Ministerio de Guerra y Marina, me- 
dida que expresa la decidida voluntad del legislador de 
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establecer relaciones de subordinación entre la Capita- 
nía y el Ministerio respectivo. 

““Esas situaciones de jerarquía no pueden existir sl 
se desconoce al Ministro la facultad de sancionar las 
faltas de sus subordinados, que una lev prscca ba eo” 
loca bajo sus órdenes inmediatas, 

“El error es, pues, manifiesto. Obedece seguramente 
a una confusión de hecho y de derecho por parte del 
Presidente de la República. Las fuerzas de tierra y de 
mar están colocadas bajo sus órdenes, como Jefe supre- 
mo de ellas, en cuanto a su destino y aplicación; pero 
fuera de la restricción constitucional de que ese mando 
debe ejercerse con la cooperación de un Ministro res- 
ponsable, existen las restantes limitaciones del Código 
Fundamental y de la ley que las interpreta, concedien- 
do, en los casos concretos, atribuciones especiales a los 
Secretarios de Estado que en un régimen autocrático 
sólo significan un rodaje supeditado a la voluntad om- 
nímoda del soberano, cosa muy diferente a su entidad 
y representación en un país republicano, 

“Mal vez en la Prusia, constituida como nación ar- 
mada, el principio resultara arreglado a la ley. No así 
en España, para citar una monarquía constitucional, 
en donde se deslindan claramente las atribuciones y 
responsabilidades de los Ministros que ejercen las car” 
teras de Guerra y de Marina, y con mayor motivo en 
una nación regida por preceptos democráticos que ex- 
ecluyen la prepotencia ilimitada de ninguna voluntad, 
por elevada que sea la investidura que ejerza dentro 
del juego regular de las instituciones. ”” 

? 

“El Día”, en cuya dirección y redacción fign- 
ran, igualmente, varios miembros del Cuerpo Le- 
eislativo, (3) como sucede en casi todo el perio- 


(3) Doctores Francisco Alberto ¡Schinca, Francisco 
Ghigliani y Atilio Naranecio. Este último forma parte 
hoy del Consejo Nacional de Administración. 
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dismo montevideano, dedujo tercería coadyuvan- 
te de la tesis presidencial, en su edición de la 
tarde, fecha también del 28 de mayo, expresándo- 
se así: 


“Discurre “La Mañana”? sobre atribuciones minis- 
teriales a propósito del caso que motivó la renuncia del 
ceeneral Ruprecht. Cree que el Ministro de la Guerra 
podía suspender al Director de la Armada. y Se basa 
para ello, en primer término, en que el artículo 113 de 
la ¡Constitución establece como atribución de los Minis- 
tros, la de aplicar penas disciplinarias conforme a las 
leves y a las disposiciones del Presidente de la Repú- 
blica o del Consejo Nacional, en su caso, y en segundo 
término, en que la ley de 2 de abril de 1917 establece 
que la Dirección de la Armada dependerá directamen- 
te del Ministerio de la Guerra. 

“Nosotros creemos que, legalmente, el Ministro de la 
Guerra no podía suspender al Director de la Armada, 
sin previa consulta y acuerdo con tel Presidente de la 
República. La dependencia directa de que habla la ley 
de 2 de abril de 1917 se refiere al trámite, y más que 
nada, a la intervención del Estado Mayor, del: cual de- 
penden directamente todas las reparticiones militares 
que no se exeluyan expresamente. Lo mismo que con 
la Dirección de la Armada ocurre con la Escuela Mi- 
litar, que depende directamente del Ministerio, lo cual 
quiere decir que no debe dirigirse al Estado Mayor, co- 
mo a su superior inmediato, sino al Ministerio. Pero 
esto nada tiene que ver con la facultad del Ministro de 
aplicar suspensiones. Esta facultad está limitada cons- 
titucionalmente por las disposiciones que el Presiden- 
te haya tomado. “La Mañana”” no ha tenido en cuenta 
esas disposiciones, que están establecidas, para el caso, 
en el inciso 11 del artículo 1. del decreto de 17 de mar- 
zo de 1919, según el cual, el Ministro de la Guerra 
puede tomar medidas de orden y disciplina, dentro de 


10 
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su departamento, con consentimiento previo del Presi" 
dente de la República o conocimiento posterior del mis- 
mo, siempre que la importancia o la gravedad del caso 
lo requieran. Ahora bien: tratándose de un jefe supe- 
rior, como el Director de la Armada, y no siendo de 
urgencia extrema la sanción de la falta, el Ministro de 
la Guerra debió consultar previamente con el Presi- 
dente ds la República acerca de la imposición del arres- 
to al capitán Ruette. De otro modo, tratándose de san- 
ciones que provocarían, en la mayor parte de los casos, 
la renuncia del jefe castigado, seríale muy fácil a un 
Ministro suprimir a los jefes superiores a pesar de la 
voluntad del Presidente de la República, die cuya con” 
fianza personal deben gozar. ?” 


ba Mañana””, reforzando sus anteriores ar- 
egumentaciones, añadió lo siguiente el día 30: 


“La diserepancia del Ministro dimitente con el pri- 
mer magistrado podrá apreciarse con diversos criterios; 
pero la cuestión en sí tiene el régimen constitucional y 
legal que hemos expuesto antes de ahora. ll artículo 
113 de la Constitución atribuye en exclusivo a los Mi- 
nistros de Estado la facultad de aplicar penas disci- 
plinarias de acuerdo con las leyes y las disposiciones 
presidenciales; y la ley en el caso, de 2 de abril de 
1917, somete la Dirección de la Armada al mando di- 
recto del Ministerio del ramo. 

““Por otra parte, el fuero militar, con sus modalida- 
des características, establece la forma en que el supe- 
rior puede reprimir, inmediatamente de producida, cual- 
quier irrespetuosidad del subalterno. 

““¿Podría invocarse el decreto de 17 de marzo de 
1919 contra lo anteriormente expuesto? Es evidente 
que contra textos constitucionales y legales no cabe opo- 
ner simples decretos. Por otra parte, “las disposiciones 
presidenciales”? a que se refiere el artículo 113 de la 
Constitución, no podrían nunca ser contrarias a las le- 
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yes militares, y entre ellas a la de 2 de abril de 1917, 
que coloca a la Dirección de la Armada bajo la depen- 
dencia inmediata y directa del Ministerio de Guerra. 
Menos aún podría ser contraria al propio espíritu cons- 
titucional en lo relativo a la naturaleza de las funcio” 
nes ministeriales. 

““No creemos, sin embargo, que la verdadera signifi- 
cación del retiro del general Ruprecht consista en la 
razón O sinrazón que le asistiera en la discrepancia 
conereta que hemos analizado en su oportunidad: la 
verdadera significación del acto (que motiva la renun- 
cia de un Ministro de Estado de los méritos persona- 
les del dimisionario, tiene un doble aspecto, constitucio- 
nal y militar, lo cual presta a este tema un especial y 
alto interés que surge claramente al considerarlo con 
exclusión de las personalidades en conflicto. 

“El interés constitucional deriva de la investidura 
que el general Ruprecht ha juzeado desconocida. Es sa- 
bido cómo se exaltó la importancia de la institución 
ministerial al reformarse la ley fundamental, y cómo 
procuró el constituyente hacer del mal llamado por la 
erítica *“amanuense”?” presidencial, un colaborador efi- 
caz y responsable de la gestión del primer magistrado. 
Y bien: la reacción del general Ruprecht, al renunciar 
el careo que desempeñaba ante un acto que consideró 
contrario a sus facultades ministeriales, ha afirmado 
dienamente la Importancia de la institución ministe- 
rial que, muy mal librada hubiera salido del conflicto, 
tal cual se produjo, de no mediar la decisión que se 
impuso el distineuido militar. 

“Tolerar la desautorización, un Ministro que invoca 
como motivo de conducta, en una actitud determinada, 
sus facultades constitucionales, las ordenanzas milita- 
res y otras praemáticas terminantes, valdría tanto co- 
mo consentir el rebajamiento de la función ministerial 
expresamente realzada por los textos constitucionales 
de reciente promuleación. 

“Desde el punto de vista puramente militar, pareci- 
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do juicio debe formularse: la alta dignidad del grado 
que a justo título ostenta el Ministro dimitente, ha sa- 
lido incólume de la molesta prueba a que fué some- 
tida. 

““El principio de disciplina, espíritu y sustancia de 
la institución armada, no es compatible econ la posición 
subalterna a que habría quedado reducido un Minis- 
tro de la Guerra que habría debido permitir una indis. 
ciplina contra su carácter profesional y su investidura 
pública, resienándose ante la simple satisfacción de re- 
paraciones formalistas. ?” 


¿Interpretó mal el Presidente doctor Brum el 
inciso A del artículo 2.” de la ley por él invocada? 
No abrigamos la menor duda para responder afir- 
mativamente, porque aun cuando ge declare en 
esa disposición que le corresponde a la Dirección 
de la Armada la dirección superior de todas las 
fuerzas de mar de la República, y su comando, en 
el artículo 1.”, que es el fundamental, se previene 
que esa repartición naval dependerá inmediata y 
directamente del Ministerio de Guerra y Marina. 

A la Dirección de la Armada le compete todo 
cuanto se enumera en los tres primeros incisos del 
citado artículo 2.de la ley del 2 de abril de 1917, 
sin perjuicio de las demás atribuciones que le 
e el Presidente de la República, conforme a 
la Constitución y las leyes; pero ninguna de esas 
expresas facultades, que se hallan subordinadas 
a la anterior, puede reputarse desligada en ab- 
soluto de ésta, puesto que, de lo contrario, lejos 
de depender de la mencionada Secretaría de Es- 
tado, constituiría un oreanismo militar indepen- 
diente, aún mismo del primer magistrado de la 
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Nación, aferrándose a la letra del inciso A, y no 
obstante lo determinado en el inciso 3.” del ar- 
tículo 79 del Código Fundamental que nos rige. 

Dependiendo, por lo tanto, la Dirección de la 
Armada del Ministerio de Guerra y Marina, pue- 
de éste imponerle al que la ejerza las sanciones 
disciplinarias a que dé lugar por su conducta, sin 
que por ello se consideren lesionadas en lo más 
mínimo las atribuciones presidenciales. 

El inciso 11 del artículo 1." de la reglamenta- 
ción de las funciones de esa cartera, dictada el 
17 de marzo de 1919, que haremos conocer más 
adelante en toda su integridad, no es aplicable al 
caso ocurrente, porque el artículo 113 de la Cons: 
titución, —como no podía menos de ser,—coloca 
los mandatos de las leyes por encima de  cual- 
quier disposición de ambas ramas del Poder Eje- 
cutivo, y el decreto reglamentario de la refe- 
rencia no puede abrogar la ley del 2 de abril de 
1917, ni siquiera modificarla en cuanto ella tie- 
ne de imperativo. Sería indispensable una ley, 
concebida en términos categóricos, para que el 
Presidente de la República comprendiese  tam- 
bién, entre las disposiciones a que alude el pre- 
cepto constitucionial, las referentes a la depen- 
dencia de la Dirección de la Armada, a la vez 
que interpretativa del inciso 6.” del mismo. 

No se trata, per lo demás, de cuestiones de 
mero trámite, como se sostiene en una de las pu 
blicaciones precedentes, porque en el artículo 1. 
de la ley del 2 de abril de 1917 no se hace distim- 
eo alenno a ese respecto, y es de regla untversal 
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en derecho que cuando el sentido de la ley es 
claro, no se desatenderá su tenor literal, a pre- 
texto de consultar su espíritu; salvo, natural- 
mente, como lo preceptúa en su párrafo 2.* el ar- 
tículo 17 de! Código Civil vigente, que para Inter- 
pretar alguna expresión obscura sea indispensa- 
ble recurrir a su intención o espíritu, claramente 
manifestado en ella misma, o en la historia fide- 
diena de su sanción. 


1 
La pena de arresto 


¿Pueden los Secretarios de Estado, — exeep- 
ción hecha del Ministro de Guerra y Marina en 
las funciones de orden militar,—disponer o au- 
torizar el arresto de los empleados de su depen- 
dencia como medida disciplinaria, de acuerdo 
con el inciso 6. del artículo 113 de la Constitus 
ción ? h 

Formulamos esta interrogación en virtud de 
que en el artículo 8.* del decreto reglamentario 
fecha 5 de junio de 1923, relativo al Ministerio 
del Interior y a las reparticiones de su depen- 
dencia, se autoriza a los Jefes de Policía, no só- 
lo para “suspender a sus empleados por faltas 
cometidas en el servicio””, sino también para 
““disponer por las mismas causas el arresto de 
log que ejerzan función directa de policía, hasta 
tres dias??, | 

Respondiendo el doctor Vicens Thievent a una 
Crítica periodística, areuyó en los diarios del 19 
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del mismo mes, que no se ha innovado al respecto 
sino superficialmente y que el artículo 19 del Có- 
digo de Instrucción Criminal lo estatuye como 
medida disciplinaria, siempre que esté prevista 
en los reglamentos; 

Ahora bien: ¿el precepto legal invocado es 
aplicable al presente caso, o reza únicamente 
con faltas y personas de distinta naturaleza que 
las enunciadas en la disposición gubernativa de 
la referencia? 

El artículo 19 mencionado, dice así: 


“Cuando las ordenanzas municipales o reglamentos 
de policía establezcan una corrección hasta tres días de 
arresto o hasta diez pesos de multa, las faltas que a 
ellos se refieran, se considerarán simples contravenciones 
extrañas a la jurisdicción criminal.”” 


Esta disposición es clara y terminante, pero 
ella por sí sola no bastaría para que las autorl- 
dades edilicias o policiales decretasen, en casos 
determinados, sin una reglamentación expresa 
en que fundarse, la aplicación de una multa o el 
arresto de una persona cualquiera, puesto que el 
codificador no ha hecho otra cosa sino consagrar 
el derecho de poder tomar esas medidas confor- 
me a lo estatuído en los reglamentos que se dic- 
ten. 

El Código de Instrucción Criminal rige desde 
el 1.* de mayo de 1879, pero recién el 31 de enero 
de 1898, al dictarse el reglamento para las poli- 
cías de campaña, estableció el Poder Ejecutivo, 
por vía de corrección, el arresto durante vyeinti- 
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cuatro horas de los ota que se ausentasen 
sin la correspondiente licencia. 

El Código Penal, promulgado el 18 de enero 
de 1889, declara en el inciso 3." del artículo 31, 
que no se reputan penas las multas y demás co- 
rrecelones que los superiores impongan a sus Su- 
bordinados y administrados, en uso de su juris- 
dicción disciplinaria o de sus atribuciones guber- 
nativas, y el 394 del de Instrucción Criminal, 
ampliatorio del 19, que *“*“también se consideran 
delitos leves las infracciones a lo dispuesto por 
los reglamentos municipales o de Policía, cuan- 
do por ellos se determine una pena mayor de tres 
días de arresto o multa de más de diez pesos?””, en 
cuyos casos procede el conocimiento del Juez de 
Paz respectivo, por quedar sometida a su Juris- 
dicción esa clase de faltas, según lo preceptúa el 
artículo 392 de este último cuerpo de leyes, co- 
rrespondiendo, por lo tanto, su aplicación a la 
justicia ordinaria. 


Basándose indudablemente en el citado artíeu- 


lo 394, el Poder Ejecutivo extendió hasta quince 
días la pena de arresto en su decreto del 17 de 
febrero de 1911. Sin embareo, el 6 de octubre de 
1915 la redujo a tres, teniendo como fundamento 
el artículo 19 del Código de Instrucción Criminal 
y el inciso 3. del 31 del Penal, después de cuyo 
exordio «dice lo siguiente en la resolución a que 
aludimos : | 


“Considerando: Que existe conveniencia en adoptar 
econ carácter general la medida disciplinaria de arresto 
dentro del límite señalado por el Código de Instrucción 


A 


- 
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Oriminal, pues no puede ¡existir la menor duda de que 
exige una disciplina especial la parte del personal po- 
licial al servicio de las Jefaturas Políticas y de Policía 
que desempeñan funciones con carácter predominante 
y sautoridad y mando, esencialmente distintas de las 
del personal administrativo que tiene las mismas, cuyas 
funciones son más bien oficinescas y de gestión, 

“Considerando: Que si bien el reglamento policial 
aprobado el 31 de enero de 1898 para las policías de 
campaña, prevé la sanción de arresto por veinticuatro 
horas, dicha disposición la establece sólo para el caso 
de «ausencia sin la licencia correspondiente; por mane- 
ra que, limitado el arresto a este único caso, no puede 
producir los efectos saludables que indudablemente se 
conseguirán si se le da mayor extensión, haciéndolos 
pasibles de tal medida en los casos en que las faltas co” 
metidas por los agentes encargados del mantenimiento 
diel orden, de la seguridad individual y de la propie- 
dad sean de tal gravedad que puedan motivar la multa 
hasta diez pesos o el arresto por tres días; 

““Atento: Á que para que dicha medida disciplina- 
ria no se tome arbitrariamente, además de admitirse el 
recurso jerárquico de los que se consideren agravla” 
dos, debe darse conocimiento de ella inmediatamente al 
Ministerio del Interior, para que éste adopte, si lo con- 
sidera Oportuno, las medidas que estime pertinentes, 

““El Presidente de la República ha acordado y de- 
creta: 

“Artículo 1. Las Jefaturas Políticas y de Policía 
padrán imponer hasta tres días de arresto y hasta diez 
pesos dle multa al personal policial de su dependencia, 
exclusión hecha del administrativo y ofieineseo, por las 
faltas de carácter disciplinario que revistan cierta gra” 
vedad y que ordinariamente se castigan con suspensión 
temporal y pérdida de sueldo dentro del término in- 
dicado. 

“Art. 2. Las referidas Jefaturas darán cuenta ins- 
truída al Ministerio del Interior, siempre que adopten 
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la medida disciplinaria a que se refiere el artículo an- 
terior, debiendo siempre tener presente que deben ha- 
cer un uso prudencial y «apropiado de dicha medida, 
por afectar ella el patrimonio y la libertad de sus su- 
bordinados. 

““Art. 3.2 Los que se consideren lesionados por las san- 
ciones disciplinarias a que se ha hecho referencia, tie- 
nen ¡el recurso de apelación para ante el Ministerio del 
Interior. ?? 


- "Tanto los artículos 19 y 394 del Código de Ins- 
trucción Criminal, como los decretos del Poder 
Ejecutivo que quedan mencionados, eran viola- 
torios del artículo 130 de la Constitución de Sn 
reproducido textualmente en el 146 de la de 1917, 
puesto que en él ge establece que nadie puede ser 
privado de su libertad y seguridad sino confot- 
me a las leyes. 

Decimos esto, porque no es dable cometerse 
disecrecionalmente al Poder Ejecutivo la facultad 
de establecer y calificar lo que se entiende por 
simples contravenciones extrañas a la jurisdie- 
ción criminal, y mucho menos por delitos leves, 
puesto que sólo al legislador le incumbe determi- 
narlogs en forma expresa, siguiendo el  procedi- 
miento indicado en la Sección VI de la Ley Fun- 
damental de la República, y únicamente los Jue- 
ces pueden aplicar penas conforme a los precep- 
tos legales. 

En lo que respecta al artículo 31 del Código 
Penal, correlativo, como queda dicho, a los 19 y 
394 del de Instrucción Criminal, dice lo siguien- 
te en el tomo 1 de sus “Estudios de Derecho Ad- 
ministrativo?” el doctor Luis Varela; | 
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““Este artículo responde a lo que los tratadistas es- 
pañoles de Derecho Administrativo llaman la potestad 
disciplinaria y correccional del Poder Administrador, 
potestad que fundan diciendo que de nada serviría con- 
ceder fines y derechos a aquel Poder, si no se le otorgan 
los medios necesarios para hacerlos efectivos, medios 
entre los cuales figura, en primer término, el poder co- 
rreccional a que nos referimos. 

“Quiere decir, pues, que ese Poder tiene dos fases 
que jamás deben ser confundidas: una interna, que se 
refiere a la facultad de los superiores para corregir las 
faltas de sus inferiores, que es en lo que consiste pro- 
plamente el poder disciplinario; y una externa, que se 
refiere a las relaciones generales de la Administración 
con los ciudadanos, que es en lo que consiste el poder 
ecorreccional en sentido estricto. 

“Ahora bien: dejando a un lado el poder discipli- 
nario, que consideramos inherente a toda organización 
jerárquica, ¿cómo se concilian las atribuciones correc- 
cionales con el principio de derecho, hoy casi univer- 
sal, según el cual las penas sólo pueden ser impuestas 
por la ley y 'aplicadas por los Tribunales, principio que 
también consagra nuestro Código Fundamental? 

““A mucho conceder, y tan sólo por la reducida im- 
portancia del caso, pero sin que encuadre en la rigidez 
die los principios, puede tolerarse que el Código de Ins- 
trucción Criminal, en su artículo 19, haya autorizado 
las penas administrativas cuando no excedan de tres 
días de prisión o diez pesos de multa. Pero la inconsti- 
tucionalidad es evidente cuando Se autoriza a la Admi- 
nistración para aplicar las penas ¡estabiecidas en la 
ley, y más aún cuando se le faculta, no sólo para apli- 
carlas, sino hasta para establecerlas por su sola auto- 
ridad. Esto, que era muy corriente en Francia en la 
época del Directorio, que establecía penas por simples 
decretos administrativos, suele ocurrir todavía hoy en 
Alemania, en donde, seeún lo afirma Goodnow, hay 
unos cuantos casos en que la Administración tiene el 
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derecho de sancionar'sus propias disposiciones; y segu- 
ramente ha de ocurrir también en Rusia, (4) pero no 
tiene cabida alguna dentro de los Códigos políticos que 
han hecho de la libertad un culto, y de su protección - 
un deber. | 

“No desconocen esto los defensores del poder correc- 
cional, pero he «aquí cómo tratan de conciliar los dos 
extremos: ““La Administración, dice Mellado, no pue- 
de imponer penas en el sentido estricto de la palabra, 
por las infracciones administrativas cometidas por los 
ciudadanos o por la colectividad, sino simplemente eo” 
rrecciones; desde el momento que la Administración 
dicta medidas que pasan de una verdadera corrección 
y se convierten en penas, invade das atribuciones del 
Poder Judicial.”? Pero, a la verdad, esta es una expli- 
cación que nada dice. Es cierto que la legislación es- 
pañola establece claramente »«el punto en que la repre- 
sión deja de ser corrección administrativa y se convier- 
te en pena; al efecto, su mismo Código Penal, estable- 
ce en su artículo 505, que en las ordenanzas municipar 
les y demás reglamentos administrativos generales 0 
particulares que se publicaren en lo sucesivo, no se es- 
tablecerán mayores penas que las señaladas en dicho 
Código para las faltas, aun cuando hayan de imponer- 
se en virtud de atribuciones gubernativas; pero como 
se ve, todo el secreto de la iexplicación está en llamar a 
una misma cosa correcciones o penas, según que las 
aplique la Administración o los Jueces. La arbitrarie- 
dad no puede ser más evidente, pero al menos tiene un 
límite preciso que no lo hay en la legislación nuestra, 
porque nuestro legislador, que ha tomado el artículo 31 
antes citado, del 22 del Código español, no tiene nin- 
euna limitación como la del artículo 505 de «aquel Có- 
digo, de manera que si bien hasta ahora no se ha lle” 
vado a hacer aplicación de dicho artículo 31 en cuanto 


a 


(4) Esto escribía el doctor Varela en 1901. , 
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faculta para establecer penas administrativas (discre: 
cionales dice el comentario), fuera de los límites indi- 
cados en el artículo 19 del Código de Instrucción Uri- 
minal, se ha creído, sin embargo, que estando la pena 
establecida en la ley, la imposición por la vía exclusi- 
vamente administrativa podía hacerse sin limitación 
alguna. ?” 

El doctor Varela alude al proyecto de ley vo- 
tado por la Convención Municipal celebrada en 
Montevideo en abril de 1899 y sancionado por el 
Cuerpo Legislativo en ¡julio de 1903, pues en el 
número 26 del artículo 12, se facultaba a las ex 
Juntas Económico-Administrativas para asegu- 
rar la ejecución de las ordenanzas y reglamentos 
que dictaren y de sus demás resoluciones, con 
imposición de multas cuyo máximum no podría 
exceder de 100 pesos en el departamento de la 
Capital, ni de 20 pesos en los de campaña, y a 
otro proyecto, en el cual, —como él lo manifiesta, 
—para garantir el impuesto de tabacos se esta- 
blecían penas administrativas de cincuenta  pe- 
sos de multa y doce días de arresto. 

El mismo comentarista agrega: 


“Es justo, sin embargo, recordar que la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Diputados que proyectó esa 
disposición fué más modesta en sus avances inconstitu- 
cionales que la Convención Municipal, no sólo por la 
inferioridad de las penas que estableció (la proyectada 
era de 500 pesos), sino también porque admitió la in” 
tervención judicial en grado de apelación, mientras que 
la segunda no adoptó más procedimiento que el exclu- 
sivamente “administrativo. Pero en mayores o menores 
proporciones, la inconstitucionalidad es lo mismo con 
penas de cincuenta que de quinientos pesos, sin que 
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alcancen a demostrar lo contrario las razones aducidas 
en el despacho de la prenombrada Comisión, fundadas 
en varios precedentes de penas disciplinarias, lo que 
importa un olvido de la diferencia antes recordada en- 
tre la potestad disciplinaria y la correccional, y el caso 
de las reclamaciones en materia de ferrocarriles, como 
sl en esos reclamos el Poder Ejecutivo procediera como 
Juez, lo que a nuestro juicio es otro error. 

“Fuera del caso a que se nefiere el artículo 19 del 
Código de Instrucción Criminal, no hay ni puede ha- 
ber constitucionalmente tal poder correcciona] adminis- 
trativo: las penas deben ser establecidas en la ley, y 
su aplicación confiada a los Tribunales, que son, como 
muy bien se ha dicho, los guardianes de la libertad, de 
los derechos y de la fortuna de los ciudadanos.??- 


Un ilustrado periodista, al tomar en cuenta la 
cita oficial del artículo 19 del Código de Instrue- 
ción Criminal, escribió a su respecto lo sigulente: 


“Es de toda evidencia que esta disposición, si es que 
rige después de la sanción del Código Penal, en ningún 
caso puede autorizar el arresto de empleados euardia- 
mes del orden público. Sólo se refiere a los particulares 
infractores, y nada más.?”” 


Sin embargo, como creemos haberlo demostra- 
do, no se hace distinción aleuna en dicho artículo, 
ni en el 394, entre los simples particulares y los 
empleados policiales, y así lo han entendido los 
diversos mandatarios y Ministrog firmantes de 
los decretos de 1898, 1911 y 1915, sobre todo los 
doctores Viera y Brum, que subseriben este úl- 
timo, puesto que invocando el mencionado ar- 
tículo 19 y el inciso 3.* del artículo 31 del Código 
Penal, autorizan el arresto por tres días y una 
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multa hasta de diez pesos al personal policial 
que no ejerce funciones meramente administrati- 
vas y oficinescas, 

Ello no obsta, sin embargo, para que reitere- 
mos nuestro concepto sobre la inconstitucionali- 
dad de los artículos de la referencia y de las dis- 
posiciones gubernativas fundamentadas en los 
MISMOS. 

Tampoco aceptamos la calificación de penas 
tratándose de medidas disciplinarias aplicadas a 
las omisiones O faltas leves de los encargados 
del orden público, puesto que el Código Penal, 
como se ha visto, las excluye expresamente de 
esa categoría. | 

La restricción de la libertad de los procesados 
y su separación de los empleos públicos, acorda- 
da por el Tribunal durante el proceso, son me- 
didas puramente preventivas, pero que producen 
efectos morales en contra del procesado a más de 
los dañog materiales. La ley, ya que necesita de 
estas prevenciones, no debe agravar sus efectos 
declarando que son penas, pues en estos casos 
la necesidad no existe para vindicarse de la 1n- 
Justicia. La separación de los empleos públicos 
acordada sin proceso por cualquier autoridad 
que no sea judicial, y las multas o correcciones 
que el superior imponga a los subordinados o axl- 
ministrados, en uso de su jurisdicción discipli- 
nal o de atribuciones gubernativas, tampoco 
pueden tener el carácter de penas, porque estas 
medidas se dictan por motivos discrecionales y 
sin ninguna responsabilidad. Por lo demás, el 
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artículo de que tratamos tiene por consecuencia 
precisa que todas las personas que sufran los 
males que en él se expresan no puedan ser consi- 
deradas como delincuentes para los efectos de 
las atenmuaciones o agravaciones: así, el que ha 
sido destituído de su empleo y que cometa des- 
pués un delito, podrá todavía alegar su conduc- 
ta 1rreprochable como atenuación; y cualquiera 
que hubiese obligado a la justicia a privarlo de su 
libertad durante el proceso y que también come- 
tiera después un delito, no podría ser considera- 
do como comprendido en la agravación del ar- 
tículo 19, inciso 14 de muestro Código Penal, y 
menos como reincidente. (5) 

Un eminente comentarista define la palabra 
pena, diciendo que es un mal de pasión que la ley 
impone por un mal de acción; o bien: un mal que 
la ley hace al delincuente por el mal que él ha he- 
cho con su delito. *““La pena, pues, añade, produ- 
ce un mal lo mismo que el delito; pero el deiito 
produce más mal que bien, y la pena, al contra- 
rio, más bien que mal??. 

Sólo procediéndose, pues, con sensible despre- 
ocupación del alcance jurídico del vocablo que 
nos ocupa pudo haberse dicho penas disciplina- 


(5) Fuensalida: “Concordancias y Comentarios del 
Código Penal Chileno”?, párrafos 288 y 289. Dicho au- 
tor se refiere al artículo 12, número 15, de la legisla- 
ción penal chilena, análoga en esta parte al artículo 19, 
inciso 14 del Código Penal uruguayo, 


EL PODER EJECUTIVO 161 


rias en lugar de correcciones disciplinarias, o de 
cualquier otro término equivalente. 

Por lo demás, como con arreglo al artículo 176 
de la Constitución, al Poder Legislativo le co- 
rresponde exclusivamente interpretar o explicar 
nuestro Código magno, debiera el Parlamento 
dictar una ley que salve toda duda y evite abu- 
s0s, impidiendo a la vez la invasión de las atri- 
buciones judiciales, ya cometidas de buena fe o 
maliciosamente. 


v 


El inciso 5.% del artículo 113 


Como en el inciso 5. del artículo 113 de la 
Constitución se establece entre las atribuciones 
de los Ministros “proponer el nombramiento o 
destitución de los empleados de sus reparticio- 
nes?”, en el decreto reglamentario del 5 de junio 
de 1923 expedido por la Secretaría del Interior, 
resulta que los Jefes de Policía no pueden hacer 
otra cosa que evacuar las consultas que confiden. 
cialmente les haga su superior jerárquico en am- 
bos casos. 

Esta disposición ofrece «graves inconvenien- 
tes, puesto que no es posible que los Ministros 
conozcan a todos los habitantes del país, ni pier- 
dan lastimosamente su tiempo, cuando lo  esti- 
men necesario,—si es que no lo hacen habitual- 
mente, —requirniendo datos a dichos funcionarios 
acerca de las cualidades morales y de las aptitu- 
des de las personas en condiciones de ser desig- 


11. 
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nadas en todos los ramos de la administración 
policial, o separadas de sus puestos, por omisión, 
mala conducta o cualquier otro motivo suficien- 
temente justificado para la adopción de esa me- 
dida. 

Por otra parte, no es justo ni beneficioso para 
cl buen desempeño de las funciones departamen- 
tales dependientes de la Presidencia de la Repú- 
blica, que se les prive a log Jefes de Policía del 
derecho de proponer al Ministro del Interior, 
directamente, los candidatos o la destitución de 
los empleados de su jurisdicción que en su con- 
cepto sean una traba para la realización del pro- 
grama que se hayan trazado. 

Si esos funcionarios han de ser elegidos entre 
los mejor conceptuados en sus respectivas locali- 
dades, tanto por su hombría de bien como por su 
respeto a todos los derechos, y a la vez de la más 
absoluta confianza del primer mandatario de la 
Nación y del Ministro del Interior, no debiera 
despojárseles de una facultad que nadie, como 
ellos, podrá ejercer con más conocimiento de 
causa. 

En julio de 1923 se presentó el primer caso que 
pone en evidencia cuanto decimos, puesto que 
don Julio A. Oliver renunció del cargo de Jefe 
de Policía del Departamento de Tacuarembó, a 
causa de no haberse accedido a la separación de 
dos Comisarios que en su concepto obstaban a la 
correcta práctica administrativa que se proponía 
llevar a cabo. 

En su renuncia, decía sobre sobre este particu- 
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lar lo siguiente: “Durante el breve desempeño 
de mis funciones, he llegado al convencimiento 
de que, si se quiere que el instituto policial salva- 
guarde verdaderamente los intereses del vecin- 
dario del Departamento, es imprescindible proce- 
der a ciertos cambios en el personal”. (6) 

1 Ministro del Interior dispuso que antes de 
aceptarse o desestimar las separaciones  ¡pro- 
puestas por el señor Oliver, a fin de ilustrarse 
suficientemente al respecto, se practicaran las 
informaciones del caso, cometiendo esa tarea “a 
un funcionario absolutamente imparcial y ajeno 
a log intereses o pasiones locales”, procedimien- 
to que no fué del agrado del dimitente. 

En el decreto en que se le aceptó la renun- 
cla, se acentúa el propósito gubernativo del es- 
tricto cumplimiento de la disposición constitucio- 
nal citada, pues en uno de sus fundamentos se 
dice lo siguiente: 


“*El Presidente no puede entregar a los Jefes de Po- 
licía la facultad de decidir sobre la separación de los 
empleados de su dependencia. Esa facultad le corres- 
ponde, privativamente, por precepto de la Constitución, 
y porque, además, es correlativa con la responsabilidad 
que debe asumir, ante los órganos constitucionales y 
populares de contralor, de todos sus actos administra- 
tivos, responsabilidad que no quiere ni puede declinar. 
La opinión de los Jefes de Policía—por mucha que sea 
la autoridad que emerge de su persona y de su cargo— 
será a menudo tenida en cuenta como elemento de jui- 
cio, y aun, como uno de los más importantes elementos 


(6) “Diario Oficial””, 31 de julio de 1923. 
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de juicio, pero mo como una causal decisiva para sepa- 
rar o mantener un empleado. Guiarse exclusivamente 
por la opinión del Jefe, sería, a menudo, compartir las 
sssoluciones erróneas O apasionadas de los mismos. Y 
el P. E., que no es un copartícipe de las funciones de 
los jefes, sino un superior de éstos, no podría cubrirse 
de irresponsabilidad, por actos privativos, haciendo de- 
rivar hacia los jefes la responsabilidad de esos actos, Si 
el P. E., pues, es el que tiene la responsabilidad de la ad- 
ministración policial, si desea ejercerla con criterio per- 
sonal, de acuerdo con su programa político, realizando 
la mayor justicia en sus decisiones, no puede hacer de- 
pender esas decisiones de la opinión y el criterio de los 
demás, sino de su opinión y de su criterio propios, para 
lo cual es indispensable que, en cada caso, tenga el con- 
vencimiento personal de la ¿justicia del procedimiento 
que adopta.”” (7) 


Los constituyentes de 1917, que se propusieron 
debilitar la prepotencia del Ejecutivo uniperso- 
nal, no han hecho otra cosa, en el caso ocurrente, 
que acentuarla en lo que respecta a las adminis- 
traciones departamentales de su dependencia, 
puesto que limitan la acción de los Jefes de Poli- 
cía a meras funciones administrativas y oficines- 
cas. 

El inciso 5.*, por el contrario,—y de acuerdo 
con las ideas que dejamos sustentadas, —debió fi- 
eurar como artículo en el capítulo II de la Sec- 
ción XI, y en su reemplazo, decirse más o menos 
lo siguiente: “Tomar en cuenta las propuestas 
de nombramiento o destitución de los empleados 
de sus reparticiones y someterlas a la considera- 
ción del Presidente de la República??. 


(7) “Diario Oficial”, 31 de julio de 1923. 
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No otra cosa debiera autorizar en esta parte 
a los Ministros, ya que éstos no designan ni sepa- 
ran de sus puestos a los funcionarios públicos de 
su dependencia, sino que todos los nombramien- 
tos y destituciones los decreta el primer manda- 
tario de la Nación o la rama pluripersonal del 
Poder Ejecutivo, según corresponda. 

¿No resulta, además, chocante y lesiva a la dig- 
nidad o al amor propio de un Jefe de Policía que 
se aprecie, el heeho de que no sólo se halle priva- 
do de la prerrogativa de proponer los empleados 
de su dependencia, si se produce una vacante, o 
la separación de aleuno de ellos si cree que así 
conviene a la buena marcha administrativa, sino 
que sus indicaciones confidenciales no sean siem- 
pre bastante garantía de imparcialidad y acierto? 

El contralor informativo o sumarial es de suyo 
depresivo para el funcionario cuyo testimonio 
inspira sospechas, redunda en  desprestiglo de 
éste ante la opinión pública y merma su autorl- 
dad ante los ojos de sus subalternos. 

S1 ha dejado de ser persona grata para el Pre- 
sidente de la República o para el Ministro del In- 
terior, en lugar de sembrar su desprestigio en 
esa forma, valdría más pedirle la renuncia:o qui- 
tarlo de su puesto, va que por el número 15 del ar- 
tículo 79 de la Constitución le corresponde al pri- 
mero de ellos nombrar los Jefes de Policía, eli- 
giéndolos de una terna propuesta por el Conse- 
jo, y separarlos por si. 

Lo mismo cabe decirse en lo pertinente, tra- 
tándose de los demás altos funcionarios del Es- 
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tado, si bien el caso especial que examinamos re- 
viste mayor importancia y gravedad por la na- 
turaleza de las tareas ejercidas. 

El Consejo Nacional de Administración ha 
adoptado un temperamento,—aunque de muy du- 
dosa constitucionalidad, — que podría imitar el 
Ejecutivo unipersonal, ya que los cargos policia- 
les son amovibles a su voluntad, es decir: hacer 
las designaciones con carácter provisorio por es- 
pacio de quince días, para el caso de que alguien 
reclame mejor derecho u oponga algún reparo 
legal o moral a los nombrados. (8) En ese lapso 
de tiempo podrían también reclamar los sustituí- 
dos por resolución gubernativa. 

Con esa medida de carácter general no sufri- 
ría la autoridad de los Jefes de Policía y se ale- 
Jaría el temor de incurrir en yerros o injusticias. 


Dr ams 


(8) Decreto de 23 de diciembre de 1922, 


CAPÍTULO TERCERO 
Reglamentación de las funciones ministeriales 


al 


Antecedentes 

| E 

“114, Las funciones de los Ministros serán re- 
elamentadas por el Consejo Nacional o por el 
Presidente de la República, según de quien de- 
pendan.?? | Ne 


El 
A 3 
ea 


AÑ EM 


AR. 


En el primitivo Código Político nacional no se 
prescribía nada expresamente sobre este punto, 
por entender, sin duda, los constituyentes de 
1830 que aun cuando se omitiese esa facultad de 
parte del jefe de la Nación, ello no obstaría para 
que éste reglamentara, como lo hizo en distintas 
épocas, las atribuciones de sus respectivos Se- 
eretarios de Estado. 

La primera reglamentación fué dictada el 19 
de agosto de 1839, ejerciendo las funciones ane- 
xas al Poder Ejecutivo el Presidente del Sena- 
do, que lo era don Gabriel Antonio Pereira, y se 
refería a los Ministerios de Gobierno y Relacio- 
nes Exteriores, y la última, bajo el viejo  régl- 
men constitucional, el 17 de enero de 1919, siendo 
primer mandatario el doctor Feliciano Viera, 
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EN 


-cometiéndoseles nuevas funciones a 18 OS de Ins- 
trucción Pública, Interior, Industrias Ya Obrds 
Públicas. á 

Los reformadores de 1917, en éste, a igual que ' 
en otros casos, se han mostrado en extremo mi- 
nuciosos en cuestiones que no encierran ni afee- 
tan principios ni derecho alguno. 

El decreto de 14 de marzo de 1907, antes mencio- 
nado, sufrió fundamentales modificaciones por el 
expedido el 8 de marzo de 1911, que tuvo que 
ajustarse al artículo 2.* de la ley del 4 del mismo 
mes y año, que elevó a siete los Ministerios, lo 
mismo que por el de fecha 17 de enero de 1919, 
este último en lo que respecta a los de Instrue- 
ción Pública, Interior, Industrias y Obras Públi- 
cas. No obstante, conforme a la distribución da- 
da a éstos por la Constitución que nos ocupa, 
esas reglamentaciones han sido objeto de aleu- 
nas variantes, que tendremos presentes al ocupar- 
nos por separado de cada una de las carteras que 
dependen de la Presidencia de la República y del 
Consejo Nacional de Administración, pues ya 
que tratamos especialmente de las Secretarías 
de Estado, vamos a comprender, también, en es- 
tas disquisiciones las correspondientes a la rama 
unipersonal del Ejecutivo 


TT 
La Secretaría del Interior 


Con arreglo al artículo 1.* del decreto expedi- 
do por el Presidente de la República con fecha 


- e 
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9 de do de 1923, le corresponde al Ministerio 
del Interior: 


A 


1.* La conservación del orden y tranquill- 
dad, dirigiendo todos los servicios policiales. 

2. El ejercicio de las facultades ejecutivas 
extraordinarias en caso de conmoción inte- 
rior, 

3.2 Convocar a sesiones extraordinarias a 


“la Asamblea General. 


4.” Intervenir en los cometidos de Hacien- 
da atribuídos a la Presidencia, de acuerdo 
con los artículos 98 y 79, incisos 21 y 22 de 
la Constitución. 

5. Dar cuenta instruida de la inversión 
del Presupuesto de Gastos de la Presiden- 
cla, después de cada año. 

6." Resolver las apelaciones interpuestas 
por los particulares contra las resoluciones 
de las Jefaturas de Policía. 

72 Aprobar o desaprobar los Reglamen- 
tos internos de Policía. 


Le incumbe al Ministro del ramo, conforme al 


artículo 2.” del mismo decreto: 


1” La representación administrativa y 
parlamentaria de la Presidencia, en cuanto 
se refiere a las funciones establecidas en este 
artículo y en el anterior, o en cuanto no es- 
tuviere atribuído a los Ministerios de kKela- 
ciones Exteriores y Guerra y Marina. 
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2.” Reglamentar las funciones de los jefes 
y empleados de su dependencia. F 

3. Proponer el nombramiento, traslado o 
la destitución de los empleados de policía y 
de las otras reparticiones del Ministerio. 

4.” Resolver la instrucción de sumarios. 

9. Imponer las penas disciplinarias, salvo 
la suspensión sin goce de sueldo por más de 
un mes y la destitución. 

6." Conceder licencias, siempre que no exce- 
dan de dos meses en el año. 

Lo dispuesto en este inciso y en el anterior 
se entiende sin perjuicio de la facultad que 
se acuerda a los jefes en los artículos 7.* y 8.* 
de este decreto. 

1 Vigilar la acción administrativa y el 
cumplimiento de la Constitución, leyes, de- 
cretos y resoluciones, por medio de instrue- 
clones escritas o de órdenes verbales. 

8." Disponer el pago de las deudas recono- 
cidas por el Estado y que corresponda al Mi- 
nisterlo. 

9." Comunicarse con los demás Ministerios 
de Estado en los asuntos de su competencia. 

10. Suscribir los decretos y resoluciones 
adoptadas en acuerdo de Ministros, en la 
forma establecida en el artículo 6.* del deere- 
to orgánico de 14 de marzo de 1907. 

11. Formar y proseguir el legajo personal 
y la foja de servicios de los empleados de 
policía, con excepción de bomberos, guardias 
civileg y coraceros, cuyos legajos y fojas se- 
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rán llevados por las Jefaturas de Poli- 
Mecta. (1) 


Además de las funciones precedentes, compe- 
ten a la misma Secretaría de Estado, de acuerdo 
con disposiciones anteriores, que no han sido de-- 
rogadas ni tácita ni expresamente: 


1. Los archivos administrativos. 

2. Los nombramientos de los Fiscales de 
su dependencia, de acuerdo con las leyes res- 
pectivas. 

3." El Registro de los actos jurídicos y ad- 
ministrativos. 

4. El régimen legal de las ediciones de los 
libros que se an. 

5." El cumplimiento de las leyes relativas 
al escudo, himno y bandera de la Nación. 


Esta última facultad fué abrogada por la parte 
final de la letra F' del decreto fecha 17 de enero 
de 1919, pasando a depender del Ministerio de 
Justicia e Instrucción Pública. No obstante, el 15 
de noviembre de 1921 se dejó sin efecto dicha 
resolución, por tratarse de símbolos de la  KRe- 
presentación + Nacional, y ésta, por la Constitu- 
ción que nos ocupa, ha sido confiada a la Presi- 
dencia de la República. 

Así se expresa en la resolución a que nos refe- 
rimos, que, como la anterior, fué dictada por el 
Consejo Nacional de Administración, 


(1) El decreto reglamentario de que se trata, vió la 
nz en el “Diario Oficial?” del 21 de junio de 1923, 
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6." Todo lo referente a higiene y policía 
sanitaria, excepto en la parte relacionada 
con la ganadería, 

1 La Escribanía de Gobierno y Hacienda. 

9.. Las Fiscalías de Gobierno. 

3." "Todos los asuntos relativos a los jue- 
gos de azar a que se refiere la ley del 22 
de setiembre de 1911. 


Esta última atribución le fué conferida por de- 
croto fecha 23 de febrero de 1915. 


10. Todos los dictámenes que deben expe- 
dirse al Consejo Nacional de Administración 
en los casos de iniciativa de leyes sobre erea- 
ción o modificación de impuestos, contrata- 
ción de empréstitos, cireulación monetaria o 
fiduciaria, preparación del presupuesto  ge- 
nel general de gastos y presentación anual 
al Consejo del presupuesto del año entrante 
de la Presidencia y Ministerios respectivos, 
así como la de dar cuenta instruída de la in- 
versión hecha en el anterior, y 

11. Recibir y contestar todas las comnni- 
caciones de los demás Poderes del Estado 
que no se refieran a los cometidos expresa- 
mente determinados a los Ministerios de Re- 
laciones Exteriores y Guerra y Marina. 


1 Presidente de la República hizo extensivas 
a la mencionada Secretaría las dos precedentes 
facultades, conforme al derecho que le otorgan 
log artículos 113 y 114 de la Constitución, según 
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lo expresa en el exordio del respectivo decreto 
(marzo 17 de 1919), y visto lo dispuesto por los 
artículos 79, incisos 21 y 22, y 98 de la propia Ley 
fundamental. | 

Dependen, por consiguiente, de dicho Ministe- 
rio, además de las Jefaturas de Policía existen- 
tes en los diez y nueve departamentos en que se 
halla dividida la República, las Fiscalías de (ro- 
bierno, el Consejo Nacional de Higiene, la Ins- 
pección de Sanidad Terrestre, la de Farmacias, 
el Laboratorio Químico, la Inspección Sanitaria 
del Puerto, el Lazareto de la Isla de Flores, la: 
Escribanía de Gobierno y Hacienda, la Fiscalía 
e Inspección General de Policías, el Archivo Ge- 
neral Administrativo, la Policía de Investigacio- 
nes, la Oficina Dactiloscópica, la Oficina de la 
Prensa, la Brigada de Orden Público, el Estado 
Mayor Policial, el Cuerpo de Bomberos, la Gruar- 
dia Republicana y la Asistencia Pública Nacio- 
nal. 

Por decreto fecha 22 de marzo de 1911 - sere- 
elamentó el funcionamiento de la oficina de esta 
Secretaría de Estado, dividiéndose en cuatro sec- 
clones para su mejor desempeño. 


TT 


Los Jefes de Policia y el superior jerárquico 


En el decreto del 5 de junio de 1923, se regla- 
mentan las funciones de los delegados de la Pre- 
sidencia en los departamentos de campana, pres- 
eribiéndose a su respecto en el artículo 3.” y si- 
eulentes : 


174 SETEMBRINO E. PEREDA 


1." Los Jefes de Policía ejercerán sus fun- 
ciones en la forma establecida en los decre- 
tos, reglamentos y resoluciones vigentes, en 
cuanto no se opongan a lo prescripto en este 
decreto. | 

2." Las Jefaturas rendirán cuentas, simul- 
táncamente, a la Contaduría General y sal 
¡Ministerio del Interior, de la inversión men- 
sual del Presupuesto. 

5. El movimiento de altas y bajas de guar- 
dias civiles, coraceros y bomberos y el nom- 
bramiento y separación de porteros y orde- 
nanzas se efectuarán de acuerdo con lo dis- 
puesto en el párrafo 2.* del artículo 34 del de- 
creto orgánico de 14 de marzo de 1907. 

4.” Cuando quede vacante cualquier otro 
puesto de los no comprendidos en la disposi- 
ción precedente, los Jefes de Policía harán 
por escrito, y en vía confidencial, las indica- 
ciones que juzguen convenientes sobre su 
provisión. 

Podrán, asimismo, indicar, si lo requiere 
el Ministerio, los nombres de las personas, 
en número no menor de tres, que reunan to- 
das las condiciones para llenar la vacante. 
_Hstas indicaciones no tendrán el carácter 
de propuestas, y la nota confidencial en que 
conste no se agregará al decreto de nombra- 
miento. 

9. Podrán conceder hasta veinte días de 
licencia al año a los empleados que lo solici- 
ten, fijando los turnos y épocas, de manera 
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que no se perjudique el servicio regular, y 
pudiendo la licencia ser interrumpida por 
las mismas razones. La licencia por tiempo 
mayor y las extraordinarias, serán solicita- 
das al Ministerio. 

6.* Podrán suspender a sus empleados por 
faltas cometidas en el servicio hasta por diez 
días en el año, siempre que la suspensión no 
traiga aparejada la pérdida total o parcial 
del sueldo por más de tres días. Podrán tam- 
bién disponer por las mismas causas el arres- 
to de los empleados con función directa de 
policía hasta tres días y censurar y apercibir 
a todos los empleados. 

72 Cuando los Jefes de Policía tengan co- 
nocimiento de que se imputa a los empleados 
a sus órdenes la comisión de hechos que, se- 
eún apreciación “prima facie”, pudieran 
motivar formación de sumario, darán cuenta 
al Ministerio, usando la vía telegráfica sl se 
trata de Jefes del litoral e interior, dentro de 
las veinticuatro horas subsiguientes a aque- 
lla en que tuvieran conocimiento de la denun- 
cia, y procediendo luego, según las instruc- 
ciones recibidas del Ministerio, en cada caso. 
La comunicación contendrá una relación con- 
creta de los hechos que la motivan, 

8.2 Si el hecho imputado fuera de naturaleza 
o gravedad bastante para reputar inconve- 
niente la permanencia del empleado en gu 
puesto, podrán suspenderlo preventivamen- 
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te hasta recibir instrucciones del Ministerio 
del Interior. | 

9. S1 de acuerdo con las instrucciones de 
que habla el artículo anterior, el empleado 
debe permanecer suspendido durante todo el 
tiempo en que se instruye el sumario, los Je- 

-fes propondrán el traslado a otra sección o 
repartición y el empleado que ha de  susti- 
tulrlo interinamente. 

10. Lo establecido en los tres números an- 
teriores no obsta para que los Jefes procedan 
por acto propio, y en método verbal, a todas 
las Investigaciones tendientes a comprobar 
la conducta que observan gus empleados. 

11. Cuando un empleado cometa faltas era- 
ves que hagan necesaria su destitución o 
ejerza sus funciones en forma que haga con- 
veniente su traslado, los Jefes de Policía da- 
rán cuenta por escrito, y en vía confidencial, 
al Ministerio del Interior. 

En la nota respectiva se articularán los 
hechos imputados, la fecha de su realización, 
los nombres de las personas que los conocen, 
agregando los comprobantes escritos, si los 
hubiere. 

Hsta nota tendrá el carácter de elemento 
Ilustrativo “para el superior, no debiendo ser 
agregada al sumario si se resolviera ins- 
truirlo, ni hacerse mención de ella en el de- 
ecreto de separación. 

El Ministerio, de acuerdo con los antece- 
dentes suministrados, dispondrá, si fuere ne- 
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cesario, en la forma que juzgue más eficaz, la 
comprobación de los hechos atribuídos, pro- 
yectando, luego, la resolución, que será  so- 
metida al Presidente mediante relación mo- 
tivada. La separación, salvo el caso de  su- 
mario, se hará sin expresar la causa que la 
motiva. s 

12. Cuando el Poder Ejecutivo decrete la 
separación de un empleado, en uso de la fa- 
cultad que le confiere el artículo 79, inciso 16 
de la Constitución, se entenderá que esa se- 
paración no está fundada en hechos que 
afecten su buen nombre de funcionario, 

Tampoco implicará pérdida del buen nom- 
bre de funcionario, cuando al resolverse un 
sumario se declare que es conveniente la se- 
paración del empleado, aunque no estuviere 
probada la existencia de ineptitud u omisio- 
nes graves o de delito. 

13. Los Comisarios de secciones rurales re- 
correrán, por lo menos una vez cada quince 
días, la sección a su Cargo. 

Los inspectores de policía y los Jefes de 
Policía, una vez cada mes, y cada tres meses, 
respectivamente, todas las secciones del De- 
partamento. 

14. Terminada una jira completa, los Jefes 
deberán dar cuenta al Ministerio con las ob- 
servaciones recogidas respecto a la situación 
del Departamento. 

15. Los Jefes de Policía remitirán mensual. 
mente un informe con la relación de los deli- 
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los o Infracciones denunciados, especificando 
los casos en que han sido habidos los autores 
o cómplices presuntos. E 

16. No tienen funciones directas de policía, 
fuera del local que ocupa su oficina, el Secre- 


tario de la Jefatura de Policía de Montevi- 


deo, Oficiales 2.08 y 3.08, auxiliares y eserl- 
bientes de oficinas centrales, profesores, em- 
pleados de Registro, Estadística y Archivo, 
Contaduría, Tesorería, depósito, imprenta, 
Alcaidía, teléfonos, servicio interno, Oficina 
Dactiloscópica, caballerizos, porteros y médi- 
¡co del servicio público. 

17. No podrán ingresar a la administra- 
ción policial las personas que no posean una 
salud que les permita el ejercicio activo y 
continuado del cargo, de acuerdo eon los Re- 
glamentos vigentes. | j 

18. Los Jefes de los departamentos del h- 
toral e interior concurrirán una vez cada 
tres meses a recibir instrucciones del Minis- 
terlo, y a informar verbalmente sobre la mar- 
cha de la repartición a su cargo, solicitando 
con anterioridad licencia por escrito. 

En el pedido de licencia establecerán el día 
en que saldrán de su departamento y el día 
en que volverán a hacerse cargo de la Jefa- 
ura 

Cuando se produzca aleún hecho que ha- 
ga necesaria su presencia en el. Ministerio 
antes de haber transcurrido dos meses, ex- 
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presarán el motivo pertinente en la solicitud 
de licencia. 

19. Los particulares podrán reclamar, an- 
te el Ministerio del Interior, de todas las re- 
soluciones de las Jefaturas de Policía que 
lesionen concretamente su interés .o afecten 
su derecho. El recurso se. interpondrá dentro 
de cinco días en la Capital, y de diez días en 

campaña, a contar del siguiente a aquel en 
que tuvieran conocimiento de la resolución. 

El escrito fundando el recurso se presen- 
tará ante la Jefatura de Policía, y. será ele- 
vado por la autoridad apelada dentro de 
veinticuatro horas. 

La interposición del recurso no tiene efec- 
to suspensivo, salvo que así lo resolviera la 
misma Jefatura o el Ministerio, 

20. También podrán los particulares reela- 
mar al Ministerio cuando las Jefaturas no 
resuelvan sus peticiones dentro de los térmi- 
nos que conceptúen prudenciales, en cada 
caso. 

Las Jefaturas, en tal caso, informarán, con 
remisión de antecedentes, dentro de las veln- 
tieuatro horas de ser requeridas al efecto 
por el Ministerio. (2) 


-(2) Estas disposiciones se hallan también insertas en 
el “Diario Oficial”? del 21 de junio de 1923, 


180 SETEMBRINO E. PEREDA 


IV 


La Secretaría de Relaciones Exteriores 


Inceumbe al Ministerio de Relaciones Exterio- 
res: 


1.” Las relaciones con los Gobiernos ex- 
tranjeros y la recepción de Ministros. 

2." Dirigir las Legaciones y Consulados en 
el exterior. 

3." Proteger a los ciudadanos residentes 
fuera del país. 

4.* Expedir pasaportes. 

9." Todo lo relativo a los congresos y con- 
ferencias internacionales, salvo la participa- 
ción debida a los otros Ministerios, según la 
materia, 

6." Intervenir en el ajuste de los tratados 
y Convenciones internacionales, con sujeción 
al inciso 23 del artículo 79 de la Constitución 
y de las leyes que se dicten. 

1 Dar curso a los pedidos de extradición, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 12 del 
Código Penal y que no se opongan a lo de- 
terminado en los artículos 10 y 11 del mismo. 

S." La legalización de documentos para el 
exterior y procedentes del exterior, 

9.” La remisión de exhortos. 

10. Los informes sobre régimen jurídico de 
los países extranjeros. 

11, Los informes y publicaciones en lo re- 
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lativo a asuntos de interég nacional y propa: 
eanda. 
12. Canje internacional de publicaciones, y 
13. Ceremonial y etiqueta en los actos ofi- 
clales a que concurran el Presidente de la 
República y el Cuerpo Diplomático. 


Estas disposiciones contenidas en la reglamen- 


tación de la ley del 12 de marzo de 1907 y en la 
del 4 de marzo de 1911, fueron complementadas 
el 1. de marzo de 1920, en lo que respecta a los 
cometidos de la Sección Asuntos Comerciales, 11- 
cumbiéndole a ésta especialmente: 


A) La preparación de los proyectos de 
Tratados de Comercio, Navegación y Trans- 
porte que sean propuestos a o por países ex- 
tranjeros y los informes necesarios para la 
tramitación de los mismos. 

B) El estudio de las corrientes de intercam- 
bio comercial, cuyo fomento es de interés pa- 
ra el país; pudiendo realizar gestiones que 
tiendan a tal objeto, así como a la iniciación 
del intercambio con nuevos mercados. 

C) El asesoramiento e informaciones a los 
Ministerios y oficinas autorizadas, en mate- 
ria comercial, industrial, de navegación, y 
transportes, en relación a los países extran- 
jeros, lo mismo que a los comerciantes e 1n- 
dustriales del país respecto del origen de los 
productos, manufacturas, maquinarias y ar- 
—tículos extranjeros, como también de sus Co- 
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tizaciones, fletes, seguros, condiciones de ven- 
ta, etc. 

D) El intercambio de informaciones con 
las Cámaras de Comercio, Agentes Comercia- 
les y Corporaciones del país y del extran- 
Jero. 

E) Publicar guías comerciales y monogra- 
fías del país, como medio de hacerlo conocer 
en el exterior. 

Enviar especialmente a los Agentes Con- 
sulares informaciones completas sobre los 
productos nacionales de exportación, acom- 
pañadas de estudios de los artículos, precios 
corrientes, facturas simuladas de costo y 
gastos, cotizaciones de fletes, condiciones de 
negocios y toda otra información que se con- 
sidere necesaria para desarrollar el comercio 
de exportación con los mercados ya existen- 
tes y con otros nuevos que se considere con-. 
veniente obtener. Deberá también remitir 
muestrarios comerciales de los productos de 
exportación nacionales y la información fo- 
tográfica necesaria. 

F) Asesorar al Ministerio de Relaciones 
Exteriores sobre la creación y organización 
de Oficinas Consulares y distribución y nom- 
bramiento de los Agentes Consulares en todo 
lo que se refiera al aspecto comercial de sus 
gestiones. 

G) Establecer un servicio informativo te- 
legráfico sobre la cotización en el interior de 
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los productos del país y de los valores públi- 
COS. 


H) Prestar apoyo en general a los comer- 
clantes e industriales para facilitarles la im- 
portación o exportación de mercaderías, y en 
particular en los casos de anormalidad de los 
negocios a causa de dificultades opuestas por 
los países extranjeros, falta de flete, ete., ete. 

1) Gestionar de las compañías navieras y 
de transportes, facilidades de fletes y com- 
binaciones de tráfico para la importación, ex- 
portación y tránsito. 

J) Expedir certificado de origen sobre las 

mercaderías de exportación, cuando le sean 
solicitados. 
LK) Establecer una Sala de Comercio para 
el servicio informativo comercial, marítimo y 
financiero, poniendo a disposición de las fir- 
mas —subseriptoras diarios, revistas, cotiza- 
ciones de valores y productos en plaza, y en 
los mercados extranjeros, manifiestos de car- 
ga de los buques que arriben y salgan, códi- 
gos telegráficos y toda información que se 
considere útil al comercio nacional. 

La Oficina establecerá la cuota de subs- 
eripción que deben abonar las firmas comer- 
clales que deseen utilizar este servicio. 

L) Adoptar todas las medidas que “juzgue 
necesarias para intensificar el comercio exte- 
rior, o para dar mayor extensión o más facl- 
lidades al intercambio. 
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Por decreto de fecha 28 de mayo de 1920, ade- 
más del Subsecretario de Relaciones Exteriores 
y del Direcior de Secciones de dicho Ministerio, 
queda debidamente autorizado el funcionario que 
tenga a su cargo la Subsección de Legalizaciones 
para autentificar los documentos de o para el ex- 
terior que a ese efecto se presenten a esa depen- 
dencia. 

La actuación en tal sentido del encargado de la 
Subsección, será determinada por quien corres- 
ponda, de acuerdo con las necesidades del ser- 
VICIO. 

Las licencias y asistencias de los empleados se 
rigen: por la reglamentación dictada el 5 de agos- 
to de 1921. 

También le incumbe el eaumplimiento de las le- 
yes relativas al escudo, himno y bandera nacio- 
nales, conforme a lo dispuesto en el artículo 1. 
del decreto presidencial fecha 27 de enero de 1992, 


v 


La Secretaria de Guerra y Marina 


Compete al Ministerio de Guerra y Marina, con 
arreglo a la reglamentación referenciada y a la 
del 9 de marzo de 1911: 


1. Todos los ramos del servicio de la ad- 
ministración militar. 

2. Fl enrolamiento, la organización y el 
comando del Ejército. 
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3. La organización, disciplina, instrucción 
y armamento del Ejército y de la Armada. 

4. El aprovisionamiento. 

5. El gobierno, comando, movimiento y 
«listribución de tropas y alojamiento. 

6.” El material de guerra. 

7. Los haras y remonta de caballadas. 

8. Los cuarteles, los parques y las forta- 
lezas. 

9. La justicia militar. 

10. La sanidad militar. 

11, El montepío y el retiro militar. 

12. La Guardia Nacional. 

13. El estado civil de los militares en 
tiempo de guerra. Naturalización de los mis- 
mos en el extranjero. 

14. Las promociones, «destinos y premios. 

15. La legislación militar. 

16. Los reglamentos y ordenanzas para el 
Ejército de línea y para la Armada, y la orga- 
nización y disciplina de milicias. 

17. Las cárceles y presidios militares. 

18. La enseñanza militar en escuelas. 

19. La seguridad de fronteras. 

20. La formación de mapas militares, 

21. Los medios de comunicación y trans- 
portes, aplicados al ejército y la marina. 

22. La defensa marítima de la Nación. 

23. La adquisición, construcción y repara- 
ción de buques. 

24. La organización, armamento y discipl- 
na de la marina nacional. 
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25. La distribución y régimen de fuerzas 
navales. 

26. Los arsenales, parques, talleres y di- 
ques militares y de la marina de guerra. 

21. La cartografía e hidrografía marí: 
tima. 

28. La policía marítima de puertos y cos- 
tas. 

29. La matrícula mercante nacional, el ar- 
queo de embarcaciones, el registro de má- 
quinas y calderas, el examen y matrícula de 
practicos y maquinistas de buques, y, 

30. Los arahivos militares. 


Sin embargo, el 17 de marzo de 1919, teniendo 
en cuenta el artículo 114 de la Constitución, el 
Presidente de la República agregó los siguientes 
cometidos : 


y 
Aa 


A) La representación política, parlamen- 
taria y administrativa de su respectivo De- 
partamento. 

B) Refrendar con su firma los actos del 
primer magistrado de la Nación. 

C) Intervenir en la promulgación, ejecu- 
ción y publicación de las leyes, 

D) Cumplir y hacer cumplir los decretos, 
resoluciones y demás actos que le atañen. 

E) Tomar iniciativas en materia de pro- 
yectos de ley, con excepción de los del ar- 
tículo 25 de la Constitución de la República, 
de preparación de decretos, reglamentos, or- 
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denanzas y demás disposiciones atinentes a 
su ramo de gobierno y administración. 

F') Redactar la Memoria anual que debe- 
rá remitirse a cada una de las Cámaras una 
vez abiertas las sesiones ordinarias. 

G) Tramitar y resolver por sí mismo, 0 
llevar a la resolución del Presidente de la Re- 
pública, según los casos, toda petición que se 
presente al Ministerio. 

H) Las disposiciones relativas al perso- 
nal del Ministerio y al de las reparticiones 
de su dependencia, las propuestas de nom- 
hramientos para los empleos y las dimisio- 
nes y ceses, todo de acuerdo con las leyes y 
disposiciones vigentes. 

El Ministro puede por sí mismo nombrar 
y destituir los conserjes, porteros, ordenan- 
zas y demás personal interior de servicio, 

I) Proyectar y someter a la consideración 
del Presidente de la República el presupues- 
to de gastos del Departamento de Guerra y 
Marina, a los efectos de lo dispuesto en el 
inciso 22 del artículo 79 de la Constitución. 

J) Llevar la correspondencia econ las au- 
toridades principales de su inmediata depen- 
dencia y con las demás de las otras reparti- 
clones públicas. 

K) Tomar medidas de orden y disciplina 
dentro de su Departamento, con consenti- 
miento previo del Presidente de la República 
o conocimiento posterior del mismo, siempre 
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que la importancia o la gravedad del caso lo 
requiera. | 

L) Dictar instrucciones para el mejor 
cumplimiento de los servicios, con sujeción 
a las leyes, decretos y demás actos del Presi- 
dente de la República. 

Ll) Requerir informes, dictámenes, ante- 
proyectos y datos de las dependencias de! 
Ministerio de Guerra y Marina y de los 
otros Ministerios, en cuanto fueren necesa- 
r10s pata resolver con acierto los asuntos res- 
pectivos, y, ' 

N) Solicitar la intervención en asuntos 
que se tramiten en otros Ministerios, en cuan- 
to tengan atinencia con los que son de su 
incumbencia. 


Le corresponde, también, especialmente, de 
conformidad con la misma reglamentación : 
ES 
1.” La legislación militar. 
2." Los actos de guerra. 
5. Los medios de comunicación y trans- 
porte aplicados al Ejército y la Armada. 
4." lil régimen de las fuerzas navales. 
5.” Las patentes de navegación. ; 
6.” La Inspección de Telegrafía sin Hilos. 
1. Los servicios económicos. y administra- 
tivos del Ejército y la Armada, y, 
8." Log demás servicios previstos en las le- 
yes y disposiciones vigentes o que en lo suce- 
slvo se dicten sobre Guerra y Marina. 
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El 2 de enero de 1922, fué nuevamente regla- 
mentado el servicio de las secciones dependientes 
del Ministerio de Guerra y Marina, por conside- 
rarse que los cometidos adseriptos a dicha Secre- 
taría del Estado, con posterioridad al 1.” de se- 
tiembre de 1908, así lo imponían, para la reali- 
zación del trabajo metódico, la distribución regu- 
lar de los asuntos y el buen orden de sus oficinas, 
todo con sujeción a normas fijas sobre la base de 
log principios que regulan la actividad de esa 
cartera de Grobierno, y sin perjuicio de la com- 
petencia y atribuciones propias de cada una de 
sus dependencias en las cuestiones que se mencio- 
nan en la parte dispositiva del Reglamento Inter- 
no que pasamos a detallar: 

Corresponde al Subsecretario: 


1.* Dirigir los trabajos del Ministerio, de 
acuerdo con las disposiciones vigentes. 

2." Tener conocimiento de todas las leyes, 
decretos y resoluciones relativas a los asun- 
tos en los cuales le corresponda conocer y re- 
solver el Ministerio. 

3.. Contralorear el despacho diario antes 
de ser sometido a resolución del Ministro. 

4.* Someter a estudio y aprobación del mis- 
mo, todos los asuntos que deban ser  firma- 
dos o rubricados por el Presidente de la Re- 
pública. 

9.. Proyectar por sí mismo asuntos y ha- 
cer los trabajos que le encargue el Ministro. 

6. Disponer el traslado de empleados den- 
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tro de las Secciones, tomar medidas para que 
se auxilien recíprocamente en sus tareas y 
mantener el buen orden y disciplina. 
Autorizar la copia de documentos, ex- 
pedir certificados y legalizar las firmas. 

8.” Firmar las comunicaciones que autoriza 
el Ministro, usando en esos casos la fórmula 
“*Por el Ministro”?. 

9." Autorizar la publicación de los asuntos 
que deben tenerla, según ordene aquél. 

10. La superintendencia directiva sobre to- 
do el personal del Ministerio, y 

11. En general, proceder en todo de acuer- 
do con las órdenes e instrucciones de dicha 
Secretaría y cumplir y hacer eumplir al per- 
sonal las disposiciones correspondientes. 


Por su parte, el Director de Secciones, debe: 


A) Sustituir al Subsecretario en caso de 
ausencia. 

Bb) Ajustar su conducta a las órdenes e' 
instrucciones del mismo. 

() Someter a su consideración el despa- 
cho diario, 

D) Proyectar asuntos. 

E) Remitir al “Diario Oficial”? y ala 
prensa la copia de los asuntos cuya publiei- 
dad se haya ordenado. 

1") Dejar constancia en índices especiales 
de los empleados cuyo cese trae aparejada 
la exclusión temporal, en cumplimiento de la 
resolución del 28 de junio de 1909. 
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(7) Tener un libro destinado a los asuntos 
de carácter reservado, de acuerdo con el de- 
creto de 26 de enero de 1921. 

1H) Llevar otro libro registro, en el que 
anotará la asistencia de los empleados, co- 
mislones y demás datos necesarios para 
formar la hoja de hechos. 

I) Mantener el orden y disciplina en las 
distintas Secciones, y, 

J) Vigilar la asistencia regular de los em- 
pleados para que se cumpla fielmente el ho- 
rario, dando cuenta de las faltas que se co- 
metan. | 

El libro de entradas y salidas será firma- 
do por cada uno de los empleados al entrar 
y salir, con sujeción al horario establecido 
por la Superioridad. 

Fil Director de Secciones es responsable 
del orden, de la distribución regular de los 
asuntos, de la rápida tramitación y de la re- 
misión puntual a su destino, y tiene, además, 
la superintendencia sobre las Secciones 


Se dispone, también, en dicho Reglamento, que 
el Ministerio de Guerra y Marina se divide en 
cinco Secciones, todas ellas de la misma catego- 
ría, no obstante su numeración, obedeciendo la 
distribución de los asuntos a motivos de orden, 
de acertada y pronta resolución. 

Corresponde a la 

1. Sección. Los asuntos relativos al Ejército y 
la Armada; organización, disciplina, reglamen- 
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tos, ordenanzas, gobierno, comando y distribu- 
ción de fuerzas; defensa marítima, armamentos, 
comunicaciones militares y asuntos relativos a 
policía marítima, conforme al decreto del 28 de 
mayo de 1917; la revista de oficiales, viudas, me- 
nores y pensionistas; las promociones, destinos, 
ascensos, renuncias, altas y bajas y medidas dis- 
ciplinarias pertinentes al personal en todas las 
dependencias del Ministerio; llevar la recopila- 
ción de los actos que se publiquen y los que deben 
figurar en la Memoria anual; preparar el presu- 
puesto del Departamento de Guerra y Marina y 
confeccionar la planilla mensual de la Secretaría, 
de acuerdo con la ley respectiva. 

A la 2. Los servieios económicos administra- 
tivos del Ejército, la Armada y Servicio de Sa- 
nidad Militar y sus dependencias; las adquisicio- 
nes extraordinarias y ordinarias, los aprovisio- 
namientos, compras, construcción de cuarteles y 
adquisición de terrenos para obras militares, 
arrendamientos, ete. 

A la 3." Los asuntos relativos a retiros, pensio- 
nes. sueldos, licencias, premios de constancia, pa: 
tentes de nacionalidad, privilegio de paquete y 
todas aquellas gestiones de carácter particular 
que se tramiten por el Ministerio. 

A la 4.* 4) Llevar dos libros índices anuales, 
uno para los asuntos de servicio y otro para los 
particulares, en los cuales constará la entrada y 
salida de log mismos y en qué legajos se encuen- 
tran archivados. El primero de ellos contendrá la 
designación de las oficinas y dependencias que 
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mantengan relaciones con el Ministerio, y el se- 
egundo, estará dividido por orden alfabético. 

b) Hacer carpeta a cada asunto, en la que se 
extractará todo el trámite del expediente o se 
transcribirá según su importancia. Esas carpetas 
serán anotadas con un número de orden en la le- 
tra o dependencia del libro respectivo, que empe- 
Zara en el primer día de cada mes y terminará el 
último. ] 

C') Archivar la carpeta de los asuntos termina- 
dos, y éstos, cuando queden en el Ministerio, se 
reunirán en legajos, comprendiendo todos los en- 
trados en un mismo mes. Este legajo se dividirá en 
dos, comprendiendo uno de ellos los de servicios, y 
el otro, los de particulares. A su vez, éstos se sub- 
dividirán en tantas oficinas o letras como están 
divididos los libros respectivos, y en cada uno de 
ellos se colocarán las carpetas de los asuntos ter- 
minados según el número de orden con que se 
inscribieron en el mes de su entrada. 

D) Llevar, además de los libros de entrada, en 
forma de índice, uno general del archivo, en tar- 
jetas, en la forma presceripta por el artículo 56 
del decreto de los Ministerios de fecha 14 de mar- 
zo de 1907. 

E) Dar a los recurrentes o a sus apoderados 
exclusivamente, todos los datos que reguieran de 
los asuntos que tramitan. Este servicio se hará 
en las horas que disponga el Subsecretario, pu- 
diendo, en los casos de urgencia. habilitar más 
tiempo, previa autorización. 


13 
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Los datos referentes a asuntos archivados, de- 
berán solicitarse por escrito. 

F) Expedir copias y certificados referentes a 
asuntos en trámite o archivados y producir infor- 
mes sobre los mismos. 

G) Dar entrada diaria a los que ingresan a la 
oficina, como también, extractar diariamente los 
de mero trámite, vigilando especialmente que no 
se retrase este servicio, por requerir esa regula- 
ridad la buena marcha de la Secretaría, haciendo 
entrega a la Sección respectiva de los asuntos en 
que a cada una corresponde entender. 

H) Hacer todas las comunicaciones, excepto 
las correspondientes a los asuntos de la 5." See- 
ción. 

I) Confeccionar las relaciones de los asuntos 
de rúbrica presidencial y del despacho diario. 

Corresponde al Jefe de esta Sección, además 
de lo determinado más adelante, redactar los in- 
formes correspondientes a su Sección, la agru- 
pación por materias del índice general del archi- 
vo de tarjetas, y velar por el cumplimiento de los 
artículos 23, 52, 64 y 65 del Decreto Orgánico de 
los Ministerios ya citado; entregar al Director de 
Secciones una relación de los asuntos entrados 
en el día al Ministerio; llevar el registro para la 
venta y depósito de explosivos, lo mismo que la 
entrada y salida de armas y municiones en el te- 
rritorio de la República; elevar un estado men- 
sual a la Dirección General de Aduanas de los 

* certificados expedidos para despacho de los ar- 
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tículos citados y el Registro de patentes de na- 
cionalidad, 

A la 5." Los asuntos relativos a la justicia mi- 
litar; los Registros de actos del Presidente y del 
Ministro de Guerra y Marina, de acuerdo con el 
decreto de 11 de febrero de 1916; la verificación 
y contralor de estados de pasajes y fletes, con su- 
jeción a los decretos de 25 de febrero de 1916 y 
3 de marzo del mismo año, y la expedición de pa- 
sajes y órdenes de pago, con arreglo a las resolu- 
clones respectivas recaídas en los expedientes en 
que se manda librar. 

En cuanto a los Jefes de Sección, les corres- 
ponde: 

1.” Estudiar y proyectar los asuntos, pasándo- 
los al Subsecretario, procediendo de acuerdo con 
instrucciones del mismo en lo que se refiere a la 
preparación del trabajo, 

2." Entregar al Director de Secciones el despa- 
cho diario. | 

3. Hacer entrega directamente a la 4.* Sección 
de los asuntos terminados, así como de las car- 
petas respectivas. 

4.” Hacer sacar copia de aquellos actos que de- 
ben ser publicados e insertados en el Registro 
respectivo, entregándolos a la 1.* Sección. 

5.. Facilitar los informes, datos y anteceden- 
teg necesarios para la tramitación de los asuntos 
y buena marcha de las Secciones. 

6." Auxiliarse en el trabajo, siempre que el au- 
mento de tareas en una de las Secciones coincida 
con la falta o disminución de trabajo en otras 
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Secciones, o cuando existan motivos de urgencia 
o preferencia respecto a determinados asuntos, 
todo con el fin de que el servicio ni se retarde ni 
se perjudique, y, ho? 

í. Ocuparse de los asuntos más importantes 
que corren por su Sección, distribuyendo los de- 
más entre el personal a sus órdenes, según las 
aptitudes, y preocupándose de que adquieran 
preparación progresiva en los cometidos que les 
señalen. ¡ 

Como complemento de las disposiciones refe- 
renciadas, se establece también lo siguiente en el 
mismo decreto reglamentario: 

A) Se cumplirán por el personal del Ministe- 
rio las resoluciones del acuerdo gubernativo de 
14 de marzo de 1907 y las dictadas con posterlo- 
ridad que tengan relación con sus atribuciones, 
deberes y facultades. 

B) El Subsecretario determinará el personal 
que corresponda a cada una de las Secciones. 

() Los proyectos de resoluciones definitivas, 
así como los demás trabajos llevarán la firma 
abreviada del empleado que los redactó, en la 
carpeta respectiva, y el V.* B.* del Subsecretario. 

D) El Gabinete Militar se regirá por los deere- 
tos del 12 de marzo de 1919 y'del'31'de mayo-de 
1920, como también por las demás disposiciones 
que en lo sucesivo se dicten, 

E) Los ayudantes estarán a las órdenes inme- 
diatas del Ministro de Guerra y Marina. 

El servicio lo desempeñarán de acuerdo con 
las instrucciones que se les trasmita. 
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F) Para el Servicio de Portería se hará uso 
del Reglamento aprobado por resolución del 12 
de febrero de 1919. 

En virtud de las prescripciones mencionadas, 
no tiene ya valor alguno, habiendo quedado, 
por lo tanto, sin efecto, el decreto de 1.” de se- 
tiembre de 1908, que aprobó el Reglamento de la 
Secretaría Ge Guerra y Marina. 

Caen, pues, bajo la jurisdicción de dicho Mi- 
nisterio el Estado Mayor del Ejército, la Divi- 
sión Construcciones Militares. el Servicio Geo- 
gráfico, las Zonas Militares, el Consejo Supremo 
de Guerra y Marina, el Consejo de Guerra Per- 
manente, los Juzeados Militares de Instrucción, 
la Caja de Pensiones Militares, los Fiscales Mi- 
litares, la Intendencia General del Ejército y la 
Armada, la Escuela de Esgrima y de Gimnasia, 
la Escuela. Militar, la Escuela Militar de Avia- 
ción, la Escuela Naval, el Arsenal de Guerra, la 
Dirección General del Servicio de Sanidad del 
Ejército y la Armada, el Hospital Militar Cen- 
tral, la Escuela de Tiro del Ejército y de Ins- 
trucción para Oficiales de Armas Montadas, la 
Capitanía General de Puertos, los Palomares 
Militares, la Inspección de Remonta y Dirección 
de la Enseñanza y Servicio Veterinario en el 
Ejército, la Inspección General de Telegrafía 
sin Hilos, y, como consecuencia de todo ello, el 
Ejército de línea permanente y la Marina. 
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vI 


La Secretaría de Hacienda 


Son atribuciones del Ministerio de Hacienda: 


1. La administración de los bienes, teso- 
ro, créditos y recursos ordinarios y extraot- 
dinarios de la Nación. 

2.” El estudio, la iniciativa, la reforma, la 
percepción y el control de los impuestos na- 
cionales, en general. 

3. Las deudas, empréstitos y operaciones 
de erédito del Gobierno. 

4." La contabilidad general y los pagos. 

5.. Las aduanas, debiendo intervenir en el 
estudio para la habilitación y la ampliación 
de puertos y muelles en relación con los Mi- 
nisterios de Guerra y Marina, Obras Públi- 
cas e Industrias. 

6." La policía aduanera, marítima y  te- 
rrestre, 

7 La administración del catastro, empa- 
dronamiento, tasación y aforo de valores in- 
mobiliarios, expropiaciones, registro y esta- 
dística de trasmisiones de dominio, inclusi- 
ve log inventarios y verificaciones a los efee- 
tos de la Ley de Herencias. 

8. Ejercer la superintendencia de las ins- 
tituciones de crédito del Estado y de las em- 
presas o explotaciones que le pertenezcan, 
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9. Entender en la concesión de la persone- 
ría jurídica y autorización de los bancos y 
sociedades comerciales, comprendido el con- 
trol de su funcionamiento. 

10. La administración de la renta de fa- 
POSMHete: 

11. La contabilidad y el control de ferro- 
carriles garantidos. 

12. La superintendencia de la contabilidad 
y =dministración de la Hacienda Pública en 
todos sus ramos. 

13. La ordenación y presentación del pre- 
supuesto general de gastos y la vigilacia so- 
bre su cumplimiento y cuentas de inversión. 

14. Las jubilaciones y pensiones civiles, de 
acuerdo con las leyes vigentes, y la transml- 
sión de pensiones de empleados civiles en 
todos los casos. 

15. Estadística general. 

16. La Fiscalía de Hacienda, y, 

17. Expedir a las oficinas de su dependen- 
cia los pasajes que sean necesarios, compren- 
diendo en esta disposición a las reparticio- 
nes de la Capital y campaña, salvo el caso 
previsto en el inciso 2.* del decreto de 29 de 
diciembre de 1915. 


De acuerdo con estas disposiciones, se hallan 
actualmente bajo su dependencia y contralor, la 
Inspección General de Bancos y Sociedades Anó- 
nimas, la Inspección General de Hacienda, la Di- 
rección General de Aduanas, la Tesorería Gene- 
ral del Estado, la Oficina de Estadística Comer- 
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cial, la Imprenta Nacional, la Dirección General 
de Impuestos Directos, la Oficina de Crédi- 
to Público, la Dirección General de Avalúos y 
Administración de los Bienes del Estado, la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles, la Dirección 
General de Contabilidad y Control de Ferroca- 
rriles, el Consejo General de Estadística y la Di- 
rección General de la misma, las Usinas Eléctri- 
“as del Estado, el Directorio de la Administra- 
ción Nacional del Puerto, la Inspección General 
de Represión al Alcoholismo, la Fiscalía de Ha- 
cienda, la Contabilidad General del Estado y la 
Dirección General de Impuestos Interno” 


END 


La Secretaría de Industrias 


Tiene como facultades el Ministerio de Indus- 
trias: 


1." La protección y fomento de la ganade- 
ría y agricultura. 

2.” Inmigración y colonias. 

3.” La legislación rural. 

4.” El régimen minero, entrando en él la 
concesión de minas, pero con la intervención 
del Ministerio de Obras Públicas. 

9. La Higiene y Policía Sanitaria. 

6.” La relación con las sociedades priva- 
das, agrícolas y ganaderas. 

(* El otorgamiento de premios de estímu- 
lo para la fundación de sociedades de eré- 
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dito agrícola e intervención legal de las exis- 
tentes, | . ¡ 

8." Las marcas y señales de ganado, 

9. La caza y la pesca. 

10. El fomento y la conservación de bos- 
ques. 

11. Los proyectos sobre “importación de 
nuevas industrias, capitales e inventos úti- 
les, 

12. La introducción, creación, desarrollo y 
mejora de fábricas, como asimismo la legis- 
lación y régimen para su prosperidad. 

13. El reglamento de tráfico por vías fé- 
rreas, canales y caminos, con la intervención, 
sin embargo, del Ministerio de Obras Publi- 
cas. 

14. El censo e investigaciones agrícolas, 

15. La promoción y estímulo de exposicio- 
nes-ferias y los concursos, museos, ete., so- 
bre industrias, agricultura y ganadería. 

16. El régimen y vigilancia de la importa- 
ción y exportación de animales y vegetales, 
sin perjuicio de la intervención del Ministe- 
rio de Hacienda. 

17. El estímulo para el desarrollo del co- 
mercio interior y exterior. 

18. El estudio e iniciativa de reformas le. 
gislativas con relación al comercio, procu- 
rando, al efecto, la celebración de tratados 
con las naciones extranjeras, con la inter- 
vención debida de los Ministerios de Hacien- 
da y Relaciones Exteriores. 
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19. Los privilegios y régimen de la marina 
mercante, de acuerdo con el Ministerio de 
Guerra y Marina. | 

20. Las marcas de fábricas y de comercio. 

21. El régimen de pesas y medidas, 

22. Los privilegios de invención 

25. La estadística comercial. 

24. La concesión de primas, privilegios y 
recompensas a la industria. 

25. La iniciativa de museos y exposiciones 
de propaganda comercial en el país y en el 
exterior. 


26. El funcionamiento, y sostén de las Es- 
cuelas de Agronomía y de Veterinaria. 


21. El estudio y publicación de los datos 
referentes al trabajo en el país y en el ex- 
tranjero. 

28. La estadística e inspección del trabajo, 
correspondiéndole, por consiguiente, la  su- 
perintendencia de la Oficina de Trabajo. 

29. La preparación de proyectos, de leyes 
y consultas sobre la misma materia. 

30. La intervención por medio del Consejo 
Superior del Trabajo y de los Consejos loca- 
les, en las diferencias que voluntariamente 
le sometan obreros y patrones. 

91, El establecimiento y vigilancia de las 
Oficinas de Colocación. 

92. Las iniciativas de leyes, reglamentos y 
fundación de instituciones de previsión y 
protección para los obreros, ete, 
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33. Los correos, telégrafos y teléfonos na- 
cionales, 

34. El “Diario Oficial”. 

35. La designación de las autoridades tée- 
nicas que deben dictaminar sobre los mode- 
los del mejor tipo de explotación adaptable 
al: país, ,en los establecimientos agropecua- 
rios que soliciten acogerse a los beneficios 
de la ley de 7 de diciembre de 1916, así como 
el pronunciamiento ulterior en cuanto a la 
aplicación de sus disposiciones, comunicán- 
dolo en cada caso a la Dirección General de 
Impuestos Directos, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el decreto de 23 de diciembre del 
mismo mes y ano. . 

-36. Las instituciones de asistencia públi 
ca y Privada. 

37. Personería jurídica y registro de con- 
tralor de las asociaciones no comerciales, sin 
perjuicio de la intervención que corresponda 
a la Oficina del Trabajo. 

38. Censo general. 

39. Instituto Nacional Físico - Climatoló- 


geo. 


Existen las siguientes reparticiones de su com- 
petencia: la Inspección Nacional de Ganadería y 
Agricultura, la Inspección Nacional de Policía 
Sanitaria Animal, la Ofiema de Patentes de Jn- 
vención y Marcas de Fábricas, de Comercio y 
Agricultura, la Oficina de Verificación General 
de Pesas y Medidas Métricas, el Instituto de 
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Geología y Perforaciones, “el Instituto de Química 
Industrial, el Vivero Nacional y Granja de Avi- 
cultura, el Consejo Superior de la Enseñanza In- 
En la Defensa Agrícola, la Inspección de 
Minas e Industrias, la Oficina de Estadística 
Agrícola, la Oficina de Exposiciones y Aloja- 
miento de Inmigrantes, la Dirección General de 
Correos y Telégrafos, y varias otras enumera- 
das entre las funciones de su incumbencia, verbi- 
gracia: el Instituto Nacional Físico- Climatológi- 
co, la Escuela de Veterinaria, el Instituto Nació! 
nal de Agronomía y la Pos Nacional del Tra- 
bajo. 


VIII 


La Secretaria de Obras Públicas 
Atañen al Ministerio de Obras Públicas: 


1." La dirección superior de todas las obras 
públicas. 

2. Las investigaciones geológicas (en rela- 
ción con industrias). 

5. La formación de los mapas SeoOgT: aáficos 
y OOOO y cartografía marítima, en rela- 
ción con Guerra y Marina. 

4. El estudio de las iniciativas sobre vías 
de comunicación, puertos, canales, ríos y 
arroyos navegables, y obras de irrigación en 
relación con Industrias. 

9." La hidrografía y las señales marítimas. 
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6." El estudio y la construcción de ferro- 
carriles y tranvías por cuenta del Estado. 

7. La intervención técnica para la conce- 
sión de ferrocarriles y tranvías a empresas 
particulares. 

-8* La vigilancia administrativa y técnic: 
sobre las líneas de ferrocarriles en explota- 
ción. | 

9.* La construcción de caminos, puentes, fa- 
ros, canales y obras hidráulicas por cuenta 
del Estado. 

10. La intervención técnica y administratl- 
va sobre las mismas obras a que se refiere 
el inciso anterior, pertenecientes a empresas 
particulares. 

11. La conservación de los edificios para 
asiento del Gobierno. 

12. Informar sobre cuestiones contencioso- 
administrativas relacionadas con las obras 
públicas, 

138. Los trabajos de construcción y conset- 
vación de puertos y playas marítimas, de 
acuerdo con los Ministerios de Hacienda y 
Guerra. 

14. El examen de proyectos e Inspección 
de todos los trabajos en que medie concesión 
del Estado. 

15. Las operaciones geodésicas, topográli- 
cas, ete., de acuerdo con los Ministerios de 
Hacienda y Guerra y Marina en lo relativo 
al catastro, y asesoramiento técnico al (Gro- 
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bierno y a los Tribunales sobre las mismas 
operaciones realizadas por particulares. 

16. La intervención y el asesoramiento 
técnico para las iniciativas de trabajo, modi- 
ficación de trazado o apertura de calles y ca- 
minos y proyecto de amanzanamiento. 

1/. Los planos de ampliación y embelleci- 

miento de ciudades y pueblos, 
- 18. La superintendencia directa sobre to- 
das las obras de vialidad que realicen los 
Concejos Departamentales de  Administra- 
ción. 

1). Los reglamentos de tráfico por vías fé- 
rreas, canales y caminos, con intervención 
del Ministerio de Industrias y Trabajo. 

20. La construcción, mejora y conservación 
de las obras de saneamiento en las poblacio- 
nes y provisión de agua potable, desecación 
de bañados, lagunas, pantanos, ete. 

21, El régimen legal de edificaciones, 

22. Recibir de los Concejos de Administra- 
ción Departamentales, en el mes de diciem- 
bre de cada año, una memoria descriptiva de 
los trabajos por ellos ejecutados. 


Lie pertenecen, por lo tanto, las oficinas y es- 
tablecimientos citados a continuación: la Diree- 
ción de Topografía, la de Arquitectura, la de Sa- 
neamiento, la de Hidrografía y la de Ferrocarri- 
les, en general, y Tranvías del Estado, la Comi- 
sión Financiera úe las Obras del Puerto de Mon- 
tevideo, la Dirección de éste y la Administración 
General de Faros. 
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1 
La Secretaria de Instrucción Pública 


Son del resorte del Ministerio de Instrucción 
Pública : 


1.2 La Administración de Justicia. 

2. El nombramiento de Fiscales, de acuer- 
do con las leyes respectivas, con excepción 
de los de Gobierno y Hacienda. 

3. La promoción de reformas de la legis- 
lación e iniciativa de nuevos códigos y leyes. 

4. El establecimiento, régimen y reforma 
de cárceles, con excepción de las departa- 
mentales. 

5.2 La estadística judicial. 

6.* La lesalización de documentos de au- 
toridades nacionales. 

72 El Registro de traslación de dominio, 
embargos e interdieciones, poderes, locacio- 
nes, enfiteusis, hipotecas, etc. 

8.2 El fomento y dirección superior de la 
Instrucción Pública en todos sus ramos. 

9. Los museos y bibliotecas nacionales. 

10. El Archivo Histórico de la Nación. 

11. El fomento de bellas artes. 

12. La vigilancia sobre la enseñanza priva- 
da por medio de las autoridades escolares 
respectivas. 

13. El observatorio astronómico y meteo- 
rológico. 
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14. La Escuela de Comercio que funciona 
en la Capital. 

15. La ejecución de las leyes electorales, de 
acuerdo con el artículo 97 de la Constitución, 
que le comete al Consejo Nacional la adop- 
ción de las providencias necesarias para que 
los actos comiciales se realicen en el tiempo 
que ella señala, sin que pueda por motivo al- 
guno suspenderlos ni variar sus épocas, sin 
que previamente lo resuelva así la Asamblea 
General. 

16. Las inscripciones y expediciones de las 
cartas de ciudadanía, previa declaración us 
dicial de que el peticionario reune las condi- 
ciones legales que hubiere invocado, confor- 
me a los artículos 8.” 9.* y 13 de la ley del 20 
de julio de 1874 y al 8.” de la Ley. Funda- 
mental del Estado, que otorga ese derecho a 
los extranjeros domiciliados en el país. 

17. Los actos generales de carácter patrió- 
tico, los honores públicos, los monumentos y 
las fiestas nacionales, | 

18. El cumplimiento de las leyes relativas 
a instituciones y establecimientos relig10sos. 

13. Las relaciones con las iglesias en enal- 
quier punto que se establezcan en el país al 
amparo de las garantías constitucionales. 

20. El Registro General de Leyes y Archi- 
vo Administrativo. 

21. La prensa y publicaciones diversas. 

22. Los teatros y espectáculos públicos, 
sin perjuicio de las facultades privativas de 
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los Concejos Departamentales de  Adminis- 
tración, 

23. El cumplimiento de las leyes de juego 
de azar. 

24, Subseribir con el Presidente del Conse- 
jo Nacional de Administración las convoca- 
torias de la Asamblea General a sesiones ex- 
traordinarias, conforme a lo determinado en 
el inciso 2.* del artículo 97 de la Constitución. 

25. El Registro del Estado Civil. 


De conformidad con las prerrogativas prece- 
dentes, este Ministerio ejerce  superintendeneia 
sobre los siguientes establecimientos e institucio- 
pes públicas: Biblioteca Nacional, Museo de His- 
toria Natural, Museo Nacional de Bellas Artes, 
Arebivo y Museo Histórico Nacional, Instituto 
Meteorológico Nacional, Consejo de Enseñanza 
Primaria y Normal, Dirección General del Regis- 
tro Civil, Comisión Departamental de  Instrue- 
ción Primaria, Colonia Educacional de Varones, 
Universidades, y, por consiguiente, también  so- 
bre la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 
la de Ingeniería y ramas anexas, la de Arqui- 
tectura, el Consejo de Enseñanza Secundaria 
y 'Pireparatoria, la Facultad de Medicina 
y la Sección Femenina de Enseñanza  Se- 
eundaria; como asimismo sobre el Consejo de Pa- 
tronato de Delincuentes y Menores, la Comisión 
Nacional de Educación Física, la Junta Electoral 
y los Liceos Departamentales del Estado, de 
acuerdo con la Constitución y las leyes respec- 
tivas. 


14 


CAPÍTULO CUARTO 
Del juicio político 
1 


Prescripción del término acusatorio 


El artículo 84 de la Constitución de 1830 no 
consentía que el Presidente de la República fue- 
se acusado en el tiempo de su gobierno sino ante 
la Cámara de Representantes y por los delitos 
señalados en el artículo 26, consistentes en trai- 
ción, concusión, malversación de fondos públicos, 
violación de la Constitución, u otros, que Merez- 
can pena infamante, o de muerte, después de ha- 
ber conocido sobre ellos, a petición de parte, o de 
alguno de sus miembros, y declarado haber lugar 
a la formación de causa. 

Prescribía igualmente que esta acusación no 
era dable hacerla sino durante el ejercicio de sus 
funciones o un año después, que sería el término 
de su residencia, pasado el cual, nadie podría ya 
acusarlo. 

Este último plazo ha sido acortado por los 
constituyentes de 1917, reduciéndolo a sólo seis 
meses. Lejos de criticar esa reforma, la acepta- 
mos en nombre de la equidad, porque si un man- 
datario supremo no hubiese sido acusado duran- 
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te su gobierno, por temor a las influencias ema. 
nadas de la alta investidura por él ejercida, o al 
empleo de la arbitrariedad o del cohecho, descen- 
dido del poder buena o malamente, no sería justo 
ni lmmano atarlo a la roca de la incertidumbre y 
de las persecuciones de sus enemigos políticos o 
personales por un largo lapso de tiempo, para 
que el buitre de la saña, impulsado por algún Jú- 
piter de nuestra época, intentara devorar moral- 
mente sus entrañas. | 

Se arguye, sin embargo, que es peligroso fijar 
una prescripción a breve término, porque en los 
países americanos del habla castellana el manda- 
tario cesante incuba al que lo reemplaza, conser- 
vando así su ascendiente sobre la nueva situación 
a crearse. No desconocemos la fuerza efectista 
de este argumento, que en más de un caso podrá 
ser aplicable y que lo ha sido, desgraciadamente, 
entre nosotros. Pero también hemos visto que 
ciudadanos conspleuos por su ilustración y des- 
lumbrantes prestiglos, lo mismo que otros prime- 
ros magistrados, dóciles unos y dueños absolutos 
de los destinos de la Nación algunos de ellos, al 
día siguiente de su descenso no contaron ya con 
el apoyo de su sucesor y su popularidad artificial 
derrumbóse como se derrumba un castillo de nal- 
pes al débil soplo de un niño. 

Además, sobre todas estas consideraciones de 
ocasión, es menester alzar el pensamiento, ele- 
vando el punto de mira hacia los vastos horizon- 
tes del porvenir; porque los pueblos, al dictar 
sus códigos políticos, no se detienen a contem- 
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plar únicamente lo que pasa a su alrededor en 
procura de inspiraciones terrenas y deleznables, 
sino que al propio tiempo tienden la visual mu- 
cho más lejos, para saturar el alma ciudadana y 
colectiva en un ambiente de saludables enseñan- 
zas ajenas, Oo de ideas propias menos pesimistas; 
y, como ha dicho el doctor Juan Tenacio Gorriti, 
—según hemos tenido ya la ocasión de recordar- 
lo,— no exento de razón, en sus reflexiones sobre 
las causas morales. de las convulsiones interiores 
de los nuevos Estados americanos y examen de los 
medios para reprimirlas, lo que se ha llamado 
leyes fundamentales, gran carta, pacto social, 
y modernamente constituciones de los Estados, 
no es otra cosa que las precauciones que en cada 
pais se han tomado para evitar que la autoridad 
constituída para defenderlos sea la primera en 
Invadirlos. 

El legislador y el constituyente, si no carecen 
de luces y patriotismo, deben inculcar en el espí- 
ritu de sus conciudadanos, por medio de leyes sa- 
bias y prudentes, el amor a la moral cívica, el res- 
peto a todos los derechos, como base de los de ca- 
da individuo, el culto a la libertad y la justicia, la 
tolerancia mutua, la independencia de carácter, 
y cuantas cualidades y virtudes contribuyan a 
motrigerar las pasiones extraviadas y a hacer de 
las democracias inorgánicas lo que deben ser las 
verdaderas democracias. 


E y 
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del 


Ante el Senado y la Cámara 


Il mismo artículo 26 decía en su inciso 2.” que 
compete a la Cámara de Representantes el dere- 
cho exclusivo de acusar ante el Senado al Jefe 
Superior de la Nación. 

Esa facultad privativa de aquella rama del 
Cuerpo Legislativo se reproduce en el actual ar- 
tículo 25, sin más alteración que la exigida por la 
dualidad creada por las dos entidades que al pre- 
sente ejercen con atribuciones propias el poder 
ejecutivo, pues los vocablos “al Jefe Superior 
del Estado””, han sido reemplazados por las pala- 
bras ** a los miembros del Poder Ejecutivo”, a 
fin de comprender a la vez al Presidente de la 
República y a las personas que formen parte del 
Consejo Nacional de Administración; pero al ar- 
tículo 84, hoy 81, se le ha suprimido la frase que 
rezaba así: “también la de no poder ser acusado 
en el tiempo de su gobierno sino ante la Cámara 
de Representantes”. Empero, se consigna lo si- 
guiente al final de ese nuevo precepto: “Cuando 
la acusación haya reunido los dos tercios de votos 
de la Cámara de Representantes, el Presidente 
quedará suspendido en el ejercicio de sus funelo- 
nes?”. 

¿A qué propósitos han respondido dicha supre- 
presión y ese aditamento? 

¿Acaso a eliminar por completo toda denuncia 
o acusación particular que pudiera promoverse 
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ante la Cámara baja, quedando puramente libra- 
do a la iniciativa de algunos de sus miembros ese 
derecho? En el artículo 93 del Proyecto enano e 
misión de constituyentes nacionalistas, se decía: 
“El Presidente de la República tendrá la prerro- 
gativa de no poder ser acusado en el tiempo de 
su gobierno simo ante la Cámara de Represen- 
tantes”?, ete. 

El 90, del que fué autor el doctor Alfredo Vás- 
quez Acevedo, es en un todo igual a éste. 

En el presentado por el doctor Juan Blengio 
Rocca, se suprime el artículo 84, pues en el capí- 
tuto II se lee tan sólo lo que sigue: *“Artículos 81, 
82, 83, 84 y 85. (Iguales a los números (IMSUNSIA 
82 y 83 de la Constitución vigente) ”?, sin que en 
la respectiva exposición de motivos se  aduzca 
razón alguna que explique su prescindencia. 

En el 123 del que publicó el doctor Enrique 
Azarola en mayo de 1905 y que también se inelu- 
yó, en abril de 1917, en el repartido de la Comi- 
sión Nacional Constituyente, a solicitud del doe- 
tor Antonio M. Rodríguez, no se invoca nada al 
respecto. | 

No obstante, en el redactado por el doctor. Die 
vimioso Terra se eliminan las palabras a que nos 
venimos refiriendo. “No podrán ser acusados, di- 
ce, (aludiendo a la vez a los miembros del Conse- 
Jo de Estado que él proyectaba) sino por los de- 
litos y en la forma que señala el artículo 26”, et- 
cétera. 

En cuanto a los doctores Hugo Antuña y Joa- 
quín Secco Tlla, se concretaron a proponer una 


EL PODER EJECUTIVO 215 


disposición adicional relativa al ejercicio del su- 
fragio y a la representación proporcional, pues 
el artículo 1.” por ellos aconsejado era el siguien- 
te: ““Mantiénese en toda su integridad la Consti- 
tución promulgada el 18 de ¿julio de 1830””. 

El señor Horacio Jiménez de Aréchaga, man- 
tiene, también, en su artículo 93, lo establecido en 
el 84 de la anterior Carta Fundamental. 

Y, finalmente, los socialistas que figuraron en 
tan alto Cuerpo, — doctor Emilio Frugoni y Ce- 
lestino Mibelli,—aunque prescindían en absoluto 
del Presidente de la República, al proponer que 
el poder ejecutivo fuese desempeñado por una 
Comisión denominada Consejo Ejecutivo, susten- 
taban el pensamiento de que los miembros del 
mismo sólo podrían ser acusados ante la Cámara 
de Representantes mientras se hallasen en el des- 
empeño de sus funciones constitucionales, Así re- 
sulta de la letra de su artículo 68. 

Ahora bien: relacionadas en esta parte todas 
las iniciativas que tuvo en cuenta en sus comien- 
zos la Comisión de Constitución, uniformes en 
casi su totalidad acerca del mantenimiento de los 
vocablos que aparecen suprimidos, veamos lo que 
ocurrió después. En el acta número 26 de las se- 
siones por ella realizadas en el recinto del Sena- 
do, consta que el 26 de febrero se aceptó sin ob- 
servación alguna esa declaratoria del artículo 84; 
pero a pesar de que en las actas sucesivas que 
fueron clausuradas el 21 de setiembre, no se ha- 
bla para nada nuevamente de esta cuestión, es el 
caso que el 6 de junio se dió entrada a un proyec- 
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to de reforma constitucional, en la sesión celebra- 
da con esa fecha por la Comisión Nacional Cons- 
tituyente, patrocinado por sus miembros los doc- 
tores Domingo Arena, Juan A. Buero, Carlos A. 
Berro, Martín C. Martínez, Ricardo J, Areco, 
Alejandro Gailinal y Leonel Aguirre, sin otra ex- 


plicación que la siguiente: “Habiendo celebrado, 


según es de notoriedad, dos de los partidos que 
integran la Asamblea Constituyente, un acuerdo 
sobre diversos puntos de la reforma constitucio- 
nal, los convencionales que subscriben presentan 
este proyecto de reforma Pala que sea sometido a 
los trámites reglamentarios”. En dicho proyecto 
fué que se eliminaron las palabras de la referen- 
cla y que se introdujo el agregado final. 

¿Qué causas, repetimos, y qué fundamentos mi- 
litaron para ello? Tampoco expresa nada sobre 
este punto la Comisión asesora en el brevísimo 
dictamen por élla presentado el 20 del mismo 
mes. *“La Comisión, se manifiesta en: él, no ha 
considerado del caso hacer un informe extenso, 
dando las razones jurídicas de esas reformas”, y 
seguidamente agrega: “Ese proyecto es el fruto 
de un acuerdo constituciona] efectuado por los 
representantes de las dos mayores fuerzas polí- 
ticas del país, y aun cuando se puedan suscitar 
discrepancias sobre tal o cual parte aislada del 
Proyecto, vuestra Comisión lo ha aprobado, en- 
tendiendo que el acuerdo debe ser apreciado en 
su conjunto, donde si cada uno cede de sus ideas, 
obtiene, en cambio, el triunfo de postulados que 
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considera útiles a la vida de la República y a la 
realidad de las instituciones libres??. 

lil 1." de setiembre fueron sancionados en par- 
tieular los últimos artículos materia del pacto po- 
lítico de la referencia, sin que durante el largo 
debate sostenido sobre diversas cuestiones se hu- 
biera hecho mención alguna acerca de la supre- 
sión de las palabras “en el tiempo de su gobierno 
sio ante la Cámara de Representantes”, que 
figuraban en el artículo 84 de la Constitución 
dd 1830. 


19d 


Las denuncias y acciones de los particulares 


Al decirse, pues, en el artículo 81 de la Consti- 
pel de 1917 que el Presidente de la República 

“no podrá ser acusado sino por los delitos y en 
la forma que señala el artículo 25””, euyo inciso 2.* 
establece en su comienzo que compete a la men- 
cionada rama del Cuerpo Legislativo ““el dere- 
cho exclusivo de acusar ante el Senado a los 
miembros del Poder Ejecutivo””, ete., puede in- 
terpretarse a primera vista esa disposición como 
prohibitiva de la facultad otorgada a un particu- 
lar de poder ocurrir ante aquel alto Cuerpo for- 
mulando graves denuncias contra el primer ma- 
yistrado de la Nación; pero tomándose en debida 
cuenta el resto del artículo últimamente citado, 
queda aclarada toda duda al respecto, puesto que 
en él se dice, como ya lo hemos recordado, **des- 
pués de haber conocido sobre ellos, a petición de 
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parte o de algunos de sus miembros, y declarado 
haber lugar a la formación de causa??. 

Por consiguiente, la Cámara está habilitada 
para entender, no sólo en log juicios promovidos 
en su seno por alguno de sus componentes, sino 
también a requerimiento o solicitud fundada de 
personas extrañas al Parlamento, en ambos ca- 
sos con la doble misión de juez sumariante, para 
formar conciencia de la verdad y naturaleza de 
los hechos delictuosos enunciados, y de acusador 
público si éstos' resultan plenamente comproba- 
dos, a condición, no obstante, de que así se resuel- 
va por dos tercios de votos. 

No faltarán, sin embargo, espíritus cavilosos 
que se sientan asaltados por la duda, deduciendo 
conclusiones distintas ante los términos a peti- 
ción DE PARTE, que pudieran tomarse como una 
alusión exclusiva a los funcionarios interesados 
en el esclarecimiento de los hechos que se les im- 
puten públicamente, ya por medio de la prensa o 
en el recinto legislativo; pero en la muy admisi- 
hle hipótesis de que tal reparo se oponga a nues- 
tro anterior aserto, vamog a responder de ante- 
mano a quienes piensen sobre el particular con- 
trariamente a nosotros. 4 

Diremos, en primer término, que no excluímos 
ni a los miembros del Poder Ejecutivo y sus Mi- 
nistros, ni a los de ambas Cámaras, ni a los de 
la Alta Corte de Justicia del derecho de ocurrir 
a la Cámara de Representantes en demanda de 
una Investigación parlamentaria, pues creemos 
que también se les comprende, y existe en el país 
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un caso que así lo comprueba acabadamente, co- 
mo se verá en su lugar. Pero cuando se dice en 
el inciso 2.* del artículo 23 que dicha rama del 
Cuerpo Legislativo es la única competente para 
acusar ante el Senado a los referidos magistra- 
dos y funcionarios, ““después de haber conocido a 
petición de parte o de alguno de sus miembros?”?, 
no limita el derecho de petición a los mandatarios 
o Ministros comprometidos en gestiones adminis- 
trativas nebulosas, ni a los diputados que se ha- 
yan creido en el deber de solicitar el examen de 
los actos de aquéllos, sino que se extiende a todos 
cuantos se consideren menoscabados en sus per- 
sonas y fueros individuales, por violación  fla- 
erante de la Constitución, o que como ciudadanos 
o como habitantes del territorio nacional no se 
muestren indiferentes en presencia de faltas gra- 
yes que conozcan, ya sean de carácter político o 
civil, ya que convenga juzgar y castigar para 
honra de la Nación. 

¿No establece el artículo 167 que todo habi- 
tante del Estado tiene el derecho de petición para 
ante todas y cualesquiera autoridades de la Re- 
pública? El 142 de la Constitución de 1830, em- 
pleaba la palabra ciudadano, dando esto lugar a 
interpretaciones diversas, pues mientras unos 
sostenían que esa facultad alcanzaba por igual a 
nacionales y extranjeros, otros eran de opinión 
opuesta. Siempre se entendió, sin embargo, que 
el vocablo autoridades debía tomarse en sentido 
genérico y no como vulgarmente se usa, puesto 
que el precepto magno citado se refiere a las au- 


220 SETEMBRINA E. PEREDA 


toridades constituídas, o sea, los Poderes pú- 
blicos en general. Así lo define un distinguido au- 
tor, diciendo que ellas son los Poderes que la 
Constitución de cada pueblo ha establecido para 
gobernarle, hacer respetar sus derechos y man- 
tener los de cada uno de los individuos que lo 
componen, Dícese constituídas, según el proplo 
publicista, por contraposición a la autoridad cons- 
tituyente que las ha establecido y Organizado, o 
ha delegado en otra autoridad creada por ella 
misma, el derecho de erigirlas y arreglar sus fun- 
ciones, 

¿Y acaso, por lo demás, no se han dirigido al 
Parlamento Nacional, desde 1830 hasta nuestros 
días, ejerciendo ese derecho igualitario, tanto 
los naturales del país como los que no lo son, sin 
que jamás se hayan hecho distingos de clase al. 
guna, con tal motivo, en el recinto de las leyes ?: 

¿(Quiénes tienen mayor interés, por otra 
parte, en que se les promueva juicio político al 
Presidente de la República y demás altos digna- 
tarios sujetos a ese procedimiento? Podrá haber 
ciudadanos honestos que se apresuren a pedir 
que se escudriñe minuciosa y severamente su 
conducta de funcionarios, antes o después de ce- 
sar en los puestos a su cargo, a fin de sacar a flo- 
te su rectitud sospechada; pero en la casi totali- 
dad de los casos, nadie apelará ni apela a seme- 
Jante arbitrio, y mucho menos aún los verdaderos 
reos de los delitos que se enumeran en el inciso 
2. del artículo 25 de la Constitución por aquello 
de que peor es meneallo. Poca, por consiguiente, 
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ya a los heridos en carne propia, ora a los que 
aman a la tierra de que son oriundos o en la cual 
viven, denunciar ante la Cámara de Representan- 
tes a los miembros del Poder Ejecutivo, del Judi- 
elal y del Legislativo que cometan delitos de trai- 
ción, concusión, malversación de fondos públicos, 
violación de la Constitución u otros de carácter 
grave, máxime cuando si bien la mencionada ra- 
ma parlamentaria tiene el derecho exclusivo de 
acusar ante el Senado, una denuncia no es pro- 
plamente una acusación en la acepción ¡jurídica 
de esa voz, sino tan sólo la revelación de un hecho 
punible, cuyo conocimiento conviene que no ignore 
la autoridad respectiva, a los fines pertinentes. 

Pongamos un ejemplo práctico para mayor 1n- 
teligencia, Un particular, o un diputado en su ca- 
so, hace saber a la Cámara que el Presidente de 
la República, verbigracia, ha incurrido en tal o 
cual delito de los prevenidos expresamente en la 
indicada disposición constitucional, y la Cámara, 
contemplando la importancia de los cargos for- 
mulados, dispone o no que se proceda a averl- 
guar la verdad de los mismos, nombrando al efec- 
to una Comisión especial, encargada de incautar- 
se de las pruebas y de informar circunstanciada- 
mente luego de formar criterio consciente y exac- 
to de todo lo ocurrido, 

¿Resultan comprobadas las inculpaciones y és- 
tas entrañan un carácter grave, encuadrado en 
el artículo 25? Pues bien: la Cámara acusa ante 
el Senado, desde que a nadie, sino a ella, Je in- 
cumbe el papel de acusador, 
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¿Se trata simplemente de calumnias o de apre; 
claciones equivocadas? Entonces se manda archi: 
var todo lo obrado, amén de llevarse al dominio 
público para descargo del denunciado y como una 
satisfacción a la conciencia pública. 

No hay que confundir, pues, denuncia con acu- 
sación, ul despojar a la Cámara baja de su cali- 
dad primaria de juez de instrucción, ya que ésta 
es previa a todo procedimiento ulterior. 


IV: 


Procedimientos estatuidos en diversos países 


En varios países republicanos se comete tam- 
bién al mismo Cuerpo el derecho exclusivo de en- 
tablar juicio político a determinados altos man- 
datarios, empezando por el Jefe supremo del Po- 
der Ejecutivo, por ser el depositario de los inte- 
reses generales de la Nación y de la fuerza públi- 
ca, expuesto, por ende, más que ningún otro ma- 
gistrado, a caer en los renuncios y demasías que 
castiga el Código Fundamental. 

Pueden mencionarse principalmente entre los 
que adoptan esa actitud, a los Estados Unidos de 
América, a Méjico, a la Argentina, a Colombia, al 
Recalde Ecuador, a Cuba, a Hal- 
tí, al Paraguay y al Brasil. 

Ein Norte América, cuando el Senado asume el 
rol de juez, preside sus sesiones el Jefe del Poder 
Judicial (Chief Justice); y nadie podrá ser de- 
clarado eonvicto sino conenrriendo las dos terce- 
ras partes de votos de los miembros presentes, 
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por así prescribirse en el número 6, sección III, 
de la respectiva Carta Política. 

La sentencia, en casos de acusación a funciona- 
rios públicos, no excederá de la privación del em- 
pleo e inhabilitación para obtener y gozar ningún 
otro cargo honorífico de responsabilidad, o pro- 
ductivo. La parte convicta, quedará, sin embargo, 
sujeta a ser acusada, juzgada, sentenciada y cas- 
tigada según la ley (número 7). 

En Méjico, —como se manifiesta en el artículo 
109,— si el delito fuere común, la Cámara de Di- 
putados erigida en Gran Jurado, declarará por 
mayoría absoluta de votos del número total de 
miembros que la formen, si ha o no lugar a pro- 
ceder contra el acusado. En caso negativo, no ea- 
brá ningún procedimiento ulterior; pero tal de- 
claración no será obstáculo para que la acusación 
continúe su curso, cuando el acusado haya dejado 
de tener fuero, pues la resolución de la Cámara 
no prejuzga absolutamente los fundamentos de la 
acusación; y en caso afirmativo, el acusado 
queda, por el mismo hecho, separado de su 
encargo y sujeto desde luego a la acusación de 
los tribunales comunes, a menos que se trate del 
Presidente de la República, pues entonces sólo 
habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de Sena- 
dores, como si se tratara de un delito oficial. 

De los delitos oficiales conocerá el Senado, erl- 
gido en Gran Jurado; pero no podrá abrir la ave- 
riguación correspondiente sin previa acusación 
de la Cámara de Diputados, y si aquél declarase, 
por mayoría de dos terceras partes del total de 
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sus miembros, después de oir al acusado, y de 
practicar las diligencias que estime convenientes, 
que éste es culpable, quedará privado de su pues- 
to, por virtud de tal declaración, o inhabilitado 
para obtener otro, por el tiempo que determinare 
la ley. Sin embargo, cuando el mismo hecho tu- 
viese señalada otra pena en la ley, el acusado 
quedará a disposición de las autoridades. comu- 
nes, para que lo juzguen y castiguen con arreglo 
a la ley. En los casos citados, son inatacables las 
resoluciones y la declaración del Gran Jurado 
Ramos li 

Además, en la última de las disposiciones cita- 


das, se concede acción popular para denunciar 


ante la Cámara de Diputados los delitos comunes 


u oficiales de los altos funcionarios de la Federa=- 
ción, y cuando ella declare que ha: lugar a acusar 


ante el Senado, nombrará una Comisión de su se- 
no para que sostenga ante éste la acusación de 
que se trata. 7 


"Ys 


y, 


4 
e. 


En el mismo artículo se le comete al Congreso $ 


de la Unión la sanción de una ley sobre responsa- 
bilidad de todos los funeionarios y empleados 
públicos, determinando como faltas oficiales to- 
dos los actos u acciones que puedan redundar en 
perjuicio de los intereses del Estado y del buen 
despacho. Estos delitos serán siempre juzgados 
por un Jurado Popular, en los términos que para 
los de imprenta establece el artículo 20, 
Pronunciada: una sentencia de responsabilidad 
por delitos oficiales, no puede concederse al reo 
la gracia de indulto. Dicha responsabilidad sólo 


s 


"EL PODER EJECUTIVO * 4 995 


podrá exigirse durante el período en que el fun- 
clonario ejerza su encargo, o dentro de un año 
después. En cuanto a las debndda de orden ci- 
vil, no hay fuero ni inmunidad para ningún fun- 
cionario público (artículos 112, 113 y 114). 
En la Argentina, según el artículo 51 de la 
Constitución Mad. se juzga en juicio público 
a log acusados por o políticos, debiendo los 
miembros del Senado prestar ¡juramento para 
ese acto, y cuando se trate del Jefe del Poder 
Ejecutivo, dicho alto Cuerpo será presidido por 
el Presidente de la Corte Suprema. Ninguno se- 
rá declarado culpable sino a mayoría de los dos 
” ¡cad de los senadores presentes, 
Su fallo, empero, no tendrá más efecto que des- 
E tir al acusado, y aun declararle incapaz de ocu- 
— par ningún bles de honor, de confianza o a 
+ sueldo en la Nación. La parte leida quedará, 
además, sujeta a acusación, juicio y castigo, con- 
forme a las leyes, ante los Tribunales ordinarios 
E Hart. 52). 
Pero la acusación de la Cámara de Diputados 
al Presidente, al Vicepresidente, a los Ministros 
y a los miembros de la Corte Suprema y demás 
Tribunales inferiores en las causas de responsa- 
bilidad que se intenten contra ellos, por mal des- 
empeño o por delito en el ejercicio de sus funcio- 
nes, o por crímenes comunes, sólo deberá enta- 
blarse después de haber conocido de ellos y de- 
clarado haber lugar a la formación de causa por 
mayoría de dos terceras partes de sus miembros 
presentes, conforme al artículo 45. 


15 
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En el Proyecto de Constitución redactado por 
la Comisión nombrada el 4 de noviembre de 1812 
por el Ejecutivo de las Provincias Unidas, —ver- 
dadero precursor de la que se diera más tarde 
la República Argentina—, especie de evangelio 
de los derechos políticos de su pueblo, se pres- 
cribía ya que el Presidente y los miembros del 
Directorio Ejecutivo podían ser separados de 
sus puestos por delitos individualizados en el ar- 
tículo 15 del Capítulo XVIII, que a ellos se re- 
fiere, previa acusación de la Sala de Hkepresen- 
tantes deducida ante el alto Cuerpo que hoy tam- 
bién s» designa, y a ese fin, entraba a formar 
parte de los juzeadores el Jefe del Supremo “Pri- 
bunal de Justicia, presidiendo el Senado en tal 
acto. 

Dicho Proyecto fué obra de los doctores Luis 
José Chorroarín, Valentín Gómez, Manuel José 
García, Hipólito Vieytes, Nicolás Herrera, Pedro 
Somellera y Pedro José Agrelo; pero, como lo ob- 
serva el doctor Andrés Lamas, el Congreso a 
quien se presentó, no juzeó oportuno ocuparse de 
la materia, quedando así olvidado por algunos, 
y desconocido por casi todos, ese trabajo, que, 
por la fecha, por el fondo y por la forma, como 
él también lo dice, es un documento histórico de 
primera importancia. 

El artículo 102 de la Constitución de Colombia, 
autoriza a la Cámara de Representantes para 
acusar, cuando hubiere justa causa, al Presiden- 
te y Vicepresidente de la República, a los Minis- 
tros del Despacho, a los consejeros de Estado, al 
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Procurador General de la Nación y a los magis- 
trados de la Corte Suprema, como asimismo para 
conocer de las denuncias y quejas que ante ella 
se presenten por el mencionado Procurador con- 
tra estos funcionarios, excepto los dos primera- 
mente citados, y si prestaren mérito, fundar en 
ellas acusación ante el Senado. 

No obstante, el primer mandatario, o el que en 
su lugar ejerza el Poder Ejecutivo, sólo es res- 
ponsable en los casos siguientes, que definirá la 
ley: | 

1.* Por actos de violencia o coacción en las elee- 
ciones. 

2." Por actos que impidan la reunión constitu- 
cional de las Cámaras legislativas, o estorhen a 
éstas o a las demás corporaciones o autoridades 
públicas que establece el Código Fundamental el 
ejercicio de sus funciones; y 

3. Por delitos de alta traición. 

En los dos primeros casos, la pena no podrá 
ser otra que la de destitución, y, si hubiere cesa- 
do en el ejercicio de gus funciones el Presidente, 
la de inhabilitación para ejercer nuevamente la 
presidencia, según lo preceptúa el artículo 122 
de la misma Ley Fundamental. | 

En el Perú, pueden ser también objeto de acu- 
sación ante el Senado los miembros de ambas Cá- 
maras, tanto por infracciones de la Constitución 
como por todo delito cometido en el desempeño 
de sus cargos, al que, según las leyes, deba impo- 
nerse pena corporal aflictiva; pero en lo que res- 
pecta al Presidente, no procede durante su pe- 


228 SETEMBRINÓO, E. PEREDA 


ríodo, salvo en los casos de traición, de haber 
atentado contra la forma de gobierno, de haber 
disuelto el Congreso, impedido su reunión o sus- 
vendido sus funciones, por disponerlo así log at- 
tículos 64 y 65 de su Carta Política. 

Si se declara que ha lugar a formación de cau- 
sa, queda el acusado suspendido del ejercicio de 
su empleo y sujeto a juicio según la ley, con arre- 
elo al artículo 66. 

En Bolivia se incluye a los Agentes Diplomáti- 
cos, conforme al inciso 1.* del artículo 60 de la 
Constitución, entre los elevados funcionarios que 
tiene derecho a acusar la Cámara baja por del1- 
tos cometidos en el ejercicio de sus funciones. 

El Senado, oídas las acusaciones, se- limitará a 
decir si ha o no lugar a la acusación propuesta, 
y si se decide por la afirmativa, suspenderá de su 
empleo al acusado, poniéndolo a la vez a disposi- 
ción de la Corte Suprema para que lo juzgue con- 
forme a las leyes. Es indispensable, no obstante, 
para que sea válida esa declaración, que ella haya 
sido hecha por los dos tercios de los miembros 
presentes de aquel alto Cuerpo, según reza el ar- 
tículo 64. | | 

El Presidente, Vicepresidente o cualquier otro 
de los designados para ejercer el Poder Ejecuti- 
vo, serán responsableg mientras duren sus fun- 
clones, con ocasión de haberlas realmente ejerci- 
do, por los delitos de traición a la Patria, viola- 
ción de las garantías individuales y malversación 
de los fondos públicos. Por los demás delitos, se- 
rán juzgados después que terminen sus funciones. 


EL PODER EJECUTIVO 299 


Los Ministros de Estado son justiciables por 
traición a la Patria, por infracción del texto ex- 
preso de la Constitución y de las leyes, por mal- 
versación de los fondos públicos, por hacer más 
vastos de los presupuestados, por soborno o cole- 
cho en los negocios de su cargo o el nombramien- 
to de empleados públicos, y por violación de las 
varantías individuales, 

Las formalidades a llenarse se hallan sujetas 
a la ley de 31 de octubre de 1884, dictada de 
acuerdo con la prerrogativa conferida al Parla- 
mento en el párrafo final del inciso 1.* del referl- 
do artículo 64. Es en dicha ley (artículos 18 y 17 
respectivamente), que se indican los delitos del 
Poder Ejecutivo que hemos referido. 

El juicio de responsabilidad contra los magis- 
trados de la Corte Suprema y conjueces de la 
misma, y del cual debe conocer también el Sena- 
do, en conformidad con el segundo período del 
propio artículo 64, sólo tendrá lugar en la vía erl- 
minal por prevaricación, con sujeción a la ley 
promulgada el 7 de noviembre de 1830, y según 
ella, cometen ese delito: 

1. Los que juzgan contra ley expresa, en pet- 
juicio de la causa pública o de tercero interesado, 
por afecto o desafecto a alguna persona o Cot- 
poración. 

2. Los que juzgan por soborno o cohecho, dado 
o prometido directamente 0 pot interpósita per- 
sona. 

3.* Los que intervienen y fallan en causa en que 
son interesados personalmente, 0 conociendo que 
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lo es algún pariente suyo legal, consanguiíneo den- 
tro del cuarto grado o afín dentro del segundo. 

4.” Los que dan consejo a aleunos de los que 
litigan o son juzgados ante ellos, con perjuicio de 
la parte contraria, 

Por la prevaricación comprendida en el primer 
período, se impondrá las penas de privación de 
empleo y de imhabilitación perpetua para obtener 
cargo público alguno; por la del segundo, las 
mismas penas, con más la prisión por dos años, y 
por la del tercero y cuarto períodos, igual priva- 
ción de empleo y de inhabilitación para volver a 


AS 
1 


ejercerlo, | E 

A log conjueces que incurran en ese mismo de- 
lito, se les impondrá iguales penas, convirtiendo 
la de privación de empleo en suspensión de la abo- 
gacía por cuatro años, y la de inhabilitación para 
volver a ejercerlo, en la de suspensión por ocho 
años. j 

La Cámara de Senadores declarará la respon- 
sabilidad de los referidos funcionarios, en el res- 
pectivo juicio, solamente por acusación que la de 
Diputados, en cumplimiento de lo dispuesto en 
los artículos 60 y 64 de la Constitución, debe pa- 
sarle, ya sea de oficio, a iniciativa de sus miem- 
bros, o bien a instancia de parte, admitiendo que- 
rellas directas de las partes ofendidas, o denun- 
clas de cualquier ciudadano. 

En cuanto a los que hubieren inducido a Co- 
meter la prevaricación, serán sometidos a los Jue- 
ces ordinarios, para que éstos les apliquen, se- 
eún el caso, las penas establecidas en el Código 
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Penal, según los artículos 12, 2% 3, 4,, 
CNE, NES 

En la misma ley se indica detalladamente el 
procedimiento a seguirse por ambas Cámaras 
hasta el fallo a pronunciarse. 

En el Ecuador, no sólo figura entre las atribu- 
ciones especiales de la Cámara de Diputados la 
de acusar al Presidente de la República, o al Hn- 
cargado del Poder Ejecutivo, a los consejeros de 
Estado, a los Ministros Secretarios del Despacho 
y a log Ministros de la Corte Suprema, sino tam- 
bién la de examinar las acusaciones que se pro- 
pusieren contra dichos funcionarios, por indivl- 
duos particulares o por corporaciones; y sl las 
estimare fundadas, llevarlas ante el Senado, por 
prescribirlo así expresamente el artículo 53 de 
su Código magno. 

Cuando este alto Cuerpo conozca de alguna acu- 
sación y ella se limitare a las funciones oficiales, 
no podrá imponer otra pena que suspensión o pri- 
vación del empleo, y a lo más, declarar al acusado 
temporal o perpetuamente inhabilitado para ob- 
tener destinos públicos; pero se le seguirá ¿ul- 
cio criminal ante el Tribunal competente s1 el he- 
cho le hiciere responsable de infracción que me- 
rezca otra pena. 

Cuando se trate de la conducta oficial, se lim1- 
tará a declarar si ha lugar o no al juzeamiento; 
y en caso afirmativo, pondrá al inculpado a dispo- 
sición de la Justicia. 

A ambos casos se refieren los artículos 48 y 49 
en las condiciones que dejamos indicadas. 
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El Presidente de la República o Encargado del 
Poder Ejecutivo, con sujeción al artículo 82, es 
responsable por traición a la República o conspi- 
ración contra ella; por infringir la Constitución 
y las leyes; atentar contra los otros Poderes e 
Impedir la reunión o deliberación del Congreso; 
por negar la sanción de las leyes y decretos ex- 
pedidos constitucionalmente; por ejercer facul- 
tades extraordinarias sin permiso de la Legisla- 
tura o del Consejo de Estado; por provocar gue- 
rra injusta, y por excluir en el pago de sueldos a 
alguno o algunos de los empleados públicos. 

En Cuba, sólo le incumbe a la Cámara de Re- 
presentantes acusar al Presidente de la Repúbli- 
ca y a los Secretarios del Despacho, según el ar- 
tículo 50, y para que tenga lugar la respectiva 
acusación, deben decretarla las dos terceras pat- 
tes del número total de sus miembros en sesión 
secreta. y j 

El Senado, constituído en Tribunal de Justi- 
cla, juzgará al primero de los referidos magistra- 
dos cuando pesase sobre él la imputación de de- 
lito contra la seguridad exterior del Estado, con- 
tra el libre funcionamiento de los Poderes Legis- 
lativo o Judicial, o de infracción de los preceptos 
constitucionales. | 

Igual cosa hará con los Ministros, por las mis- 
mas causas y por cualquier otro delito de carác- 
ter político que las leyes determinen. 

Cuando el Senado se constituya en Tribunal de 
Justicia, será presidido por el Presidente del 
Tribunal Supremo, y no podrá imponer a los 
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acusados otras penas que la de destitución, o las 
de destitución e inhabilitación para el ejercicio de 
cargos públicos, sin perjuicio de que los Tribu- 
nales que las leyes declaren competentes les im- 
pongan cualquier otra en que hubieren incurrido. 

¡Así se estatuye en los incisos 1.*, 2.” y 3.* del ar- 
tículo 47 de la Constitución de dicho país. 

También el Presidente será responsable, ante 
el Tribunal Supremo de Justicia, por los delitos 
de carácter común que cometiere durante el ejer- 
ciclo de su Cargo; pero no podrá ser procesado 
sin previa autorización del Senado. 

En Haití, la Cámara de los Comunes acusa al 
Presidente y le cita ante el Senado en caso de 
abuso de autoridad y de poder, de traición o de 
otro crimen cometido durante el ejercicio de sus 
funciones. 

Sin embargo, ese alto Cuerpo no puede pro- 
nunciar otra pena que aquella de la caducidad y 
privación del derecho de ejercer toda otra fun- 
ción pública durante un año o menos y cinco años 
a lo más. 

Si hay lugar de aplicar otras penas o de esta- 
tuir sobre el ejercicio de la acción civil, será pro- 
cesado ante los Tribunales ordinarios, sea sobre 
la acusación admitida por la Cámara de los Co- 
munes, sea sobre la persecución directa de las 
partes perjudicadas. 

El juicio de acusación y la declaración de cul- 
pabilidad, no podrán ser pronunciados respecti- 
vamente en cada Cámara sino con la mayoría de 
dos tercios de sufragios, 
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El Parlamento está facultado para dictar una 
ley que reglamente el modo de proceder contra 
dicho primer mandatario en los casos de críme- 
nes o delitos cometidos por él, sea en el ejercicio 
de sus funciones o fuera del mismo. 

Versan sobre este particular los artículos 109 
y 110 de su Ley Fundamental. 

En el Paraguay, pueden ser acusados por la 
Cámara de Representantes, como lo determina el 
artículo 50, el Presidente, el Vicepresidente, los 
Ministros de Estado, los miembros del Superior 
Tribunal de Justicia y los generales del Ejército 
o Armada, en las causas de responsabilidad que 
se intente contra ellos por mal desempeño o por 
delito en el ejercicio de sus funciones, y por erí- 
menes communes, después de haber conocido en 
ellos y declarado haber lugar a formación de cau- 
sa por mayoría de las dos terceras partes de sus 
miembros presentes. 

El Senado deberá juzgar a los acusados en jui- 
cio público, previo juramento prestado por sus 
miembros para este acto, 

Cuando el acusado sea el Presidente de la Re- 
pública o el Vicepresidente en ejercicio del Po- 
der Ejecutivo, presidirá el Presidente del Supe- 
rior Tribunal de Justicia. 

Los fallos de culpabilidad, sólo podrán pronun- 
clarse por mayoría de dos tercios de senadores 
presentes, y no tendrán más efecto que destituir 
al acusado y aún declararlo incapaz de ocupar 
ningún puesto de honor, de confianza, o a sueldo 
de la Nación, Esto no obsta, sin aoEO para 
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que la +arte condenada quede sujeta a acusación, 
juicio y castigo, conforme a las leyes, ante los 
Tribunales ordinarios, todo ello de acuerdo con 
los artículos 56 y 57. 

En el Brasil, de conformidad con el artículo 
29, compete también a la Cámara la declaración 
de procedeneta o improcedencia de acusación con- 
tra el Presidente de la República y contra los Mi- 
nistros de Estado en los crímenes conexos con 
los de aquél. 

Será sometido a proceso y a juzgamiento dicho 
primer magistrado, ante el Supremo Tribunal 
Federal, en los crímenes comunes, y, en los de 
responsabilidad, ante el Senado. 

Decretada la procedencia de acusación, queda- 
rá suspendido en sus funciones, y el juicio de res- 
ponsabilidad, procederá siempre que  atentare 
contra la existencia política de la Unión, la Cons 
titución y la forma de gobierno federal, el libre 
ejercicio de los poderes políticos, el goce y ejer- 
ciclo legal de los derechos políticos o individua- 
les, la seguridad interna del país, la probidad de 
la administración, la guarda y el empleo constitu- 
cional de los dineros públicos y las leyes anuales 
votadas por el Congreso. 

Estos delitos serán definidos por ley especial, 
quedando también librado al Congreso reglamen- 
tar la acusación, el proceso y el juzgamiento 
(amis y 54). 
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Y 


Otras prácticas constitucionales 


Otras constituciones observan un  tempera- 
mento distinto, como también vamos a verlo. 

En Venezuela,—por así preceptuarlo el artícu- 
lo 112 de la Constitución, —son atribuciones, en- 
tre otras, de la Corte Federal y de Casación: co- 
nocer de las acusaciones contra el Presidente de 
la República o el que haga sus veces, contra los 
Consejeros de Gobierno, Ministros del Despacho, 
Procurador General de la Nación, y Gobernador 
del Distrito Federal, y contra sus propios miem- 
bros, en los casos en que dichos funcionarios son 
responsables con arreglo a la Constitución, 

Conoce, igualmente, de las causas criminales o 
de responsabilidad que se formen a los Presiden- 
tes de los Estados y a otros altos funcionarios 
de los mismos que las leyes de éstog determinen, 
aplicando en materia de responsabilidad las le- 
yes de los proplos Estados, y en caso de falta de 
ellas, las generales de la Nación. 

En ambos casos, la Corte declarará si hay o no 
lugar a formación de causa. Si declarare lo pri- 
mero, quedará de. hecho en suspenso el funciona- 
rio acusado, y si lo segundo, cesará todo procedi- 
miento. Cuando el delito fuere común, el asunto 
pasará a los Tribunales ordinarios, y cuando fue- 
re de naturaleza política, continuará conociendo 
la Corte hasta sentencia definitiva. 

Los Ministros son responsables por traición a 
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la Patria, por infracción de la Constitución y de 
las leyes, por hacer mayores gastos que los pre- 
supuestados, por soborno o cohecho en el despa- 
echo de los negocios a su cargo, o en nombramien- 
to de empleados públicos, por malversación de 
fondos públicos, y por delitos comunes (artícu- 
lo 105). 

En Guatemala es del resorte de la Asamblea 
declarar si ha lugar o no a formación de causa 
contra el Presidente de la República, los Minis- 
tros de Despacho, los Consejeros de Estado, los 
Magistrados, los Fiscales de los Tribunales Su- 
periores y los Fiscales del Gobierno. 

La ley de responsabilidades determina la for- 
ma del procedimiento y el tribunal que deba cono: 
cer en la causa, por autorización expresa del ar 
tículo 53 de la Constitución, que es el que trata 
de este punto. 

Además, le incumbe a la Comisión Permanente 
declarar si ha o no lugar a formación de causa en 
las acusaciones que se formulen contra los Dipu- 
tados y contra los funcionarios a que se refiere 
la disposición anterior, con excepción de los Pre- 
sidentes de los poderes del Estado, contra quie- 
nes sólo la Asamblea podrá hacer dicha declara- 
ción, según el artículo 63 de la Constitución, re- 
formado por el artículo 3. de la ley 30 de agosto 
de 1897. 

-En el Salvador, el Presidente de la República, 
o el que haga sus veces, los magistrados, los M1- 
nistros de Estado, o los Subsecretarios en ejerel- 
cio del Ministerio, los Ministros Diplomáticos y 
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los Gobernadores departamentales, responderán 
ante la Asamblea por violación expresa de la 
Constitución, o cualquier otro delito que cometan 
en el ejercicio de sus funciones. Ese alto Cuerpo 
colegiado, después de oir a un Fiscal de su seno 
y al acusado, si estuviere presente, o a un defen- 
sor especial, en su caso, declarará si ha o no lu- 
gar a formación de causa. En el primer caso, se 
pasarán las diligencias a la primera Cámara de 
2. Instancia de la Capital para que pronuncie la 
sentencia correspondiente, que será apelable pa- 
ra ante la Cámara de 3. Instancia. 

Ki! artículo 139 de la Constitución, que es el que 
trata de este asunto, establece que cualquiera 
persona tiene derecho de denunciar los delitos 
especificados en el mismo, y de mostrarse parte 
sl para ello tuviese las cualidades requeridas por 
la ley. 

Los Diputados que incurran en aleún delito, 
caen también bajo la jurisdicción de la Asamblea, 
a los mismos efectos, debiendo observarse idén- 
ticas formalidades. 

Por otra parte, conforme al artículo 140, si 
cualquiera de los funcionarios enumerados, ex- 
cepción hecha de los Representantes, cometiere 
algún delito común, se le acusará o denunciará 
también ante la Asamblea, la cual, ajustándose 
a los trámites predichos, declarará si ha lugar o 
no a formación de causa, y en el primer caso, so- 
meterá al acusado a los tribunales comunes. 

En Nicaragua, de acuerdo con lo prevenido en 
el número 13 del artículo 62, corresponde a la 
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Asamblea Legislativa declarar haber lugar a for- 
mación de causa al Presidente de la República, 
a los Secretarios de Estado, a los Diputados, a 
log Agentes Diplomáticos y a los magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia y de las Cortes de 
Apelaciones. 

Dicho primer mandatario y sus Ministros son 
responsables por las disposiciones que dicten 
contrarias a la Constitución y a las leyes. 

Si la Asamblea hace lugar a la formación de cau- 
Sa en los juicios que se entablen ante ella contra 
los miembros de los Supremos Poderes, magis- 
trados de las Cortes de Apelaciones, Secretarios 
de Estado y Ministros Diplomáticos, por delitos 
que se les imputen, éstos serán puestos inmedia- 
tamente a disposición del Tribunal que corres- 
ponda (art. 117). 

En Honduras incumbe igualmente al Congreso 
declarar que hay lugar a formación de causa al 
Presidente, al Vicepresidente, a los Diputados, a 
los magistrados de la Corte Suprema, a los Secre- 
tarios de Estado y alos Agentes Diplomáticos, por 
los delitos que cometan durante sus funciones, 
previos los trámites que determine su regla- 
mento. 

En caso afirmativo, el reo será puesto a dispo- 
sición del Tribunal competente. 

Igual declaratoria es necesaria para proceder 
contra los referidos funcionarios por delitos co- 
munes. 

No obstante la aprobación que dé el Parlamen- 
to a la conducta del Ejecutivo, el Presidente y 
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los Secretarios de Estado podrán ser acusados 
por delitos oficiales, no prescribiendo esta acción 
sino cinco años después de haber cesado en sus 
funciones. Deberán, a dicho fin, permanecer en el 
país durante ese lapso de tiempo (art. 90, nú- 
mero 14, y arts. 158 y 159). 

En la República Dominicana es, también, una 
de las prerrogativas de la Asamblea decretar en 
estado de acusación a sus propios miembros, al 
Presidente y Vicepresidente de la República, a 
los Secretarios de Estado y a los magistrados de 
la Suprema Corte de Justicia, cuando sean acu- 
sados legalmente y halle fundada dicha acusa- 
ción. APA i ¡ata 

Compete a la Suprema Corte de Justicia cono- 
cer de las causas de responsabilidad de los miem- 
bros del Poder Ejecutivo. | 

Tratándose de un Ministro, el Presidente de la 
República estará obligado a suspenderlo si así 
lo dispone didho Tribunal (art. 23, número 4, y 
art. 66, inciso segundo). | 

51 del examen, a fin de cada período constitu: 
cional, de los actos administrativos del Poder 
Ejecutivo, resultase no haberse ajustado a la 
Constitución y a las leyes, el Congreso podrá no 
sólo desaprobarlos, sino también, si hubiese lu- 
gar a ello, decretar la acusación de sus miem- 
bros, individual o colectivamente (art. 23 cita- 
do, número 46). 

En Costa Rica rigen a este respecto los. núme- 
ros Y y 10 del artículo 73, según los cuales, in- 
cumbe también al Congreso admitir las acusacio- 
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nes que se interpongan contra el Presidente de 
la República, o contra los individuos de log Su- 
premos Poderes, Secretarios de Estado y Minis- 
tros Diplomáticos de la Nación, y declarar por 
dos terceras partes de votos sl ha lugar a forma- 
ción de causa contra ellos, poniéndolos, en caso 
afirmativo, a disposición de la Corte Suprema de 
Justicia, para que sean juzeados conforme a de- 
recho. 

Cuando haya de procederse contra los mismos 
por delitos comunes, podrá decretar la  suspen- 
sión de cualquiera de los individuos mencionados. 

El jefe del Poder Ejecutivo es allí responsa- 
ble por los abusos que cometa en su conducta ofi- 
cial, de conformidad con los artículos 103 y 104: 

1.2? Cuando ellos tengan por objeto favorecer 
los intereses de una nación extraña contra la in- 
dependencia, integridad y libertad del país. 

2.2 Cuando tiendan a impedir, directa o indi- 
rectamente, las elecciones prevenidas en la Cons- 
titución, o coartar la libertad electoral de que de- 
ben gozar los que las hacen. 

3. Cuando respondan al propósito de evitar 
que el Congreso se reuna o continúe sus sesiones 
en las épocas en que deba hacerlo por precepto 
de la Ley Fundamental, o coartar la libertad de 
independencia de que él debe disfrutar en todos 
sus actog o deliberaciones. 

4. Cuando se niegue a mandar publicar y eje- 
cutar las leyes y actos legislativos, en los casos 
en que, según la misma Carta Política, no puede 
rehusarse. 
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5." Cuando impida que los Tribunales y Juzga- 
dos conozcan de los negocios que son de la com- 
petencia del Poder Judicial, o les coarte la liber- 
tad con que deben juzgar, y 

6." En todos los demás casos en que, por un ac- 
to u omisión, viole el Ejecutivo alguna Jey  ex- 
presa. | 

il Presidente de la República, mientras ¿wre 
en su destino, o el encargado del Poder Ejecuti- 
vo, no podrá ser perseguido ni juzgado por deli- 
tos comunes, sino después que, a virtud de aensa- 
ción interpuesta, haya declarado el Congreso ha- 
ber luear a formación de causa. 

En la República de Panamá, son funciones ju- 
diciales de la Asamblea Nacional, por mandato 
del artículo 66: 

1.” Conocer de las denuncias y auejas que se 
presenten contra el Presidente de la República o 
el encargado del Poder Ejecutivo, en los casos 
en que sean responsables, como igualmente en 
las que se relacionen con los Secretarios de Esta- 
do, los magistrados de la Corte Suprema de Jus- 
lieta y el Procurador General de la Nación. 

2." Juzgar a los mismos cuando se les acuse de 
actos ejecutados, en ejercicio de sus funciones, 
contra la seguridad del Estado, contra el libre 
funcionamiento de los Poderes Públicos o viola- 
torios de la Constitución y leyes nacionales. 

Se comete a una ley especial el señalamiento 
de los trámites que deban seenirse y las penas 
que hayan de aplicarse. 

El artículo 78 establece que el Presidente de 
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la República, o quien lo sustituya en sus funcio- 
nes, sólo será responsable: 

1.” Por extralimitación de sus funciones cons- 
titucionales, 

2." Por actos de violencia o coacción en las elec. 
ciones, o que impidan la reunión constitucional 
de la Asamblea Nacional, o estorben a ésta y a 
las demás corporaciones o autoridades públicas 
que establece la Constitución, el ejercicio de sus 
funciones, y 

o. Por delitos de alta traición. 

En los dog primeros casos, la pena no podrá 
ser otra que la de destitución, y si hubiere cesado 
en el desempeño de su cargo, la de inhabilita- 
ción para ejercer cualquier otro de carácter pú- 
blico. 

En el último caso se aplicará el Derecho Co- 
mún. 

La suspensión del inculpado no se hallaba vre- 
vista en la anterior Constitución oriental, a pe- 
sar de los inconvenientes que podía entrañar su 
permanencia en tan elevado cargo, a los efectos 
de asegurar la eficacia de las medidas a tomarse 
y de la absoluta libertad de acción del Tribunal 
instituído por la Ley Fundamental del Estado. Pe- 
ro, como se ha visto, en el artículo 81 que estu- 
diamos se prescribe que el Presidente de la Re- 
pública ““quedará suspendido en el ejercicio « 
sus funciones??. 

Cumplidos estos requisitos esenciales, entra 
reción el Senado a abrir juicio público a los acu- 
sados por la Cámara de Representantes, a fin de 
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pronunciar sentencia con arreglo a las resultan- 
cias de la acción parlamentaria instaurada, que 
lo mismo puede ser condenatoria que absoluto- 
ria, desde que no basta que se deduzca acusación 
para que ésta entrañe 1rremisiblemente una san- 
ción penal, 


Al 


Sensible omisión del Código Político nacional 


El nuevo Código Político uruguayo, —que en 
esta parte es una copla fiel del reformado,—no 
indica, sin embargo, el procedimiento a seguirse, 
contrariamente a lo que sucede con las Constitu- 
ciones dle Chile y Bolivia, por ejemplo, cuyas dis. 
posiciones pertinentes vamos a citar. En el pri- 
mero de dichos países es, también, una de las atri- 
buciones exclusivas de la Cámara baja acusar 
ante el Senado al Presidente de la República, 
por todos los actos de su administración en que 
haya comprometido gravemente el honor o la se- 
euridad del Estado, o infringido abiertamente la 
Constitución; pero sólo podrá hacerlo en el año 
inmediato después de concluído el término de su 
mandato, según lo estatuye el artículo 74 de la 
Constitución relmpresa en 1893. 

Ahora bien; presentada la proposición de acu- 
sación, deberá señalarse uno de los ocho días si- 
guientes para que el acusado dé explicaciones so- 
bre ios hechos que se le imputan, y para delibe- 
rar sobre sl aquélla se admite o no a examen. En 
caso afirmativo, se nombrará a la suerte, entre 
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los diputados presentes, una Comisión de nueve 
individuos, para que dentro de los cinco dias si- 
guientes dictamine sobre si hay o no mérito bas- 
lante para acusar, Presentado el informe corres- 
pondiente, la Cámara procederá a  discutirlo, 
oyendo a los miembros de dicha Comisión, al au- 
tor o autores de la proposición de acusación, al 
acusado y a los representantes que quieran to- 
mar parte en la discusión, y terminada ésta, si la 
Cámara resolviese admitir la proposición de acu- 
sación, nombrará a tres de sus miembros para 
que en su representación la formalicen y prosi- 
gan ante el Senado, quedando suspendido en sus 
funciones el acusado desde el momento en que se 
adopte esa medida, o al declararse que ha ligar 
a formación de causa; pero si no se hubiese pro- 
nunciado el fallo dentro de los seis meses  sl- 
guientes a la fecha en que la Cámara de Diputa- 
dos hubiere acordado entablar la acusación, el 
inculpado recobrará todos los derechos inheren- 
tes al desempeño de su cargo. El Senado proce- 
derá como Jurado y se limitará a declarar si el 
Presidente de la República es o no culpable del 
delito o abuso de poder que se le imputa. La de- 
elaración de culpabilidad deberá ser pronunciada 
por log dos tercios del número de senadores pre- 
sentes a la sesión, dando ella mérito para que el 
acusado quede 1pso facto destituído de su cargo. 

Estas fórmulas para la acusación del primer 
magistrado, aplicables también a otros funciona- 
rios públicos, se hallan autorizadas por los ar- 
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tículos 84, 85, 86, 87, 88 y 89 de la respectiva 
Constitución. 

En Bolivia, con arreglo a la ley 31 de octubre 
de 1884 ya mencionada, la Cámara ejercerá la 
atribución primera del artículo 60 de la Carta 
Fundamental, a imiciativa de alguno de sus 
miembros, o a instancia de parte ofendida. 

La proposición acusadora será leída en sesión 
pública, y mandada su impresión, se distribuirá 
a los diputados y persónas acusadas, si éstas es- 
tuviesen presentes, y a los ocho días será puesta 
a la orden del día, a no ser que, mediante decla- 
ratorla de urgencia, se anticipe el que se hubiese 
fijado para su previa consideración, | 

En la fecha señalada para la primera discu 
sión, la Cámara deliberará únicamente sobre si 
pasa a la orden del día pura y simple, o si 
decretará una información preliminar. Este in- 
cidente se votará por escrutinio secreto. Después 
de tomar esa resolución, dicha rama del Poder 
Legislativo podrá permitir la presencia del fun- 
cionario acusado. En todo caso será aceptada la 
defensa por escrito. 

S1 se decide pasar a la orden del día pura y 
simple, la acusación en la especie no será inten- 
tada otra vez. 

51 se pronuncia por la información  prelimi- 
nar, el asunto pasa a la Comisión de Policía Ju- 
dictal, organizada en la Cámara con arreglo al 
reglamento interior, la que deberá ocuparse sin 
mterrupción de todos los datos necesarios para 
motivar la acusación, estando investida a ese 
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efecto de las más amplias facultades; y comple- 
tada la instrucción, prestará su ED oCiNO dicta- 
men, estableciendo conclusiones sobre los  si- 
guientes puntos: 1. examen de todos los datos 
que a su juicio arrojen suficiente luz para moti- 
var la acusación; 2.* calificación de los delitos 
acusados, siempre que ellos se refieran al ejerel- 
cio de canes públicas; 3.* indicación de quié- 
nes deben ser juzgados, como cómplices, fauto- 
res o encubridores, 

La Cámara deliberará con preferencia sobre 
este dictamen, sujetándose en el debate a todas 
las prescripciones de su reglamento interior, y sl 
encontrare fundamento en la acusación, dictará 
una resolución parlamentaria bajo la forma si- 
guiente: 

“La Cámara de Diputados, oído el dictamen 
afirmativo de su Comisión de Policía Judicial, 
resuelve: 

““Se acusa ante la Cámara de Senadores, al 
cludadano o ciudadanos N N, como funcionarios 
públicos, por los delitos siguientes: 

(Aquí se indicarán los delitos) ””. 

Pronunciandose por la acusación, le será fa- 
cultativo elegir uno o más de sus miembros para 
sostenerla en las discusiones ante el Senado; pe- 
ro si la Cámara no encontrase mérito suficiente 
para formularla, bastará su negativa, aun cuan- 
do el dictamen de la Comisión fuere afirmativo. 

Recibida la acusación en el Senado, se pasará 
con todos los obrados de su referencia a la Comi- 
sión de Policía Judicial, la cual expedirá su 1n- 
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” 


forme en el término de tres días. En sesión per- 
manente se abrirá el debate público sobre el die- 


tamen de la misma. á 


Para hacer o no lugar a la acusación propues- 
ta, se requiere el voto de los dos tercios de los 
senadores presentes. 

El acusado tiene derecho para informar por sí 
o por medio de apoderado, cuanto crea conve- 


miente a su delensa, y a presentar todos los docu- - 


mentos que le sean favorables. 

Tanto la Camara de Diputados como la de Se- 
nadores, procederán como Jurados nacionales 
cuando respectivamente ejerzan la atribución de 
los artículos 60 y 64 de la Constitución. 

Interrumpiéndose el juicio en cualquiera de 
ellas por fenecimiento del período de las sesio- 
nes ordinarias, se prorrogarán éstas para que fina- 
lice el procedimiento, y si tiene lugar la inte- 
rrupción durante la prórroga, el Congreso entra- 
rá en sesiones extraordinarias, a fin de que ter- 
mine la acusación. En caso de que se declare exis- 
tir mérito para el enjuiciamiento, el Senado sus- 
penderá de su empleo al acusado, y lo pondrá a 
disposición de la Corte Suprema para que lo juz- 
gue conforme a las leyes. 

Los cómplices, fautores o encubridores, esta. 
rán sometidos al mismo procedimiento parlamen- 
tario que el acusado principal, y su juzgamiento 
definitivo tendrá también lugar en los estrados de 
la Corte Suprema (arts. 1. a 15 inclusive). 

El acusado podrá recusar, sin expresar la can- 


a? 
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sa, Una cuarta parte de los individuos del Sena- 
do, conforme al artículo 16. 

La acción pública contra los actos justiciables 
previstos por la ley referenciada se prescribe si 
no ha sido intentada en una de las tres Legislatu- 
ras siguientes al día en que el acto fué cometido. 


- Si éste tuvo lugar durante las sesiones de una de 


ellas, comenzará a contarse la preseripción desde 
la Legislatura inmediata, excepción hecha del ca- 
so de malversación de caudales públicos, que po- 
drá acusarse hasta la siguiente a aquella que se 
ocupe de comprobar la cuenta de gastos de la 
eestión en que se cometió ese delito. 

Los funcionarios justiciables, según el artículo 
60 de la Constitución, estarán sujetos al procedi- 
miento parlamentario que queda relacionado, 
aun cuando hubiesen cesado por cualquier moti- 
vo en el ejercicio de sus funciones (arts. 19, 20 
PA 

El vacío de nuestro Código magno de 1830 so- 
bre este particular, debió ser llenado por los 
constituyentes de 1917, puesto que ellos, econ más 
caudal de experiencia que sus antecesores, esta- 


han en condiciones de señalar la pauta pertinen- 


te al caso, y si creían mejor librar a una ley or- 
dinaria el procedimiento a emplearse, que Iubie- 
ra sido quizá lo más acertado, debieron haberlo 
establecido así, para evitar que el legislador se 
sintiese cohibido por falta de una prescripción 
expresa, o que, extralimitándose de sus faculta- 
des taxativamente enumeradas, observe formas 
caprichosas reñidas con el buen derecho, o Inspi- 
radas en una política estrecha, 


CAPÍTULO QUINTO 


Sanciones de los delitos acusables por la Cá- 
mara de Representantes 


1 


La traición 


El artículo 37 de la nueva Constitución repro- 
duce íntegramente el 39 de la de 1830, que dice 
asi: “La parte convencida y juzgada quedará, no 
obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo, 
conforme a la ley??. 

Siquiera, pues, en esta parte se deja al Parla- 
mento el derecho para legislar sobre tan impor- 
tante materia. De ahí, en consecuencia, que en el 
Código Penal, sancionado el 18 de enero de 1889, 
se encaren y resuelvan los delitos a que se refie- 
re el artículo 25 de la Constitución, aunque en 
una forma un tanto vaga e imperfecta, en nues- 
tro concepto, desde que no siempre se les da el 
verdadero alcance constitucional que debieran 
tener, nl se emplean las palabras en él coONSagra- 
das. ai y 

El mencionado precepto, conviene recordarlo, 
habla de delitos de traición, CONCUSIÓN, a 
ción de fondos públicos, td de va Constitu- 
ción u otros de carácter grave. 
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Ahora bien: en la Sección Primera del Li- 

bro Il, título I, bajo el epígrafe ““De los delitos 
contra la Patria”, se especifican preferentemen- 
te los que dicen relación directa con los particu- 
lares y las puniciones de que éstos serán objeto 
en cada caso, relegándose a un término muy se- 
cundario, de simple referencia, los que atañen 
de un modo expreso a los funcionarios públicos. 
Acerca del Presidente de la República y de los 
Secretariog de Estado, se observa en esta parte 
el más absoluto mutismo, debiendo aplicarse, por 
consiguiente, las faltas y castigos por mera ana- 
logía. Y ya que el codificador no ha sido lo has- 
tante explícito a este respecto, debiera el legisla- 
dor sancionar una ley especial, de acuerdo con la 
facultad constitucional al principio citada. 
- El artículo 110 de dicho Código establece que 
será castigado con la pena de veinte a veintidós 
años de penitenciaría y de sels a ocho años de 
inhabilitación absoluta: 

1. El cruudadano que por actos directos some- 
tiere, O tratare de someter la República, o parte 
de ella, al dominio de una nación extranjera; 

2." El ciudadano que se alistare bajo banderas 
enemigas, para atacar la independencia e  inte- 
eridad de la República; 

3." El ciudadano que indujere a Una nación ex- 
tranjera a declarar la guerra a la República, o 
se concertare con ella para el mismo fin. 

Si no llegase el caso de declaración de guerra, 
la pena será de ocho a diez años de peniteneta- 
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ría e inhabilitación absoluta de cuatro a seis 
años; 

4.* Fl ciudadano que facilitare a una nación 
enemiga la entrada de sus ejércitos en el territo- 
rio de la República, la toma de una ciudad, for- 
taleza, nave de guerra, cuerpo de ejército o al- 
macenes de parques nacionales. 

““En el organismo social, dice Pincherli, nada 
hay más elevado que el Estado: Majestas repu- 
blicae est Mm qua contimetur dignitas et amplitudo 
ciwitatas.*? Allí, como líneas al vértice, convergen 
los derechos y las aspiraciones de los ciudada- 
nos. Y si en el régimen social ninguna cosa es 
más elevada que el Estado, ninguna es también 
más querida que la Patria. Se ha reservado, por 
eso, a los delitos contra la Patria, el primer ca- 
pítulo de este título (1), y la primera aplicación 
de la pena suprema al que cometa un hecho diri- 
eldo a someter el Estado o una parte de él, al do- 
minio de nna nación extranjera, para indicar que 
la independencia y la unidad de la Patria, con- 
quistada ““con las cabezas cortadas de los márti- 
res, con los libros de los filósofos y los cantos de 
los poetas, con los protocolos de la diplomacia, 
con la espada de la revolución, con la artillería 
del rey, es la primera cosa que la ley cuida y vin- 
dica??: | 

El doctor Alfredo Vásquez Acevedo, que en la 


(1) Se refiere al Código Penal Italiano, que en el ea- 
pítulo 1, título IL, de la segunda parte, trata de los 
delitos contra la Patria. 
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edición ilustrativa de 1893 puso interesantes con- 
cordancias y anotaciones al pie de cada uno de 
los artículos respectivos, cree que sólo por un 
error de imprenta se dice independencia e inte- 
gridad de la República en el inciso segundo, en 
vez de independencia o integridad de la Repúbli- 
ca, temiéndose en cuenta la mente del mismo y la 
redacción del Código de que ha sido tomado, es 
decir, lo que expresa el artículo 108 del que rige 
en el Perú. 

Se trata, indudablemente, de una suplantación 
madvertida de la conjunción disyuntiva o, por la 
copulativa e, que reemplaza a la y siempre que la 
palabra siguiente comienza con ¿o hi, para sal- 
var el mal efecto que produce el hiato, puesto 
que no es lo mismo atacar la independencia de 
un país, o sea su libertad política institucional y 
su absoluta soberanía, que solamente atentar 
contra su integridad o desmembramiento, desde 
que en el primer caso se comprende el todo, y en 
el segundo únicamente una parte, un pedazo del 
territorio, por ejemplo. 

Por eso en el artículo 93 del Proyecto de Za- 
nardelli se establece que cualquiera que cometa 
acciones directas para sujetar el Estado, o una 
parte de él, al dominio extranjero, o para alterar 
su unidad, es castigado con el ergástulo, (2) sin 


(2) La pena del »reástulo es perpetua. Se purga en 
un establecimiento especial, donde el penado perma- 
nece durante los primeros siete años en reclusión celu- 
lar continua, con la obligación de trabajar, En los años 
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hacerse, por lo tanto, distingo alguno en cuanto 
a la importancia de la pena, ni librar de ella al 
que sólo intente uncir al yugo de un poder  ex- 
tranjero una porción territorial del suelo nativo, 
desde que todo buen ciudadano debe respetar 
por igual, como cosa sagrada e inviolable, tanto 
la independencia como la integridad nacional, 
porque a la Patria no se le puede concebir sino 
en forma intangible. 

El artículo 104 del Código Penal italiano, que 
fué calcado en el de la referencia, con variantes 
que no alteran en lo más mínimo su naturaleza 
intrínseca, hace extensivo el castigo del ergástu- 
lo a los mismos casos mencionados en la cita que 
precede, como se verá por la transcripción que 
de él pasamos a hacer: “Chiunque commette un 
fatto diretto a sottoporre lo Stato o «una parte 
di esso al dominio estranlero, ovvero a menomar- 
ne lP'independenza o a discioglierne |'unita, e pu- 
nito. con. l*ersastolo: (12. 1d Te | 

El codificador oriental se refiere, por lo tanto, 
indistintamente a una y otra cosa por separado, 
va que sería un absurdo exigir ambas condiciones 
a la vez para incurrir en delito y sufrir el condig- 
no castigo. Por otra parte, si no fuera así, queda- 
ría exento de toda responsabilidad y pena el ciu: 
dadano o el funcionario público que no compro- 
metiera la vida nacional sino tan sólo una lonja 


subsiguientes le es permitido trabajar conjuntamente 
con los demás penados, estando obligado a guardar si- 
lencio. (Artículo 12 del Código Penal Italiano). 
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del terruño. En el inciso 2.* del Código de origen, 
se dice, por lo demás, independencia o integri- 
dad(3). 

Arguye, además, el propio jurisconsulto uru- 
guayo, que hay también otro error más erave en 
el mismo inciso, el cual consiste en el concepto li- 
mitado quese da por inadvertencia al delito que 
castiga, pues estando a la letra rieurosa de la 
ley, sólo es punible la conducta del que se alista- 
re hajo banderas enemigas para atacar la inde- 
pendencia e integridad de la República. De ma- 
nera que, según su interpretación del sentido li- 
teral de dicho inciso, no comete delito el ciudada- 
no que se alistare bajo banderas enemigas para 
pelear contra la patria en una guerra cualquiera, 


———————— 


(3) Artículo 108. Cometen delito de traición: 


1. El peruano que entregue o trate de entregar su 
patria a una potencia extranjera; 

2.2 El peruano que tome las armas bajo banderas 

enemigas para atacar la independencia o la in- 

tegridad de la patria; 

E] peruano que entregue a otro Estado algún 

departamento, provincia o distrito, desmem- 

brárndolo del territorio nacional; 

4. El peruano que entregue a los enemigos de su 
patria aleuna eludad, fortaleza o fuerza arma- 
da naval o terrestre; 

9.2 El peruano que incite a alguna potencia a ha- 
cer la guerra al Perú, o se concterte con ella 
para tal objeto; 

6.2 El peruano que facilite a los enemigos de su 
patria la entrada en el territorio nacional, 


Ho 
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que no tuviese por fin atacar la independencia 0 
integridad de la Nación. 

Sostiene, empero, que no ha sido tal segura- 
mente la intención del legislador, por más que re- 
sulte todo lo contrario de los términos empleados 
en esa disposición, y observa que todos los Códi- 
vos, con excepción del peruano, hablan en gene- 
ral de tomar las armas contra la Patria o de alas- 
tarse bajo banderas extranjeras. 

¿Pero acaso por esta última circunstancia se- 
ría lícito castigar, conforme al inciso en cuestión, 
al ciudadano que cometiese un delito de lesa pa- 
tria no especificado en él? $1 la ignorancia de las 
leyes no puede servir de excusa, según el artícu- 
lo 2.* del Código Civil vigente, ta RODSeN es dable 
desatender su tenorr literal, a pretexto de  Con- 
sultar su espíritu, cuando el sentido de la ley es 
claro, como lo prescribe el artículo 17. 

Es cierto que en el párrafo segundo de esta 
disposición se previene que para interpretar una 
expresión obscura de la ley, puede recurrirse 
también a su intención o espíritu, claramente ma- 
nifestados en ella misma, o en la historia fidedig- 
na de su sanción; pero a los Jueces, que son los 
encargados de su aplicación, no les es permitido 
convertirse en legisladores, ni apreciar arbitra- 
riamente el verdadero alcance de un precepto 
cuyos términos no entrañan confusión alguna, 
máxime cuando atañe a materia penal y a un Cas- 
tigo tan severo como el que se estatuye en el ar- 
tículo 110 de nuestro Código Penal. 

No siendo tolerable, sin embargo, que se les 
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exima de pena a los ciudadanos que combaten 
contra la Patria, unidos a una potencia extranje- 
ra, por más que esa guerra no responda al pro- 
pósito de conquista, sería obra de previsión pa- 
triótica reformar el inciso que nos ocupa, com- 
prendiendo expresamente ese hedho como uno de. 
los delitos pasibles de pena, máxime cuando tam- 
bién se castiga por el mismo artículo al ciudada- 
no que induce a otra nación a romper las rela- 
ciones internacionales y combatir con las armas 
contra su propia Patria, o que se ponga de acuer- 
do con ella con igual objeto, o facilite su acceso 
al territorio de la República y la toma de una 
eludad, ete., ete. 

Pero nuestra ley principal no se limita a clasi- 
ficar y punir log casos enumerados, puesto que 
no €s posible encerrar en un círculo tan estrecho 
todo cuanto se relaciona con los delitos contra la 
Patria. Contiene, igualmente, otras disposiciones 
encaminadas al mismo fin, sobre diversas particu- 
laridades, también dignas de atención y castigo. 

Con arreglo al artículo 111, se hacen acreedores 
a diez y sels o más años de penitenciaría, no ex- 
cediendo de diez y ocho, e inhabilitación absoluta 
de cuatro a sels: 

1. El ciudadano que favoreciere el progreso 
del enemigo, revelándole secretos políticos o re- 
lativos a operaciones militares, sumiistrándole 
planos de ciudades, fortalezas, puertos y arsena- 
les, documentos o noticias que conduzcan eficaz- 
mente a hostilizar la República; 

2. El ciudadano que suministrare al enemigo 
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auxilio de hombres, dinero, armas, municiones de 
boca y de guerra, u otros medios directos de hos- 
tilidad que le sean reconocidamente útiles; 

3. El ciudadano que sedujere oficiales o solda- 
dos de mar o tierra al gervicio de la República, 
para que se pasen a las filas del enemigo o deser- 
ten de sus banderas; 

4. El cindadano que directamente  impidiere 
que las tropas de la República reciban, en tiempo 
de guerra, los auxilios necesarios mencionados 
en el inciso 2." de este artículo, y los documentos 
o noticias convenientes para el mayor progreso 
de la guerra, | 

ATt. 111: .Or.: God: Peruano, ani ónE 

Inc.* 1."—Conc.: Cód. Peruano, art. 110, incis; 2.” 
3. y 4%; Cód. Chil, art, 109, ines. 3.2:y.4.9; 064. 
lisp., art. 138, incs. 3.* y 4”; Cód. Ital., art. 107; 
Cód. Hol. art...102,, 0,12: Cód MBA 
Mewos Llista 120 

Inc,. 2,—Conc..:. Cód. Peruáno «antild0ne 
so: 2. ; Cód. Chil, art. 109; 10.3% Cód 
art. 114; Cód. Hol., art. 102/1ne..1.>0ó Mi 
art. 138, ano. God. Belo Mari L14R 

Inc. 3¿—Conc.: Cód. Peruano, art. 110, inci- 
so 6.” Cod. Esp., de 1850, inc. 51 OódiMLIOl 
art. 104, mer 2 God Belo orardlldo 

Inc. 4.—Conec.: Cód. Peruano, art. 110, inei- 
39,02;100d..Ohil.:artid09:0no lo Esp., 
ar dl 


(4) Concordancias anotadas por el doctor Vásquez 
Acevedo. 
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El sentimiento de la Patria, innato como el 
materno y el filial, no puede traicionarse ni des- 
conocerse sin que el ser que lo enajene o repudie 
merezca la más enérgica reprobación de todas las 
almas bien puestas, porque la moral privada, ba- 
se de la moral social y política, es, o debiera ser, 
escuela de austeridad en la acepción más lata del 
vocablo. Pero log que no aman a sus progenito- 
res o descendientes, llevan el castigo en su pro- 
pla conciencia y en el desprecio público, ya que 
para ellos no existe otra sanción que la del fuero 
individual o colectivo intrínsecamente. No obs- 
tante, si delinquen como los asesinos, si manchan 
sus nombres con el crimen de los parricidas, la 
justicia los encierra en las celdas de una peni- 
tenciaría y la lev los condena severamente, apli- 
cándoleg de veinticenatro a cuarenta años de pri- 
sión, y hasta años ha podían ser ajusticiados. 

Hace ya más de una centuria, afirmaba el doc- 
tor don Bernardo Monteagudo, no sin cierto li- 
rismo, que todos aman su Patria y muy pocos 
tienen patriotismo; que el amor es un sentimien- 
to natural y el patriotismo une virtud, porque 
aquél procede de la inelinación al suelo dende na- 
cemos y recibimos las primeras impresiones de 
luz, y este último es un hábito producido por la 
combinación de muchas virtudes que derivan de 
la justicia. Para amar a la Patria, en su sentir, 
basta ser hombre, pero para ser patriota es pre- 
elso ser ciudadano, es decir, tener las virtudes de 
tal. 


El ilustre prócer tucumano, sucesor de Mariano 
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Moreno en la redacción de la “Gaceta”? de Bue: 
nos Aires, viviendo en una época revolucionaria, 
ávida de libertad, se olvidaba, sin embargo, de 
que no hay regla sin excepción, puesto que no 
siempre es ingénito el culto inmaculado por la 
nacionalidad originaria, ni todos lo experimen- 
tan con igual intensidad. Por eso no existe nin- 
gún Código del mundo civilizado que exima de 
pena a los traidores. 

¿Y no manifiesta él mismo que el que no tenga 
un verdadero espíritu de filantropía o interés 
por la causa santa de la humanidad, el que mira 
su conveniencia personal como la primera ley de 
sus deberes, el que no sea constante en el traba- 
Jo, el que no tenga esa virtuosa ambición de la elo- 
ria, dulce recompensa de las almas grandes, no 
puede ser patriota, y que si usurpa este renom- 
bre es un sacrilego profanador? 

Se necesita de una educación moral y cívica 
bien inspirada y sabiamente dirigida para que el 
hombre aprecie como se debe a la tierra que le 
vió nacer y vele por su honor y prosperidad, por- 
que el corazón y el carácter, a semejanza del 
arbusto nuevo, han menester de un sustentáculo 
para resistir ereuidos los embates del destino. El 
apocamiento de los espíritus, lo mismo que las 
ambiciones imsanas y las apostasías, tienen por 
fundamento principal el abandono de ese instru- 
mento forjador de ánimos fuertes. 

Muy fácil sería conducir al cadalso a todos los 
tiranos, si bastara para esto el que se reuniese 
una porción de hombres y dijesen todos en una 
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asamblea: somos patriotas y estamos dispuestos 
¿1 MOTIr para que la patria viva; pero si en medio 
de este entusiasmo, el uno hmyese del hambre, el 
otro no se acomodase a las privaciones, aquél 
pensase en enriquecer sus arcas, en dilatar sus 
posesiones, en atraerse por un lujo orgulloso las 
miradas estultas de la multitud, y óste temiese 
sacrificar su existencia, su comodidad, su sosie- 
go, prefiriendo la calma y el letargo de la escla- 
vitud a la saludable agitación y dulces sacrificios 
que aseguran la LIBERTAD, quedarían  redu- 
cidos todos aquellos primeros clamores a una al- 
garabía de voces insignificantes, proplas de un 
enfermo frenético que busca en sus estériles de- 
seos el remedio de sus males. Pero quizá me dirá 
el pusilánime egoísta, que su espíritu se resiente 
de una empresa tan ardua, y que la incertidum- 
bre del éxito hace fluctuar su resolución; y yo 
pregunto ¿en qué está la incertidumbre? Desen- 
gañémonos: la incertidumbre del éxito no pende 
de una causa necesaria y extraña, sino de nos- 
otros mismos; seamos patriotas, esto es, amemos 
la humanidad, sostengamos los trabajos, pres- 
cindamos de nuestro interés personal y será cler- 
to el éxito de nuestra empresa. Bien sé que hay 
muchas almas generosas, que desembarazadas de 
todo sentimiento servil, no tienen otro impulso 
que el amor a la gloria: éstas no necesitan sino 
de sí mismas para hacer cosas grandes; ellas imi- 
tarán al intrépido romano que inmoló sus pro- 
pios hijos para salvar la patria, y emularán la 
virtud de los 300 espartanos que se sacrificaron 


262 SETEMBRINO E. PEREDA 


en el Paso de las Termópilas por obedecer a sus 
santas leyes, La mano del verdugo, el brazo de 
un déspota, el furor de un pueblo preocupado, na- 
da intimida a los que aman la gloria. Seguros 
de que vivirán eternamente en el corazón de los 
buenos ciudadanos, ellos desprecian la muerte y 
los peligros con tal que la humanidad reporte al- 
guna ventaja de sus esfuerzos. Esta clase de hom- 
bres es la que expulsó de Roma a los Tarquinos, 
la que dió la libertad a la Beocia, a la Tesalia y 
a toda la costa del mar Egeo; la que hizo inde- 
pendiente a la América del Norte, y la que for- 
mará en la del Sud un pueblo de hermanos y de 
héroes (5). 

Todas estas flaquezas y vacilaciones, hijas de 
la pusilanimidad de espíritu y de una inconscien- 
cia iconoclasta, hace que muchos ciudadanos pres- 
cindan de cumplir con sus deberes cívicos o sigan 
los consejos de log audaces, acaparadores de vo- 
tos para fines burocráticos, sin importarles quién 
gobierne ni cómo ha de administrarse el país. De 
esa turbamulta de indiferentes y débiles del inte- 
lecto, semillero de males infinitos, nacen los que 
delinquen contra la Patria, lo mismo que del seno 
de aquellos que Jos convierten en ciegos instru- 
mentos de sus apetitos políticos. 

Pero si los simples ciudadanos son merecedo- 
res de los más severos castigos cuando conspiran 


(5) Bernardo Monteaeudo: “Escritos políticos?”, re- 
copilados y ordenados por Mariano A. Pelliza (1916), 
páginas 47, 48 y 49, 
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contra la independencia o la integridad del Esta- 
do o cuando impulsan o protegen al enemigo en 
una guerra con el extranjero, los empleados pú- 
blicos 0 agentes del Gobierno, no pueden escapar, 
con mayor motivo, a las sanciones de la ley pe- 
nal, Por eso se dispone en el artículo 113, que en 
los casos del 110, se les aplicará la pena de pe- 
nitenciaría por treinta años, o la de muerte, según 
lag circunstancias que concurran en el delito. 

La Comisión redactora del Código Penal daba 
las razones que le movieron a establecerla para 
diversos casos, diciendo sobre el particular lo si- 
eulente: 


““Es conocida la disidencia entre los eriminalistas so- 
bre la abolición de la pena de muerte. En Italia la sos- 
tuvo el Senado, de acuerdo con el Gobierno, en 1873, y 
la sancionó la Cámara de Diputados en el mismo año al 
discutir el Proyecto Vieliani. Los proyectos de los se- 
ñores Mancini, Zanardelli y Savelli la excluyen del cea- 
tálogo de las penas, pero la sustituyen con el ergástu- 
lo, que equivale a la muerte, en cuanto el penado que- 
da para siempre alejado de la sociedad. El primer y 
principal carácter de esa pena, dice el señor Mancini, 
es la perpetuidad, mediante la cual, el condenado que- 
da separado para toda la vida, y sin necesidad de pa- 
tíbulo ni de verdugo, de la sociedad que ofendió, y la 
sociedad queda también garantida para siempre de todo 
peligro por parte de los erandes criminales El ergás- 
tulo debe cumplirse en una isla, lo que, además de au 
mentar extrínsecamente, por lo menos, el terror y la 
eficacia de la pena, hace más difícil la evasión. 

““Se explica, por yso, la abolición en Italia, de la pe- 
na de muerte. Pero donde ésta no puede sustituirse por 
el ergástulo u otra pena semejante, forzoso es mante- 
nerla, como único medio de librar a la sociedad de los 
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grandes e imcorregibles criminales. La solución razoma- 
ble del problema, por ahora, consiste únicamente en re- 
servar la pena de muerte para los crímenes atroces, y 
no aplicarla sino con la mayor disereción.?” 


En el mismo informe se dice: “La Comisión 
cree haber interpretado fielmente las convenien- 
clas y necesidades de la justicia penal en la Re- 
pública, reservando la última pena para los deli- 
tos contra la patria, contra el derecho de gentes 
y contra la vida, cuando van acompañados de eir- 
cunstancias que demuestran en el agente excep- 
cional perversidad?” 

Sin embargo, por ley de 23 de setiembre de 
1907, quedó abolida dicha pena, debiendo impo- 
nerse, en subsidio, la de penitenciaría por tiem- 
po indeterminado, sin que en nineún caso les sea 
dable a los Jueces fijar su duración. 

Ella, además, tendrá como máximum cuarenta 
años, y como mínimum, treinta. Pero vencidos 
estos últimos, los penados podrán solicitar su li- 
bhertad condicional, que será acordada por la AL 
ta Corte de Justicia, después de oídos los infor- 
mes del Director del establecimiento penal res- 
pectivo y el dictamen del Ministerio Público, y 
luego de examinadas las anotaciones de los Re- 
elstros carcelarios que comprueben que durante 
la última mitad de la pena han dado pruebas 
ciertas de buena conducta y corrección moral. No 
obstante, para que sea concedida esa libertad, se 
requerirán cuatro votos conformes, si la Alta 
Corte, o el Tribunal que hiciere sus veces, estu- 
viera compuesto de cinco miembros, y cinco vo- 
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tos s1 se compusiera de sels. Su denegación no 
Priva al penado del derecho de pedirla de nuevo. 

Consecuente con estos mismos fines, se ha eli- 
minado de la nueva Constitución la prerrogativa 
que en el artículo 84, hoy 81, se le confería al Pre- 
sidente de la República para indultar de la pena 
capital en los delitos no exceptuados por las le- 
yes y cuando mediasen graves y poderosos moti- 
vos para ello. 

También, contemplando iguales principios, no 
fieura tampoco, entre las atribuciones privativas 
de la Cámara de Representantes (art, 26, inciso 
2.), la de acusar ante el Senado a ese alto man- 
datario “por delitos que merezcan pena infa- 
mante, o de muerte?”. 

La inconstitucionalidad de la ley referida que- 
da así salvada, puesto que al sancionarse se vio- 
laron dichos preceptos de la vieja Carta Funda- 
mental del Estado. 

El Código Militar Oriental, sancionado el 7 de 
julio de 1884, comprendía entre las penas corpo- 
rales la de muerte. Era preciso, sin embargo, con- 
tar, por lo menos, con las cuatro quintas partes 
de votos de los Tribunales Militares para que ella 
pudiera ser aplicada; pero ninenmna presunción, 
por vehemente que fuera, sería causa bastante 
para su imposición. Dicho castigo, en virtud de 
la ley de 1907, se halla también abrogado por el 
artículo 8.* de ésta, que deroga todas las dispo- 
slielones que se opongan a gus mandatos. 

Empero, la Comisión informante del Código 
Militar no llevó su rigorismo, en lo que respecta 
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a la pena de muerte, a lo estatuído en las anti- 
guas leyes y ordenanzas, que la prodigan en los 
delitos graves, como ella misma lo observa. “En 
los códigos modernos, dice, tanto americanos co- 
mo europeos, apenas si se aplica a delitos graví- 
simos (a Jos cuales se limita también el Proyee- 
to), prefiriéndose para los graves la de presidio 
o penitenciaría, por quince, veinte o hasta trein- 
ta años”, y hace presente que en el redactado por 
Mancini se suprime únicamente en las condicio- 
nes ya conocidas. 

ón consecuencia, podían ser condenados a la 
pena capital los jefes u oficiales y tropa del Ejér- 
cito de línea o de la Guardia Nacional, cuando 
colectivamente pusieran en efectivo peligro la in- 
Jependencia o integridad de la República o cau- 
saren perjuicios considerables; Jos autores o Je- 
fes principales de una rebelión; los instigadores 
o cabezas de un motín; el militar que al frente 
del enemigo rehusase manifiestamente atacarlo, 
defenderse, o cumplir la orden de servicio que su 
superior le hubiese dado; el comandante mili- 
tar de una plaza o puesto militar cualquiera, que 
capitule, haga su entrega, o la abandone al ene- 
migo, sin agotar los medios de defensa y sin 
practicar todo lo que el deber y el honor preseri- 
ben, ete., ete., es decir, únicamente tratándose de 
delitos gravísimos. 

En Ingar de tan severa pena, sólo podrán, aho- 
ra, los Jueces Militares, a igual que los del Cri- 
men, condenar a penitenciaría por tiempo inde- 
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terminado, sin que éste exceda de cuarenta años 
ni sea menor de treinta. 

En cuanto al derecho de gracia que mencio- 
nan los artículos 788, 789 y 793 de ese cuerpo de 
leyes, queda sustituido por la liberación condicio- 
nal, y la pena de penitenciaría reemplaza a la de 
presidio, con los mismos efectos que él le atri- 
buye. 

En los artículos 826, 842 y 849 se enumeran 
los casos en que se comete crimen de traición, re- 
belión y motín, y en los 855 y 866, los demás que 
dejamos indicados. 

En el propio artículo 113 del Código Penal, 
se prescribe también que a los empleados pú- 
blicos o agentes del Gobierno que cometan deli- 
tog contra la Patria, se les aplicará la pena 
penitenciaria de diez y ocho a veinte años y de 
sels a ocho de inhabilitación absoluta, en el caso 
del artículo 111, y penitenciaría de veinticua- 
tro a veintiséis años, con inhabilitación abso- 
luta de ocho a diez, en el caso del artículo 112, de 
que hablaremos más adelante. 

Como se ha visto, cuando son meros ciudada- 
nos los que delinquen, la pena varía entre veinte 
y veintidós años, si el delito consiste en la en- 
trega de la República al extranjero, en la tenta- 
tiva de cercenar con igual propósito una parte de 
suterritorio, etc., ete., y de diez y sels a diez y 
ocho en los demás casos, salvo el previsto en la 
disposición que nos proponemos examinar, que 
es también mayor, mientras que aquel que ejerce 
un cargo de la Nación puede sufrir castigo penl- 
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tenciario hasta de cuarenta años, y antes de la 
ley 23 de setiembre citada, era facultativo de 
los Jueces la condena de muerte subsidiariamente, 
según las cireunstancias y la trascendencia del 
erimen. 

Hse superior rigorismo se ¡justifica perfecta- 
mente, puesto que los depositarios de la confian- 
za del pais, remunerados en sus servicios, para 
que todo se haga en orden, con entera lealtad y 
corrección, en bien del Estado y del pueblo que 
contribuye a su sostén, deben ser los primeros 
en dar el saludable ejemplo de su amor al terru- 
no y del respeto y acatamiento a la magna ley 
de la Nación, que proclama en su artículo 2.” que 
ésta €s y Será para siempre libre e independien- 
te de todo poder extranjero. Los empleados pú- 
blicos, por otra parte, son los que por razón de 
Sus e conocen, Más que nadie, el meca- 
nismo administrativo y las rentas que produce 
cada una de las reparticiones en que actúan; son 
los que recaudan logs impuestos y manejan los 
caudales de esa asociación política común a todos 
los ciudadanos; los que tienen en sus manos, se- 
gún su categoría, los secretos del porvenir de la 
República, los más peligrosos y perjudiciales, 
por ende, sí en lugar de guardar y defender con 
honor los puestos y posiciones alcanzados, te- 
miendo como uno de sus principales títulos ser 
oriundos de aquélla, se muestran infieles a la mis- 
ma y aprovechan las ventajas de su especialísi- 
ma situación para esgrimir contra la Patria las 
armas de la felonía y la perfidia. 
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¿Y cómo podrá preservarse, en lo posible, un 
país cualquiera de semejantes calamidades nacio- 
nales? No sólo cuidando con esmero de la educa- 
ción moral de sus hijos, desde la edad infantil, 
confiada a maestros hábiles y de probadas hue- 
nas costumbres, y de la instrucción cívica noble- 
mente inculcada, sin resabios atávicos, sino tam- 
bién proveyendo los cargos públicos, desde los 
más humildes hasta los de subida categoría, con 
personas honestas y aptas, remuneradas sin ta- 
cañería ni largueza, pero cuyo sueldo les estimu- 
le a tomar con verdadero empeño y cariño la ta- 
rea a su cargo, en lugar de hacerlo con desgano 
y despreocupación, a gulsa de mero modus vi- 
vendi, como sucede la generalidad de las veces, 
puesto que el espíritu de equidad en raras o0ca- 
siones se contempla cuando se trata de los mo- 
destos funcionarios, ni se aplica con rigor la ley 
de justa compensación en los ascensos. 

Observa Zanardelli que si bien son pocas las 
figuras criminosas consideradas en el primer ca- 
pítulo del título primero, libro segundo, del Có- 
digo Penal Italiano, que se refiere a los delitos 
contra la Patria, son éstos, en cambio, bastante 
graves, como los legislados por el nuestro, desde 
que rezan con aquellos que directa o indirecta- 
mente ponen en peligro la unidad, o la indepen- 
dencia del Estado, esos bienes supremos, dice, que 
altamente interesa garantir contra cualquier ata- 
que posible. E a que tal garantía resulte la 
más enérgica y segura, añade, también para que 
de la misma eravedad de las penas con que ame- 
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naza, emerja fuertemente el culto que a esos bie- 
nes consagran y deben consagrar los legisladores 
y el pueblo. 

De ahí que para empezar por el delito máximo 
contra la Patria, como el mismo autor manifies- 
ta, osea el dirigido contra la unidad o la indepen- 
dencia de la misma, estima que la fórmula conci- 
sa en la cual se halla concebido el artículo 93 de 
su Proyecto, que aparece transeripto en el pará- 
grafo 1 del presente capítulo, es la más adecua- 
da para expresar el concepto que determina la 
esencia del delito mismo, y en cuanto a la pena 
del ergástulo, que atendida la suma gravedad del 
delito, ro podía al mismo tiempo conservar sino 
la mág Severa o suprema, que es idéntica a la que 
hiere al delito máximo tratándose de la constitu- 
ción del Estado. 

Es obra, pues, de sano patriotismo proceder 
con mano de hierro contra aquellos que, al revés 
de Artigas, enajenen al yil precio de la traición, 
aunque sea impelidos por la miseria, tan rico 
patrimonio de todos los hombres libres. 


EDIFICANTES EJEMPLOS DE PATRIOTISMO NACIONAL 


En el suelo oriental pueden invocarse hechos 
honrosísimos de consecuencia y de valor, dignos 
de ser imitados por las generaciones del presente 
y del futuro, por austeras que lleguen a ser las 
del mañana, puesto que las relevantes virtudes, 
que dejan hondas huellas en el corazón de los 
pueblos, podrán ser igualadas, pero no sobre- 
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puestas por merecimiento alguno. El pasado, de 
luchas desesperantes por la conservación de la 
vida y la conquista de la libertad, erizado de obs- 
táculos y peligros, de espinas punzantes y desga- 
.rradoras y de crueles incertidumbres, ya no se 
reproducirá con sus anormalidades excepciona- 
les, peculiares de épocas de nacionalidades en 
gestación, a pesar de lo imprevisto y horroroso 
de la reciente contienda europea, en que estuvo 
también comprometida una parte del continente 
americano. 

Log más desconocidos, los menos encumbrados, 
entre los hombres, y las más distinguidas represen- 
tantes del sexo femenino, han legado a la histo- 
ria de la Pat1ia Oriental hechos de sublime abne- 
gación, que debieran grabar en su mente los ciu- 
dadanos en general y difundirse en todas las es- 
cuelas de enseñanza primaria, para que los niños, 
cuandc lleguen a la“edad adulta, procuren imi- 
tarlos si el curso de los acontecimientos así lo 
demandare. 

Fl 20 de enero de 1807, cuando la terrible em- 
boscada de que fueron víctimas de las fuerzas in- 
elesas, en el Cardal, las valerosas tropas que 
guarnecían la plaza de Montevideo, entre los epi- 
sodios heroicos que lustraron las armas de estas 
últimas, puede citarse como un ejemplo edifican- 
tísimo el de un sargento que se hatió a bavoneta 
junto a una zanja hasta caer muerto, y el del por- 
ta Bianqui, que herido en una pierna, se arrastra 
entre el tropel, arranca del asta la bandera, la 
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oculta en su pecho y la salva, salvándose él mis- 
mo como en alas de aquel viento de muerte (6). 

El amor al pabellón que ostenta los colores 
simbólicos del sentimiento nativo, tuvo, pues, una 
sublime exteriorización en ese acto nobilísimo, 
en todos conceptos, loable y digno de eterna re- 
cordación. 

En 1811, durante el asedio de los patriotas a la 
metrópoli uruguaya, entonces en poder de las au- 
toridades hispanas, un hombre del pueblo, que 
sentía arder en sus venas el sacro fuego de la li- 
bertad, aceptó la arriesgada misión de conducir 
comunicaciones para el jefe sitiador, pero no pu- 
do burlar la activa vigilancia de los enemigos de 
nuestra emancipación política y cayó en manos 
de éstos, Le hubiese sido fácil, tal vez, salvar la 
vida entregando dicha correspondencia a sus 
aprehensores y poniéndolos al cabo de cuantos 
datos conocía acerca de los trabajos subversivos 
que se fraguaban. Sin embargo, aquel paisano no 
se hallaba fundido en el molde de los pusilánimes 
ni pertenecía al número de los que se embarcan 
en una causa por mero impresionismo o por bajo 
interés personal. Era oriundo del suelo america- 
no, nacido en las campiñas uruguayas, y anhela- 
ba, como el más conspicuo de sus conterráneos, el 
resurgir de una patria nueva, conquistada por el 
esfuerzo de sus hijos, a fin de no continuar de- 
pendiendo de un monarea que gobernaba desde 
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(6) Eduardo Acevedo Díaz: “Epocas wmilitares?”, 
páginas 28 y 29, 
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lejanas regiones. Resolvió, por ende, comprome- 
ter su existencia antes que prolongarla a costa de 
sus 1deas republicanas y del sacrificio de sus ca- 
maradas, y rompiendo rápidamente esos docu- 
mentos los sepultó para siempre en el estómago. 

Sometido a un consejo de guerra por el jefe 
de la plaza, fué condenado a la liorca; pero con- 
mutada esa pena por la de trescientos azotes, so- 
portó estolcamente tan cruel castigo, sin que se 
lograra arrancarle secreto alguno, pues cuando 
se le prometía suspender la azotalna a condición 
de que declarase la verdad, respondía con pasmo- 
sa entereza de ánimo: “Prefiero morir martiri- 
zado antes que confesar quién me dió esos plie- 
eos y su contenido””. 

Su nombre permanece en el misterio más in- 
sondable, empero no haberse borrado jamás de 
la mente de sus contemporáneos ni de la tradición 
tan edificante ejemplo de- civismo. 

¡Ojalá que este hecho nobilísimo pueda servir 
aleún día de emulación a nuestros conciudadanos 
civiles y militares! 

En el Arroyo Grande (Provincia de Entre 
Ríos), un teniente Acosta, del hatallón número 1 
del ejéreito a las órdenes del general Fructuoso 
Rivera, vencido en ese paraje el 6 de diciembre 
del año 1842, por el de operaciones de  van- 
guardia de la República Argentina, bajo el man- 
do supremo del general Manuel Oribe, condenado 
a la muerte, como muchos de sus compañeros, ex- 
clamó con voz estentórea en el instante en que 
iba a ser sacrificado: ““Mátenme no más, que ma- 
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tan a un oriental que sabe morir como hombre li- 
bre y cuya sangre la vengarán aleún día los orien- 
tales que me sobrevivan”, y expiró gritando: 
“¡Viva la Libertad!” Era portaestandarte, y al 
pretenderse arrancarle la bandera que había ju- 
rado defender hasta sucumbir, se eubrió econ ella, 
y Sólo le fué arrebatada por la violencia (Te 

Se trataba entonces de una guerra nacional y 
no de una lucha intestina, puesto que las fuerzas 
victoriosas obedecían a la voluntad del Goberna- 
dor de Buenos Aires, don Juan Manuel de Rosas, 
y Rivera, en esa época, era el Presidente constl- 
tucional de la República Oriental del Uruguay, 
cuya capital fué sitiada poco después por el ei- 
tado ejército, desde el 16 de febrero de 1843 hasta 
el 8 de octubre de 1851, en que se hizo la paz. Por 
eso incluímos también este caso entre los que fue- 
ron fruto del patriotismo oriental. 

Veamos ahora, por vía de ejemplo, —pues sólo 
en esa forma hemos enunciado los hechos que pre- 
ceden,— la conducta lucidísima de la mujer uru- 
sunya en distintas ocasiones y circunstancias, em- 
pezando por el año de 1825, en que Se reanudaron 
definitivamente los trabajos emancipadores con- 
tra el tutelaje imperial. Resuelta la invasión al 
territorio patrio, varios comisionados de la Jun- 
ta Revolucionaria se lanzaron en procura de 
adhesiones, entre ellos don Manuel Lavalleja, 
don Atanasio Sierra y don Manuel Freire, que si- 


(7) Véanse las páginas 130 y 131, tomo TIL de “E 
ribaldi en el Uruguay”, por el autor. 
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glosamente desembarcaron en la Agraciada, y 
luego de conferenciar con don Tomás Gómez se 
pusieron al habla, guardando las mismas precau- 
clones y reservas, con algunos adictos a su em- 
presa. Doña Josefa Oribe de Contucl, que era 
una patriota entusiasta y decidida, a cuya noticia 
llegaron reservadamente esas tratativas, ofreció 
desde un principio el valioso concurso de sus re- 
laciones y de su influencia, y valiéndose de la ser- 
vidumbre, consiguió comprometer en favor de 
sus designios a los cabos y sargentos del Cuerpo 
de Pernambucanos, que formaba parte de la guar- 
nición de la plaza de Montevideo, y que partían 
buenas migas con los erilados de su entera con- 
fianza. Fué tan hábil en sus maniobras, que hasta 
obtuvo un compromiso escrito de los conjurados 
y la promesa de obedecer a la voz de un jefe 
oriental, que debía venir de Buenos Alres expre- 
samente para asumir su comando en el momento 
oportuno, habiendo sido designado a ese efecto 
el coronel don Pablo Zufriategnul. 

La noble matrona que nos ocupa solicitó tam- 
bién el inmediato envío de aleunos pertrechos bé- 
licos y de los fondos indispensables para atender 
con ellos las más apremiantes exigencias reque- 
ridas por las circunstancias, y los patriotas a 
quienes se dirigió en tal sentido, le remitieron 
tres cajones de munición y el dinero pedido, sien- 
do su conductor don Jerónimo Seiurano (4) Chen- 
topé, en el paquete Pepa, del cual era capitán. 
Tanto los recursos pecuniarios aportados, como 
los elementos de combate a que nos referimos, se 
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debieron a la diligencia y el desprendimiento de 
don Luis Ceferino de la Torre, que tan excelen- 
tes servicios supo prestar más tarde, cual enton- 
ces, a la causa de la independencia y al país una 
vez éste constituído. Las municiones pertenecían 
al Parque Argentino y fueron sacadas de allí sin 
que nadie lo advirtiese ni obstara a su embarque. 

Los plausibles anhelos de la señora Oribe de 
Contuci no tuvieron desgraciadamente la merecl- 
da ejecución, debido en parte a haberse transfe- 
rido la fecha del alzamiento convenido. 

Avisados los sargentos de esta resolución, man- 
tuvieron sigilosamente el plan, pero el 7 de mayo, 
18 días después de la invasión, en momentos de 
coronar la cumbre del Cerrito de la Victoria los 
patriotas, y de provocarse con ese motivo una sa: 
lida de la plaza, aleunas Iimprudencias cometidas 
por log sargentos confabulados, engendraron sos- 
pechas y. determinaron medidas que hicieron 
abortar el plan, siendo presos aleunos de los com- 
prometidos, e ingresando en las filas de los pa- 
triotas otros que pudieron escapar a la persecu- 
ción que se les hizo (8). 

Desde las guerras de la Independencia contra 
los españoles, las mujeres habían dado pruebas 
inequívocas de patriotismo, como las dieron des- 
pués en la lucha contra los portugueses y los hra- 
slleños, además de la señora Oribe de Contuci, 


(8) Luis Revuelta: “La Olótiósa Cruzada" de “los 
Treinta y Tres patriotas orientales””, página 9, 
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doña Ana Monterroso de Lavalleja y doña Ber: 
nardina Fragoso de Rivera, esposas de los gene- 
rales Lavalleja y Rivera, cuya influencia fué de- 
cisiva en más de una ocasión, en pro de los altos 
intereses de la patria, y otras que el olvido ha 
cubierto con su manto de ingratitud (9). 

Durante la Guerra Grande, en que Rosas puso 
en peligro esa misma Independencia, que había 
sido conquistada por los orientales después de 
más de diez y siete años de lucha heroica y teso- 
nera, que empezó en 1811 con Artigas y terminó 
en 1828 con la posesión de las Misiones por Rive- 

- Ya, el bello sexo nacional dió innúmeros ejemplos 
de valor y de su acendrado apego al terruño, co- 
mo lo recuerda Alejandro Dumas en su obra 
““Montevideo o una Nueva Troya”? 

Un día, en 1844, una mujer enlutada se presen- 
ta al Ministro de la Guerra (10) con un jovencito 
de la mano, y le dice, con el corazón oprimido por el 

dolor a la vez que henehido del más puro patrio- 
tismo: “Hoy mi hijo cumple catorce años, y yo 
os lo entrego, a fin de que strva a la patria, como 
sus cuatro hermanos muertos por ella?”. Esta ma- 
dre espartana lo era doña Ramona Luna de Co- 
rrea (11), que al saber la infausta nueva de la 
pérdida de tres hijos en una misma batalla, excla- 
mó casi'muerta por la honda pena que embargara 


(9) Julián O. Miranda: “Apuntes sobre la Historia 
de la República Oriental del Uruguay?””, segundo eur- 
so, sexta edición, página 107. 

(10) Lo era el general Melchor Pacheco y Obes. 

(11) En el original se lee únicamente Correa, 
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E 
su alma: “¿Por qué no tengo otro hijo que ofre- 
cer a la*pátria2?. (192). ; 

El citado escritor francés, agrega en su intere- 
sante obra histórica: “No hay casi nineuna fa- 
milia en Montevideo, que en el largo asedio no 
haya vestido de luto. Pero no hubo desventuras, 
por grandes que fuesen, que hayan hecho dismi- 
nur el patriotismo de la mujer. Aquellas que figu- 
raban en primera línea, por su fortuna o posi- 
ción social, lo fueron también por coraje y sacri- 
ficios. Entre ellas, una digna del incienso real, 
pálida y vestida de negro, y que dirige el Hospi- 
tal de las Señoras Orientales: es Cipriana He- 
rrera de Muñoz, es la esposa de Francisco Joa- 
quín Muñoz, uno de los fundadores de la naciona- 
lidad oriental, —es la madre de Francisco Muñoz, 
teniente coronel muerto por la patria—, es la ma- 
dre de José María Muñoz, uno de los más distin- 
guldos coroneles del Ejército, y la madre también 
de Andrés y Carlos Muñoz, defensores de Monte- 
video. Observadla y la veréis: en el Hospital, eu- 
rar a los heridos del batallón de su hijo; entrar 
después en la casa de la viuda y del huérfano pa- 
ra proporcionarles un consuelo; dirigirle al 
soldado palabras entusiastas para inflamar su va- 
lor; al hombre de Estado, inducirlo a grandes 
propósitos, y si en este afanarse en las obras de 
caridad y de sacrificios truena el cañón, la ma- 
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(12) Dumas, obra citada, páginas 122 y 123, versión 
española por Andrés Muñoz Anaya. 
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dre no temblará por la vida del hijo, pero sí la 
ciudadana por la suerte de la patria”. 

La mujer oriental, sin igual en las virtudes do- 
mésticas y pródigamente dotada por la naturaleza 
de atractivos y encantos innúmeros, de quien con 
Justicia se ha dicho que lleva el cetro de la belleza 
en América, es, pues, otra fuerza poderosa que 
ha actuado en a independencia y desenvol- 
vimiento, habiendo ultrapasado su acción: benéfi- 
ca los reducidos límites del hogar para alcanzar 
los vastos horizontes de la Patria; y relatar los es- 
condidos rasgos de su valor, fuera tarea larga, 
harto difícil (13). 

No cabe, por consiguiente, atenuación alguna en 
los procederes tortuosos de los ciudadanos du- 
rante los días de calma, ni las vacilaciones me- 
drosas en las horas de ruda brega, ni mucho me- 
nos todavía la traición a la patria. Los reos de 
este delito, serían también dienos, entre nosotros, 
ya que se ha abolido la pena de muerte, de la del 
ergástulo que rige en Italia, si por desgracia hu- 
hiese aleuna vez “traidores en el país. 


TI 
Violación de la Constitución 
¡Fl artículo 112 del mismo Código Penal, esta- 


blece que será castigado con veinte a veintidós 


(13) Daniel García Acevedo: De un discurso pro- 
nunciado en la ciudad de Minas con motivo de una 
conmemoración patriótica. 
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años de penitenciaría y seis a ocho de inhabilita- 
ción absoluta, el ciudadano que atentare o presta- 
re medios para atentar contra la Constitución de 
la República, y que habrá atentado cuando se eJje- 
cuten actos encaminados directamente a infringir, 
por fuerza o violencia, los artículos 13 o 14 de di- 
cho Código Político. Los de la Constitución de 
1830, que son los que se citan, corr esponden hoy 
a lod números 14 y 15, no han sido modificados y 
rezan así: “14. La República Oriental del Uru- 
guay adopta para su gobierno la forma democrá- 
tica representativa.—15. Delega al efecto el ejer- 
cicio de su soberanía en los tres Altos Poderes, 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial”. 

El artículo 175, antes 151, dice a su vez lo si- 
guiente acerca del indicado delito: ““El que aten- 
tare o prestare medios para atentar contra la 
presente Constitución, después de sancionada y 
publicada, será reputado, juzgado y castigado 
como reo de lesa nación??. 

La vaguedad de esta disposición provocaba va- 
rias cuestiones que han sido resueltas por el Có- 
digo Penal. La primera de ellas versaba sobre lo 
que debía entenderse por atentado; palabra que, 
según la doctrina trancesa, no a sólo el 
hecho consumado, sino todo principio de ejecu- 
ción de un crimen contra la seguridad del Estado, 
de donde aleunos deducían que estaban compren- 
didos en el atentado hasta los actos preparato- 
rios. El Código evita toda duda al respecto, com- 
prendiendo sólo en el atentado los actos encami- 


¿ie “el 
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nados directamente al crimen, es decir, la tentati- 
va, el delito frustrado y el consumado (14). 

Sin embargo, si por atentar,—que es el voca- 
blo empleado por la Constitución, — se entiende 
tentar o cometer algún delito, como lo define el 
diccionario de la lengua, e ¿intentar significa te- 
ner ánimo de hacer alguna cosa, nuestros codifi- 
cadores han dado una interpretación errónea a 
esa palabra. 

Se usa también en el sentido de emprender o 
ejecutar alguna cosa contra las disposiciones de 
las leyes; y asi, cuando decimos,—como lo mani- 
fiesta un eminente comentarista, —que uno aten- 
ta a la vida o contra la vida de otro, queremos de- 
elr que intenta quitarle la vida o que maquina 
contra ella. 

Con arreglo a esta segunda acepción, de estrie- 
to carácter jurídico, resulta igualmente equivoca- 
do el criterio legal con que ha sido apreciado el 
pensamiento de los constituyentes de 1830, 

Téngase en cuenta también que el artículo 175 
no sólo habla del que atentare, sino igualmente 
del que prestare medios para cometer el atenta- 
do. ““Para atentar contra la presente Constitu- 
ción??, son sus palabras. 

Se comprende, por consiguiente, tanto el pro- 
pósito exteriorizado de ejecutar por sí mismo el 
delito y el hecho de ejecutarlo, que son dos actos 


(14) Alfredo Vásquez Acevedo. “Concordancias y 
anotaciones al Código Penal de la República O. del 
Uruguay””, página 112, 


? 


282 SETEMBRINO E. PEREDA 


distintos, como el auxilio que se preste, en cual- 
quier forma, para llevar a cabo esa punible idea. 

Del antiguo artículo constitucional, sólo ha sido 
suprimida la voz jurada, por innecesaria, puesto 
que las reformas y ampliaciones introducidas en 
1917 a la Constitución Nacional no pasaron por 
este requisito, esencialísimo únicamente al reción 
organizarse el país en forma solemne y estable. 

La otra cuestión que provocaba la disposición 
constitucional, consistía en saber si bastaba para 
constituir atentado contra la Carta Fundamen- 
tal la infracción de cualquiera de sus disposicio- 
nes, O sl se necesitaba la infracción de una dispo- 
sición de importancia capital. También ha queda- 
do resuelta esta otra cuestión, estableciéndose, de 
acuerdo con otros códigos, que sólo existe pro- 
plamente atentado contra la Constitución cuando 
se realizan actos encaminados directamente a in- 
fringlr, por fuerza o violencia, los artículos 14 y 
15 de la misma, esto es, a modificar la forma de 
gobierno, o a concentrar en las manos de una 
sola persona los tres Altos Poderes en quienes 
está delegado el ejercicio de la soberanía nacio- 
nal (15). ea y 

¿Y acaso no se violan también los citados pre- 
ceptos constitucionales impidiendo al Presidente 
de la República, o. a quien haga sus veces Malas 
Cámaras Legislativas o a la Alta Corte de Justi- 


cia, el libre ejercicio de sus funciones? Nosotros 


o 


(15) Ibídem. 
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ovpinamos afirmativamente, desie que al inte- 
rrumpirse la acción regular de cualesquiera de 
esas tres entidades políticas, (hoy añadido el 
Consejo Nacional de Administración, como parte 
integrante del Ejecutivo), que ejercen conjunta- 
mente, por delegación, la soberanía del Estado, 
se entorpece ¿pso facto el juego armónico de las 
instituciones. El atentado contra la Constitución 
se produce, por consiguiente, en todos y vada uno 
de esos casos castigados por el artículo 119 del 
Código Penal con la benigna pena de quince a 
diez y ocho meses de prisión (16), puesto que se 
está entonces en presencia de una situación anort- 
mal, sin que sea impreseindible un vueleo con. 
pleto de ella,—un gobierno de hecho, por ejem- 
plo,—para que se consideren infringidas, “por 
fuerza o violencia”?”, las mencionadas disposicio- 
nes de nuestra Carta Fundamental. | 

El Código Militar califica, en su artículo 842, 
de reos de rebelión a los militares que en número 
de cuatro o más se alcen armados en abierta hos- 
tilidad contra el Gobierno de la Nación para cua- 
lesquiera de los objetos siguientes: 

1. Destrulr la Constitución del Estado o cam- 
biar la forma de gobierno. 

2. Despojar al Presidente de la República de 
su autoridad o privarle de su libertad personal. 


(16) Se establecía de cuatro a cineo años de destie- 
rro; pero la ley de 6 de noviembre de 1911, reduce el 
castigo, estableciendo de quince a diez y ocho meses de 
prisión. 
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9. Varlar el orden legítimo de «sucesión de 
mando impidiendo que se encargue del gobierno 
del país aquel a quien corresponda, en virtud de 
nombramiento legal efectuado por la Asamblea 
General en la forma que dispone la Constitución 
del Estado. 

4.” Usar y ejercer en sí, o despojar al Presiden- 
te de las prerrogativas que la Constitución le 
concede, o coartarle la libertad en su ejercicio, 

9." Impedir la celebración de las elecciones para 
diputados y senadores, o la reunión legítima del 
Cuerpo Legislativo. 

6. Disolver las Cámaras o impedir la delibera- 
ción de alguno de los Cuerpos colegisladores, o 
arrancarles alguna resolución. 

Con arreglo al artículo 843, la rebelión podía 
ser castigada con la pena de muerte, tratándose 
de los autores o jefes principales de la misma. 
ln cuanto a los que ejercen un mando subalterno, 
sólo serán condenados de cinco a diez años de 
presidio o penitenciaría, y los meros ejecutores, 
de dos a cinco. 

El Código Penal considera reos de sedición, 
entre otros, a los que, sin desconocer al Gobierno 
constituído, se alzan pública y tumultuosamente 
para lograr, por fuerza o violencia, impedir, por 
actos directos, la promulgación o ejecución de las 
leyes, o la celebración de las elecciones en alguno 
Oo algunos de los departamentos, como, asimismo, 
obstar a que las autoridades ejerzan libremente 
sus funciones, o hagan cumplir sus providencias 
administrativas o judiciales, siendo penados con 
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nueve a doce meses de prisión, conforme a la ley 
6 de noviembre de 1911, que suprime el castigo de 
destierro, consistente hasta esa fecha en tres o 
cuatro años en estos y demás casos enumerados 
en el artículo 121. 

La gravedad del delito no es igual, ciertamente, 
cuando se atenta contra la forma constitucional, 
realizando o tratando de efectuar en ella un cam- 
bio brusco, como pasaría si se convirtiese o inten- 
tara transformarse una república en un imperio 
o viceversa, apelándose a medios violentos, que 
cuando se lesiona alguno de los Altos Poderes del 
país, interrumpiendo su marcha normal unifor- 
me, o los tres juntos, si recurriese a un golpe de 
Estado, como ha sucedido, desgraciadamente, en- 
tre nosotros en distintas épocas de la existencia 
nacional; pero no creemos que el artículo 175 de 
la Constitución quepa interpretarse tan sólo con 
las estrechas limitaciones que le concede el Códi- 
go Penal en el párrafo segundo del artículo 112, 
puesto que si no se altera con fines de futuro, o 
sea, con carácter permanente, sino transitorio y 
eventual, el régimen político, no por eso deja de 
ser herida en lo más hondo la ley madre con el 
entorpecimiento de uno solo de los organismos oO 
entes jurídicos instituídos por ella a nombre y en 
representación del pueblo soberano. 

No deben confundirse, sin embargo, los moti- 
nes cuarteleros, como el que depuso el 15 de ene- 
ro de 1875 al Presidente electo el 1." de marzo de 
1873, para suplantarlo por una hechura de los je- 
fes de los cuerpos de línea de guarnición en 
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Montevideo, bajo el título de Gobernador Provi- 
sorio, subvirtiendo todos los principios constitu- 
cionales y de moral política, con las revoluciones 
populares, como la estallada en mayo de ese mis- 
mo año, tendiente a encarrilar el país en la vía de 
la legalidad, conocida con el nombre de Tricolor, o 
como la de marzo de 1886, denominada impropla- 
mente del Quebracho, puesto que el pasaje se 
ofectuó en el puerto del saladero Guaviyú el 28 de 
dicho mes y hubo dos reñidos combates posterior- 
mente: el primero de ellos, el día 30, a orillas del 
arroyo Quebracho, ¿jurisdicción de Paysandú, 
siendo allí derrotado el ejército del Gobier- 
10, y el segundo, el 31, en Palmares de Soto, 
en que la fortuna favoreció la las armas de este 
último y dió en tierra con aquel movimiento rei- 
vindicatorio de los derechos del ciudadano, tan 
torpemente burlados y escarnecidos desde la caí- 
da del doctor Ellauri. A los elementos civiles le- 
vantiscos, con razón o sin ella, se les puede y debe 
contemplar en lo posible, aunque no se acepten 
sus imposiciones banderizas,—ya que son éstas las 
que con mayor frecuencia alteran la paz pública, 
—puesto que el pueblo, bien o mal inspirado, es 
al fin y al cabo dueño de sí mismo y el que, por 
una ficción jurídica, delega su soberanía en las 
supremas autoridades de la Nación; pero de nin- 
gún modo a los depositarios de la fuerza pública, 
llamados por ministerio de la ley y la naturaleza 
de sus funciones a earantir el orden y velar por 
la integridad territorial. Si a los motineros de la 
referencia se les hubiese castigado con la severi- 
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dad a que se hicieron acreedores, la República no 
habría pasado por las crueles alternativas de su- 
cesores impuestos por mandatarios exentos de ci- 
vismo, y Lorenzo Latorre, cabecilla principal de 
ese crimen de lesa patria, no habría ocupado 
constitucionalmente, el 1.* de marzo de 1879, “el 
sillón que honrara Joaquín Suárez desde el 4 de 
febrero de 1843 hasta el 15 de ese mismo mes co- 
rrespondiente al año 1852. | 

Kn las repúblicas sudamericanas se olvidan o 
perdonan fácilmente los sangrientos agravios de 
sus malos hijos, y en lo que atañe a las del Río 
de la Plata, sólo dos ejemplos de altivez cabe in- 
vocarse: uno de ellos acaecido en nuestro país, al 
cerrarle para siempre las puertas de la Patria al 
referido gobernante, que se vió compelido a vivir 
y morir en Buenos Aires, y el otro, en la Argen- 
tina, con el eterno ostracismo en Inglaterra de 
Juan Manuel de Rosas, cuyo omnímodo poder en- 
contró su tumba en el palomar de Caseros. Sin 
embargo, el coronel Latorre, antes de ser Presi- 
dente había ejercido la dictadura por espacio de 
tres años, desdé el 10 de marzo de 1876, en que la 
población nacional y extranjera de Montevideo lo 
proclamó Gobernador Provisorio del Estado, en 
reemplazo de don Pedro Varela, que el 15 de ene- 
ro de 1875 ocupó ese cargo por resolución de los 
jefes del motín militar, y que el 22 del propio 
mes y año había sido desienado por la Asamblea 
¡Presidente Constitucional de la República ! Vare- 
la, a quien aún le faltaban más de once meses para 
terminar el período complementario, al ser de- 
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puesto en forma tan violenta como lo fuera su an- 
tecesor, primeramente refugióse en un Consula- 
do, y luego en una nave de guerra extranjera, a 
fin de librarse de los efectos de aquella llamada 
revolución popular, que no era otra cosa, en rea- 
lidad, sino un acto de sumisión a la fuerza brutal 
imperante. Pero la expatriación de Latorre, ¡tris- 
te es confesarlo! recién tuvo lugar después que, 
en marzo de 1880, renunció la primera magistra- 
tura del país, ausentándose en seguida y de- 
clarándonos imgobernables, a pesar de que du- 
rante su dominio únicamente se rigió por las dis- 
posiciones que le dictara su voluntad soberana. 
Y en cuanto al déspota argentino, todos sabemos 
que ensangrentó su Patria sin reposo, principal- 
mente desde 1835,—en que asumió el gobierno de 
la Provincia de Buenos Aires, —aunque, justo es 
consignarlo, con la tenaz resistencia de muchos 
de sus más valiosos elementos representativos, 
civiles y militares, dentro y fuera de su territo- 
rio, hasta la hora memorable de su ruidosa caída, 
sin que encontrara eco, sin embargo, la propa- 
ganda ardiente de José Rivera Indarte, que inti- 
tuló el Apéndice de sus ““Tablas de sangre”? con 
estas sugerentes palabras: ““Es acción santa ma- 
taria Rosas y 

¡Seamos benevolentes con los errores de los 
hombres, cuando éstos persiguen un noble fin, 
pero a la vez implacables para con los malvados 


(17) El escrito a que aludimos, figura en la página 
360 y siguientes de sú obra “Rosas y sus opositores””, 
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de todas las categorías, sobre todo de alto cotur- 
10, y sea cual fuere el punto del Universo en que 
habiten, que sólo obrando con rectitud y energía 
será dable cooperar eficazmente a la extirpación 
de los males que azotan a la Humanidad! 


CASOS QUE PUEDEN PRODUCIRSE 


Sin embargo de lo expuesto acerca de lo que se 
entiende por atentar contra la Constitución y de 
las penas establecidas en el Código que legisla al 
respecto, cabe entrar en algunas otras considera- 
ciones referentes a la violación de aquélla en ge- 
neral, tratándose de los elevados funcionarios 
aludidos en su artículo 25. 

¿Procede o no el juicio político cuando el Presi: 
dente de la República, en caso de guerra, asume 
en persona el mando de las fuerzas nacionales, 
sin la expresa autorización de la Asamblea (re- 
neral o contra la voluntad de ésta? 

¿Incurre o no, el mismo, en delito sl se rige 
por un presupuesto no aprobado o  reprobado 
por el Poder Legislativo? 

¿Cae oO no en responsabilidad si desacata las 
resoluciones de dicho alto Cuerpo en los conflie- 
tos de jurisdicción suscitados entre él y el Conse- 
jo Nacional de Admmistración ? 

¿No se hace igualmente pasible de pena sl 
coarta a su arbitrio las garantías individuales, o 
declara al país, o a una de sus poblaciones, en 
estado de sitio, sin previa anuencia o contraria- 
mente a lo que determine el Parlamento, o la 
Comisión Permanente en su receso? 


19 


290 SETEMBRINO E. PLREDA 

. ¿Puede o no la Cámara de Representantes 
ejercer el derecho de acusar ante el Senado si 
log miembros del Ejecutivo desconocen las sen- 
tencias judiciales reiteradamente y con temera- 
ria malicia, con grave menoscabo de los fueros 
del Poder Judicial y descrédito de éste? 

La respuesta a todo este cuestionario tiene 
que ser afirmativa, puesto que los casos plantea- 
dos son violatorios de la Constitución, como será 
también ella infringida vulnerándose el resto de 
sus disposiciones, sea cual fuere su importancia, 
ya que en el inciso 2.* del artículo 25 mo a 
excepción de naturaleza alguna. Pero como el 
Juicio político es un instrumento demasiado po- 
deroso, aunque muy legítimo, de que se halla “ar- 
mada esa rama de la Legislatura Nacional, con- 
viene obrar con parsimonia y no hacer uso de 
esa facultad sino en casos extremos, cuando se 
abrigue la profunda convicción de que se trata 
de un propósito preconcebido y merguado y no 
Se dan las explicaciones satisfactorias demanda- 
Cas por el Parlamento, interpelado al efecto el 
Ministro respectivo, o requerido en persona el 
Presidente de la República a pronunciarse por 
escrito. 


100) 
Malversación de fondos públicos 


El Código Penal uruguayo le da una denomi- 
nación distinta al delito que nuestra Carta Fun- 
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damental califica de malversación de fondos pú- 
blicos, pues le llama peculado, lo mismo que en 
el italiano y en las legislaciones que de él deri- 
van, conservándole su etimología latina, como lo 
recuerda con mucha propiedad el doctor José 
lrureta Goyena en una de sus notables lecciones 
dadas en las aulas de la Universidad de la Re- 
pública, en su calidad de catedrático de la mate- 
ria. | 

En el Código Español (Título V, capítulo X) 
se le distingue con el nombre de malversación de 
caudales públicos, o sea, como se establece en el 
artículo 25 de nuestra Ley Magna, desde que 
fondos y caudales, pueden reputarse voces sinó- 
nimas a los fines que en ambos casos responden, 
puesto que caudal, conforme al vocabulario caste- 
llano, quiere decir hacienda, dinero, y la palabra 
fondo, entre otras acepciones, siemifica caudal o 
conjunto de bienes, si bien refiriéndose al que 
posee aleuna persona. Caudales públicos o fon- 
dos públicos, equivale lo mismo, en consecuencia, 
por más que estimamos más propio el primero 
de esos dos vocablos, 

En la Argentina se emplean iguales términos 
que en la legislación de la madre patria, debajo 
del capítulo octavo de la sección primera del li- 
bro segundo, que se ocupa de los delitos y sus 
penas. 

El artículo 168 del Código oriental establece 
sobre este particular lo siguiente, en el incl- 
so 1.*: “El funcionario público que sustrajere, o 
hurtare dinero, efectos, mercancías, documerntos 
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de crédito, valores u otras cosas muebles del Es- 
tado o particulares, cuya administración, recau- 
dación o custodia, tuviere por razón de su oficio 
o comisión, o que dispusiere de los mismos valo- 
res O COSAS para usos propios y AJenos, será cas- 
tigado con cuatro a seis años de penitenciaría, y 
cuatro a sels años de inhabilitación especial”. 

El Código español, legislando sobre lo mISMO, 
dice así en el artículo 405: “El funcionario pú- 
blico que por razón de sus funciones, teniendo a 
su cargo caudales o efectos públicos, los sustra- 
Jere o consintiera que otros los sustralean, será 
castigado””, ete., ete, 

ll Código argentino estatuye, a su vez, en el 
artículo 267, reformado: **2.2 El funcionario pú- 
blico que diere aplicación privada, por cualquier 
acto de disposición o apropiación, en beneficio 
propio o de terceros, a caudales o efectos cuya 
admimstración, percepción o custodia le haya si- 
do confiada por razón de su cargo, será castiga- 
dor ete, mete: | 

Debe revestir, pues, el carácter de funcionario 
público la persona que cometa peculado, esto es, 
que malverse los fondos o caudales de la Nación, 
para que se le tenga por incursa en ese delito. 

¿Y qué se entiende por funcionario público? 
“Para los efectos de este Código”?, se lee en el 
artículo 195 de nuestra ley penal, “se reputan 
funcionariog públicos todos los que desempeñan 
un cargo público, retribuído o gratuito, en la ad- 
ministración del Estado??. 

Observa el doctor Trureta Goyena, en su cita- 
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do estudio, que esta definición legal no hace más 
que alejar el problema, pues de inmediato ocu- 
rre preguntarse también ¿qué es la admimnistra- 
ción del Estado? y agrega que tanto la jurispru- 
dencia como los tratadistas proponen para esta 
cuestión tres soluciones diferentes, que enumera 
así: | 

1.* Con un criterio amplio, puede decirse que 
la administración del Estado está  constituída 
por todo el organismo administrativo. Serían, 
pues, funcionarios públicos, lo mismo los em- 
pleados municipales que los nacionales, y caerían 
dentro de la definición del artículo 195 cualquie- 
ra que fuese el Poder de que dependieran. 

2. En una segunda interpretación se descar- 
tan los empleados municipales y los dependien- 
tes del Poder Legislativo, recibiendo el nombre 
de funcionarios públicos los que dependen de los 
poderes Ejecutivo y Judicial, con exclusión de 
todos los demás. | 

3.2 Según esta última opinión, se reserva el 
nombre de funcionario público a los que depen- 
den del Poder Ejecutivo, basándose en que este 
Poder es el único del Estado que merezca el títu- 
lo de Poder Administrador (18). 

¿Y cuál de estas tres opiniones o sentencias 
debe aceptarse como la más valedera? ln con- 
cepto del mismo, debe darse preferencia a la pri- 
meramente enunciada, “puesto que el término 


(18) “Revista de Derecho y Ciencias Sociales”, nú- 
mero 2, 
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administración del Estado es muy elástico, pu- 
diendo tener más de un sentido; y, ya que la ley 
no distingue, deben ser comprendidos en él todos 
los empleados, desde los porteros y agentes poli- 
ciales hasta los Jueces y legisladores?” 

Se hace cargo, además, de la duda que pudiera 
suscitarse acerca de si el Poder Legislativo “es 
o no administrador”, y recuerda, para dilucidar- 
la en sentido afirmativo, que la Asamblea Cons- 
tituyente de 1830 “resolvió implícitamente este 
punto al declarar, en el artículo 26 (hoy 25) de 
la Carta Fundamental, que los miembros de am- 
bas Cámaras pueden ser enjuiciados por malver- 
sación de caudales públicos, es decir, por pecu- 
lado””. 

Compartimos por entero esta interpretación 
del doctor Irureta Goyena, siendo sensible, sin 
embargo, que los autores de nuestro Código Pe- 
nal no se hayan referido con toda claridad a los 
funcionarios públicos que menciona expresamen- 
te el precepto magno invocado, ya que no existe 
ninguna ley especial que regule la materia, en 
vez de involucrar entre todos ellos, como lo hace, 
al Poder Ejecutivo y sus Ministros, a los miem- 
bros de ambas Cámaras y de la Alta Corte de 
Justicia, que por la forma de su elección, la par- 
ticularidad del cometido que ejercen y las est 
ponsabilidades inherentes al mismo, no pueden 
confundirse con los demás encargados o impul- 
sores de la administración nacional, máxime con 
los senadores y Trepresentantes, que no perci- 
hen sueldo, sino una asignación mensual durante 
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el término de su mandato, antes en forma de die- 
tas, compensación que debe serles satisfecha 
con absoluta independencia del Poder Ejecutivo, 
de acuerdo con el artículo 35 de la Constitución 
reformada, que es idéntico, en este punto, al 37 
de la antigua. 

El delito que nos ocupa, llamado así, —según 
lo manifiesta Carmienani en su obra “Elementi 
di diritto criminale””,—de la palabra pecus, ga- 
nado, porque en esto consistía la riqueza de los 
antiguos, es el hurto de dinero público o sagra- 
do, cometido por el que lo poseía sin riesgo pro- 
pio. Y Carrara lo define diciendo en su estu- 
dio intitulado “Programma””, que es la apropia- 
ción de cosa pública cometida por persona reves- 
tida de cargo público, a la cual, por razón del 
mismo, había sido entregada la cosa apropiada 
con la obligación de conservarla y restituirla. 

Además, Adolfo Zerboglio hace notar, en su 
““Trattato di Diritto Penale”?, que el peculado 
tiene mucha afinidad con otros delitos, como ser 
el hurto y la apropiación indebida, de los cuales 
se distingue principalmente por la calidad de 
oficial público del autor y por la calidad de cosas 
tenidas por razón de su cargo en los objetos so- 
bre los cuales recae el delito. 

El artículo 168 del Código italiano reza así, le- 
oislando sobre el mismo asunto: **El oficial pú- 
blico que sustrae o distrae dinero u otra cos: 
mueble de la que tenga, por razón de su cargo, la 
administración, exacción o eustodia, es castiga- 
do con la privación perpetua de cargos públicos, 
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con la reclusión de tres a diez años y con la mul- 
ta no Inferior a trescientas liras””. Y en el 207, 
declara que, a los efectos de la ley penal. son con- 
siderados oficiales públicos : 

1. Los que revisten funciones públicas, aun 
provisorias, estipendiadas o gratuitas, en servi- 
clo del Estado, de las provincias o de los Muni- 
cipios, o de una institución sujeta por ley a la tu- 
tela del Estado, de una provincia o Je un auna 
c1plo. 

2. Los notarios. 

3.” Los agentes de la fuerza pública y los ugie- 
res adseriptos al orden judicial. 

A los oficiales públicos son equiparados, para 
los mismos efectos, los Jurados, los árbitros, los 
peritos, los intérpretes y los testigos, durante el 
tiempo en que ejercen sus funciones. 

En cuanto a Zanardelli, de cuyo proyecto tie- 
ne origen el artículo 168 del Código Penal orien- 
tal, define este delito en el artículo 144, concebi- 
do así: “*Il pubblico ufficiale che sottráe o trafu- 
ga danaro, derrate merci, carte di credito, valo- 
ri od altre cose mobile di eni egli abbia, per ra- 
gione del suo ufficio, l'amministrazione, l'esazio- 
ne O la custodia, é punito con la prigionia da sei 
a diecl anni?” 

Resulta, pues, que para que exista el delito de 
peculado, es menester que la persona que dispon- 
ga de los objetos que se enumeran en la disposi- 
ción que nos ocupa haya dispuesto de ellos  te- 
niéndolos bajo su custodia por razón de su oficio. 

Al doctor Trureta Goyena no le parece  hien 
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empleada esta última palabra, que debe  enten- 
derse, según él, en el sentido de función, y atribu- 
ye su empleo a un error de traducción del voca- 
blo ufficio, que en italiano significa función. 

No cabe duda: que al decirse oficio no se 
expresa a primera vista con toda precisión la 
mente del legislador, puesto que esa voz tiene 
diversas acepciones; pero de ello no se infiere 
lógicamente que se haya interpretado con infide- 
lidad el vocablo italiano, máxime cuando en 
nuestra propia lengua es él también aplicable a 
distintas funciones jurídicas y en la italiana se 
dice mestiere, para aludir a un oficio o profesión. 

¿Está acaso mal dicho, cuando en la Gramáti- 
ca de la Academia se emplea en los ejemplos que 
pasamos a citar?: ““Propónese, por tanto, ense- 
ñar a conocer el valor y oficio de las palabras 
(página 6). Clasificando las palabras por las 
ideas que representan, o por el oficio que en la 
oración hacen, se reducen todas a diez clases 
(página 8)... para indicar que ejercen en la 
oración oficio de nombre”” (página 12). 

En todos estos casos, la palabra oficio desem- 
peña el rol de función. Por consiguiente, si bien 
habría convenido traducir ufficio por función o 
cargo, no creemos que en la práctica ofrezca la 
menor duda el alcance estricto del vocablo de la 
referencia empleado en el artículo 168 por el co- 
dificador oriental. 

También existen otras sanciones penales,  se- 
eún sean las cirennstancias en que se cometa el 
delito o el valor de las cosas de que se hubiere 
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dispuesto indebida y premeditadamente; pero 
omitimos señalarlas, porque al ocuparnos de este 
delito, que menciona especialmente la Constitu- 
ción, lo hacemos con el solo propósito de clasifi- 
carlo a los fines pertinentes. El Código Penal, 
por otra parte, como ya lo hémos expresado, SI 
bien lo define, no lo puntualiza en cuanto atañe 
a los altos funcionarios de que aquélla habla. 
Comentando Pincherli la disposición italiana 
análoga a la nuestra, dice que es propio de los 
pueblos sensatos ser inexorable con los emplea- 
dos públicos que, hollando sus mandatos, come- 
ten de cualquier manera arbitrariedades, abusos 
y delitos, aprovechándose del poder de que dis- 
ponen y de la confianza que el Estado, la admi- 
nistración pública y los ciudadanos depositan en 
ellos, y añade que la ley de Solón, que castigaba 
con la pena de muerte al arconte que fuese en- 
contrado ebrio, la severidad de las leyes Calpur- 
nias, Cornelias y Julias en los tiempos de Roma 
republicana, las garantías con que los Estatutos 
de las Comunas italianas rodean el ejercicio de 
las funciones públicas, son ejemplos solemnes de 
la solicitud celosa con que fueron siempre euar- 
dados los empleos públicos en los pueblos libres. 
Las leyes, como la moral, deben contribuir a 
motigerar las costumbres, premiando las virtu- 
des y las obras de progreso, y castigando, sin 
contemporizaciones hijas de una sensiblería ra- 
yana en la complicidad, todo delito perturbador 
de la buena marcha social y cuya tolerancia, por 
parte de la Justicia, pueda servir de estímulo 
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para que cunda el mal ejemplo, en vez de freno 
al desborde de la delincuencia. Si se enjuicia y 
pena a los particulares que se hacen reos de ro- 
bo, hurto, abigeato y estafa, puesto que no es po- 
sible dejar librados los bienes y la buena fe del 
hombre a la astucia maligna ni a la rapacidad de 
los aprendices o profesionales en la escuela del 
vicio, se debe ger implacable con los funcionarios 
públicos que malversan los caudales de la Nación 
confiados a su custodia, ya que la corrupción que 
viene de las alturas, si no hay un poderoso di- 
que que la detenga, puede convertirse en un sls- 
tema administrativo que todo lo contamine y lo 
subvierta. 

Cabría, por esto mismo, imponer sanciones 
aún más severas para los casos relativos a los 
miembros del Poder Ejecutivo, de la Suprema 
Corte y del Parlamento, porque nadie más obli- 
gado que ellos a ser modelos de rectitud y hon- 
radez, 


IV 


La concusión 


Los artículos 171 y 172 del Código Penal orien- 
tal que se ocupan de la concusión y de sus penas, 
han sido también inspirados en el Proyecto de 
Zanardelli, que legisla al respecto en los núme- 
ros 147 y 148. Antes, pues, de dar a saber las dis- 
posiciones aludidas, conviene que se conozca la 
naturaleza y el alcance de este delito, y nada más 
propio para ilustrar la materia, que apelar a la 
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autorizada palabra de su ilustre mentor, quien 
se expresa como sigue, en el título III de su expo- 
sición de motivos: 


“Cuando se emplea por particulares el medio del te- 
mor para apoderarse de cosas ajenas, se realiza el de- 
lito de extorsión. Cuando el temor que se infunde con 
el criminal propósito de luerar en provecho propio, de- 
riva de un abuso de autoridad pública (metus publicoe 
potestatis), entonces se produce el delito que lleva en 
doctrina y legislación el nombre de concustón. 

“Las formas de este delito son dos: la doctrina las 
clasifica con el nombre de concusión explícita y de con- 
cusión implícita, y se hallan agrupadas en el artículo 
215 del Código Penal de 1859, y claramente deseriptas 
en los artículos 181 y 182 del Código Penal Toscano. 
La primera y la más grave existe cuando el oficial o 
empleado público compele a aleuno a darle o prometer- 
le indebidamente a él o a un tercero, dinero o cualquier 
oíro provecho. La segunda y la menos grave, ocurre 
cuando el empleado, en vez de amenazar a cara descu- 
bierta, se vale, abusando de su posición, de artificios o 
engaños para inducir a alguno a que le dé o prometa 
a él o a un tercero, lo que no le es debido, o que con el 
mismo fin se prevale del error de otro.”” 


La concusión, que se origina de la palabra con- 
cutere, como lo dice Carmignani, significa pro- 
Plamente la sacudida que se da a un árbol para 
recoger la fruta que de él cae, y el mismo autor 
agrega que es un delito consistente en la extorsión 
de alguna cosa por medio del temor injustamente 
infundido por una potestad o decisión propla o ex- 
traña, de modo que la persona atemorizada, no 


por otra causa sino por sustraerse al mal con 
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que se le amenaza, se presta a la indebida presta- 
ción de la cosa (19). 

Jl artículo 171, castiga con quince a diez y 
ocho meses de prisión y dos a cuatro años de in- 
habilitación especial, al funcionario público que, 
abusando de su empleo, compeliere u obligare 
a alguno a dar o prometer indebidamente a él 
v a un tercero, dinero u otro provecho cual- 
quiera; pero si la suma o provecho indebida- 
mente dado o prometido no excediese de doscien- 
tos pesos, dicha pena será disminuída de uno a 
«los grados; y el 172, pune con doce a quince me- 
ses de prisión y dos a cuatro años de inhabilita- 
ción especial, al mismo, siempre que indujere a 
alguno a suministrar, proporcionar a ól o a un 
tercero, lo que no se le debe, o que, con el mismo 
fin, se prevaliese del error de otro; siendo tam- 
bién aplicable a este caso lo dispuesto en la pat- 
te final de la anterior disposición. 

En la antiguedad parecía dársele a este «delito 
mayor importancia que en nuestros días, puesto 
gue las penas aplicadas entonces a los coneusto- 
narios revestían sanciones morales y legales mu- 
cho más severas que al presente. En Grecia, ver- 
bigracia, existían tres clases distintas de puni- 
clones, aplicable cada una de ellas con arreglo a 
las cireunstancias y la calidad del delincuente, y 
consistían en dinero, que era la más benigna por 
sus efectos intrínsecos; en la degradación cívica, 
más terrible que la muerte para los que consetr- 


(19) Obra citada, página 290. 
Y, 
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van en su corazón un átomo siquiera de digni- 
dad, y en el ajusticiamiento, que hoy se tiende a 
suprimir de todas las legislaciones del mundo 
civilizado, aun cuando subsistan serias dudas so- 
bre la conveniencia y eficacia de su absoluta 
proseripción. 

Los romanos designaban este delito con el 
nombre de crimen repetundarum, puesto que los 
funcionarios públicos incursos en él estaban obli- 
gados a devolver las sumas indebidamente per- 
cibidas por ellos, inclusive los magistrados o jue- 
ces que para dictar un fallo justo exigiesen la 
previa entrega de determinada cantidad de di- 
nero, o su equivalente en cualquiera otra especie, 
ya que los litigantes faltos de decoro, que co- 
rrompen comprando la conciencia de los débiles 
de espíritu, más que del amparo de las leyes, se 
hacen dignos de castigo como cómplices de seme- 
jante venalidad, ya en su calidad de autores o 
de instigadores del cohecho y el soborno, 

Sin embargo, el procedimiento a emplearse pa- 
ra demandar cuenta de sus actos al concusionario 
no era el mismo para todos los habitantes del 
Imperio, pues mientras los ciudadanos podían 
recurrir directamente a la justicia ordinaria, al 
amparo del derecho civil, en caso de ser víctimas 
de concusión por parte de aleún magistrado ro- 
mano, los provinciales debían dirigirse al Sena- 
do haciendo una exposición de los hechos, a fin 
de que éste, enterado de los fundamentos de sus 
quejas, resolviese abocarse el examen de la 
cuestión, dictando en su oportunidad el fallo 
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definitivo pertinente, o pasase el asunto al estu- 
dio y sentencia de una Comisión encargada de 
pronunciarse extra ordinem. Pero habiendo au- 
mentado los abusos de autoridad y los clamores 
de las víctimas, el célebre tribuno Lucio Calpurnio 
Yrugi Pison apeló al pueblo e hizo votar la ley 
que lleva su nombre (Ley Calpurnia), creándo- 
se por ella un tribunal permanente, cuya misión 
era entender en todas las denuncias y acusacio- 
nes promovidas contra los concusionistas. Los 
culpables, si bien no sufrían pena corporal algu- 
na, eran condenados, en cambio, al pago por du- 
plicado de la estimatio litis. 

No considerándose, empero, bastantemente se- 
veras las disposiciones a que nos referimos, se 
realizó un nuevo plebiscito, años después, bajo 
el patrocinio de Giuni, bautizado también con el 
apellido de sn iniciador, sin que existan de él si- 
no muy vagas relaciones, 

Obtuvo, sin embargo, mayor resonancia la Ley 
Servilia, votada por instigación del demagogo 
romano €. Servilio Glaucia, que fué, no obstante, 
superada por la que Glabrio Acilio promulgó ca- 
si en seguida y cuya severidad la hizo notable en 
su época. Pero como si ninguno de esos frutos 
del sentimiento de las clases plebeyas hubiese si- 
do suficientemente eficaz para contener y casti- 
gar las demasías de los funcionarios públicos, se 
dictó luego la Ley Cornelia de repetundis, cuya 
aplicación fué solicitada por Cicerón en defensa 
de los sicilianos, cuando éstos, contando eon su 
apoyo, acusaron al pretor Verres, que se había 
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hecho odioso e insoportable, debido a las injusti- 
clas y crueldades que lo caracterizaban como ma- 
elstrado. Verres fué condenado al pago de una 
multa equivalente a nueve millones de francos, a 
pesar de log inauditos esfuerzos de Hortensio, 
que lo patrocinaba. Verres, que presentía la ex- 
piación de sus culpas, se expatrió antes de que 
llegase la hora suprema del fallo. 

Viene, en fin, la Ley Ictlia, emanada de Julio 
César durante su primer consulado, que  com- 
prende la concusión y la corrupción, cosa que hi- 
zo también el antiguo derecho francés. Las penas 
en Ella establecidas fueron las mismas de la Ley 
Cornelia, es decir, cierto imterdictio aque et 1qmas, 
consistiendo la pecuniaria en la rifusione del 
duplo al cuádruplo, agravadas, además, bajo el 
Imperio. En los tiempos posteriores, es difícil 
encontrar disposiciones claras y explícitas sobre 
la conensión, aun cuando la misma haya sido 
más que nunca frecuente (20). 

Por otra parte, los concusionistas, además de 
restitulr lo percibido por medios ilícitos y de res- 
ponder de los daños y perjuicios por tal concepto 
causados, Incurrían, en España y en sus doml- 
nios, en otras puniciones con arreglo a la grave- 
dad o forma en que se efectuaba el delito, y has- 
ta se autorizaba a los perjudicados a entablar 
la respectiva querella aún después de la muerte 
de los culpables, lo mismo que a los jueces para 


(20) Zerboglio, obra citada, página 18. 
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sentenciarlos (21). Esto revela la repulsa y la in- 
dignación que sentían todas las almas honestas 
hacia una falta, que, si fuese tolerada, podría mi- 
nar por su base el sólido pedestal en que deben 
reposar el pundonor y la justicia. 

A. pesar de ello, sólo Inglaterra, la tierra clá- 
sica de la libertad, se salvó del naufragio común 
y rodeó de garantías verdaderamente eficaces el 
ejercicio de los Poderes públicos, dictando bien 
determinadas y rígidas normas para cireunseri- 
bir las funciones, estableciendo el principio de la 
responsabilidad de los funcionarios del Estado 
por sus actos, y llevando el rigor hacia cualquie- 
ra que se hallase investido de cargos públicos 
hasta el punto de permitir la acción repetundá- 
rum contra el gran Bacón, por las venalidades 
cometidas, sin que él lo supiera, por sus familia- 
res (22). 


AVE 


Otros delitos graves 


La acusación a logs miembros del Poder Hjecu- 
tivo y sus Ministros, lo mismo que a los de am- 
bas Cámaras y de la Alta Corte de Justicia, pue- 
de también hacerse extensiva por otros delitos 
graves, según el inciso 2.* del artículo 25 de la 
Constitución. 


' 


(217 leyes 27, t1t. 22, part. 3 y 52, tit. 14, part. o. 
(22) Arturo Bruchi: “Concusaione””, en “Digesto 
Italiano””, Dispensa 156, p. 530, 
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Como no se definen: expresamente esos delitos, 
tendrá que especificarlog el legislador o que es- 
tarse a las prescripciones de las leyes procesales 
respectivas. 


El Código Penal considera delito toda acción 


u omisión voluntaria castigada por disposición 
expresa de la ley penal, y los delitos, atendida su 
gravedad, se dividen en delitos y faltas, siendo 
aquéllos penados por las disposiciones de Li- 
bro 2.”, según se establece en los dos primeros 
artículos del mismo. 

Con arreglo al artículo 392 del Código de ij 
trucción Criminal, se reputan delitos graves 
aquellos en que pueda recaer una pena mayor de 
sels meses de prisión o trescientos pesos de mul- 
ta, que se considerará corporal conforme al pro- 
plo precepto y al artículo 1.* de la ley del 27 de 
junio de 1903 

El artículo 26 de la Constitución de 1830.c0€ 
mo ya lo hemos hecho notar, era más explícito 
que el actual, puesto que en él se decía: ““u otros 
que merezcan pena infamante, o+de muerte”, y 
hoy se dice: “*n otros delitos graves?” 

Aunque nuestras leyes penales, —como al- 
guien ha observado— no han entrado a definir 
qué clase de penas deben entenderse por infa- 
mantes, según todos los comentaristas autoriza- 
dos, Aten tenerse como tales las de dos o más 
años de prisión, o sea, la pena de penitenciaría. 

Por consiguiente, le era dable, antes de ahora, 

al legislador o al Juez, en su caso, apreciar la na- 
turaleza e importancia noes ese género de delitos, 


As 
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aplicando a los culpables el condigno castigo, 
mientras que al presente será necesario dictar 
una ley interpretativa, en la cual se enumeren 
con toda precisión, para evitar confusiones y tro- 
plezos, cuando no lamentables errores o vengan- 
zas personales o políticas, que todo pudiera su- 
ceder bajo el dominio de las pasiones ardientes 
en determinadas circunstancias, ya que ni en las 
actas de la Comisión de Constitución ni en las de 
la Convención Nacional Constituyente de 1917 se 
arroja luz alguna sobre este particular. 

Al tomarse en cuenta por la Asamblea Gene- 
ral Constituyente y Legislativa del Estado el ar- 
tículo primitivo, sólo fué éste objeto de una indi- 
cación, tendiente a incluir en él otra causa de ¿jul- 
elo político. | 

En el acta de la sesión del 15 de julio de 1829 
se consigna al respecto lo siguiente: 


““El señor Masini pidió que se adicionase el artículo, 
haciendo extensiva la acusación a la violación de las 
leyes. Fué suficientemente apoyada. 

“El señor Alvarez contestó que creía innecesaria esta 
adición, porque ella estaba comprendida en la palabra 
uw otros que se encuentra en el artículo. 

“Dado el punto por suficientemente discutido, se vo- 
tó el artículo sin perjuicio de la adición propuesta, y 
fué aprobado. 

“En seguida se votó la adición del señor Masini, y 
fué desechada. ?” 


Veamos, por lo demás, lo que se proponía en 
los proyectos de reforma presentados en 1917, 
inclusive en uno anterior mandado ineluir en el 
repartido correspondiente, 
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El de la Comisión de constituyentes naciona- 
listas, decía así: 


“Artículo 26. Compete a la Cámara de Represen- 
tantes el derecho exclusivo de acusar ante el Senado: 


1.” Al Presidente de la República y a los Minis- 
tros de Estado, por los delitos de traición, con- 
cusión, violación de la Constitución y otros de 
carácter grave, 

2.” A los miembros de la Alta Corte de Justicia y 
del Concejo Superior Municipal, por las mis- 
mas causas enunciadas en el inciso anterior, por 
ineptitud y por omisiones graves en el desem- 
peño de sus funciones. ?” 


No se aduce fundamento alguno en la nota ex- 
plicativa con que se acompaña el proyecto de la 
referencia, 

El del doctor Alfredo Vásquez Acevedo: 


“Artículo 25. Compete privativamente a la Cámara 
de Representantes: El derecho exclusivo de acusar an- 
te el Senado al Presidente de la República, a sus Mi- 
nistros, a los miembros de ambas Cámaras y de la Alta 
Corte, por mal desempeño de sus funciones o por de- 
litos que merezcan pena de penitenciaría, después de 
haber conocido sobre ellos, a petición de parte o de al- 
guno de sus miembros, y declarado haber lugar a for- 
mación de causa.?”? 


La precedente disposición la fundamenta su 
llustrado autor, diciendo lo siguiente : 


““La Constitución de 1830 hace referencia a un nú- 
mero determinado de delitos, y coueluye aludiendo a 
otros delúrtos que merezcan pena imfamante o de muerte, 
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Como estas penas no existen ya en la República, y la 
mente clara de nuestra vieja Carta Fundamental era 
referirse a los delitos graves, se sustituyen en este ar- 
tículo las cláusulas usadas por ella, por la de delitos 
que merezcan pena de pemtenciaria.?” | 


El del doctor Juan Blengio Roeca: 


“Artículo 19. Compete exclusivamente a la Cámara 
de Represazntantes, el derecho de acusar ante el Senado: 


“12 Al Presidente de la República y a los Minis” 
tros de Estado por los delitos de traición, con- 
cusión, violación de la Constitución y otros de 
carácter igualmente grave. 

“2. A los miembros dis la Alta Corte de Justicia, 
por iguales causas que las anteriores, por inep- 
titud y por omisiones eraves en el desempeño 
de sus funciones.?” 


Los dos párrafos siguientes, cuya copia omiti- 

mos, se refieren a la situación del magistrado o 
funcionario que sea objeto de acusación y a los 
efectos de la resolución que adopte el Senado con 
arreglo a las pruebas producidas. 

En la extensa exposición de motivos de dicho 
constituyente no se hace mención especial acer- 
ea de este artículo. 

El del doctor Enrique Azarola: 


““Artículo 39. Corresponde especialmente a la Cá- 
mara de Diputados: La facultad exclusiva de acusar 
ante el Senado al Presidente de la República por de- 
lito de alta traición, infracción a ¡a Constitución o 
desacato a las resoluciones adoptadas por las Cámaras 
en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales. 

“A los Ministros de Estado por iguales motivos, y 
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por coneusión, peculado, malversación de fondos, so- 
borno y violación de las leyes; por haber comprometi- 
do gravemente la seguridad o el honor de la Nación, u 
otros que merezcan pena corporal o de penitenciaría. 

- ““A los miembros de la Alta Corte de J usticia, de los 
Tribunales de Apelaciones y a los Jueces de primera 
instancia, por los delitos enunciados, y por abandono 
o poco celo en la observancia de sus obligaciones. 

“A los miembros de la Diputación Permanente, por 
omisión en el cumplimiento de los deberes que la Cons- 
titución les impone, y especialmente del contenido en 
el inciso 2. del artículo 79, o sea, de prestar su pro- 
tección a las garantías de los derechos individuales. 

“A los vocales de las Municipalidades, por faltas o 
delitos en la comisión de sus encargos comunales. ”” 


Se refiere también esta disposición al número 
requerido para pronuciarse por la acusación y a 
la forma en que la Cámara la deducirá ante el 
Senado. 

Tampoco se detiene su autor a explicar las 
modificaciones por él propuestas, a pesar de ocu- 
parse con detenimiento, en su prefacio, de las re- 
formas fundamentales que aconseja. 

il de los señores doctor Emilio Frugoni yes 
lestino Mibelli: 


“Artículo 40. A la Cámara de Diputados compete: 


19. El derecho exclusivo de acusar y juzgar a los 
miembros del Consejo Ejecutivo, individual o 
colectivamente, a los miembros de la Cámara y 
de la Alta Corte de Justicia, por delitos de 
traición, concusión, malversación de fondos pú- 
blicos, violación de la Constitución, u otros que 
merezcan pena infamante, después de haber eo- 
nocido sobre ellos, a petición de parte o de al- 
guno de sus miembros, y declarado haber lug 
a la formación de canusa.?” | | 


lite 
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No obstante las importantes innovaciones por 
ellos proyectadas, no fundamentaron ninguna 
por escrito. 

El del señor Jiménez de Aréchaga (don Ho- 
racio): 


“Artículo 23. Compete a la Cámara de vepresen” 
tantes: il derecho exclusivo de acusar ante el Senado 
al Presidente de la República, Consejeros de Estado, 
Ministros de Estado, miembros de la Comisión Perm: 
nente y de la Alta Corte de Justicia, Consejeros muni- 
cipales € Intendentes, por delitos de traición, concusión 
y malversación de fondos públicos, violación de la 
Constitución (yy otros delitos graves,—que determinará 
una ley especial, —después de haber conocido sobre to- 
dos ellos, a petición de parte o de alguno de sus miem- 
bros, y declarado haber-lugar a la formación de causa.” 


Como se ha visto, en algunos de los proyectos 
mencionados se amplían los casos en que la Cá- 
mara de Representantes puede ejercer el dere- 
cho exclusivo de acusar que se le confiere en el 
inciso 2. del artículo 25; pero sólo el último de 
los constituyentes citados deja establecida en 
forma categórica la facultad lesislativa para se- 
ñalar los delitos no enumerados expresamente. 

Las primitivas Constituciones argentinas, co- 
mo ser: la de 1819, en su artículo 8.*; la de 1826, 
en su artículo 19, y la sancionada por el Congre- 
so Constituyente de 1853, en su artículo 41, com- 
prendían los mismos delitos que el inciso 2.* del 
artículo 26 de la Constitución uruguaya de 1830; 
pero en la que rige actualmente en aquel país, se 
establece como causas de responsabilidad, el mal 
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desempeño y todo delito en el ejercicio de los 
cargos que ejercieran, lo mismo que los crímenes 
comunes. 

Esta última causal fué propuesta por el doe- 
tor Rufino de Elizalde y ratificada por la Con- 
vención de Buenos Aires en su sesión del 7 de 
mayo de 1860, habiendo manifestado su autor 
que la Comisión informante había prescindido de 
los delitos comunes “que cometen clertos emplea- 
dos, a quienes es preciso desaforar para juzgar- 
los?”. 

El señor de Vedia, comentando dicha adición, 
recuerda que la exposición inserta en “El Re 
dactor”” de la Comisión (número 6), —cuya re- 
dacción atribuye al doctor Vélez Sárfield—, se 
contrae toda a demostrar que el juicio político 
no debe recaer sino sobre los delitos que son pro- 
plos del ejercicio de un cargo público, o sea, ma! 
desempeño, mala conducta, misdemeanor, que es 
la expresión inglesa, y agrega que ella había con- 
densado su opinión diciendo que la Constitución 
confundía los crímenes ordinarios con los delitos 
políticog y omitía los únicos actos acusables an- 
te el Senado. 

No estando conforme, por lo tanto, con la in- 
clusión de los crímenes comunes entre los delitos 
que pueden ser materia de acusación por la. Cá- 
mara de Diputados en la Argentina, añade el se- 
hor de Vedia en sus estudios constitucionales : 
“El comentador Arosemena ha podido decir que 
por él (se refiere al artículo 45) se desconoce la 
naturaleza del juicio político, poniendo en pa- 
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rangón los actos administrativos que son perju- 
diciales, sin ser delito, con los delitos oficiales y 
los crímenes comunes, o sea, tres categorías de 
hechos, esencialmente distintas, que traen apa- 
_rejado el mismo procedimiento en la Constitu- 
ción. Lo que se busca por el juicio político es 
privar al funcionario del poder que indiscreta- 
mente se le dió, y no castigar, que es la función 
de los tribunales ordinarios, ante los cuales úni- 
camente puede entablarse acusación por críme- 
nes comunes??, 

En la Constitución chilena no se involucran las 
causas de acusación al Presidente con las que de- 
ben ser objeto del juicio a promoverse a los Mi- 
nistros del Despacho, pues mientras en el artícu- 
lo 83 (74) se establece que aquél puede ser acu- 
sado por todos los actos de su administración, 
en que haya comprometido gravemente el honor 
o la seguridad del Estado, o infringido ablerta- 
mente la Constitución, en el 92 (83) se preceptúa 
que estos últimos pueden serlo por los delitos de 
tración, concusión, malversación de los fondos 
públicos, soborno, infracción de la Constitución, 
por mento de las leves, por haber deja- 
do éstas sin ejecución, y por haber comprometido 
gravemente la seguridad o el honor de la Na- 
ción. 

Ahora bien: ya que en el artículo 25 se men- 
cionan log delitos por los cuales pueden ser acu- 
sados ante el Senado los miembros del Poder 
Ejecutivo y sus Ministros y los de ambas Cáma- 
ras y de la Alta Corte de Justicia, contemplados 
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todos ellos en el Código Penal vigente, habría 
convenido completar su enunciación, incluyendo 
los delitos contra el derecho de gentes y los de 
cohecho y soborno, entre otros, por más que en 
su mayoría podrían calificarse refiriéndose expre- 
samente al artículo 36 del Código Penal, en su 
primera enunciación, que castiga con penitencia- 
ría, y cuya pena dura de dos a treinta años. 

La responsabilidad política de los funciona- 
rios públicos, —como lo expresa el doctor Jus- 
tino Jiménez de Arédhaga en la página 304 del 
tomo segundo de su obra *“*El Poder Legislati- 
vo”—, se funda, pues, en el perfecto y evidente 
derecho que la sociedad tiene de revocar los po- 
deres por ella conferidos a mandatarios que en 
vez de favorecerla, la perjudiquen con sus actos 
o constituyan un peligro o un obstáculo para la 
gestión regular de los negocios públicos. | 

¿Pero ello quiere decir que si los miembros del 
Poder Ejecutivo incurren en delitos comunes no 
pueden ser enjuiciados por no tratarse de ningún 
delito político? | 

La Constitución no dice nada al respecto en 
sus artículos 81 y 102, que son los estrictamente 
aplicables al caso. Su silencio debe interpretarse, 
pues, en el sentido de que es dable proceder al 
enjuiciamiento de esos altos funcionarios sin per- 
Juicio de que la Cámara de Representantes y el 
Senado intervengan para decretar su desafuero, 
desde que sería a todas luces irritante é inmoral 
que un funcionario público, incurso en aleún de- 
lito común, pemaneciese en su Ppuesto,' con to- 
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da impunidad, al amparo de su elevada investi- 
dura, a pesar de que las leyes se muestran 1m- 
placables con los que las violan, 

En cuanto a los miembros del Parlamento, Y1- 
gen los artículos 46 y 47 de la Constitución, se- 
gún los cuales ningún senador o representante, 
desde el día de su elección hasta el de su cese, 
puede ser arrestado, —salvo en el caso de delito 
infraganti, debiendo entonces darse cuenta 1n- 
mediatamente a la Cámara respectiva, con infor- 
mación sumaria del hecho—, ni ser acusado crl- 
minalmente, ni aun por delitos comunes que no 
sean detallados en el artículo 25, sino ante la mis- 
ma, la cual, con las dos terceras partes de sus 
votos, resolverá si hay o no lugar a la formación 
de causa, y en caso afirmativo, lo declarará sus- 
penso en sus funciones y quedará a disposición 


del Tribunal competente. 

Además, conforme al artículo 48, cada Cámara 
puede también, con las dos terceras partes de 
sus votos, corregir a cualquiera de sus miembros 
por desorden de conducta en el desempeño de sus 
funciones, o removerlo por imposibilidad física 
o moral superviniente a su incorporación, bas- 
tando, no obstante, la mayoría de uno sobre la 
mitad de los presentes, para admitir las renun- 


clas voluntarias. 


CAPÍTULO SEXTO 
Tentativa de acusación en 1853 


1 


Medalla de honor 


Como la División Oriental al mando del gene- 
ral César Díaz tuvo una participación lucida y 
principalísima en la batalla librada el 3 de febre- 
ro de 1852 en los Santos Lugares, tumba del do- 
minio del tirano argentino don Juan Manuel de 
Rosas, el Gobierno de la Defensa de Montevideo 
acordó una medalla a los que formaban parte de 
aquélla, debiendo ser de oro, con una corona de 
laureles sobrepuesta, para el citado jefe; de oro 
y sin ella, para los jefes, desde coronel hasta sar- 
gento mayor; de plata, para los oficiales, desde 
capitán hasta subteniente; y de latón, para los 
individuos de tropa, llevando, en el anverso como 
lema: El Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay; en el centro: 41 vencedor de los San- 
tos Lugares; y en el reverso: 3 de “Febrero 
de 1852. 

Dicha medalla debía colocarse al lado 1zquier- 
do del pecho, pendiente de una cinta azul ce. 
leste, 

se resolvió, además, la expedición de un diplo- 
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ma a los interesados, transcribiéndose en él el de- 
ereto de la referencia, que fué dictado el 13 del 
mismo mes y año, y el nombre y graduación de 
cada uno de éstos, firmado a nombre del Gobier- 
no por el Ministro de Estado en el Departamento 
de Guerra, y sellado con el sello de la República. 

Por el artículo 5.* se cometía al mismo Seere- 
tario del Poder Ejecutivo su estricto complimien- 
to, disponiéndose, por último, que el decreto a que 
aludimos fuese comunicado e inserto en el 
Registro Nacional; pero el coronel don José Bri- 
to del Pino, que desempeñaba ese cargo, no pudo 
poner en ejecución dicho mandato, por haber ce- 
sado en sus funciones, conjuntamente con don 
Joaquín Suárez, tres días después de subseripto, 
fecha en que don Bernardo P. Berro tomó las 
riendas del Gobierno, provisionalmente. en su ca- 
lidad de Presidente de la Asamblea General. 

La situación anormal creada por la guerra, 
principalmente desde 1843, había desaparecido 
para dar paso al régimen constitucional, pues a 
raíz de celebrada la paz del 8 de octubre de 1851, 
se convocó al país a elecciones generales el úl- 
timo domingo de noviembre, conforme al artícu- 
lo 22 del primitivo Código Político, y ellas tuvie- 
ron lugar al amparo de la más absoluta legali- 
dad, a tal punto, que la mayoría del Poder Le- 
eislativo le correspondió a los implacables ad- 
versarios de la víspera; y de ahí, que el 1. de 
marzo de 1852 fuese electo Presidente de la Re- 
pública el ciudadano Juan Francisco Giró, miem- 
bro conspicuo de los elementos del Cerrito, que 
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combatieron casi por espacio de nueve años con- 
tra la plaza de Montevideo, 

Por consiguiente, a él le tocaba cumplir o des-. 
conocer, el decreto de 13 de febrero. 

La bizarra División Oriental regresó el 12 de 
Buenos Aires, en medio del regocijo popular, y 
desfiló frente a los balcones de la Asamblea Ge- 
neral, desde donde presenció su pasaje el primer 
magistrado de la Nación, que con ese objeto se 
había constituído al recinto legislativo en compa- 
nia de sus Ministros y Edecanes. El general Díaz 
cambió con él afectuosas frases. “Tras del gene- 
ral, dice “Comercio del Plata”, penetró el 
pueblo, y fué casi imposible- recoger todas las pa- 
labras de éste a S. E. el Presidente y las que 
5. E. contestó”, “£S. E. invitó luego al general a 
pasar al balcón, agrega el mismo diario, y des- 
de allí vieron concluir el desfile de la tropa. El 
general bajó poco después, y ordenando a la co- 
lumna la formación en masa, dió los vivas si- 
guientes: A la República! Al Gobierno Nacional. 
A la unión de los orientales, A la libertad! Cada 
uno de estog vivas tuvo eco inmenso en toda la 
plaza, cuyo recinto era estrecho para contener la 
población toda que se aglomeró allí>”. 

Al día siguiente, aquel ilustrado y pundonoro- 
so militar fué designado Ministro de Guerra y 
Marina, permaneciendo a cargo de esa cartera 
hasta el 2 de junio, en que pasó a reemplazarlo el. 
coronel don Venancio Flores. 

El señor Giró, que con la composición hetero- 


vénea de su Gabinete, revelaba tendencias eon- 
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cilladoras, no retardó por mucho tiempo la eje- 
-Ccución del decreto del 13 de febrero, y el 29 del 
citado mes de ¿unio hizo entrega de des medallas 
de oro, de plata y de latón acordadas por el Go- 
bierno de don Joaquín Suárez, Él, personalmen- 
te, como prenda de adhesión a tan merecido pre- 
mio, procedió a colocárselas a todos los jefes, ofi- 
clales y clases actores en Caseros, que en esos 
momentos se hallaban en Montevideo 0, y a cuatro 
soldados de cada compañía. 

Concluída esta operación, los Jefes de los eua- 
tro batallones y del regimiento de artillería que 
componían el cuerpo expedicionario, acabaron de 
colocar la medalla a sus soldados (1). 


191 


Solicitud del general Medina y de los coroneles Pau- 
nero y Cáceres 


El brigadier general Anacleto Medina y los co- 
roneles Wenceslao Paunero y Ramón Cáceres, 
que también habían formado entre los combatien- 
tes de los Santos Lugares, reclamaron a su vez 
la entrega de la medalla a que se creían con legí- 
timo derecho, con más las prerrogativas anexas a 
la misma. El primero de ellos tuvo una actuación 
saliente en ese importante hecho de armas, pues 
se encontraba a su mando la columna de la de- 
recha. “La División Medina”, dice César Díaz 
en sus Memorias, “tuvo el honor de la primera 


(1) Amtonio Díaz: “Historia Política y Militar de 
lag Repúblicas del Plata?”, tomo IX, págs. 92 y 93, 
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carga, para cuyo efecto había sido colocada a van- 
guardia del ala??, ij 

““Las Cámaras, escribe el historiador coronel 
Díaz, trabajaban con actividad incesante. Un 
partido poderoso y agitador se había organizado 
en ellas para reaccionar contra la política del 
Brasil, protectora del partido llamado de la De- 
fensa. Se examinaban y discutían hechos consu- 
mados. Uno de ellos sufrió un acto retroactivo, 
sobre la adjudicación de la medalla de Caseros 
liscernida por decreto gubernativo, y que había 
tenido solerane cumplimiento por la misma per- 
sona del Presidente de la República. El círeulo 
agitador de la Cámara, en el cual formaban pa- 
rientes muy cercanos del Presidente de la Repú- 
blica, ejercía gran influencia sobre el ánimo algo 
débil de este alto funcionario”. 

Bajo la presión, quizá, de tales elementos, el 
Presidente Giró no quiso resolver por sí la 1% 
citud de aquellos militares, y optó por someterla 
al conocimiento y resolución de la Asamblea, ha- 
hiéndose dado cuenta de la respectiva nota en la 
sesión realizada por la Cámara de Representan- 
tes el 13 de julio. 

La Comisión de Peticiones, a cuyo estudio y 
dictamen pasó el asunto, no se expidió hasta fe- 
brero de 1853, esper ando, sin duda, que se calma- 
sen las inquietudes, pero informó favorablemen- 
te a lag pretensiones de los postulantes, aconse- 
jando a la vez que se declarase comprendidos en 
ese derecho a todos los ciudadanos que figuraron 
en el memorable suceso a que nos venimos refi- 
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riendo, ya en comisión o con permiso del Gobier- 
no, y el 4 de marzo se abordó la discusión corres- 
pondiente. 


PROYECTOS DE RESOLUCIÓN ACONSEJADOS Y DISCUTI> 


DOS, RELATIVOS AL DECRETO DEL 13 DE FEBRERO 
DE 1852, 


Dicha Comisión se expidió en los siguientes 
términos: 


H. Cámara de Representantes: 


La solicitud de los señores brigadier general don Ana- 
cleto Medina, y coronelev don Wenceslao Paunero y 
don Ramón Cáceres, para que se les conceda el goce de 
la medalla acordada a la División Oriental que comba- 
tió en Caseros, no puede ser más fundada, a juicio de 
Ja Comisión de Peticiones. 

Estos militares y los demás que se encuentran en su 
caso, corrieron «iguales pelieros y rindieron idénticos 
servicios a los de aquellos que componían la División 
Oriental, y son, por lo tanto, acreedores a los mismos 
honores y premios. 

Dejando al Poder Ejecutivo la calificación de sus 
garvielos, por los documentos y certificados con que 
apoyan su solicitud, la Comisión aconseja a V. H. adop- 
tar por regla una resolución que comprenda a todos 
los ciudadanos que, con autorización del Gobierno, pa- 
saron a combatir el 3 de febrero en la República» Ar- 
gentina por da independencia y libertad de su patria, 
y proponen el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


El Senado y Cámara de Representantes, etc. 


Artículo único. Todos los ciudadanos que en comisión 
o con permiso del Gobierno combatieron en Monte Ca- 
21 
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seros por la independencia y libertad de la República, 
tienen opción a la medalla acordada por el decreto de 
febrero de 1852 a la División Oriental. 
Zubillaga — Suárez — Gómez — 
Durán. 


Puesto en discusión general este dictamen y 
después de fundarlo el señor Gómez, en su cali- 
dad de miembro informante, su colega Velasco 
presentó la siguiente moción : 


“Pase a la Comisión que corresponde el asunto en 
cuestión para que, en presencia del decreto del 13 de 
febrero de 1852, presente uma resolución general. ?” 


Al ser considerada en particular dicha mo- 
ción, el señor Tort solicitó que se diese lectura 
del decreto que acordaba la medalla en cuestión, 
e invocando el artículo 72 del Reglamento, pro- 
puso que se desedhase el dictamen que dejamos 
transeripto, pero la votación de la mayoría de 
sus colegas le fué adversa. | 

Después de un prolongado debate, en que to- 
maron parte los señores Gómez, Velasco, Aceve- 
do, Muñoz (don Enrique), Hordeñana, García, 
Gayoso, Zubillaga (don José Antonio), Aguirre 
(don Atanasio), Bustamante y Aguirre (don Jo- 
sé Martín), ocupando la Mesa, alternativamente, 
el Presidente y los dos Vices, el señor Aguirre 
(don Atanasio) presentó la siguiente moción: 


Artículo 1.2 Apruébase la medalla acordada a la 
División Oriental, vencedora en Monte Caseros, por 
decreto de 13 de febrero de 1852, 
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“Art. 2,” Declárase con opción a ella a todos los ciu- 
dadamos que combatieron en aquella gloriosa jornada, 
en comisión o con permiso del Gobierno.?? 


Votado el artículo de la Comisión, resultó dos 
veces empate, habiendo decidido por la afirmati- 
va el 1." Vicepresidente don Apolinario Ga- 
yoso, que presidía el acto, 

No obstante, como el diputado Velasco reclamó 
la falta de observancia del artículo 81 del Regla- 
mento, se puso a consideración de la Cámara si 
era o no válida la votación, habiéndose pronun- 
clado ésta por su nulidad. 

El señor Latorre hizo moción, entonces, para 
que se aplazase hasta la próxima sesión la vota- 
ción de este asunto, y así se dispuso (2). 

De conformidad con dicha resolución, se en- 
caró de nuevo su discusión el día 5. 

Manifestó la Mesa, en primer término, que ha- 
biendo quedado cerrado el debate de lo que for- 
maba parte de la orden del día, se iba a proceder 
a la votación del proyecto de ley de la Comisión 
de Peticiones cuya sanción quedó pendiente, con 
arreglo al Reglamento, y en seguida a la de las 
dos mociones que se habían hecho, en caso de 
que aquél fuese desechado. 

El señor Muñoz (don José María) observó que 
lo que correspondía era restablecer la discusión 
al estado en que quedó después de la primera vo- 


o. 


(2) Acta número 51, tomo V del “Diario de Sesi0- 
nes de la Cámara de Representantes?”. 
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tación empatada, y que se abriese nuevamente, 
de acuerdo con el artículo 81 del Reglamento. 

Se suscitó. con ese motivo, un prolongado de- 
hate sobre la inteligencia de la expresada dispo- 
sición, así como también acerca de la declarato- 
ria de nulidad de la votación, o votaciones, de la 
anterior sesión, usando la palabra en pro de la 
nueva discusión los señores Muñoz (don José Ma- 
ría) y Gómez, y en contra los señores Acevedo, 
Estrázulas, Juanicó, Velasco y Aguirre (don! 
Atanasio). 

La moción del señor io fué desestimada. 

Votaron en favor del proyecto de la Comisión 
los señores Muñoz (don José María), Gómez, 
Bustamante, Rodríguez, Suárez, Durán, Zubilla- 
ga (don José Antonio), ra Mañds (don 
Enrique), Zubillaga (don León), Tort y Morán, 

por la negativa Jos geñores Velasco, Haedo, 
Aguirre (don José Martín), Pérez, García, Jua- 
nicó, Estrázulas, Aguirre (don Atanasio), Silva, 
/ipitría, Acevedo, Blanco (don Ildefonso), La- 
torre y Errázquin. 

Verificado el eserutinio, la Mesa proclamó su 
rechazo por catorce votos contra doce. 


APROBACIÓN DENSAS FÓRMULA DEL DIPUTADO DON 
ATANASIO AGUIRRE 


Igual suerte corrió la moción del señor Velas- 
co, y puesta a votación la del señor Aguirre, que- 
do sancionado el siguiente provecto de ley : 
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'*El Senado y la Cámara de Representantes, ete. 


““Artículo 1.2 Apruébase la medalla acordada a la 
División Oriental, vencedora en Monte Caseros, por 
decreto de 13 de febrero de 1852. 

““ Art. 2. Declárase con opción a ella a todos los celu- 
dadanos que combatieron en aquella gloriosa jornada, 
en comisión o con permiso del Grobierno.”? (3) 


IM 


Proposición del doctor Juan Carlos Gómez 


Al doctor Gómez, —que dió pruebas durante 
toda su vida de una férrea intransigencia polí- 
tica— no le satisfizo la resolución adoptada por 
la Cámara, a pesar de calificarse de gloriosa jor- 
nada la que concluyó con la tiranía de Rosas, que 
había sido patrocinada por los orientales adie- 
tos al general don Manuel Oribe en el sitio que 
éste último puso a la metrópoli uruguaya desde 
el 16 de febrero de 1843 hasta la paz de octubre 
del 51, y en la misma sesión del 5 de marzo pre- 
sentó el proyecto siguiente: 


““Artícalo único. Se declara llegado el caso del ar- 
tículo 26 de la Constitución, de determinar que el Jefe 
Superior del Estado ha violado la Constitución de la 
República con ejecutar el decreto de 13 de febrero de 
1852, y hay lugar a formación de causa.” 


La Mesa sometió dieho proyecto al informe de 
una Comisión especial, constituída por su propio 
autor y los señores Zubillaga, Tort, Bustamante 
y Velasco. 


— os 


(3) Acta número 0%, 
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CONSIDERACIONES ACERCA DE SU IMPROCEDENCIA 


Al doctor Gómez y a sus correligionarios no 
les había sentado bien el proyecto sustitutivo del 
senor Aguirre, puesto que no se hacía constar en 
él que los ciudadanos que combatieron en los 
Santos Lugares lo hicieron por la independencia 
y la inbertad de la República, declaración ajusta- 
da estrictamente a la verdad histórica, en nues- 
tro concepto, pero que no podía exigirse a quie- 
nes acababan de luchar en filas opuestas contra 
esa misma independencia y libertad, fueren cua- 
les fueren los ideales y principios patrióticos que 
les animaban y de cuya apreciación queremos 
prescindir en virtud de la índole de este tra- 
bajo. 

Por otra parte, ya el Presidente Giró había re- 
conocido el valimiento de sus compatriotas ad- 
versarios, al hacer entrega personal de las ante- 
riores medallas y cuando en su mensaje del 3 de 
abril, en que revelaba el estado de la hacienda 
pública, después de enumerar las angustias del 
erario y los clamores de los justamente intere- 
sados en el pago de sus haberes vencidos, decía 
con toda espontaneidad: “los valientes que sos- 
tuvieron el honor de la bandera en los campos de 
Caseros, de vuelta: a sus hogares, permanecían 
impagos””, terminando el párrafo respectivo con 
estas palabras: “y con justas y numerosas re- 
clamaciones afligían al Gobierno diariamente mul- 
titud de acreedores””, 
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Y el doctor Gómez no aprendía a ser modera- 
do, conservador, tal cual se llamaba su círculo 
político. A pesar de esta lección de buen tino, vol- 
vía a la brecha, y provocaba nuevamente la cues- 
tión, imprudente, bajo la forma de un eurioso 
juicio político, desconocido en materia constitu- 
cional. Ión ello no se veía más que el infantil pro- 
pósito de convertir al Cuerpo Legislativo en un 
sitio de discusiones partidarias, para sublevar 
pasiones, cuando la época reclamaba mucha mo- 
deración y templanza. Es muy sabido que el ¿juil- 
elo político se inicia contra el autor del hecho. 
Esto es elemental. Pues bien: el señor Gómez lo 
promovía y no lo promovía, todo a la vez, contra 
quien no había dictado el decreto de 13 de febre- 
ro de 1852. El señor Giró había entrado a des- 
empeñar sus funciones el 1.” de marzo, y era con- 
tra éi, que no había hecho aquello, ni querido 
darle cumplimiento en el caso de Medina, Paune- 
ro y Cáceres, por lo que remitía el expediente al 
Cuerpo Legislativo, estando a su resolución, la 
que acababa de darse, como se ve, que se iniciaba 
el juicio político. Y la Cámara acababa de apro- 
bar el decreto, base de la acusación. Pero había 
otra originalidad constitucional y política. La 
política, consistía en que se acusaba por la eje- 
eución de un decreto que el doctor Gómez apadri- 
naba, porque favorecía a sus parciales, y cuya 
aprobación acababa de aconsejar, y así resuéltose 
en esa misma sesión donde presentaba su curioso 
proyecto; y la constitucional, en que no se acu- 
saba, en que no se afirmaba que el Poder Ejecu- 


_ 


328 y 


SETEMBRINO E. PEREDA 


tivo hubiera violado la Constitución, sino que se 
quería que la Asamblea resolviera una cuestión 


abstracta, la de si por haberse ejecutado ese de- 
creto emanado de otro Poder Ejecutivo había lu- 


gar a formación de causa. Era anodino el proce- 
dimiento. Los cuerpos políticos deben proceder 
concretamente, en casos como el presente, es de- 
etr, tomando como fundamento de sus procede- 
res una verdadera acusación hecha en toda for- 
ma, Aquí no se acusaba: no se denunciaba delito 
dlleuno cometido por el Poder Ejecutivo; se 
quería solamente que la Cámara estudiara un 
caso y ella luego asumiera una actitud. El doe- 
tor Gómez debió empezar por acusar, lo que hu- 
biera sido incomprensible. Él no podía atacar el 
decreto de febrero de 1852, base de la acusa: 
ción, desde que él acababa de aprobarlo en tér- 
minos altisonantes, y así lo había reconocido la 
Cámara, en ese instante, aunque con supresión 
de aquellas frases. No había seriedad en la acti- 
tud, desde que el propio cuerpo colegiado acaba- 
ba de aprobar el decreto, dándole toda la ampli- 
tud política debida. No era serio promover la 
cuestión del juicio político contra el Ejecutivo 
que había sometido a su decisión el caso de los 
señores Medina, Paunero y Cáceres (4). 

En caso de corresponder la instauración de un 
Juicio político, habría sido pertinente promoverlo 


via a 
AE 


(4) Alberto Palomeque: “Movimientos políticos de 
15893”, páginas 29 y 30, 


cs 


A 


ES 
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contra el gobernante que entregó el mando a me- 
-diados de febrero, puesto que fué éste, y no el 


Presidente Giró, quien puso su firma al pie del 


- decreto del 13 de ese mes; pero tampoco hubiera 


“procedido tal acusación contra un ciudadano que 
ejerció el gobierno de hecho, por haber expirado 
el período constitucional del general Rivera el 
1.* de marzo de 1843 y quedado acéfala la Re- 
presentación Nacional desde el 14 de febrero de 
1846, a causa de que los diputados dejaron de 
serlo entonces y sólo existían tres senadores 
con suficientes poderes, porque el artículo 26 de 
la Constitución de 1830, al hablar de Jefe Supe- 
rior del Estado, se refería a un magistrado electo 
por la Asamblea y no a un mandatario con fa- 
eultades diserecionales, aun cuando tuviese como 
colaborador a un Consejo de Notables, cual su- 
cedió en la administración a que aludimos. 
Se trataba, por lo demás, de una medida toma- 
da como complemento de la campaña contra 
Rosas, desligados ya de ese hecho los  partida- 
rios del general Oribe, desde el preciso instante 
en que fué subseripto el pacto de octubre, que 
consienó en una de sus cláusulas que entre todas 
las diferentes opiniones en que estuvieron divi- 
didos LOs ORIENTALES, no habría vencidos ni ven- 
cedores; y puesto que, como consecuencia de esa 
convención de paz, las armas nacionales, unidas a 
las brasileñas y provinciales areentinas, bajo el 
mando en jefe del brigadier don Justo José de 
Jrquiza, llevaron la guerra a aquel déspota has- 
ta sus más íntimos dominios, 
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¿Podía, pues, hbuenamente condenarse el de- 
creto que discernía un premio de honor a los 
soldados de la División Oriental que en los San- 
tos Lugares supieron honrar la bandera y el 
nombre de la Nación? El doctor Gómez, que ha- 
bía sido enemigo de Rosas, por más que vivió le- 
Jos del terruño durante la prolongada y cruenta 
lucha, como lo reveló al firmar el dictamen de la 
Comisión de Peticiones, en que se decía que en 
Caseros se combatió por la independencia y la l- 
bertad de la Patria, no debió promover una cues- 
tión a todas luces improcedente, llamada a reavi- 
'ar, sin causa justificada, la hoguera de los 
odios, aplacada pero no extinguida, desde que el 
fuego de las pasiones vive siempre latente en el 
alma de las muchedumbres y aun mismo de las 
cabezas dirigentes. 

¿Y cómo pretender, tampoco, iniciar un Juicio 
político a un gobernante que, si bien al principio 
hizo suyo el decreto del 13 de febrero, reaccionó 
en seguida y en vez de pronunciarse acerca de la 
legalidad o conveniencia de acceder o no al peti- 
torio de Medina, Paunero y Cáceres, concretóse 
a apelar al Parlamento, a fin de que éste tomase 
directamente cartas en el asunto y resolviera lo 
que cereyese ajustado a razón y derecho? 

Pero, aun mismo que don Joaquín Suárez, pri- 
mero, y don Juan Francisco Giró, después, hu- 
biesen incurrido en el delito de violación de la 
Constitución, la Cámara de Representantes, úni- 
ca habilitada para entablar acusación ante el Se- 
nado por esa clase de delitos, no habría podido 
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pronunciarse contra ninguno de ellos sin notoria 
inconsecuencia, y sin convertirse en juez y parte, 
porque al sancionar el proyecto de ley propuesto 
por el representante Aguirre como sustitutivo 
del de la Comisión de Peticiones, aprobó la con- 
ducta de dichos mandatarios sobre este particu- 
lar y se solidarizó con ella. 


DICTAMEN DE LA COMISIÓN ESPECIAL EN MAYORÍA 
He aquí el informe recaído en mayoría: 
H. Cámara de Representantes: 


La Comisión especial, encargada de dictaminar sobre 
la moción presentada por el representante del Salto, le 
ha prestado su más seria atención. | 

La resolución por la cual la Cámara ha sometido a 
la sanción del Cuerpo Legislativo el deeneto de 13 de 
febrero de 1852, ejecutado por el Presidente de la Re- 
pública, parece establecer que el Presidente de la Re- 
pública, ejecutándolo sin esa sanción, ha violado la 
Constitución. 

Sin embargo, la Comisión observa que ajustado el 
mandato de los señores representantes a las bases de 
la pacificación de octubre de 1851, con arreglo a las 
cuales les fué conferido por la Nación, el Presidente 
de la República ha debido entender que aceptados por 
la Nación como consumados los hechos anteriores a la 
instalación de los poderes constitucionales, no había 
poder en la República autorizado para reconsiderarlos. 

La Comisión cree que no puede ser otro el espíritu 
de la sanción de V. H. del cinco del corriente, y que 
ella no importa juzgar los hechos anteriores a ja 1ns 
talación de la Cámara, aunque esto resultase de su le- 
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tra, sino adherirse a la manifestación hecha por el Go- 
bierno Provisorio a los vencedores de Caseros. 

Conelliando así la sanción de V. H. con la solución 
de octubre de 1851, y la extensión del mandato de los 
representantes, la Comisión opina que el jefe superior 
del Estado, ejecutando el decreto de 1852, no hizo más 
que cumplir el compromiso de reconocimiento nacional 
contraído por el Poder público. 

En esa virtud aconseja a V. H. la siguiente 


MINUTA DE DECRETO 


Considerando: Que la sanción de la Cámara de cin- 
co del corriente no importa juzear los hechos anteriores 
a su instalación, sino adherirse a la manifestación he- 
cha por el Gobierno Provisorio a los vencedores de Ca- 
Sseros; 

Considerando: Que el Presidente de la República, 
ejecutando el decreto de 13 de febrero de 1852, no hizo 
más que cumplir el compromiso de reconocimiento na- 
cional contraído por el Poder público, se declara: 


Artículo único. El Presidente de la República, con 
ejecutar el decreto de 13 de febrero de 1852, no ha vio- 
lado da ¡Constitución.—T ort—Z ubillaga—Gómes—Bus- 
tamante, 


De los términos de este dictamen, subseripto 
también por el autor de la moción que lo motivó, 
lo mismo que de la solución aconsejada, se des- 
prende claramente. que el doctor Gómez  perse- 
guía fines políticos y no de orden constitucional. 

¿ón qué caso el Presidente Giró se hizo reo de 
violación de la Carta Fundamental de la Repú- 
blica? Formulamos esta pregunta, porque dicho 
magistrado obró con dualidad de criterio en la 
apreciación del decreto fecha 13 de febrero de 
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1852, pues ya se ha visto que en junio de ese año 
le dió fiel cumplimiento, mientras que en ¿unio 
inmediato elevó a la Asamblea el expedientillo 
promovido por el general Medina y los coroneles 
Paunero y Cáceres. 

Pues bien: sl se hubiese faltado a los precep- 
tos de la Constitución, ese delito habría consisti- 
do en no atender derechamente a esos jefes, de- 
firiendo a sus deseos, en lugar de librar la solici- 
tud de éstos al examen y resolución de un cuerpo 
eminentemente político, formado en su mayoría, 
como ya lo hemos advertido, por personas  ad- 
versas al partido de la Defensa. 

Es cierto que acerca de los actos del gobierno 
de don Joaquín Suárez no se habían pronunciado 
las Cámaras, como no se pronunciaron posterior- 
mente; pero ese virtuoso patricio no procedió 
arbitrariamente sobre los escombros de las insti- 
tuciones libres, cual lo hicieron después distintos 
mandatarios o mandones, sino que asumió el Po- 
der, con breves intermitencias, en su carácter de 
Presidente del Senado, desde el 27 de julio de 
1841 hasta el 14 de febrero de 1846, y desde esa 
fecha hasta el 12 de diciembre de 1851, contando 
con el patriótico y valioso concurso de la Asam- 
blea de Notables, creada por él, en reemplazo del 
Cuerpo Legislativo, por el mismo decreto en que 
se dió por disuelta la 5." Legislatura de la Repú- 
blica, con la misión de velar, en tanto no se reu- 
niese constitucionalmente la 6." Legislatura, so- 
bre la conservación de las garantías idividuales y 
la observancia de la Constitución y las leyes, y 
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de ilustrar al Ejecutivo en todas las cuestiones 
que éste sometiese a su consideración, compar- 
tiendo con él, en consecuencia, ante el país, la 
responsabilidad de todas sus deliberaciones y he- 
chos llevados a cabo, según se preveía en el ar- 
tículo 2.”. 

Dicha Corporación fué compuesta por todos 
los ciudadanos que dejaban de ser senadores y 
representantes, de los jefes de las fuerzas de la 
plaza, de los magistrados letrados del Poder Ju- 
dicial, de los Miristros de Estado, de las autori- 
dades eclesiásticas, de los jefes de oficinas gene- 
rales y demás personas consideradas notables en 
todas las carreras, por su patriotismo, capacidad 
y virtudes, conforme a lo dispuesto en el artícu- 
lo 3.4, y al decretar su cese, fundó esa resolución 
en los siguientes términos: 


Ministerio de Gobierno.—Montevideo, diciembre 12 de 
1851 —DECRETO.—Considerando: Que con la. termi- 
nación de la guerra han cesado los motivos y objetos que 
aconsejaron la creación de la Asamblea de Notables, y 
(ue su ¡existencia es incompatible con la de los mandata- 
rios que la Nación tiene ya electos para representarla, el 
Gobierno de la República acuerda y decreta: 

Artículo 1. Queda disuelta la Asamblea de Notables, 
creada por decreto de 14 de febrero de 1846. 2.. Sus ar- 
chivos pasarán a los del Cuerpo Legislativo, quedando 
entretanto a cargo de sus Secretarios. Comuníquese, pu” 
blíquese y dése al Registro Nácional—JOAQUÍN SUÁ- 
REZ.—MANUEL: HERRERA Y OBES.—LORENZO BATLLE. 


El Parlamento, sin embargo, reción empezó a 
sesionar en febrero de 1852, haciéndolo el día 6 
ambas ramas, pero separadamente, como de cos- 
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tumbre y ley; el 15 se procedió a la solemne aper- 
tara de las sesiones ordinarias de la 62 Legisla- 
tura constitucional, con asistencia del señor Suá- 
rez y sus Ministros, y acto continuo se votó una 
minuta de decreto, encargando al Presidente del 
Senado de ocupar el gobierno provisoriamente, 
“dándose las gracias a nombre de la Nación al 
ciudadano que ha desempeñado las funciones del 
Poder Ejecutivo””, se decía en el artículo 2.” de 
dicha minuta. 

¿Cómo era posible, pues, que el Cuerpo Legis- 
lativo se alzase contra los actos de un gobernan- 
te tan celoso de la legalidad y del honor, a quien 
el Presidente de la Asamblea, don Bernardo P. 
Berro, le había dicho: ““tengo la erata satisfac- 
ción de manifestar en su nombre las vivas simpa- 
fas que abriga hacia la digna persona del señor 
Presidente, y justamente agradecerle las empe- 
ñosas, eficaces y decisivas disposiciones sobre el 
orden constitucional??? 

S1 el doctor Gómez consideró incorrecta la con- 
ducta dei Presidente Giró, al distribuir las meda- 
llas en junio, debió haber solicitado la asistencia 
del Mimistro de Guerra y Marina al seno de la 
Cámara, para que explicase la actitud del  Go- 
bierno, y, sin embargo, no lo hizo. Y ya que per- 
dió esa preciosa oportunidad, ¿por qué, si creía 
inconstitucional ese acto, en vez de aconsejar la 
sanción del proyecto de ley modificado por la mo- 
ción del representante Aguirre, no promovió el 
juicio político insinuado a raíz del rechazo de 
aquél? 


A 
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Su silencio en ambos casos importaba tanto co- 
mo asentir a todo lo hecho, y después de las opi- 
niones vertidas por la Comisión de Peticiones en 
su dictamen primitivo y de lo resuelto en la pro- 
pia sesión en que el diputado por el Salto, miem 
bro informante de la misma, pretendió llamar a 
responsabilidad al Gobierno, no cabía razonable- 
mente otra cosa que esforzarse por que el Poder 
Ejecutivo obrara con la mayor cireunspección e 
imparcialidad en el asunto. 

¿No se daba cuenta el doctor Gómez que al 
aprobarse la medalla acordada a la División 
Oriental y hacerse extensiva la opción a ella a to- 
dos los ciudadanos que se hallaron en Caseros al 
servicio del gobierno de la Defensa, cualquier ini- 
clativa de ¿juicio político ulterior tenía que en- 
volver en igual responsabilidad que al Presiden- 
te de la República, si ella cuplese, a los miembros 
de ese alto Cuerpo que votaron el proyecto de su 
colega Aguirre? 

El informe que antecede, por otra parte, es la 
confirmación más palmaria de la improcedencia de 
su moción formulada el 5 de marzo, puesto que 
en él se declara que el Presidente Giró, con ejeeu- 
tar el decreto de 13 de febrero, no violó la Cons- 
titución. 


INFORME DEL DOCTOR VELASCO 
El doctor Ambrosio Velasco, adversario políti- 


co del doctor Gómez, y de un temperamento fogo- 
so como el de éste, pero que se había puesto de 


Y 
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punta en más de un duro trance con el jefe sitia- 
dor, no se conformó con el proyecto de resolución 
recaído en la proposición de su citado colega, y en 
vez de firmar discorde, para luego explicar ¿n 
voce los fundamentos de su disparidad de erite- 
rio, solicitó en la sesión del día 8 que no se re- 
partiese el informe de que acababa de darse noti- 
cla hasta que entregase en Secretaría otro que él 
labía formulado, y que, en borrador, presentó a 
la Comisión. 
Dicho documendo decía así: 


Comisión especial en minoría. 
H. Cámara de Representantes: 


La Comisión ha prestado la más seria atención al pro- 
yecto de ley presentado por el diputado por el Salto; y 
no obstante la aparente importancia de aquél por los 
términos en que está redactado, encuentra que a julelo 
de la Comisión es no sólo inoportuno, sino también in- 
conducente el que la H. Cámara se ocupe en dar sobre 
él una sanción afirmativa o negativa, y menos una de- 
claración, que es lo que parece se pretende. 

La Comisión considera inoportuno que la H. Cámara 
Se 0cupe del proyecto en cuestión, porque habiendo sido 
dado el decreto de 13 de febrero de 1852, no por el Pre- 
sidente actual de la República, sino por la administra- 
ción anterior, desde que la H. Cámara, por una sanción 
de cinco del presente, aprobó dicho decreto, ya no pue- 
de volverse sobre la inconstitucionalidad de ese acto, que 
quedó subsanado por esa sanción, sin incurrir en el 
círculo vicioso de querer volver sobre las resoluciones to- 
madas por la H. Cámara, pretendiendo por ese medio 
lHNamar a juicio eus propias deliberaciones. Como las con- 
seenencias que derivarían de un proceder semejante se- 
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rían demasiado absurdas, puesto que su resultado inmi- 
diato sería introducir la anarquía en las resoluciones de 
la misma Cámara, la Comisión cree excusado presentar 
a la consideración de la H. Cámara el cuadro de las de- 
sastrosas consecuencias a que conduciría indudablemen- 
te la adopción de semejante principio en el régimen par- 
lamentario. Por lo mismo, la Comisión omite entrar en 
ulteriores consideraciones, porque ellas no sólo podrían 
servir para hacer sentir palmariamente una verdad que, 
siendo perceptible, ge limita a enunciar, en la convie- 
ción de que la H. Cámara la sentirá en todas sus eon- 
secuencias. : 

Aprobado por la H. Cámara el decreto de 13 de fe- 
brero, su inconstitucionalidad quedó subsanada, y por 
el mismo hecho, el Presidente actual de la República, 
que no fué quien lo dictó, ha quedado a cubierto, no 
sólo de una acusación, que sería siempre injusta, sino 
hasta del más leve reproche, por haber dado ejecución 
a una disposición gubernativa que le había legado la 
Administración anterior, colocando su lealtad por la 
observancia de la ley fundamental en una de las más 
difíciles posiciones. Para apreciar debidamente la im- 
portancia de ese sacrificio del Superior Magistrado, 
bastará sólo recordar aquellas cireunstancias, y eolo- 
carse por un momento en su especial posición. Pres- 
cindir de ella para suscitar la duda y la alarma sobre 
actos del actual Presidente de la República, sólo puede 
conducir a desprestigiar la autoridad de éste, y a pro- 
mover la duda sobre su decidida adhesión a la obser- 
vancia de la Constitución. El proponer aún hipotética- 
mynte la acusación del Presidente del Estado, es ya lo 
bastante para hacer dudar de su inculpabilidad, y pa- 
ra despertar en los ciudadanos cuando menos una alar- 
ma falsa. 

Pero si se siente la conveniencia de rodear del ma- 
yor prestigio posible la persona del Superior Magistra- 
do, no puede desconocerse que por aquel medio es más 
posible producir el efecto contrario, 


al 
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Pero una vez aprobado aquel decreto por la H. Cá- 
mara, por una consecuencia forzosa de esa aprobación 
han quedado también aprobados todos los actos a que 
dió origen, y entre ellos el de su ejecución, como que 
era el más natural e inmediato. 

Si por esa sanción de las Cámaras es indudable que 
el Presidente o Ministros que dictaron ese decreto han 
quedado a cubierto de cualquiera responsabilidad, es 
también fuera de dada que el Magistrado que le dió 
ejecución ha quedado exonerado de todo cargo por esa 
misma sanción. 

Siendo la ejecución en ese caso un hecho accesorio, 
una consecuencia del expresado decreto. no puede po- 
nerse en cuestión, que aprobado el hecho principal, ha 
quedado aprobado el accesorio. 

Pretender lo contrario sería establecer que en ese 
caso era de mejor condición el Poder Ejecutivo que 
dictó el decreto de 13 de febrero, y que precedió al Go- 
bierno que actualmente preside la República. Pero, si 
la igualdad es un principio en que el legislador debe 
fundar sus prescripciones, no puede desconocerse que 
la aplicación de ¡este principio es rigurosamente recla- 
mada en el caso presente. 

De las precedentes consideraciones se deduce también 
que no puede haber en la actualidad conveniencia al- 
guna, y mucho menos justicia, para promover la cues- 
tión que presenta el proyecto en consideración. Nada 
útil para el presente ni para el porvenir puede resultar 
de que la H. Cámara se ocupe en hacer declaraciones 
extemporáneas sobre la inconstitucionalidad pretérita 
de un hecho que en su conjunto la (Cámara ha conside- 
rado que debía poner fuera de toda duda de legitimi- 
dad, cubriéndolo con su soberana sanción. Después de 
esto, cuestiones «le ese género sólo pueden producir re- 
sultados muy estériles, y a la Comisión asiste la per- 
suasión de que, si antes de promover la presente, se hu- 
biere prestado a ella toda la reflexión que merecía, no 
se hubiera presentado a la H, Cámara la penosa tarea 


340 SETEMBRINO BE. PEREDA 


de declarar inconducente una cuestión que ya dejó de 
serlo para ella. 

Por estas consideraciones, la minoría de la Comisión, 
sin más apoyo que el que le prestan sus profundas con- 
vieciones, se ha permitido proponer a la H. Cámara la 
adopción de la siguiente minuta al proyecto presen” 
tado por el diputado por el departamento del Salto: 


MINUTA DE SUPRESIÓN 


La Cámara rehusa dar su sanción y hacer declara- 
ción alguna sobre el proyecto de ley presentado por el 
diputado por el departamento del Salto para que se 
declare llegado el caso del artículo 26 de la Constitu- 
ción, de determinar si el Jefe Superior del Estado ha 
violado la Constitución de la República con ejecutar 
el decreto de 13 de febrero de 1852, y hay lugar a for- 
mación de causa.— Velasco, 


DESECHAMIENTO DE TODAS LAS DECLARACIONES PRO- 
PUESTAS 


En el acta número 56, correspondiente al 15 de 
marzo, no se arroja luz alguna respecto a las ra- 
zones aducidas en pro y en contra de los dos pro- 
yectos que dejamos transeriptos, pues sólo se lee 
en ella: 


“Puesto en discusión eeneral, el señor Gómez indicó 
que se aplazase la consideración de este asunto por no 
hallarse presente el señor Bustamante, miembro infor- 
mante de la Comisión. 

““Consultada la Cámara si se aplazaría o no la con- 
sideración de este asunto, resultó negativa, por lo que 
continuó la discusión general. 

“Después de un prolongado debate, en que tomaron 
parte los señores Gómez, Velasco, Muñoz (don José Ma- 
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ría), Estrázulas, Acevedo, Tort y Muñoz (don Enri- 
que), se consultó a la Cámara si el punto estaba sufi- 
cientemente discutido, y resultando afirmativa, se pro- 
cedió a votar si se pasaba a la particular, a lo que se 
negó la Cámara, por una cuasi unanimidad de votos. 
En su consecuencia, el señor Presidente proclamó de- 
sechados los dos proyectos en discusión, por determi- 
narlo así el artículo 5. de las Adiciones al Reelamen- 
to, y se levantó la sesión a las 5 de la tarde.” 


Se hallaban presentes los señores Aguirre 
(don Atanasio), Muñoz (don José María), Ace- 
vedo, Velasco, García, Pérez, Juanicó, Zubillaga 
iden León), Tort, Hordeñana, Zipitría, Silva, 
Haedo, Aguirre (don José Martín), Suárez, Es- 
trázulas, Zubillaga (don José Antonio), Morán, 
Blanco (don Ildefonso), Gayoso, Errázquin, Mu- 
noz (don Enrique), Rodríguez, Durán y Lato- 
rre, además del autor del proyecto de la referen- 
cla. 

Ahora bien: como en la sesión del 5 de marzo 
habían votado en contra de la moción del señor 
Aguirre los señores Muñoz (don José María), 
Gómez, Rodríguez, Suárez, Zubillaga (don José 
Antonio), Hordeñana, Muñoz (don Enrique), 
Zubillaga (don León), Tort y Morán, resulta que 
la mayor parte de dichos diputados votó esta vez 
por el rechazo de la idea patrocinada por el doc- 
tor Gómez, desde que la Cámara desestimó, casi 
por unanimidad, según se expresa, el proyecto 
de la Comisión especial que aconsejaba un nuevo 
pronunciamiento, aunque absolutorio, del  men- 
cionado acto gubernativo. 

La cuestión, por lo demás, había sido planteada 
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sin base sólida y partiendo de un procedimiento 
equivocado; porque el juicio político de que ha- 
bla el artículo 25 de la Constitución, —antes de 
ahora 26,—no se instaura por medio de un pro- 
yecto de ley, sino entablando acusación derecha- 
mente sobre hechos concretos, a fin de que la 
Cámara, “después de haber conocido sobre 
ellos y declarado haber lugar a formación de eau 
sa?”, asuma personería de fiscal ante el Senado. 


CAPÍTULO SÉPTIMO 


Actitad edificante en 1854-55 


te 


El doctor Manuel Acosta y Lara 


Un solo caso de juicio político propiamente di- 
cho se ha pronunciado hasta nuestros días en el 
país, pues el mencionado en el capítulo anterior 
no fué ni siquiera una parodia, puesto que esa 
iniciativa parlamentaria no revistió los caracte- 
res típicos de una acusación formal, 

Electo Presidente de la República el coronel 
Venancio Flores, el 12 de marzo de 1854, desig- 
nó el 14 sus Ministros de Gobierno y Relaciones 
Exteriores y de Guerra y Marina, respectiva- 
mente, al doctor Mateo Magariños y al brigadier 
general Enrique Martínez, confiándole al día si- 
guiente la cartera de Hacienda a don Husebio 
Cabral; pero este último fué sustituído el 30 del 
mismo mes por el doctor Manuel Acosta y Lara, 
que si bien no había tenido aún figuración salien- 
te en política, gozaba, en cambio, del concepto de 
hombre probo e idóneo. El 20 de noviembre di- 
mitió, no obstante, este último, para hallarse en 
condiciones de ocupar una banca en el Senado, 
aun cuando invocaba para su renuncia las razo- 
nes que expresa en la nota siguiente ; 
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“Cuando se abre al país una nueva era, época de 
paz, prosperidad y desarrollo, los hombres que, como 
el infraseripto, sólo han aportado al Gobierno el po” 
bre y estéril contingente de su buena y decidida vo- 
luntad, deben dejar el puesto a la inteligencia ereado- 
ra. Es, pues, con este íntimo convencimiento que elevo 
a V. E. la dimisión del delicado cargo con que me hon- 
ró V. E. de Ministro de Hacienda. 

“Me queda la conciencia de haber respondido leal- 
mente a la elevada confianza que V. E. depositó en mí, 
y en prueba de ello, responderé siempre y cuando se 
levante aleuna voz poniendo en duda mi proceder, que 
ha sido desde el primer día del dominio público, y 
cuyo mejor juez y testigo es V. E. mismo. 

“Espero que V. E. aceptará esta dimisión, fundada 
en la conveniencia pública y que me consideraré siem- 
pre pronto a responder al llamado de la Patria.” 


A fines de ese mismo mes, se procedió a la re- 
novación total de la Cámara de Representantes 
eligiéndose los diputados que debían figurar en 
la 7.2 Legislatura. 

Le cupo desempeñar dicha Secretaría de Es- 
tado en una época azarosa, en que las pasiones 
de bandería y de círculo se agltaban cruelmente 
y en que las finanzas rayaban en la bancarrota, 
como consecuencia de las recientes administra- 
ciones, más desgraciadas que culpables. 

Yodas esas cireunstanicas y su entereza de ca- 
racter, lejos de hacerle acreedor a la benevolen- 
cla y al aplauso unánime, le crearon dificultades y 
disgustos de todo género, y hasta llegó a dudar- 
se de su honestidad personal. 


4 
Í 
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Pedido de explicaciones de la Comisión Permanente en 
agosto de 1854 y contestación del Ministro de Ha- 
cienda. 


La Comisión Permanente, compuesta por los 
senadores don Juan M. de la Sota y don José M. 
Pla, y por logs representantes don Juan José F. 
Aguilar, don Francisco Hordeñana, don Fernan- 
do Torres, don Patricio Vázquez y don Julio Pe- 
reira, que desde un principio se mostró celosa 
del cumpiimiento de sus funciones constituciona- 
les, llamó a su seno al Ministro de Hacienda para 
que aclarase una duda suscitada sobre la inver- 
sión de los fondos públicos en determinados ren- 
o lones. 

En la sesión del 26 de agosto promovió el se- 
ñor Pereira ese pedido de explicaciones, mani- 
festando que por las cuentas publicadas en los 
diarios había visto que se amortizaba la deuda 
exigible, y que no habiendo cantidad ninguna 
presupuestada para la amortización de tal deu- 
da, creía que era conveniente, o llamar al Minis- 
tro del ramo para que diese explicaciones, o que 
en su defeeto se pasase una nota al Poder Ejecu- 
tivo llamando su atención hacia este punto. 

Aceptada la primera parte de dicha indicación, 
el doctor Acosta y Lara concurrió el 28 con el 
expresado objeto. 

El interpelante dijo entonces que había solici- 
tado su presencia, a fin de que se sirviera expli- 
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car los objetos que el Poder Ejecutivo tenía en 
vista en la operación de amortizar la deuda lla- 
mada Exigible, y en hacer otros pagos que no es- 
taban presupuestados, y para los que carecía de 
la autoridad competente. 

““El Gobierno, repuso, procede en .esta parte, 
como un honrado comerciante, pagando religio- 
samente, mientras puede, hasta el último peso, y 
en esto no hace otra cosa que cumplir con su de- 
ber, porque paga precisamente lo que por razo- 
nes que no son del caso explicar se dejó de pa- 
gar en el presupuesto anterior. Si las rentas o 
entradas del erario hubiesen triplicado, me habría 
visto la H. Comisión Permanente empezar a pa- 
gar las listas de abril, mayo, ete., del año pasado. 

“Hste es, pues, —termins diciendo,—el proce- 
der que observaré, y la opinión que sostendré en 
los consejos del Estado, porque creo que el Poder 
lijecutivo está en su perfecto derecho obrando 
así. Sin embargo, si la H. Comisión Permanente 
eree que la marcha del Poder Ejecutivo no es 
hasada conforme a las prescripciones de la ley, 
en tal caso, pido que pase una nota al Gobierno 
prohibiéndole hacer pago alguno que no esté en 
el presupuesto, seguro de que éste la recibirá co- 
my un maguífico presente que lo pondrá a cubier- 
to de las innumerables y Justísimas exigencias 
con que a cada paso lo asedian. Y deseo que cons- 
te muy expresamente en el acta, que el Ministro 
de Hacienda no ha pagado un solo peso por su 
sola voluntad, pues todos los pagos hechos hasta 
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ahora han sido obra del más concienzudo acuer- 
do del Poder Ejecutivo. >” 

Después de un largo debate, en el cual tomaron 
también parte los señores Hordeñana y Aguirre, 
el Presidente puso a votación, según consta en el 
acta respectiva: 

1." *“¿S1 se daba por satisfecha la Comisión 
Permanente con las explicaciones dadas por el 
señor Ministro?”” (Afirmativa). 

2." ““¿51 la Comisión Permanente había de pa- 
sar la nota pedida por el señor Ministro?”” (Ne- 
sativa). 

““E] señor Ministro de Hacienda,—dijo el Pre- 
sidente seguidamente, —debe admitir, como  re- 
presentante del Poder Ejecutivo, las indicacio- 
nes de la Comisión Permanente, como un testi- 
monio de la buena armonía que debe existir entre 
ambos Poderes, para marchar de acuerdo con lo 
que preseribe la Constitución del Estado.?”” 

Este triunfo del doctor Acosta y Lara evitó, 
pues, que se le promoviera juicio político por vio- 
lación de la Constitución, delito en que induda- 
blemente había incurrido, puesto que él mismo 
eonfesó que pagaba la deuda llamada Ilxigible sin 
que el Cuerpo Legislativo hubiese votado parti- 
da alguna destinada a ese objeto. 

Tanto el Presidente de la República como los 
Ministros, están obligados a ceñirse, estrictamen- 
te a las disposiciones legales, y no pueden inver- 
tir las rentas y contribuciones que se recauden 
sino conforme a las leyes, como se establece en el 
artículo 82 de la Carta Política de 1830, debien- 
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do dar anualmente cuenta instruída sobre este 
particular al Cuerpo Legislativo, cuyos preceptos 
se reproducen, con pequeñas variantes, en los in- 
cisos 20 y 22 del artículo 79 del Código Funda- 
mental vigente, y ya hemos visto que los Secre- 
tarios de Estado son responsables de los decre- 
tos u órdenes que firmen, como igualmente, que 
1o quedan a salvo de los delitos especificados en 
el artículo 25 (antes 26) por el hecho de haber 
obrado en virtud de orden escrita o verbal del 
primer magistrado de la Nación, conforme a los 
artículos 106 y 110 de la nueva ley magna, que 
reproduce los preceptos de la antigua en esta 
materia, 

La Comisión Permanente se dió, sin embargo, 
por satisfecha, porque el Ministro de Hacienda 
interpelado había procedido de buena fe, creyen- 
do realizar una acción loable y honesta, exenta 
de culpa y pena, al amortizar, en la forma en 
que lo hacía, una deuda del Estado, en su sentir 
tan sagrada como las demás, y manifestó repeti- 
das veces que si se notificaba por escrito al Po- 
der Ejecutivo la prohibición de continuar su 
pago, esa prevención sería de inmediato atendi- 
da, librándose a la vez al Gobierno de las exi- 
gencias y contrariedades de que era objeto. 


TIT 
Publicación de cuentas 


Al siguiente día de descender del Ministerio 
de Hacienda, el doctor Acosta y Lara rindió pú- 
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blicamente cuenta de sus actos administrativos, 
como resulta de la comunicación que en seguida 
transeribimos, tomada de uno de los diarios 
montevideanos que la insertó: 


Señor redactor de ““El Nacional??”. 


Muy señor mío: Os adjunto, para que tengáis la bon” 
dad de publicar en vuestro imparcial e ilustrado dia- 
rio, un cuaderno original, foliado de 1 a 60. Él contie- 
ne la cuenta y razón de los caudales que recibí y distri- 
buí desde el primero al último día de mi ministerio. 

Os notaré que en todas las sumas que fieuran en sus 
cclumnas, no se halla una sola que no sea autorizada 
por el Jefe del Estado. 51 la Tesoreria ha recibido 0 
pagado un solo peso sin la competente intervención, el 
Tesorero General es responsable. 

Dejo esto establecido, para que los respectivos jefes 
de oficinas de recaudación y eontabilidad se detengan 
en las cuentas que hoy publico, y su silencio sea la más 
completa aprobación de su exactitud. 

Soy, señor redactor, vuestro servidor y amigo. 


Manuel Acosta y Lara. 


No podía proceder más correctamente un elu- 
dadano respetuoso de las leyes que reeularan 
sus funciones públicas y de la sociedad de que 
formaba parte. 

No ereemos, sin embargo, que sea imprescin- 
dible imitar su conducta en todos los casos, 
puesto que las cuentas de la Administración Pú- 
blica se hallan al aleance de los legisladores, 
cuya respectiva Comisión las examina minucio- 
samente todos los años, máxime cuando con 
arreglo al artículo 49 del Código reformado, 
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cualquiera de ellos puede pedir a los Ministros 
de Estado los datos e informes que estime nece- 
sarios para llenar su cometido; y, sobre todo, 
estando autorizadas las Cámaras por el artículo 
91 para nombrar Comisiones parlamentarias de 
Investigación, o para suministrar datos con fines 
legislativos; pero el más elocuente y abrumador 
mentís que puede darse a las mUurmuraciones ca- 
lumniosas o a los ataques embozados por la 
prensa, es acudir a ésta, en tales circunsiancias, 
para hacer irradiar la luz de la verdad. en toda 
Su pureza. 


IV 


Juicio de residencia 


El doctor Acosta y Lara hizo mucho más to- 
davía: no habiendo sido acusado en forma legal 
por su actuación en el Ministerio de Hacienda, 
no quiso que nadie pusiera injustamente en du- 
da su honestidad personal y Política, y provocó 
a la Cámara de Representantes para que antes 
de vencer los seis meses de su cese le entablase 
la acusación pertinente, si consideraba que él ha- 
bía delinquido. 

He aquí los párrafos principales de la nota 
que con tal motivo pasó a ese alto Cuerpo el 19 
de abril de 1855. 


“Elevado al Ministerio un hombre nuevo, no sólo 
irrita susceptibilidades entre aquellos de cuyo rol sale, 
sino que aumentando la lista de los elegibles, si la for. 
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tuna lo auxilia, tiene también que prevenirse contra há- 
biles y ocultas hostilidades. Bien avisado de tantos pe" 
ligros, procuré neutralizarlos abroquelándome de la pu- 
blicidad. La publicidad, tan protectora de la honradez 
como de la libertad, fué desde mi primera operación, 
mi primer elemento. Fué entonces que por primera vez 
se publicaron por la prensa, cada semana, todas las en- 
tradas y salidas del Tesoro público, autorizadas to* 
das econ la respetable firma del Excelentísimo señor 
Presidente de la República, brigadier general don Ve- 
nancio Flores, 

“Dios hubo entretanto piedad de la República; la 
paz seo afirmó, y yo vi llegado el tiempo de ceder mi 
puesto a la inteligente actividad, que se encargase de 
cosechar los frutos de aquel inefable don del cielo. Hecha 
y admitida mi renuncia, a fines de noviembre último, 
mandé a la prensa, en un cuerpo, las cuentas detalla- 
das de mi administración. 

“Da calumnia, que ya había empezado a vibrar a mis 
oídos, no 0só, por supuesto, afrontar la verdad mani- 
fiesta, pero no cesó tampoco en su rastrera tarea. La 
presencia misma de la honrosa realidad la irritó, y las 
suposiciones más inverosímiles, las invenetones más in” 
coherentes y los más imbéciles embustes, se forjaron 
eontra la pureza de mi administración. De tan bajos 
elementos se ha logrado 1r formando un alto fantasma 
que cubre mi nombre con infausta sombra. Todos re- 
piten, nadie examina en tales casos. Así ha pasado al 
sepulero, ennegrecida, la fama de tantos ciudadanos 
ilustres que me han precedido en el Ministerio, sin que 
las cualidades que altamente sobre mí los recomenda- 
ban, hayan podido librarlos. Mas yo, en mi mediocri- 
dad, fuerte en mi corazón con mi inocencia, me siento 
capaz de esfuerzos heroicos para vencer a la mentira. 
La verdad triunfará al fin, yo lo espero, a no ser que 
el destino haya decretado despedazar para siempre la 
reputación de los servidores de nuestra Patria, en opro- 
bio del carácter nacional y escándalo y ludibrio entre 
el extranjero, 
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“Vengo, pues, ante esta Honorable Cámara, con enér- 
gica voluntad de hacer cuanto sea posible para arro- 
jar lejos de mí las sombras (que acaso ofuscan mi pro- 
bidad, la probidad de que rebosa mi alma. 

“Esa H. Corporación, a causa de sus incesantes ta- 
reas, suele dejar pasar el término de sus sesiones sin 
examinar las cuentas del año anterior, dedicándose a 
ellas recién en el año subsiguiente. Pero si esto ahora 
sucediese, las cuentas de mi administración vendrían a. 
ser consideradas cuando hubiesen fenecido los seis me- 
ses de mi residencia establecidos por el artículo 89 de 
la Constitución, que terminan a fines del próximo mayo. 

“Para prevenir este inconveniente, desde la apertu- 
ra de las sesiones de este año me permití dirigir a los 
señores de vuestra Comisión Permanente una circular 
pidiéndoles prestasen justamente su atención a estas 
cuentas, y viendo que corren los meses, aquí estoy con 
la misma entrañable súplica ante la misma Honorable 
Cámara. 

“Examinad, señores, esas cuentas, y si de este exa- 
men, 0 si de cualquier otro dato que tengáis q adquiráis, 
resultan contra mí antecedentes de concusión, de pe- 
eulado, de malversación de los fondos públicos, de cual- 
quier operación siniestra en daño de ellos, poned en 
ejecución la alta atribución que 08 acuerda el inciso 2. 
del artículo 26 de la Constitución. Alzad vuestra au- 
gusta voz y acusadme. Caiga aleuna vez el peso de la 
ley sobre la cabeza de un malvado, o brille aleuna vez 
pura la virtud de un buen servidor. La moral pública 
se entonará y la patria ganará. En esta confusión de 
reputaciones, que hasta aquí nos ha mortificado, en este 
trastorno de conceptos, todo es pérdida para todos. 

“En el ruego que os estoy dirigiendo, no sólo está 
interesada vivamente mi reputación. Bien poco vale 
ella para la Patria, aunque mucho para los objetos que- 
ridos de mi corazón que tiernamente me rodean. Pero, 
en el juicio que provoco, está también envuelto el re- 
clamo de un hombre ilustre, el del general Flores, cuya 
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honradez ha sido siempre proverbial. do repito, que en 
mis operaciones todas, aparece la firma de S. E. el Pre- 
sidente de la República. Y todo no está dicho todavía 
a este respecto. Vosotros todos, todos y cada uno tenéis 
la reputación comprometida en el serio asunto que os 
propongo. Ki que debiendo y pudiendo reprimir el mal, 
lo tolera, se hace por ello cómplice, lo dice expresa- 
mente la razón y lo repite una de las eyes que nos ri- 
gen. Á vosotros corresponde acusar las concusiones y 
los peculados y toda malversación de los caudales pú- 
blicos perpetrada por un Ministro del Poder Ejecuti- 
vO. S1 yo soy ese miserable, que se ha enriquecido con 
los dineros públicos, acusadme o resignaos al cargo de 
aparcería conmigo. 

““Cuando así hablo, es porque tengo mi O bien 
alta. No pretendo, sin embargo, constituirme individual. 
mente responsable de los excesos del presupuesto, cu- 
yas Inversiones 'hallaréis.- también acreditadas en las 
cuentas, advirtiendo en ellas que han sido irremisible- 
mente requeridas con especialidad para exigencias ins- 
tantáneas de los departamentos de Gobierno, Guerra y 
Relaciones Exteriores. 

““La responsabilidad que por esas indeciinables ne- 
cesidades pudiera resultar, eravitaría, no sobre mí solo, 
sino sobre el Gobierno. 

“Para facilitar el ejercicio que invoco de vuestras 
atribuciones en este asunto, renuneilo a la limitación de 
seis meses a que eireunseribe la Constitución el térmi- 
no de residencia de un ex Ministro, y me presento en 
residencia por todo el tiempo que duren vuestras se- 
siones del presente año, ordinarias y prorrogadas. Y 
con el fin de proporcionaros auxiliares en el esclareci- 
miento de la verdad que econ vehemencia reclamo, voy 
a requerir al público, buscando legítima denuncia; vOy 

a interpelar a mis «Jletractores que emponzoñan la opT” 
nión con su hiel, escondidos entre la multitud. 

“La Constitución previene que esta Cámara haga la 
acusación, o a petición de uno de sus miembros, o de 
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parte. Os pido que en mi asunto toméis esta expresión 
en su mayor latitud, admitiendo la petición, no sólo 
del que se queje contra un acto mío que haya podido 
directamente defraudarlo, sino la denuncia escrita de 
cualquiera del pueblo nacional o extranjero que os sea 
elevada sobre los delitos de que os declara acusadores 
el citado artículo de la Constitución. Y también para 
la petición de parte así latamente entendida, prorro- 
go el término de mi residencia del modo dicho. 

“Un venerable romano, decía: ““Los que hurtan el 
dinero de un particular, pasan la vida entre los geri- 
llos; pero los que se apropian de los dineros del erario, 
la gozan altamente entre el oro y la púrpura, con os- 
tentoso aparato.”” No permitáis, dienísimos represen- 
tantes, este escándalo en la República. Faltó a Catón 
agregar: que muchos sufren el peso de tan fea impu- 
tación, mientras se ven oprimidos con su consorte y sus 
hijos en la estrechez de una ingrata fortuna. Este es 
mi caso, y mi sangre se subleva contra tan sarcástica 
injusticia. La he de perseguir mientras tenga fuerza en 
el alma. Con el tiempo, al fin la verdad triunfa, si no 
se incurre en el desacierto de abandonar el campo a la 
mentira. 

“Lista es mi convicción, porque no puedo persuadir- 
me que la Providencia deje por siempre al hombre pre- 
sa del error y de la maldad. 

““Contraeos, señores representantes, 09 ruego, al asun- 
to de este memorial y proceded inspirados por larims 
fexib¡e justicia que es propia del conspicuo lugar que 
ceupás.—Manuel Acosta Mara” 


v 


Acción de los particulares 


Sabido es que con arreglo al respectivo pre- 
cepto constitucional, la acusación ante el Sena- 
do era entonces procedente, como lo es en la ae- 
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tualidad, por los delitos en él especificados, ““des- 
pués de haber conocido sobre ellos a petición de 
parte o de alguno de sus miembros y (dleclarado 
haber lugar a formación de causa??. 

Nosotros entendemos, y así lo entendió tam- 
bién el ex Ministro de Hacienda del Presidente 
Flores, —que con sujeción al artículo 25 (antes 
26), si bien sólo a la Cámara de Representantes 
le incumbe el derecho exclusivo de acusar a los 
miembros del Poder Ejecutivo y sus Ministros, 
por traición, concusión, malversación de fondos 
públicos, violación de la Constitución u otros de- 
litos graves, ello no importa impedirles a los 
particulares agraviados, o a los ciudadanos en 
general, formular denuncias al respecto, a fin de 
que ellas sean consideradas a los fines pertinen- 
tes. 

Los siguientes párrafos de una exhortación 
publicada en seguida del escrito que antecede, 
confirman lo que acabamos de exponer: 


““En consecuencia de lo que allí he representado, re- 
quiero a todo el que quiera hacerse parte en el juicio 
a qU>- provoco, que se presente con tal objeto ante dicha 
Cámara. Nadie tema por el resultado que pueda pro- 
ducir contra él la acción que contra mí promueva. Si 
se declara infundada o calumniosa su denuncia, ningún 
uso haré en su daño de la acción que dan las leyes con” 
tra la calumnia. Lo renuncio desde ahora ante el pue- 
blo entero; dejaré impune al calumniante «ue se pre- 
sente ante la Cámara; lo dejaré no más que se vaya 
cargando su infamia. 

“Los que afectando indignación se han lanzado sobre 
mi honor, ahí tienen donde hacer justo alarde de sus 
sentimientos de patriotismo y justicia.” 
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vI 


Dictamen de la Comisión de Peticiones y discusión del 
mismo 


Según consta del acta número 25 de la Cáma- 
ra de Representantes, el 19 ge dió curso a la no- 
ta precedente, pasando a examen de la Comisión 
de Peticiones, que se expidió en los siguientes 
*órminos : 


H. Cámara de Representantes: 


ón el imprescindible deber de dictaminar sobre la 
petición del señor Ministro de Hacienda don Manuel 
Acosta y Lara, en que solicita se le acuse por los actos 
de su responsabilidad ministerial, la Comisión de Pe- 
ticiones consideró desde luego «que, confesando el señor 
Ministro su intervención en el pago de cantidades ex- 
cedentes del presupuesto y de otras que no figuraban 
en él, bastaba esa confesión para aconsejar a la Cáma- 
ra entablase la acusación solicitada. Pero. para mayor 
abundamiento, la Comisión antes de dictaminar, quiso 
tomar antecedentes y conocimiento de algunos actos de 
la administración de don Manuel Acosta y Lara. 

Se reunió al efecto en la Oficina de la Comisión de 
Cuentas, y en aleunas horas de examen de aquellos an- 
tecedentes, vino en conocimiento Tel espantoso despil- 
farro de las rentas públicas y entradas del Tesoro Na- 
cional durante la administración de don Manuel Ácos- 
ta y Lara. 

Como el examen completo de todos los actos adminis- 
trativos de dicho señor en el Ministerio de Hacienda, 
demandaría largo tiempo, y, Por Otra parte, ese examen 
está encomendado y compete a la Comisión de Cuentas 
de la Asamblea General, vuestra Comisión de Peticio- 
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nes ha considerado deber limitarse a comprender en su 
dictamen los actos que se mencionan y detallan en la 
adjunta relación, pues que apareciendo, a juicio de la 
Comisión, que esos actos son otras tantas malversacio-- 
nes de los caudales públicos, envueltos aleunos con ve- 
hementes presunciones de lapidación y peculado, ofre” 
cen ellos un fundamento más que suficiente para que 
la Cámara de Representantes, de conformidad con el 
artículo 26 de la Constitución de la República, acuse 
al ex Ministro don Manuel Acosta y Lara por el delito 
de malversación de fondos públicos. 

Para fundar su dictamen, en el curso de la discusión 
la Comisión se dispone a dar sobre cada uno de esos ac- 
tos las explicaciones necesarias, que bastarán, a ¿juicio 
de la Comisión, para decidir a la Cámara a prestarle 
su sanción, 

Sobre todo, señores representantes, ante el apercibi- 
miento de complicidad y aparcería en esos actos con 
que el señor Acosta y Lara intima a los representantes 
del pueblo, si no resuelven la acusación que solicita, la 
Comisión cree que la Cámara no puede trepidar un mo- 
mento en adoptar la siguiente Minuta de Decreto: 


Artículo 1. Acúsese ante el Senado al ex Ministro 
de Hacienda, don Manuel Acosta y Lara, por el delito 
de malversación de los fondos públicos. 

Art. 2.7 Nómbrese por la Cámara una Comisión de 
tres de sus miembros para entablar la acusación ante 
el Senado. 


Montevid20, mayo 9 de 1855, 


José M. Muñoz — Zacarías Mayo. 
bre — Pedro Bustamante — Pe- 
dro de la Torre — Carlos V. Ló” 
pez, 
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Kiste dictamen fué tratado el 19 de mayo, y de 
su discusión informa como sigue el acta núme- 
LOMO TE | 


“Puesta en discusión general la minuta de decreto 
que antecede, el señor Ministro de la Guerra dijo que 
el señor Presidente de la República le había encargado 
manifestar a la H. Cámara que le era altamente sen- 
sible haber visto en el dictamen de la Comisión de Pe- 
ticiones la palabra despilfarro, que envolvía conceptos 
injuriosos que rechazaba, y protestaba de la manera 
más formal contra ella; encareándole al mismo tiempo 
que, después de lo que acababa de expresar, no tomase 
parte en la discusión. 

“El señor Presidente contestó que se haría constar 
en el acta, y el señor Miinistro se retiró.?” 


Esta actitud airada, a la vez que insólita, del 
Poder Ejecutivo, no mereció, sin embargo, nin- 
guna palabra de reproche por parte de los legis- 
ladores presentes, pues del acta que transeribl- 
mos no consta nada a su respecto. 

Presidía la República el brigadier general don 
Venancio Flores y ocupaba la mencionada Se- 
cretaría de Estado el brigadier general don En- 
rigue Martínez, meritorio soldado de la Inde- 
pendencia. 

El silencio a que aludimos fué, no obstante, 
precursor de grandes tempestades políticas, potr- 
que el citado gobernante dimitió el mando el 10 
de setiembre, con motivo de la revolución esta- 
llada en Montevideo el 28 de agosto, que lo obli- 
gó a abandonar la plaza ese mismo día, y que 
tuvo como cabeza principal al doctor Muñoz, o 
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sea, el mantenedor del informe en que se acon- 
sejaba la instauración del juicio de residencia al 
ex Ministro Acosta y Lara. 


Pero veamos lo demás que consigna el acta del 
19 de mayo. 


““En seguida hicieron uso de la palabra el señor Mu- 
noz, miembro informante de la Comisión de Peticiones, 
adelantando aleunas explicaciones a las dadas en el 
dictamen, el señor Torres en pro de la minuta, y el 
señor Tenorio en contra. 

““El señor Presidente indicó la conveniencia de que 
la discusión general fuese libre, y al efecto el señor Bus- 
tamante hizo moción, la cual fué unánimemente apo” 
yada y se declaró libre la discusión, en la cual hicieron 
uso de la palabra, por distintas ocasiones, los señores 
Muñoz, Torres y Palomeque en pro y el señor Tenorio 
en contra. 

“El señor Labandera propuso que se suprimiese la 
palabra delito, poniendo en su lugar actos de su adm- 
mistración. 

““El señor Muñoz contestó que la Comisión, al for- 
mular el artículo, debía ajustarse a la Constitución de 
la República, que dice: “que a la Cámara de Represen- 
tantes compete la acusación por delitos””, y que, siendo 
necesario designar esos delitos, no podía lá Comisión 
emplear otras palabras que aquellas que marca la Cons- 
titución, por cuyas consideraciones se opone a la en- 
mienda propuesta. 

“¿No habiendo quien hiciese uso de la palabra, se vo- 
tó el artículo 1.” y fué sancionado sin alteración. Igual- 
mente lo fué el artículo 2.*, 

“El Presidente proclamó sancionada la minuta de 
decreto en discusión y consultó a la Cámara sobre quién 
debía nombrar la Comisión de que habla el artículo 2.". 

“El señor Muñoz dijo que la mente de la Comisión 
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había sido que la Cámara la nombrase, pero que ésta 
podía determinar lo que ereyese más conveniente. 

““El señor Presidente contestó que la Mesa lo enten- 
día como la Comisión.”” 


ADE 


Comisión acusadora 


Acto continuo se procedió al nombramiento de 
las personas encargadas de deducir la resveecti- 
va acción, resultando electos los señores Fernan- 
do Torres, José María Muñoz y Mateo Magari- 
lios, este último Presidente de la Cámara, quien 
rehusó la aceptación de ese cometido, manifes- 
tando que había sido colega del doctor Acosta y 
Lara durante el período de su administración, 
per cuya catisa *“creía que estaba legalmente im- 
pedido para formar parte de la Comisión encar- 
gada de entablar y seguir una acusación por dell- 
tos cometidos en dicha administración, en que 
hien pudiera, sin él saberlo, encontrarse compli- 
cado””, 

Efectivamente, ese distinguido ciudadano, eo- 
mo ya lo hemos recordado, entró a desempeñar 
la Secretaría de Gobierno y Relaciones Hxterio- 
res dos días después de ser electo Presidente de 
la República el entonces coronel Flores, de cuyo 
empleo cesó el 20 de noviembre ¿el propio año 
94, para poder ocupar una banca legislativa, 
siendo reemplazado por don Francisco Horde- 
nana. Sin embargo, no le valió de nada esa ex- 
cuña, coMo se verá en seguida; 
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“Ll señor Bustamante (se prosigue diciéndo en el 
acta mencionada), miembro de la Comisión de Peticio- 
nes, contestó que ésta, al buscar los cargos en que fun” 
dar la acusación del señor Acosta y Lara, tuvo ocasión 
de ver que no había nineuno contra el señor Ministro 
de Gobierno, que no había hecho otra cosa que cumplir 
con su deber, reconociendo créditos que él no podía de- 
jar de reconocer; pidiendo por estas consideraciones 
que no haga lugar la Cámara a la observación del señor 
Presidente. 

““Habiendo sido apoyada suficientemente esta indi- 
cación (se lee también en dicha relación), el señor Pre- 
sidente declaró que, en vista de las explicaciones dadas, 
se hacía un deber en aceptar el cargo.??” 

Cabe argúir, empero, que si bien los Minis- 
tros no son responsables sino de los decretos u 
órdenes que firmen, como asimismo de los que 
cumplan por mandato verbal del Presidente de 
la República, en este caso mediaban dos circuns- 
tancias para que el doctor Magariños hubiese 
persistido en su intención de no figurar entre 
los acusadores del doctor Acosta y Lara: el es- 
píritu de compañerismo, por un lado, y por otro, 
la confianza que le dispensara el Jefe del Hista- 
do al confiarle uno de sus principales Ministe- 
rios. 

Si hubiera renunciado las citadas carteras por 
disidencias profundas con aquel magistrado, re- 
lativas a la marcha administrativa en materia 
económica, habría cumplido con su deber de le- 
gislador denunciando esas graves 1irregularida- 
des ante el alto Cuerpo en que entraba a formar 
parte, llamando a ¿juicio político al Ministro o 
Ministros dilapidadores de los fondos públicos. 
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No lo hizo, sin embargo, y no lo hizo convenci- 
do, sin duda, de la honestidad del Gobierno en 
cuyo seno acababa de actuar, pues el general 
lores gozó siempre del más alto concepto por 
su honradez personal y política. No pudo jgmo- 
rar, por lo demás, siendo él un hombre inteligen- 
te y un colaborador activo de aquella adminis- 
tración, cómo se manejaban los dineros del Esta- 
do, los compromisos contraídos por las situacio- 
nes anteriores, que lucharon con dificultades de 
todo linaje, a causa de los cruentos sucesos des- 
arrolladog desde la iniciación del país en la vida 
nacional, y, en consecuencia, el verdadero estado 
le. las finanzas. 

Los señores Muñoz, Torres y Magariños, que 
ya eran bastante conocidos en la República, ad- 
quieren más tarde gran relieve por sus impor- 
tantes servicios a la Nación, principalmente el 
primero de ellos, que les sobrevivió y que duran- 
te la Guerra Grande, como jefe del benemérito 
Batallón número 3 de Guardias Nacionales, se 
había hecho digno de admiración y aprecio. 


vanos 


Reparos opuestos al. procedimiento adoptado por la 
Cámara 


El 24 recibió el Senado la respectiva comuni- 
cación de la Cámara de Representantes y una 
nota de los referidos comisionados, acompañán- 
dose a ésta una relación de los cargos que se for- 
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mulaban contra los actos administrativos del 
doctor Acosta y Lara. 

La Mesa, después de dar cuenta de esos docu- 
mentos, dispuso que todos ellos pasasen a estu- 
dio de una Comisión Especial compuesta por los 
señores Antonio Rodríguez, Juan Manuel de La 
Sota y Juan León de las Casas, la cual informó 
en la sesión del 28, formulando observaciones 
previas a la admisión del juicio de residencia in- 
tentado. Dieho dictamen, en forma de minuta de 
comunicación, decía así: 


Montevideo, mayo 28 de 1855. 


El Presidente que suseribe, contestando a la nota que 
se le ha pasado con fecha 19 del corriente mes, tiene 
el honor de hacer presente a la Honorable Cámara de 
Representantes que desde que por el artículo 26 de la 
Constitución de la República se haila establecido “que 
el derecho exclusivo de acusar ante el Senado a los Mi- 
nistros del Poder Ejecutivo por las causas (Ue expre” 
sa, compete a la Cámara de Representantes?”, la de Se- 
nadores deduce naturalmente que en el caso especial a 
que se refiere la nota de V. H., es a la misma Cámara 
de Representantes a quien corresponde producir la acu- 
sación contra el ex Ministro de Hacienda y actual se- 
nador don Manuel Acosta y Lara; pues siendo ella ex- 
eclusiva en el ejercicio de ese derecho, esta cireunstan” 
cia excluye también la posibilidad de toda delegación 
de facultades, fuera de los términos preseriptos por la 
ley. 

Además: procediendo de conformidad con el espíri- 
tu de esa disposición, y en el concepto de que el carác- 
ter representativo que invisten las Cámaras Naciona- 
les, no es transmisible, ni puede ejercitarse fuera del 
lagar, ni en otra forma que como la Constitución pre- 
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viene, el infrascripto se permite observar a Vuestra 
Honorabilidad el artículo 4.” del Reglamento vigente, 
que determina: “los representantes no formarán cuer- 
po, €ñ caso alguno, fuera de la sala de sus sesiones”, 
cuya resolución debe suponerse dictada en previsión de 
que ninguna de las dos Cámaras pueda llevar por sí 
misma, 6 por medio de sus Comisiones, su representa- 
ción fuera del recinto destinado para sus deliberacio- 
nes legislativas. 

Por último: estableciendo Ja Constitución el modo 
único cómo pueden y deben entenderse ambas Cáma- 
ras entre sí, ha estatuído en el artículo 48: ““que las 
Cámaras se comunicarán entre sí por «escrito y por 
medio de sus Presidentes””, por manera que al trasmi- 
tir su resolución la Cámara de Representantes a la del 
Senado, no ha podido confiar la ejecución de una par- 
te de ella a una Comisión especial que venga a produ- 
cir, en el seno del Senado, fundamentos in voce, que 
la Cámara ha omitido en su comunicación por escrito; 
a la vez que la H. Cámara ha creído poder hacer tal 
delegación, no puede desconocer que el artículo 96 del 
Reglamento de común observancia para ambas Cáma- 
ras, prohibe la entrada en el recinto de sus sesiones a 
toda persona que no sea Ministro o miembro de ella, 
sin especial permiso del Presidente, en virtud de acuer- 
do de la misma Sala. 

Apoyado sobre los fundamentos constitucionales y 
reglamentarios referidos, el Senado considera que no 
debe admitir como hecha en forma una acusación de- 
ducida en parte por escrito por la misma Cámara de 
Representantes, y en parte confiada a una Comisión 
que ha de continuarla en el Senado verbalmente; pues” 
to que esta Cámara entiende que después de haber eo- 
nocido la de Representantes del negocio en los términos 
preseriptos por el artículo 26 de la Constitución, no 
puede dejar de poseer tedos los comprobantes o justi- 
ficativos necesarios para expedirse en la acusación de 
que se trata, del modo único que la Constitución per- 
mite, ni dejar de comprender, como el Senado com. 
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prende, que no le es lícito a quien la Constitución no 
autoriza para una misión semejante, desde que ella la 
confiere a.la Honorable Cámara de Representantes. 

En tal concepto, pues, el infrascripto, cumpliendo 
con las determinaciones de la Ilonorable Cámara de 
Senadores, tiene el honor de dirigirse al señor Presi- 
dente de la Honorable Cámara de Representantes para 
que sl ésta lo estima conveniente, se diene, reconside- 
rando el negocio a que se contrae la nota del 19 del que 
rige, darle un giro que no presente para su admisión 
en esta Cámara las dificultades que él ofrece bajo la 
forma en que él ha sido introducido actualmente. 

Con tal motivo saluda al señor Presidente de la Ho- 
norable Cámara de Representantes con su acostumbra: 
da consideración.—Rodríguez—De las Casas—De la Sota. 


Iguales reparos se podrían oponer hoy mismo, 
en caso de promoverse un ¿juicio político, desde 
que los constituyentes de 1917, como lo hemos 
observado antes de ahora, si se exceptúa la eli- 
minación de las palabras ““que merezcan pena 
infamante o de muerte””, han aceptado en el ar- 
tículo 25 todo cuanto se expresa en el inciso 2.* 
del 26 de la primitiva Constitución. Pero al de- 
cirse en dicho precepto que el derecho de acusar 
ante el Senado por los delitos que en él se imdi- 
can es del exclusivo resorte de la Cámara de Re- 
presentantes, no autoriza para sostener lógica- 
mente que ésta no pueda delegar su personería 
en una Comisión especial, encargada de entablar 
acusación a cualesquiera de los miembros de los 
tres altos Poderes del Estado comprendidos en 
la citada disposición, puesto que la Cámara no 
se va a constituir, en cuerpo, ante la otra rama 
legislativa, a fin de llenar ese cometido, ni. si- 
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quiera le incumbe a quien la preside represen- 
tarla en tales circunstancias, 

Establece la Constitución en el artículo 44, 
análogo al 48 de la anterior, que las Cámaras se 
comunicarán por eserito entre sí y con el Poder 
Ejecutivo, por medio de sns respectivos Presi- 
dentes, y con autorización de un Secretario; y 
la Cámara de Representantes llevó a: conocl- 
miento del Senado, ajustándose a ese supremo 
mandato, la resolución por ella adoptada el 19 
de mayo. 

En la página 54 del tomo VI del Senado, se 
dice textualmente: “Se dió cuenta de un decre- 
to que comunica la Cámara de Representantes. 
acusándose en él ante el Senado al ex Ministro 
de Hacienda don Manuel Acosta y Lara, y nom- 
brando a los representantes Magariños (don 
Mateo), Muñoz y Torres para sostener la acu- 
sación”?. 

Además, en la página 87 se transcribe la nota 
aludida, que reza como sigue: 


Cámara de Representantes. 


Montevideo, mayo 24 de 1855. 


El Presidente que subscribe, tiene el honor de acom- 
pañar a la H. Cámara de Senadores la Minuta de De- 
creto que la de Representantes ha tenido a bien san- 
cionar en su sesión del 19 del corriente; sienificándole 
al mismo tiempo que han sido nombrados para compo- 
ner la Comisión de que habla el artículo 2.7 los señores 
don Fernando Torres, don José María Muñoz y el in- 
Fraseripto. 
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Dios guarde al H. Senado muehos años.—Mateo Ma- 
yarmos, Presidente.—Juan Antonio Magarmos, Secre” 
tario. 


Señor Presidente de la IM. Cámara de Senadores, 

Por consiguiente, se llenó el requisito esencial 
exigido para que ela andamiento dicho jui- 
celo político. 

S1 la Comisión delegada hubiera hecho saber 
su designación “per sí sola, convirtiéndose en in- 
térprete de la Cámara de de es de- 
clr, si hubiese comparecido con una copia lega- 
lizada de la minuta de decreto de la referencia y 
de la resolución en ella aconsejada, presentando 
a la vez la nota de su nombramiento, sin la comu- 
nicación a que aludimos, habría obrado incorree- 
tamente, exponiéndose a la más seria y justa re- 
pulsa. Pero no sucedió así, como queda demos- 
trado. Por otra parte, en la misma acta del %4 
de mayo, se lee: ““A la vez se dió cuenta también 
dejuna comunicación que dichos señores Comi- 
sionados dirigen al Senado, pidiendo abra el jui- 
clo político determinado por la Constitución; y 
acompañan nota de los cargos que resultan ecn- 
tra el Ministro acusado””. 

Resulta, en consecnencia, que se cumplió es- 
tristamente el precepto constitucional invocado 
por la Comisión del Senado, al comunicarse a 
éste, por el Presidente de la Cámara baja, lo por 
ella resuelto y el cometido confiado a los seño- 
ros Magariños, Muñoz y Torres. 

Lo que no procede, es que un representante se 
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dirija al Senado, en caso de conferírsele tal man- 
dato ante él, sin que el Presidente de la Cáma- 
ra, refrendala su firma con la del respectivo Se- 
eretario, haya cumplido con el deber constitucio- 
nal de transmitirle a la que ha de hacer de Juez 
la providencia tomada al respecto por la Corpo- 
ración que representa, porque esa facultad no 
es delegable ni pertinente. 

Resuelta la acusación por la colectividad, que 
es lo fundamental,—por ser ella de su exclusiva 
competencia, —lo demás es secundario y debe re- 
eirse de acuerdo con la práctica más uniforme y 
racional observada en los países gobernados por 
el mismo sistema político, o, en subsidio, como lo 
aconseje el simple buen sentido, siempre que no 
se vaya contra ningún precepto expreso del mis- 
mo Código magno. 


EX 


Antecedentes ilustrativos 


La Comisión acusadora, noticiada por la pren- 
sa de los términos del informe de los señores 
Rodríguez, de las Casas y de la Sota, se apresu- 
ró a impugnar la tesis en él sustentada, harién- 
dolo al amparo de interesantes antecedentes. 
ilustrativos de las diversas cuestiones promovi- 
das. 

He aquí dicha réplica, que amplía lo que deja- 
mos expuesto: 
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H. Cámara de Senadores: 


Los infrascriptos, miembros de la Cámara de Repre- 
sentantes, nombrados por ella para proseguir ante 
V. H. la acusación contra el ex Ministro de Hacienda, 
hoy senador, don Manuel Acosta y Lara, por el delito 
de malversación de los fondos públicos, en cumplimien- 
to de nuestro encargo nos presentamos a V. H. para 
expresarle que es con la mayor sorpresa que hemos visto 
publicado por los periódicos el dictamen de la Comisión 
Especial de V. H. sobre el contenido de la nota pasada 
por el Presidente de la H. Cámara de Representantes, 
en que éste, de conformidad con las fórmulas preserip- 
tas para la comunicación de las Cámaras entre sí, par- 
ticipó a la de Senadores el decreto de acusación san” 
cionado por la de Representantes en la sesión del 19 
del corriente, y el nombramiento de los infrascriptos 
para el efecto ya indicado. 

La Cámara de Representantes, al decretar la acusa- 
ción del ex Ministro don Manuel Acosta y Lara, ha es- 
tado en el pleno ejercicio de un derecho que le es ex- 
elusivo, y para llevarle adelante, ha adoptado las for- 
mas más ajustades a las prescripciones constituciona” 
les y a los principios generales del derecho común. 

La Constitución de la República no desciende a pres- 
eribir formas determinadas para el ejercicio del dere- 
cho de acusación de la Cámara de Representantes ni 
vara la atribución del Senado, de conocer de la acusa- 
ción. 

Para suplir, en cuanto de ella depende, las formas 
de llevar a cabo la acusación decretada, adoptó el me- 
dio de hacerse representar en el Senado por una Comi 
sión de su seno. 

Obrando así, no hacía más que obrar en perfecta 
analogía con los demás casos en que ella tiene que obrar 
y ejecutar sus resoluciones fuera de su seno. 

Guiada en esto la Cámara de Representantes por el 
alto buen sentido que demanda la naturaleza del caso, 


24 
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y de las funciones que respectivamente competen a cada 
Cámara, su proceder se encuentra naturalmente en 
completo acuerdo, no sólo econ los medios indispensables 
para la aplicación y cumplimiento de los artículos 26, 
99, 39 y 51 de la Constitución, sino que, a la vez, ese 
proceder es el mismo seguido en todos los países cons- 
tituídos en forma análoga al nuestro, ya sea por ha- 
berlo así determinado expresamente sus constituciones, 
ya sta que esas constituciones, con disposiciones idén- 
ticas a las de la nuestra, no hayan descendido, como 
no ha descendido ésta, a detallar las formas y procedi- 
mientos de la acusación y juicio consiguiente. 

En todas las constituciones de las repúblicas sudame- 
ricanas, se atribuye a la Cámara de Representantes el 
derecho de acusar ante el Senado a los altos funciona- 
rios del Estado, y al Senado la competencia para cono- 
cer de la acusación en juicio público. En todas esas 
constituciones se establece, más o menos claramente, la 
distinción necesaria que existe entre las funciones le- 
gislativas del Senado deliberando, y las funciones ju- 
diciales del Senado conociendo de las acusaciones de la 
Cámara de Representantes. | 

La Constitución chilena es la más previsora a. este 
respecto: confiere al Senado la atribución especial. de 
ejercer el poder natural de una Corte de Justicia, para 
olr, juzgar y sentenciar a los acusados por la Cámara 
de Representantes, y determina que, en este casos lamas 
mara de Representantes escoja uno de sus miembros 
para que haga las veces de acusador ante el Senado. 

La Constitución de Nueva Granada, estatuye las 
mismas prescripciones que la nuestra, respecto de las 
acusaciones de la Cámara de Representantes ante el Se- 
nado; y como la nuestra, ha dejado al buen sentido 
práctico y penetración de los legisladores la adopción 
de las formas indispensables para hacer efectivas aque- 
llas prescripciones. 

Este buen sentido y esa penetración, guiaron a la Cá- 
mara de Representantes de Nueva Granada, al decre- 
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tar la acusación ante el Senado del Presidente de aque” 
lla República don José María Obando. Decretó la acu- 
sación, poco más o menos, en los mismos términos que 
lo ha hecho nuestra Cámara de Representantes, y nom- 
bró también una Comisión de su seno, para el delicado 
encargo de entablar y seguir la acusación ante el Se- 
nado. 

La Constitución de los Estados Unidos de Norte 
América, atribuye también al Senado el conocimiento 
de las acusaciones de los altos funcionarios públicos por 
la Cámara de Representantes. Sobre este punto, puede 
decirse que nuestra Constitución es una copia de la 
de los Estados Unidos. 

- Pero en aquel gran pueblo, modelo de alto buen sen- 
tido, para hacer reales y efectivas sus instituciones, 
allí donde no es ilusoria la responsabilidad de los ma- 
gistrados, se ha entendido siempre que el Senado, en 
los casos de acusación, debía seguir los procedimientos 
esenciales de un juicio, y no los reglamentarios del par- 
lamento. Allí no se. ha trepidado, en los casos ocurren- 
tes, en considerar como tal con audiencia de la parte 
acusadora y parte acusada. 

En las monarquías constitucionales encontramos más 
de un ejemplo de cómo, bajo el imperio de disposieio- 
nes análogas a las de nuestra Constitución, se puede y 
se debe hacer efectiva la responsabilidad de los altos 
funcionarios públicos. 

La Francia nos da de esto un bello ejemplo en la 
acusación y proceso de los Ministros de Carlos X, El 
diputado Mr. de Salverte propone una moción decre- 
tando la acusación de los Ministros; la moción pasa a 
una Comisión que Investiga los hechos, la (Comisión 
dietamina aconsejando la acusación, y la Cámara, por 
una inmensa mayoría, la decreta, e inmediatamente 
elige entre sus miembros tres comisionados para hacer 
en su nombre todas las pesquisas necesarias, seguir, sos” 
tener y dar fin a la acusación ante la Cámara de los 
Pares. El Presidente de la Cámara de Diputados, eo- 
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munica a la Cámara de los Pares la acusación decreta- 
da y el nombramiento de los comisarios. La Cámara de 
los Pares delibera y decide constituirse en Corte de 
Justicia. 

Así constituída, instruye el proceso con audiencia de 
los comisarios acusadores y de los ex Ministros acusa- 
dos; instruído el proceso, señala un día para la gran 
audiencia en que había de fallar; y en esa audiencia 
hay un banco destinado a los comisarios de la Cámara 
de Diputados, como acusadores, y otro banco para los 
ex Ministros acusados. 

Al proceder así, la Cámara Francesa no tenía for- 
mas prescriptas y detalladas que seguir para el caso. 

Las deducciones naturales de la ley fundamental, y 
los intereses nacionales, los procedimientos análogos de 
todo juicio, y el buen sentido, les bastaron para encon” 
trar los medios adecuados de hacer efectiva la respon- 
sabilidad de los Ministros. 

Las mismas deducciones naturales de nuestra Consti- 
tución política y los altos intereses de la nación, han si- 
do bastantes para que la Cámara de Representantes de 
la República haya decretado la acusación del ex Mimnis- 
tro don Manuel Acosta y Lara, y adoptado el medio de 
llevarla adelante, nombrando al efecto una Comisión de 
su seno. Y los mismos motivos, Honorables Senadores, 
deben bastaros para que abráis el juicio público pres” 
eripto por el artículo 38 de la Constitución, figurando 
en ese juivio vosotros como jurados; nosotros como acu- 
sadores en nombre de la Cámara de Representantes, y 
el senador don Manuel Acosta y Lara, como ex Minis- 
tro acusado. 

Ninguna de las objeciones apuntadas por la Comisión 
Especial en su dictamen tiene el menor fundamento ra- 
zonable ni legal. La Cámara de Representantes, al nom- 
brar la Comisión que debe representarla en el juleio 
público, no ha delegado a nadie sus facultades: a ella 
compete el derecho exclusivo de acusar ante el Senado, 
y ella misma es la que ha acusado, en ejercicio de ese 
derecho; ella será legítimamente representada en el 
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Juicio público por la Comisión que al efecto ha nom- 
brado. 

lLias disposiciones del Reglamento interior de las Cá- 
maras, no tienen la menor aplicación al caso. En primer 
lugar, ese Reglamento, sancionado el año 1829 para una 
sola Cámara, no podría aplicarse a las relaciones lega” 
les entre ambas, ni venir a estorbar el genuino cumpli- 
miento de los artículos de la Constitución de la Repú- 
blica; en segundo lugar, ese Reglamento determina los 
procedimientos de las Cámaras en el ejercicio de sus 
funciones deliberativas y legislativas; y ni por asomo 
se pone en el caso del ejercicio del derecho de acusar 
que compete a una Cámara, y de la atribución de Juz” 
gar que compete a la otra. 

La preseripción constitucional de que las Cámaras se 
comunicarán entre sí por escrito y por medio de sus 
Presidentes, tampoco puede importar, ni importa una 
prohibición de que se presente ante V, H. la Comisión 
nombrada por la Cámara de Representantes. Se comu- 
nican entre sí las Cámaras, por escrito, sus respectivas 
sanciones; y así lo hizo la de Representantes, comunl- 
cando por escrito, por medio de su Presidente, las re- 
soluciones adoptadas por ella en la sesión del 19 del 
corriente; pero ejercer un derecho acusado, no es cum- 
plir con un deber comunicándolo: la comunicación Or” 
dinaria está hecha; falta llevar adelante la acusación. 

Por demás es hacer la menor observación sobre la 
cita del artículo 96 del Reglamento interior de las Cá- 
maras, porque si él fuese aplicable al caso presente, la 
consecuencia natural sería que el especial permiso del 
Presidente del Senado debería convertirse en un estric- 
to deber de obligación; pues que sin ese especial permi- 
so, el juicio no podría llevarse a cabo. 

Por más subterfugios que se quieran buscar para 
eludir el eumplimiento del artículo 38 de la Constitu- 
ción de la República, ningún fundamento legal se ha- 
llaría para negarle entrada a Una de las partes al jui- 
cio público prescripto por aquel artículo. 
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En ese juicio público, como queda dicho, deben figu- 
rar indispensablemente, la parte acusadora, la parte 
acusada y el jurado que ha de fallar. 

En desempeño de nuestra Comisión venimos a hace- 
ros esta exposición, pidiéndoos os dienéis tenerla en 
vista al considerar la Minuta de Comunicación que os 
aconseja vuestra Comisión Especial y que nosotros de- 
hemos esperar desechéis. 

Honorable Cámara de Senadores. 


Montevideo, mayo 30 de 1855. 


Fernando Torres — Mateo Maga” 
rmiños—José María Muñoz. 


El Senado debió encarar este asunto en la se: 
sión del 31, pero la exposición que antecede, que 
pasó a estudio de la misma Comisión Especial 
dictaminante, fué causa de que recién el 4 de ¿u- 
nio se procediese a tratarlo. 


X 
Resolución intempestiva 


Dicha Comisión, en vez de rebatir los  argu- 
mentos contrarios, considerados a la luz de las 
doctrinas constitucionales, como lo hiciera la de 
la Cámara de Representantes, y de aportar ante- 
cedentes que quitasen importancia a los en que 
se apoyaban los señores Muñoz, Torres y Maga- 
riños, si es que podía citarlos, aconsejó la devo- 
lución a Secretaría del eserito de estos respeta- 
bles legisladores, por Juzgarlo impertinente. 

Léase, sino, el aludido informe: 
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_ Honorable Cámara de Senadores : 

La Comisión Especial, impuesta de la petición eleva- 
da por los señores representantes don Fernando To- 
rres, don Mateo Magariños y don José María Muñoz, 
solicitando “os dienéis tenerla en vista al considerar la 
Minuta de Comunicación que os aconseja vuestra Co- 
misión Especial””, ha considerado que la cuestión que 
vuestra: Comisión Especial os ha sometido al propone- 
ros la dicha Minuta de Comunicación, es “si los ante- 
dichos señores representantes tienen o no la personería 
necesaria para producir ante V. H., en todo o en par- 
te, acusación contra un ex Ministro del Poder Ejecuti- 
vo, de acuerdo con los fundamentos legales y disposi- 
ciones constitucionales de que hace mérito la Comisión 
Especial””; que esa cuestión es previa a las de ulterior 
consideración en el caso ocurrente; y que, entrando a 
considerar hoy la precitada petición, V. H. se encon” 
traría fuera del orden establecido por el Reglamento, 
puesto que ante V. H. solamente a los señores senado- 
res les es permitido por la ley, discutir y analizar los 
informes de sus respectivas Comisiones; y es por eso 
que la Comisión Especial propone a V. H. la sanción 
de la siguiente 


MINUTA DE DECRETO 
Devuélvase a Secretaría esta petición, y póngase en 
la orden del día el anterior informe de la Comisión Es- 


pecial. 


Montevideo, 1. de junio de 18505. 


Antomo Rodríguez — Juan Manuel 
de la Sota — Juan León de las 
Uasas. 


Tratándose precisamente de dilucidar el punto 
de si la Comisión acusadora tenfa o no derecho 
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EA | 
para ejercer la personería de la Cámara de Re- 
presentantes, cuestión capitalísima planteada 
por la del Senado como previa a toda otra, 1o 
procedía disponer que la defensa de la actitud de 
aquella rama del Poder Legislativo fuese tenida 
por no presentada, Muy lejos de ello: se imponía 
su consideración, a fin de obrar con toda concien- 
cla, examinando y destruyendo, si fuese posible, 
las alegaciones invocadas como valederas para 
justificar la constitucionalidad del procedimien- 
to adoptado. 

¿No consagra nuestra Carta Política el dere- 
cho de petición a todos los habitantes del Esta- 
do? Con mayor razón debió ser, pues, oída am- 
pliamente la Comisión de la Cámara baja, por 
ser ésta parte del Parlamento Nacional, máxime 
en presencia de un asunto grave, que debió inte- 
resar a todos por igual, y que por primera vez 
surgía en su seno. 

Por lo demás: ¿de dónde sacó la Comisión Es- 
pecial del Senado la absurda teoría de que los in- 
formes legislativos no pueden ser discutidos sino 
en Sala y únicamente por sus miembros? No era 
esa tampoco la cuestión, puesto que los delega- 
dos de la Cámara de Representantes no preten- 
dían intervenir en el debate oral que pudiera 
suscitarse en el recinto del Senado, desde que 
respondían por escrito a un dictamen que vió la 
luz en la prensa de la Capital, por ser eso lo eo- 
rrecto; y es sabido que tanto los informes como 
los proyectos de ley están sujetos a que las cor- 
poraciones interesadas en su rechazo o modifica- 
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ción, lo mismo que los particulares, formulen a 
su respecto cuantas observaciones estimen «eon- 
veniente a sus empresas y derechos, o al bien 
público si no afectan al interés privado. 

El erróneo concepto de los deberes y derechos 
de ambas Cámaras expuesto por la Comisión Es- 
pecial del Senado, tomé cuerpo, no obstante, co- 
mo resulta de la crónica fidedigna de este asun- 
to, empezando por aprobar la minuta de decreto 
que acabamos de considerar, 

En el acta correspondiente a la sesión última- 
mente citada, se dice sobre el particular; 


“En la discusión general, el señor Tort se manifiesta 
conforme en que se pase a considerar el asunto en lo 
principal, como la Comisión lo proponía. 

“Jl señor Casas, miembro informante, pide que se 
declare antes si se aprueba lo propuesto por la Comi- 
sión, y presenta las consideraciones que hacen inaten- 
dible la exposición de los tres señores representantes, 
explicando el modo propio en que ella pudiera tener 
entrada en la Cámara. Se procede a votar y la Minuta 
de Decreto queda aprobada.”” 


Es sensible que no se haya hecho ni siquiera 
un extracto de las razones dadas por el senador 
Casas para sostener el informe, y mucho menos 
todavía del procedimiento que en su sentir debió 
ponerse en uso para que la exposición desechada 
tuviese cabida en el Senado, porque tal vez esas 
observaciones fueran de mayor peso que las es- 
cuetamente hechas conocer por el dictamen de la 
Comisión a que él pertenecía. Entonces no se se- 
sionaba con taquígrafos, y cuando los propios le- 
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gisladores no hacían una breve relación de sus 
discursos, que luego entregaban a la Secretaría 
para que constasen en el acta, su redactor se con- 
cretaba a asentar los nombres de los que habla- 
ban y las resoluciones acordadas. 

A una omisión del miembro informante debe 
atribuirse, por lo tanto, que se ienoren en abso- 
luto las nuevas alegaciones aducidas y que tanta 
influencia parece haber producido en el ánimo de 
los demás asistentes a la sesión del 4 de junio. 

De la acusación entablada, no se trató sino en 
la sesión del 11 del mismo mes, debido a diversas 
circunstancias. 


XI 


Comisión Fiscal 


En el acta de la citada fecha se consigna lo si- 
guiente, aludiéndose en primer término a la nota 
proyectada el 28 de mayo: 


“Se proclamó la discusión eeneral, 

“El señor Casas, miembro informante de la Comi- 
sión, explanó los diferentes fundamentos en que ella se 
había apoyado para aconsejar la Minuta de Comunica- 
ción que había propuésto. | 

“El señor Tort opinó que la Cámara de Represen- 
tantes había procedido de conformidad con la Consti- 
tución, acusando ante el Senado, y que, por lo tanto, 
lo que tocaba a éste era abrir el juicio público, a cuyo 
efecto presentó la moción que sigue: 


—Desígnase la sesión del día de mañana para abrirse 


el juicio de acusación resuelto por la Honorable Cáma- 
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ra de Representantes contra «el ex Ministro don Manuel 
Acosta y Lara.—T'0ykt.”? 

“*No se apoyó. 

“Los señores La Sota y Gayoso se expresaron con- 
formes con el dictamen de la Comisión; y el señor Casas, 
deseando, dijo, terminar este asunto con la brevedad 
que todos reconocían, y la cual sería difícil obtener por 
medio del procedimiento que envolvía la comunicación 
presentada y que estaba en discusión, hizo moción, a 
nombre de la Comisión Especial, para que se nombrara 
una Comisión Fiscal, que oyendo los cargos que se ha” 
cian al ex Ministro y los descargos de éste, aconsejara 
al Senado la resolución que el resultado indicara. 

“* (Ampoyados). 

“El señor Presidente anunció que se iba a votar. 

“El señor Acosta y Lara se retira. 

““El señor Tort propone que la votación sea nominal. 

“Se resuelve así. 

“Se cerró la discusión; y votándose si se pasaba a la 
particular, los señores Casas, Sayago, Gayoso, La ¡So- 
ta, Flores y Pla, se expresaron por la afirmativa, y el 
señor Tort por la negativa. 

“Se pasó a la discusión en particular de la moción 
propuesta por el senor Casas, a nombre de la Comisión 
Especial, y fué apoyada. 

““El señor Tort insistió en que lo que procedía era 
abrir el juicio público preseripto por la Constitución, 
a cuyo efecto reprodujo su moción. 

““DLa Cámara pasó a votar nominalmente si se apro- 
baba la moción que estaba en discusión, y el resultado 
fué por la afirmativa, votando cada une como en la 
precedente votación. 

“El señor Presidente eligió a los señores Casas, La 
Sota y Sayago para componer la Comisión.?” 


La moción aprobada echó por tierra todo lo 
expuesto en los dos informes de la Comisión Jós- 
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pectal del Senado, puesto que al acordarse el 
nombramiento de una Comisión Fiscal con los 
cometidos expresados, se reconoció implícita- 
mente que la Cámara de Representantes había 
procedido correctamente. De lo contrario, hubie- 
ra hecho suya la nota aconsejada el 28 de mayo, 
que ponía en tela de juicio la constitucionalidad 
de su resolución del 19, o habría votado el arehi- 
vo del asunto por no ceñirse a los preceptos del 
Código Fundamental la minuta de decreto tan 
severamente impugnada. 


XII 
Incidencia 


Ya se ha visto cómo entendió las cosas al prin- 
cipio la Comisión Especial del Senado, hasta lle- 
garse a la propuesta de su miembro informante 
de designar varios legisladores de su seno con la 
misión de abocarse el estudio de los cargos y des- 
cargos que se hiciesen y asesorar acerca de unos 
y otros a dicho alto Cuerpo. | 

Pues bien: la Comisión delegada por la Cáma- 
ra de Representantes para proseguir el juicio 

político resuelto, tampoco se conformó con el pro- 
cedimiento que acababa de adoptar la otra ra- 
ma del Parlamento. 

Veamos lo que consta en las respectivas actas. 

En la página 260 del tomo VI correspondiente 
a la primera, se lee: 


“El señor Muñoz pidió la palabra y dijo que tenía 
encargo de la Comisión nombrada por la Cámara para 
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seguir ante el Senado la acusación decretada contra don 
Mamuel Acosta y Lara, de manifestar a la Cámara que 
ésta había sido invitada por una Comisión del Senado 
para asistir a una reunión en la Secretaría del mismo; 
que, en efecto, fueron, y la Comisión del Senado les 
dijo que el objeto era para oir la acusación y los des 
cargos, a fin de poder informar al Senado; que la Co- 
misión de la Cámara de Representantes contestó, que 
habiendo sido nombrada por esta Cámara para enta” 
biar y seguir las acusaciones ante el Senado, según ha- 
bía sido decretado, consideraba que traspasaría su 
mandato si gestionaba la «¿cusación ante una Comisión 
de aquella Cámara, fuera del juicio público prescripto 
por el artículo 35 de la Constitución. (Que habiendo 
cumplido con la primera parte de su encargo, esperaba 
que el Senado, en cumplimiento de dicho artículo, abrie- 
se el juicio público para continuarlo, según lo resuelto 
por la Cámara de Representantes. Que la Comisión ha- 
bía creído de su deber dar cuenta de este suceso a la 
Cámara y que le había encargado a él que lo hiciera. 

““El señor Presidente contestó que se haría constar 
en el acta.?” 


Al día siguiente, o sea, en la sesión del 14 de 
junio, se expuso en el Senado, según se consigna 
en la página 96 del tomo VI, del Diario respec- 
tivo, lo que transcribimos a continuación : 


““Entrándose en la orden del día, el señor La «Sota 
instruyó a la Cámara que la Comisión nombrada por 
la de Representantes en el asunto del senor Ácosta y 
Lara, había declinado entrar en las ampliaciones de la 
acusación, porque su misión era para ante el Senado, 
y no para ante la Comisión que el Senado nombró; que 
de esa declinación había quedado constancia; y que 
ereía que en esta altura del asunto, correspondía pasar 
al señor Acosta y Lara los cargos de acusación para Olr 
los descargos; pero que la Comisión, a cuya nombre ha- 
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blaba, no se consideraba facultada para este procedi" 
miento, por lo que pedía a la Cámara resolviera. 

“La Cámara resolvió autorizar a su Comisión para 
olr los descargos del señor Acosta y Lara.” 


Esta misma desinteligencia, como lo hemos ya 
observado en el capítulo respectivo, puede surglr 
en adelante en caso de entablarse algún juicio 
político, desde que el artículo 38 de la Constitu- 
ción del año 30, hoy 36, no ha sufrido modifica- 
ción alguna. Pero mientras no se dicte una ley 
interpretativa de este precepto, creemos que el 
Senado no puede delegar sus funciones sobre la 
substanetación del ¡juicio en ninguna Comisión 
Especial designada al efecto. 

¿No le corresponde a esa rama legislativa abrir 
juicio público a los acusados, y pronunciar sen- 
tencia, CON LA CONCURRENCIA, A LO MENOS, DE LAS 
DOS TERCERAS PARTES DE VOTOS? Para una y otra eo- 
sa, es Indispensable, pues, que el Senado en cuerpo 
itervenga desde el acto inicial de la instauración 
del juicio hasta el pronunciamiento del fallo, co- 
mo lo hacen los jurados (le imprenta, ante los 
cuales comparecen acusador y acusado a produ- 
cir sus pruebas y hacer los respectivos alegatos, 
para que dicho tribunal popular, empapado así 
personalmente en los hechos y razones de las par- 
tes, pueda dar un veredicto con plena conciencia 
de la justicia o falsedad de los cargos formula- 
dos, porque un juicio político se aparta por ente- 
ro de las causas comunes, promovidas y llevadas 
a término en virtud de un procedimiento ajus- 
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fado a reglas jurídicas, y debe ser invariable- 
mente breve y sumario. 


XIII 


Imputaciones al acusado 


La Comisión de la Cámara de Representantes 
encargada de proseguir la acusación ante el Se- 
nado, fundó dicho ¿juicio en la relación cireuns- 
tanciada de veintidós pagos ordenados por el ex 
Ministro Acosta y Lara, que en su concepto no 
se habían ceñido a las prescripciones legales. 

Se trataba de imputaciones que ponían en du- 
da, a primera vista, la corrección de procederes 
del inculpado, y que podían dar lugar, por lo tan- 
to, a la instauración de un ¿juicio político en caso 
de ser ellas exactas. 

Su simple enunciación bastó, pues, para que la 
Cámara resolviese la acusación interpuesta, de- 
mostrando así haber obrado bajo la influencia del 
Impresionismo del momento y no después de una 
detenida reflexión. | 

¿No la invitó a meditar la actitud altiva del 
doctor Acosta y Lara, que no sólo instó para que 
se le promoviese juicio de residencia, si realmen- 
te se le consideraba culpable, sino que al propio 
tiempo exhortó por la prensa a sus detractores 
para que formulasen contra sus actos de ex Mi- 
nistro de Hacienda todos los cargos que pudie- 
ran servir como prueba de sus malos y crimino- 
sos procederes administrativos, asegurándoles la 
impunidad de su conducta en caso de ser él ab- 
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suelto? Ningún funcionario consciente de su de- 
lincuencia, por audaz que fuere, podría decirles 
a sus jueces naturales, como él lo hizo: ““Acusad- 
me, si no he obrado conforme a la Constitución 
v las leyes, porque de lo contrario, vosotros os 
haréis cómplices de mi conducta””; ni a los parti- 
culares: “Los que tengáis algún delito que enros- 
trarme, dirigíos a la Cámara de Representantes 
denunciándolo, que yo os prometo, bajo mi pala- 
bra de honor, no llevaros ante la Justicia si me 
calumniáis??. 

Debió haber oído previamente la Cámara los 
descargos del doctor Acosta y Lara, como se ha- 
ce aún con los reos más vulgares en los juicios 
criminales, pues a éstos se les toma declaración 
y antes de pasar la causa a plenario $e evacuan 
las citas y se les permite acumular nuevas testi- 
ficaciones en su favor. Si se Imbiese procedido 
así, probablemente habría declarado este alto 
Cuerpo que de los antecedentes tenidos a la vis: 
ta no resultaba culpabilidad alguna, y mucho 
menos que en caso de existir delito, pudiera ea- 
lificársele de malversación de fondos públicos. 

Omitinos la enuneración de los hechos denn- 
ctacos por la Comisión acusadora, va por su in- 
consistencia ante la realidad de los mismos, ya 
pava no vernos obligados a reproducir también 
la contundente y extensa réplica dlel acusado. 
Figara en la página 88 y siguientes del tomo VI 
del “Diario de Sesiones de la Cámara de Senado- 
res?” y, por consiguiente, pueden enterarse allí 
de todos y cada uno de ellos los que deseen apre- 
clar por sí mismos su naturaleza e importancia. 
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XIV 


0 


Defensa del inculpado 


El doctor Acosta y Lara, a cuyo conocimiento 
pasaron en vista las inculpaciones formuladas, 
hizo una luminosa exposición, encarando el asun- 
to bajo la faz doctrinaria y de los hechos. 

El exordio de su exposición coincide con la te- 
sis sustentada por la Comisión Especial del Se- 
nado en su informe del 28 de mayo y sirve de ex- 
plicación acerca de los motivos que lo impulsaban 
a levantar los cargos que se le dirigían. 


“La Cámara de Representantes, —comenzaba dicien- 
do,—en vez de acusarme, supuesto que creía ver razón 
para ello, ha decretado que se me acuse: lo primero 
está en sus atribuciones, lo segundo no. Una Comisión 
de aquel cuerpo ha presentado al Senado una exposl- 
ción eserita a que llama acusación, adjuntando veinti- 
séls careos contra mi conducta ministerial, y pidiendo 
que el Senado me declare culpable del ““delito de mal- 
versación de los fondos públicos”?. Me exertáis a que la 
conteste: yo, salvo vuestros altos respetos, podría su” 
. plicaros que me tuvieseis por excusado; porque, a la 
verdad, yo no estoy obligado a contestar sobre mis pro- 
cedimientos en el ministerio de Estado que he desem- 
peñado, sino a una acusación de la Cámara de Repre- 
sentantes. Pero declino de este mi derecho con pronta 
deferencia; por el contrario, 0s agradezco que me déis 
ocasión de romper el respetuoso silencio con que he 
aguardado que se desarrollaran los procedimientos de 
ambas Cámaras en este asunto que me toca al alma. Ese 
silencio me era demasiado violento, desde que publica- 
dos los cargos, me están sin cesar trabajando. Mi ansia 


$. 
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por hacerlos pedazos es tam viva, cuanto es profunda 
la confianza de conseguirlo. ??” 


luntra luego a considerar el punto esencial de 
la acusación, y se expresa así: 
Transgresiones del presupuesto 


“Había yo escrito en mi memorial a la expresada 
Cámara provocando un juicio, si ella se creía respecto 
de mí en cualquiera de los casos del artículo 26 de la 
Constitución del Estado, estas terminantes palabras 
“No pretendo, sin embargo, constituirme individual- 
mente responsable de los excesos del presupuesto, cuyas 
inversiones también encontraréis acreditadas en las 
cuentas, advirtiendo en ellas que han sido irrecusable- 
mente requeridas, con especialidad, para exigencias ins- 
tantáneas de los Departamentos de Relaciones Exterio- 
res y de Guerra.?? 

“Con este motivo, la Comisión de Peticiones, en su 
informe sin fecha, presentado en la sesión del 13 de 
mayo, aconsejando el decreto de acusación sancionado, 
en efecto, por la Cámara, se funda en que “consideró 
desde luego que confesando el ex Ministro su interven- 
ción en el pago de cantidades excedentes del pre: 
puesto, y de otras que no figuraban en él, bastaba la 
confesión para aconsejar a la Cámara entablar la acu- 
sación solicitada. ?” 

“Y ciertamente, transgresiones del presupuesto, rea- 
les unas, supuestas otras, procedentes las más de aqué- 
llas de Ministerios distintos del que yo dirigía, trans- 
eresiones tales no más importan los 29 cargos que tuvo 
presentes la Cámara de Representantes al fulminar el 
decreto de acusación, y también los otros cuatro que 
luego agregó la Comisión «por sí sola en su citada nota 
a la Cámara de Senadores. Con este motivo, ocurre 
preguntar: ¿el simple desvío del presupuesto importa 
por sí sólo el delito de malversación de los fondos pú- 
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blicos, de que habla el artículo 26 de la Constitución, 
euya acusación, con la de otros crímenes allí expresa- 
dos, incumbe a la Cámara de Representantes? ¿Ya 
responsabilidad nacida de ese hecho, sea cual ella fue- 
se, alcanza al Ministerio de Hacienda por sólo haber 
dispuesto el cumplimiento de una resolución del Presi- 
dente de la República, tomada con acuerdo de otro Mi- 
nistro, conteniendo un desvío tal? Voy a ocuparme de 
estas cuestiones en el orden que las dejo enunciadas. 


Lo que se entiende por malversación de los fondos 
públicos 


““No se puede resolver la primera de las propuestas 
cuestiones sin fijar de un modo incontrovertible el sig- 
nificado de la expresión “malversación de fondos pú- 
blicos””. Un muy didáctico escritor, y en todo sentido 
muy estimable, Detutt de Tracy, ha observado con mu- 
chísima razón que eran parte de las controversias se 
ahorraría, que muchos de los ardientes debates que agl- 
tan a los hombres se economizarían, que no pocas de 
las sangrientas guerras que afligen a los pueblos se evi- 
tarían, si se pusiese siempre estudioso cuidado en de- 
finir con claridad las palabras cardinales en el caso de 
que se trate. ¿Qué se entiende por malversación de los 
fondos públicos, que hace a un Ministro acusable ante 
el Senado no menos que por los crímenes de traición y 
eoncusión? ¿Qué es malversación? Esta es una entidad 
no definida en el derecho que nos rige, y que ni figura 
siquiera en nuestro dialecto legal, por más que la Co- 
misión erea otra cosa. Sin embargo, la Constitución 
usa esta voz, y es preciso, por tanto, fijar su valor. 

““Si para rastrear el significado legal de malversa- 
ción pasamos de nuestro derecho al llamado común, ni 
la voz encontramos; para traducirla al idioma en que 
está escrito, se hace necesario este compuesto de pala- 
mala pecumiarum admintstralio, 

Si acudimos al derecho francés, que anda en ma- 
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nos de todos, y que tan útilmente es consultado en las 
deficiencias del nuestro, veremos que malversa todo 
empleado que abusa de su plaza, y que hasta el carce- 


lero que maltrata a sus presos comete delito de malver- 


sación; pere observaremos también que por lo común 
se entiende de abusos cometidos con el fin de una ga- 
nancia pecuniaria. Merlin, en su Repertorio, ha escrito 
bajo la palabra Malversaition. “Esta palabra se aplica 
a toda falta grave y punible cometida en el ejercicio 
de un cargo, de una comisión, como corrupción, exac- 
ción, concusión, latrocinio.?? 

“51, por último, registramos a nuestros hablistas, 
encontraremos en uno que malversar es “conducirse 
mal en un empleo, cometer en él exacclones, concusio- 
nes, latrocinios””; y en otros, que es “invertir los fon- 
dos o caudales puestos a cargo de uno, en usos distin- 
tos de aquellos para que están destinados, derrochar, 
dilapidar.?” | 
- “Ni se lleve a mal verme entretenido en esta inves- 
tigación cual un filólogo o un jurisconsulto; se me acu- 
sa de un delito de malversación, y desde que no veo 
definida en la ley la importancia de esta palabra, na- 
tural es que acuda para fijarla a todos los medios usua- 
les en semejantes casos. 

“Tenemos, pues, que será malversador el que, em- 
Pleado público o no, aplica fondos puestos bajo su ad- 
ministración a objetos distintos de aquellos a que fue- 
ron destinados, siempre que haya derroche y dilapida- 
ción. El que habiendo tomado a su cargo provaer de 
lo necesario a un niño ausente de su padre, con fondos 
señalados por éste para sus estudios, habitación, ves” 
tuario y alimento, y hace servir una parte de ellos en 
vastos de una enfermedad que no estaban previstos, ese 
no será malversador. Se verá en el eurso de esta expo- 
sición que este ejemplo, así tan trivial y tan familiar, 
no es Impertinente. 


“Un empleado perpetra el delito de malversación si 
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Se versa mal, si se ejercita mal, si se porta mal funcio- 
nando o con motivo de su empleo. Y la malversación 
recaerá sobre fondos públicos, si están bajo su admi- 
nistración y se los apropia, o los hace producir en su 
provecho; si los distribuye caprichosamente y sin títu- 
lo; si con ocasión de su destino comete exaeciones o se 
entrega intencionalmente a cualquiera operación que 
resulte en mal público y en beneficio propio o ajeno; si, 
en fin, perpetra peculado, concusión o todo otro frau- 
de nominado o innominado. Aquí está el delito de mal- 
versación de fondos públicos, y habrá también culpabili- 
dad, aun sin fraude, si por insensatez o torpeza se pro- 
digan los dineros públicos en aplicaciones desatinada- 
mente caleuladas, o en ostentaciones de insostenibie boa- 
to. Todo esto es lo que cualquiera comprende cuando se 
enuncia el delito de malversación de fondos públicos; y 
esto es, en verdad, lo que fluve de las nociones antes ex- 
planadas. Y no es menor tampoco la gravedad de ese 
delito en el sentido del artículo 20 de la Constitución; 
voy a demostrarlo: 

““El citado artículo pone en la misma línea el delito 
de mlaversación de fondos públicos con los de coneu” 
sión y traición: éste tiene pena de muerte; también el 
concusionario queda sujeto a eravísimos castigos, a 
veces va al presidio, y aun al cadalso mismo. Admítase 
que cualquier infracción de presupuesto constituye de- 
lito de malversación, y veremos a la Cámara de Repre- 
sentantes acusando, y al Senado separando con la in- 
fame nota de malversador a un Ministro 6 al Presiden- 
te de la República, porque socorrió a un i¿mpleado con 
una pequeña parte de sus devengados haberes en mo- 
mentos een que su esposa agonizaba, o porque al llamar 
de nuevo a un jubilado al servicio con reconocida ven- 
taja pública, le acordó una paga muchos años antes 

«ganada, para que pudiera presentarse sin sonrojo ante 
gentes. Esto es lógico: no importa que sea en una 
sola línea el desvío, ni en materia leve o grave; todas 
on eraves desde que la simple infracción del presu” 
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puesto tralga en pos de sí tan funestos resultados, se- 
gún lo supone la teoría de que ha participado esta sola 
vez la Cámara de Representantes. Veremos también al 
Jefe del Estado pasar con su Ministro por debajo de 
la horca por haber afirmado el orden, subsanando pron- 
tamente los daños inferidos a la propiedad particular, 
sagrada e inviolable según la Constitución, o por ha- 
ber hecho erogaciones indispensables en los momentos 
de peligro, sin sujeción a presupuesto alguno. 

“Ni se piense que la fuerza del razonamiento me lle- 
va demasiado lejos. Esos absurdos que acabo de denun- 
clar al buen sentido, son realidades en nuestro caso; 
sobre hechos tales y otros bien parecidos se fundan 
muchos de los cargos que se me dirigen, según lo haré 
individualmente ver. Y lo peor es que se me dirigen 
con razón si es verdad que el simple desvío del presu- 
puesto llama al banco de los acusados al Presidente 
de la República y a sus Ministros. La Comisión de 
Peticiones dice que he confesado, voz que en el caso 
denota haber revelado yo un crimen mío, que he con- 
fesado mi concurrencia a indeclinables separaciones 
del presupuesto, y sobre la seguridad de tan feo crimen, 
ordena la Cámara que se me acuse con arresto ala 
Constitución. Pero la razón se resiste con vencedora 
fuerza a imputar a nuestros constituyentes tan cho- 
cante aberración: si ellos hubiesen querido que medio 
paso, aun involuntariamente dado fuera del presupues” 
to, hiciera caer a los altos funcionarios hasta el lodo y 
la ignominia, era precisamente el artículo 26 el lugar 
oportuno para expresarlo. Nadie entonces se hubiera 
atrevido.a montar a tan pelierosa maroma. 

“Pero sin escarnecer a los venerables autores de 
nuestra Constitución, no se puede representarlos san- 
eronando una tan risible o tan cruel tesis. 

“Me creo autorizado para decir que las puras pres- 
cindencias del presupuesto, no son malversaciones; que 
las infracciones del presupuesto no hacen Judiciables 
al Presidente y Ministros si no son acompañadas de 
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verdadera malversación, o de peculado, o de cualquier 
otro fraude, o de cualquier otro crimen, o de un derro- 
che e insensatez grandemente eulpables. Ni se quiera 
deducir de aquí que la ley del presupuesto quedaría 
nulificada ante la voluntad del P. E.: muy distante 
está de mi conclusión este concepto. Si el Gobierno de 
continue emplease crecidas sumas fuera del presupues- 
to, por más patente que se viera la utilidad de expen- 
derlas; si se ostentase sistemáticamente infractor de la 
ley del presupuesto; si imperturbable y altivo marcha- 
se en este camino, sordo a las interpelaciones de las 
Cámaras, orgulloso ante sus reclamos, entonces revela- 
ría bien claro el desienio de levantarse sobre la Cons- 
titución, disponiendo por su sola autoridad de los cau- 
dales públicos. La Cámara de Representantes debería 
entonces acusar al Presidente y Ministro culpable de 
““violación de la Constitución””, que es otro de los ca- 
sos del artículo 26. Pero éste no es el delito que se me 
atribuye; si las Cámaras o la Comisión Permanente me 
han alguna vez interpelado, han oído mis obsecuentes 
explicaciones sin contradictoria resolución, lo que indi- 
ca conformidad. También esto vendrá después; me bas- 
taba por ahora dejar vindicada de todo escrúpulo la 
doctrina constitucional que sostengo. 

“Pero si los principios que he invocado, si las de- 
mostraciones que sobre ellos he levantado, si la expre- 
sión misma “delito de malversación de fondos públi- 
eos””, no estuviesen diciendo que para tal acusación no 
bastan puros e indeclinables desvíos del” presupuesto; 
si yo hasta aquí no hubies2z convencido que la trans- 
eresión. por sí sola del presupuesto no está incluída en- 
tre los crímenes acusables de que habla el artículo 26, 
apelo ahora a la práctica. “La práctica es el mejor 
intérprete de las leyes”, lo declara así una de ellas. 
Desde la fundación de la República, en ningún año ha 
bastado el presupuesto; todos los Ministros de ITacien- 
da han pasado del suyo; todos, sin excepción, y esto sin 
autorización de las Cámaras. Todo Ministro de Ha- 
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cienda ha transeredido su presupuesto: lo repito bien 
alto. Ni la Nación ni las Cámaras han creído que según 
la Constitución había llegado por esto un caso acisa- 
ble. Ninguno ha sido acusado: sOy y0 el primero, yo 
que estuve colocado sobre un terreno que todavía tem- 
blaba. 

“Ni la Nación ni las Cámaras han visto en las sim- 
ples infracciones de presupuesto materia de acusación, 
negocio criminal, porque en medio de sus desgracias, el 
buen sentido jamás ha faltado a nuestro país. Una 
República como la Oriental, que muy distante está to. 
davía de la situación próspera y permanente que le 
aguarda; esta Nación, que como todas las que recién 
viven, ha tenido que proveer cada día a necesidades, 
cada día nacientes; esta Patria nuestra, que a más de 
las contrariedades comunes a los primeros años, se ha 


visto acometida de sanerientas y largas vicisitudes, de * 


todo cuanto el infortunio tiene de acerbo; esta Repú- 
blica no podía optar todavía al goce de un bien medi- 
do presupuesto. El tiempo trae el compás, y sereno ha 
de ser el tiempo. Un presupuesto de gastos con acierto 
calculado y perfectamente adaptado a los recursos, que 
es para las naciones tranquilas y avanzadas el comple- 
mento de sus Instituciones, ha sido entre nosotros más 
que una ley, una ardiente aspiración; más que una ins- 
titución, un ensayo que a fuerza de repetirlo se va 
perfeccionando. Ha sido, por lo común, “un documen- 
to informe, incompleto y hecho a tientas””, como se ex- 
presó con bella franqueza una de las pasadas admi- 
nistraciones al presentar el suyo. 

“Sean cuales fuesen las causas, ello es que la razón 
pública no ha desplegado una impertinente exigencia 
respecto de la nimia observancia del presupuesto. Vuel- 
vo a decir que todas las administraciones lo han exee- 
dido, que todos los Ministerios lo han ultrapasado sin 
ocurrir a las Cámaras sino cuando han tenido que ha- 
cer cuantiesas demandas. No han ocurrido, porque tal 
vez la urgencia no lo ha permitido unas veces, y Otras 
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por no exponer sin gran necesidad a desconciertos y 
desastres intereses públicos y privados, Viviendo entre 
zozobras, todo ruido alarma. Un hecho bien conspicuo 
acredita la verdad de mis referencias, y es que todo 
Ministro de Hacienda, todo, se ha creído autorizado 
para levantar empréstitos en plaza bajo el nombre de 
anticipaciones y sin más formalidad que una acta en 
el Ministerio; de uno de esos empréstitos contraídos en 
pasada época proviene uno de los cargos a que contes- 
taré. 

““La posteridad asombrada nos compadecerá cuando 
sepa el interés que por esas anticipaciones pagábamos, ” 
y cuyo gravamen todavía le alcanzará. El seis al diez 
por ciento mensual; éste era el premio, así se ha toma: 
do siempre el dinero en el Ministerio de Hacienda, y 
todavía con la desventaja de entregar el prestamista 
una parte de la cantidad en liquidaciones a la par. ¿Y 
cuándo tenían lugar estas pingiles y maravillosas ex- 
plotaciones del tesoro público? En la década anterior 
al asedio, en la edad de oro para la República, si algu- 
na tuvo, en esos años de progreso, a la verdad sorpren- 
dente, en esos años de lozanía y verdor, cuya ausencia, 
meneando tristemente la cabeza, a cada hora lamenta- 
mos. 

““No era que las entradas no aleanzasen al presupues” 
to; ellas subían término medio hasta 250,000 pesos: era 
que los gastos lo habían largamente excedido. Venían 
después los estupendos intereses, venían las liquidacio- 
- nes por efectivo, y el déficit se encumbraba, y era an- 
cha la transeresión del presupuesto, y ninguna voz so- 
naba para acusarla. Sí, el seis por ciento mensual era 
el mínimum del interés que pagaba el Ministerio de Ha- 
cienda antes de la guerra de recuerdo horriblemente 
inmortal. Llegó ella y quemó nuestra tierra; pasó y to- 
davía sobrevinieron de pronto tempestades; y cuando 
aún estaba el cielo encapotado, yo, Ministro de Hacien- 
da, conseguía de esas anticipaciones al máximum del 
“uno y medio por ciento, al uno, al medio, y hasta sin 
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interés, siempre en sonante. Contradíganme si miento 
las actas del Ministerio de Hacienda: saben que hablo 
verdad los señores, Navia, Esteves, Guimaraens, Ritou, 
Laffone, Cibils, Duplessis, Zumarán, Cunha y otros 
cuyos nombres siento no me sea dado trazar para ha- 
cerles también público objeto de la eratitud con que 
acabo de escribir los ya expresados. Aún se ha hecho 
más: por una operación de que “también se me hace 
cargo, y uno de l0s principales, según se verá en este 
escrito, se ha conseguido reducir al medio, el dos y me- 
dio que iba devorando uno de los empréstitos de época 
no lejana, anterior a la mía. A este erado de crédito 
ha subido por primera vez el Gobierno de este país, y 
esto ha tenido lugar bajo la presidencia y respetos del 
ilustre general Flores: entretanto, yo, su Ministro de 
Hacienda, soy el primer acusado “del delito de mal- 
versación de los fondos públicos?” 

“Se me acusa de malversación de fondos públicos, 
y para probarla se me encaran infracciones de presu” 
puesto por mí no ocultadas. ¿Pero de qué presupuesto 
se habla? Se habla del de 1854, sancionado por las Cá- 
maras a mediados de julio de 1853, bajo el supuesto de 
una dulce quietud, para regir en una paz  angélica. 
Pero allí no más estaba el 18 de julio: vino luego el 24 
de setiembre y la reacción se puso en pie, y divisiones 
en campaña y jornadas militares tuvimos, y encuentros 
y combates también. El 30 de setiembre se daba uno 
en San Martín, decisivo para la causa del Gobierno, ¡y 
dos días después podía imperar ya tranquilo el presu- 
puesto! Este fué declarado en suspenso, y en vigencia 
el del año anterior, ““con excepción de los casos en que 
se acuerde o hubiera acordado lo contrario”. son pa- 
labras del decreto del Gobierno de 14 de enero de 
1854, comunicado a la doble Asamblea en el mensaje 
de 12 de marzo del mismo año, sin reproche por su 
parte. 

“Ni podía ser otra cosa: no tenía entonces el país 
más autoridad que la militar en campaña: ésta, natu- 
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ralmente, algo gastaba en sofocar el incendio, y gastaba 
también en evitar nuevos, haciendo justicia, previnien” 
do perjuicios y resarciendo daños; y gastaba, no siem- 
pre, ni las más veces con dinero en mano. Llegué al 
Ministerio en 1. de abril, y a los días el Gobierno de- 
claró vigente el presupuesto de 1854, Este decreto, si en 
eran parte se convirtió en realidad, no pasó en otra de 
un buen deseo. Me alcanzaron todavía las consecuen- 
cias de las extraordinarias circunstancias apenas pa- 
sadas, concurriendo yo materialmente a imdemnizacio” 
nes por Ministerios que yo no reeenteaba. Bastará ad- 
vertir que la misma Asamblea doble, causando dobles 
dietas ni imaginadas en el presupuesto, cuya integri- 
dad se me exige, era su infracción viva. 

“¡Cosa singular! Se apeteció y se operó un cambio: 
el presupuesto ya se sabe que es el primero que se 
abate en toda conmoción y el último que deja de pa- 
decer, y entretanto se afecta querer que el de 1854 
permaneciese impasible, inmóvil y culminante en me- 
dio del cataclismo. Desarreelos financieros debía de 
traer la transición; no le hace: caiga la responsabili- 
dad únicamente sobre Acosta y Lara. Lo que hay, es 
que muchas esperanzas quedaron eludidas, y este hom- 
bre imprevisto subió al Ministerio: era preciso hacerle 
sentir reciamente, a él, su osadía, y al que lo nombró, 
gu novelería. Ni esos desarreglos, que me alcanzaron, 
son log9 mayores a que fué indispensable someterse: los 
gastos suscitados en la campaña no fueron todos, por- 
que en la Capital los hubo también, y no pocos. Tien- 
da existió que fué vaciada a precio de oro para que 
sus efectos sirviesen entre la multitud de aguinaldos a 
la nueva era: el señor representante, alma de mi acu- 
sación, lo sabe muy bien. 

““ Al hablar de mi acusación, no se crea que me la- 
mento: señalo no más al discurrir sobre ella el mal 
principio que la ha sugerido, y demuestro el error que 
la ha funcionado. Los excesos del presupuesto no cons- 
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tituyen por sí solos crímenes, ni el país ni las Jáma- 
ras los han reputado nunca tales. 

“¿Pero qué más? las Cámara han llevado su toleran- 
cia hasta abstenerse de todo procedimiento, contra el 
honor, a presencia de excesivas transgresiones cometi- 
das sobre votos especiales de confianza. Bajo la segun- 
la presidencia del general. Rivera, Ministro ha exis 
tido que, autorizado para emitir 200,000 pesos en vales 
admisibles como dinero en las oficinas públicas, puso 
en circulación más de 400,000. A ese mismo intrépido 
Ministro llamaron después las Cámaras a que diese ex- 
plicaciones sobre el horrible déficit que presentaba en 
sus cuentas, y él, por tres veces, rehusó comparecer. 
Ni estos monstruosos pecados fueron considerados sufi- 
cientes para entablar una acusación contra el honor: se 
consideró tal vez que todo ello procedía de entusiasmo 
por declinar del país la euerra que se venía encima, y 
sirvió quizá de consuelo el pensar que tanta exorbitan- 
cla jamás tendría una igual, como en efecto así ha su- 
cedido. Ello es que ni esas aberraciones produjeron un 
juicio contra el honor del Ministro. 

“Y no sólo no se ha acusado jamás por infracciones 
del presupuesto, a pesar de que todos los años, desde la 
fundación de la República, ellas han sido vistas, sino 
que han sido declaradas inacusables en la Cámara de 
Representantes, y lo han sido por los mismos que ca- 
lurosamente las imputaban a un Ministro, y en el acto 
mismo de increpárselas a grandes voces y de pedir 
por ellas su separación. Me refiero a las estrepitosas 
sesiones de esa Cámara en el año 53: muchos de sus 
miembros intentaban sancionar ma excitación al Po- 
der Ejecutivo para que exonerase a uno de sus Minis- 
tros, y cuando sus antagonistas en el debate les repre- 
sentaban que para esto no estaba en la Cámara otro 
arbitrio que el de acusar, según el artículo 26, aque 
llos replicaban que faltas al presupuesto, no envol- 
viendo crimen, no eran acusables. Esto se predicaba 
en una de las más célebres sesiones por los represen- 
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tantes mismos empeñados en alejar de su puesto a un 
Ministro, y ninguna contradicción encontraba esta ré- 
plica. Los que conocen el sistema constitucional, saben 
cuánto en él valen las tradiciones, cuánto pueden los 
antecedentes y las doctrinas sin oposición practicadas. 

“Estoy en el caso de concluir, resolviendo la prime- 
ra de las cuestiones que compelido por el tenor de la 
acusación me propuse, que las infracciones del presu- 
puesto no importan por sí solas ““el delito de malver- 
sación de los fondos públicos””, previsto por el artíen- 
lo 26. de la Constitución. 


DE LA RESPONSABILIDAD MINISTERIAL 


“La segunda de mis cuestiones puede ser bien tra- 
tada en menos líneas, y su resolución no importa me- 
nos que la primera a mi defensa. 

Sabido es que cada Ministro de Estado propone por 
medio del Poder Ejecutivo el presupuesio de su res” 
pectivo Departamento, y después recibe sancionado el 
que las Cámaras han creído adecuado. La ley de pre- 
supuesto es de un carácter general, comprendiendo a 
todas las reparticiones, pero encargada en cada una de 
éstas al Ministro respectivo, como todas las leyes que 
abrazan dos o más materias correspondientes a dos o 
más Departamentos de la Administración. Desde que 
un Ministro decreta y firma con el Presidente algún 
gasto, a él toca responder si es arreglado o no al pre- 
supuesto, porque “el Ministro o Ministros son respon- 
sables de los decretos u órdenes que firmen”?, según 
el artículo 86 de la Constitución. El Ministro de Ha- 
cienda, firmando el pase de ese decreto a las oficinas de 
su dependencia, para su cumplimiento, no incurre en 
responsabilidad aleuna. Él, cuando no decreta con el 
Presidente en su ramo, no es más que un empleado de 
la dependencia del Poder Ejecutivo como cualquier 
otro, y los empleados del Poder Ejecutivo están obliga” 
dos a obedecer sus decretos. Sólo en un caso están exo- 
nerados de esa obediencia, como cualesquiera otros que 
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no sean empleados, y es cuando el Presidente expida 
una orden sin la firma del Ministro rOspectivo, como se 
expresa en el artículo 1.” de la ley 14 de setiembre de 
1829, Pero esta misma excepción está proclamando la 
regla: obedecer todos los decretos firmados por el Pre- 
sidente y el Ministro del Departamento en que se de- 
creta. 

“Sl así no fuese, si el Ministro de Hacienda hubiera 
de ser responsable de todos los desvíos del presupuesto 
provenientes de «cualquiera de los otros Ministerios, 
como lo entienden las expresadas Comisiones de los re- 
presentantes, el Ministro de Hacienda ejercería sobre 
los otros una superintendencia chocante, y sobre el Pre- 
sidente mismo una supremacía inconsistente eon el ar- 
tículo 79 de la Constitución, que lo declara jefe supe- 
rior de la Administración. "El Ministro de Hacienda 
vendría a ser el jefe superior de la Administración. Una 
legación extraordinaria decretada por el Presidente con 
el Ministro de Relaciones Exteriores, un alta en el 
ejército acordada con el de Guerra, quedaría ilusoria si 
el de Hacienda se resistiese a firmar el aviso a la Con- 
taduría, examinando el presupuesto general, si estuvie- 
se éste colocado bajo su especial responsabilidad. 

“Lejos está extrañamente de la verdad constitucio- 
nal esta peregrina inteligencia de mis acusadores. Nin- 
guna ley pueden ellos designar que me erave con tal 
recargo de responsabilidad, y nineuna podía haber 
conferido al Ministro de Hacienda ese poder depresivo 
de sus colegas y de su jefe. Pero hay una, y es la de 9 
de febrero de 1830, cuya observancia acaba de ser reen- 
cargada por las presentes Cámaras, la que sabiamente 
ha depositado sin peligro de esta rivalidad, en funcio- 
narios menos elevados, el cuidado de representar al 
Gobierno contra todo pago leva] que ordene: el Con- 
tador general, el Comisario y el Tesorero son los que 
bajo responsabilidad tienen el deber de que se pretende 
recargar al ex Ministro (¡informalmente acusado, y a 
nadie más. 
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““SlI se me observase que el transcripto artículo 86 
de la Constitución hace responsable a cada Ministro, 
no sólo de los decretos, sino también de las órdenes que 
firme, fácil me sería la respuesta. Ese artículo habla 
de órdenes primitivas, no de órdenes preseribiendo el 
cumplimiento de las del Gobierno acordadas con el Mi- 
nistro respectivo. Un Ministro, bien podría, abusando 
de su posición, expedir una orden que no emanase de 
acuerdo del Presidente: de esas órdenes indisputable- 
mente habla el artículo 86. Pero mal puede llamarse 
orden al cúmplase de un Ministro sobre un decreto del 
Gobierno expedido por otro Departamento, aunque 
aquél detalle el modo de cumplirlo. Si por el de Go- 
bierno se decretase el programa de una solemnidad pú- 
blica a la que debiese asistir el ejército, se comunicaría 
esta disposición al de Guerra, quien la transmitiría al 
Jefe del Estado Mayor para que impartiese las órde- 
nes convenientes: pero con demasiada impropiedad se 
diría que el ejército había formado por orden del Mi- 
nistro de la Guerra. No de estas órdenes, sino de las 
primitivas, habla el artículo: lo demás es inadmisible 
confusión; haría a cada Ministro solidario de las ope- 
raciones del otro. 

““S1 se objetase que según el artículo 90, “no salva 
a los Ministros de responsabilidad por los delitos espe- 
eificados en el artículo 25, la orden escrita o verbal del 
Presidente””, tal reparo ni aún respuesta merecería. Un 
Múnistro no queda exonerado de responsabilidad fir- 
mando con el Presidente un decreto que envuelve al- 
euno de esos delitos, aunque este Jefe de la Adminis- 
tración se lo ordene por escrito o de palabra: esto dice 
el artículo; no contrae su disposición a decretos del 
Gobierno, sino a órdenes del Presidente?” 
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XV 


Dictamen favorable 
E » 

La Comisión Fiscal del Senado, a pesar de dis- 
crepar también con el procedimiento observado 
por la Cámara de Representantes, ereyó de su 
deber examinar uno por uno los veintiséis car- 
gos formulados contra el ex Ministro de la refe- 
rencia, pues a los veintidós primeramente enu- 
mé Os! se añadieron cuatro por los delegados 
de esta ALS rama del Poder Legislativo. 

Su dictamen, en un todo concordante con la de- 
fensa del doctor Acosta y Lara, arribó a la con- 
clusión de la improcedencia del juicio político in- 
tentado y la de falta de cafres racional de 
los reparos opuestos. 

He aquí dicho informe en lo que se relaciona 
con la faz constitucional y legal: 


H. Cámara de Senadores. 


La Comisión Fiscal, habiendo oído a la Comisión de 
la H. Cámara de OS como lo comunicó a 
V. H., ha oído también las explicaciones dadas por es- 
erito E el señor ex Ministro don Manuel Acosta y 
Lara, y analizando detenidamente las 22 observaciones 
que se encuentran de f. 40 a 84, en las que parece es- 
tar fundada la resolución de ate H. Cámara. de Re- 
presentantes de 19 de mayo último, corriente a f. ANA 
deteniendo muy particularmente en ello su atención, 
e impuesta, pasa a cumplir con lo ordenado en sesión 
del 14 del corriente mes, informando a V. H. sobre tan 
grave e importante asunto, poniendo todo su empeño 
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en hacerlo con la mayor precisión y elaridad posible, a 
fin de fundamentar debidamente el dictamen que va a 
someter a vuestra ilustrada deliberación. 

Habréis notado, H. Cámara de Senadores, que la 
Comisión llama observaciones a las 22 antecitadas, que 
también pudieran llamarse apuntaciones, y eso es por” 
que tales observaciones no son ni pueden ser otra cosa, 
ni son ni pueden ser cargos a que como tales deba con- 
testar un acusado. 

De los antecedentes que instruye este asunto, no re- 
sulta que la H. Cámara de Representantes haya toma- 
do en consideración esas observaciones con el fin de 
avalorar su importancia y darles una calificación con- 
siguiente que pudiera motivar su resolución de 19 de 
mayo; pues en ésta ninguna referencia, directa ni 
indirecta, se hace hacia esas observaciones, ni se enun 
cla de modo alguno la razón por que se manda que se 
acuse ante V. H. al ex Ministro de Hacienda don Ma- 
nuel Acosta y lara, por el delito de malversación de 
fondos públicos. 

Esa razón de la calificación del delito, está aún 1n- 
cógnita, porque la comprobación de ese hecho culpa- 
ble no ha sido trasmitida a V. H. y la Comisión Fis- 
cal la esperó en vano de la Comisión Especial de la 
H. Cámara de Representantes; no la ha recibido de 
ésta, no la encuentra en los antecedentes que tenéis a 
la vista, en que nada hay equivalente a prueba, nada 
que acredite que la importancia de las observaciones 
se hava discutido y fijado en la H. Cámara de Repre- 
sentantes, nada que compruebe haberse recibido en 
ella comprobante aleuno que dé autenticidad a los he- 
chos que esas observaciones contienen; y, en fin, porque 
esa autenticidad no se puede presumir en Casos tan 
trascendentales, pues, al contrario, debe probarse antes 
que permitir que se coloque en lugar de ella una pre- 
sunción de delito con hechos que pueden o no serlo, 
según las cireunstancias concurrentes a ellos. Y debe 
comprobarse la autenticidad de esos hechos ante todo, 
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porque de otro modo se falsearía el precepto duel Có- 
digo Constitucional de la República en su artículo 
130, que dice así: ““Los habitantes del Estado tienen 
derecho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, 
libertad, seguridad y propiedad. Nadie puede ser pri- 
vado de estos derechos sino conforme a las leyes”. ¿ Y 
de qué modo puede hacerse práctica esa protección 
constitucional al honor de un reiudadano acusándolo 
impunemente, sin prueba aleuna de delito, y por sólo 
la mera presunción del enorme crimen de malversador 
de fondos públicos, cuando la sola acusación, por in” 
fundada que fuese, publicada por la prensa, bastaría 
a poner en entredicho la reputación del acusado? Se- 
ñores senadores, esos derechos del hombre, esos sagra- 
dos derechos de los ciudadanos orientales, que la Cons- 
titución de la República ha puesto bajo su protección 
y amparo, están para honor y eloria de nuestra patria 
en ella ante todos los derechos, porque la Constitución 
que hemos jurado cumplir es nuestro derecho público, 
y en todas las naciones del mundo el derecho público 
está por sobre todas las leyes; es el primero entre to- 
das; y ese supremo derecho se coneulea, esos privile- 
elos del hombre se deprimen cuando, sin causa proba- 
da se ataca y pone en entredicho o en duda el honor 
y la reputación de un hombre, es decir, siempre que 
se hace en disconformidad de las leyes, y, por lo tanto, 
en desacuerdo con lo preceptuado por el artículo 130 
antecitado. Podrá haberse presumido, en fin, en el caso 
del señor ex Ministro Acosta y Lara, que era presumi- 
ble la autenticidad de esas 22 observaciones hechas, 
presumiendo que ellas hayan sido tomadas en las ofiei- 
nas generales del Estado; pero la Comisión Fiseal no 
admitirá jamás, mi jamás creerá que el H. Senado de 
la República pueda admitir como legal, ni dar valor al. 
guno a esa presunción de presunciones, cuando es sa- 
bido que la Comisión de Peticiones de la H. Cámara 
de Representantes no recibió de ésta. ni pudo recibir, 
la extraña misión de ir a compulsar datos o documentos 
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de las oficinas o archivos de uno de los tres poderes de 
la Nación, independiente del Poder Legislativo por el 
artículo 14 de la Constitución, ni aún para proceder a 
una pesquisa secreta prohibida por el artículo 115 de 
la misma, cuando solamente se le consignó el conoci- 
miento de una solicitud del señor ex Ministro Acosta y 
Lara, para que, como es de orden, informase sobre su 
contenido. La Cámara de Representantes no puede en- 
tenderse con el Poder Ejecutivo de otro modo que por 
medio de los Ministros de éste, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112 del Reglamento, o por es- 
erito, en cumplimiento del artículo 48 de la Constitu- 
ción. Para cambiar o ampliar el orden de comunicación, 
que esas leyes establecen, era necesaria otra nueva 
ley, que la Cámara de Representantes no podría por 
sí sola sancionar. La Comisión de Peticiones no tuvo, 
pues, autorización para compulsar conocimiento algu- 
no de los archivos públicos, y ni la presunción del ori- 
een auténtico tienen, por lo tanto, a su favor las 22 
observaciones. Esto en cuanto a que ellas ningún mé- 
rito pudieran prestar que motivase la resolución de 19 
de mayo. 

A nadie puede hacerse un cargo que no proceda de 
prueba plena o semiplena prueba de un delito. La 
prueba formula el careo, porque sólo de una prueba 
de delito se deriva le*valmente la obligación de dar ra- 
zón judicialmente de un hecho, y este principio, con- 
sienado en nuestras leyes civiles en ¿justo respeto del 
honor y de las prerrogativas del hombre, es también 
un precepto de muestro derecho público estatuído en el 
artículo 134 de la Constitución, que dice: “Ningún 
habitante del Estado será obligado a hacer lo que no 
manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe””. 
En el caso de que se trata, H. Cámara de Senadores, 
las 22 apuntaciones son los cargos, y esos mismos cargos 
son presentados como pruebas, sin que por eso dejen de 
ser otra cosa que una simple relación no comprobada 
por autoridad aleuna. Esa es la inversión del orden re- 
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gular y de las disposiciones legales, en que la Comisión 
de Peticiones incurrió e inició a la H. Cámara de Re- 
presentantes, y en el cual la Comisión Fiscal encuentra 
el común origen de todos los demás errores que en el 
decurso de este informe se verá obligada a demostrar, 
porque forzoso le es analizarlos para formar opinión. 

Sin embargo de eso, justo es decirlo, el señor Arcos- 
ta y Lara, sumiso y acatando la resolución des Ma 
no teniendo cargo alguno legal a que contestar, no ha 
trepidado en responder a todas las observaciones que 
se le han hecho con el escrito de defensa que en . 40 
ha presentado, acompañado de tres documentos autén- 
ticos comprobantes de verdades desconocidas en dichas 
observaciones. : 

Veréis, señores senadores, en esos documentos, las 
razones en que el ex Ministro fundamenta la inculpa- 
bilidad de su administración. La Comisión Fiscal to- 
mará los de su presente informe con la imparcialidad 
e independencia que le corresponde en las conclusiones 
resultivas de todo lo obrado, y en la literal y genuina 
inteligencia de las leyes del caso. Yl artículo 26 de la 
Constitución de la República, dice: ¡“Compete a la 
Cámara de Representante el derecho exclusivo de 
acusar ante el Senado al Jefe Superior del Estado y 
sus Ministros?”. 

La H. Cámara de Representantes ha decretado con 
fecha 19 de mayo: “Artículo 1. Acúsese ante el Se- 
nado al ex Ministro de Hacienda don Manuel Acosta 
y Lara por el delito de malversación de fondos públi- 
cos 

Comparad, señores senadores, la disposición consti- 
tucional con la de la H. Cámara de Representantes, y 
desde luego advertiréis. sin más que esa simple com- 
paración y vuestro buen sentido, que lo dispuesto por 
la ley no se ha cumplido. 

La Constitución da a la H. Cámara de Representan” 
tes el derecho exclusivo de acusar, no la facultad de 
mandar acusar; y esa MH. Cámara ha entendido que 
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estaba habilitada para transferir ese derecho, que es 
exclusivamente suyo, “deeretando acústse en lugar de 
acúsase. La palabra acúsase habría importado el ejer- 
elcio de un derecho que es exclusivamente competen- 
te de la ll. Cámara, y la observancia de la forma cons: 
titucional en el modo de ejercerlo; y la palabra acúsese 
denota una prescindencia del deber de acusar y una 
delegación del derecho exclusivo de hacerlo, delegación 
no autorizada, y, por lo tanto, no permitida por el ar- 
tículo constitucional: y eso no ha podido hacerse sino 
por medio de una interpretación errónea bien palpable. 

Tomado el artículo constitucional en su sentido li- 
teral, la H. Cámara de Representantes debió acusar, 
porque esto es lo que establecería la conformidad del he- 
cho con la letra del texto, y tomando el artículo en su 
sentido genuino, éste no puede ser otro que el sentido 
literal, porque este es el puro, propio y natural. Lue- 
go no es tomando el sentido verdadero de la ley, es in- 
terpretándola que únicamente ha podido entenderse que 
en el derecho exclusivo de acusar estuviese contenida 
la facultad ampliativa de delegar ese derecho; pero pa” 
Ya incurrir en tal error, en ninguna razón legal fun- 
dado, es necesario haber olvidado que todas las dispo- 
siclones constitucionales son preceptivas hacia quie- 
nes se consiena su cumplimiento, y que además, la pa- 
labra exclusivo de que usa la ley, excluye al ejecutor 
que elige del derecho de eximirse del cargo que le con” 
siena. 

La palabra exclusiwo significa “lo que excluye, o tie- 
ne fuerza o virtud para execluir?”?; de manera que ella 
hace privativamente indelegable de la Cámara de Re- 
presentantes el derecho de acusar; y no en vano usa la 
Comisión Fiscal del adverbio privalivamente, porque 
sienificando éste “propia y singularmente con exclu- 
sión de todos los demás?””, establece concluyentemente 
la verdadera y única inteligencia que tiene el adjetivo 
privativo de que usa la ley. 

Ha habido, pues, una interpretación errónea del 
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texto constitucional, y esa interpretación no ha podido 
ni puede hacerse por la H. Cámara de Representantes, 
y mucho menos por su Comisión de Peticiones, que se 
la aconsejó, porque el artículo 152 de la Constitución 
declara que corresponde exclusivamente al Poder Le- 
eislativo interpretarla o explicarla, y ninguna de am- 
bas Cámaras, por sí sóla, puede legislar, puesto que 
por el artículo 15 de la misma Constitución, es delega” 


da esa facultad a la Asamblea General. De manera que 


la interpretación hecha no establece autoridad alguna 
que pueda alterar el sentido genuino y literal del pre- 


p 


cepto constitucional, y la resolución del 19 de mayo 


adoptada por la Honorable Cámara de Representantes, 
no puede tener alcance alguno obligatorio para nadie 
fuera del recinto de aquella H. Cámara, porque no es 
ley. 

El artículo 2.” de la resolución del 19 de mayo, di- 
ce: ““Nómbrese por la Cámara una Comisión de tres de 
sus miembros para entablar y seguir la acusación ante 
el Senado””. Ni la Constitución de la República, ni el 
Reglamento de las Cámaras Legislativas da ¡a la de 
Representantes la facultad de delegar de ningún modo 
las atribuciones que le son privativas, y que sólo pue- 
de ejercer reunida en mayoría en su Sala de Sesiones, 
pues el artículo 47 de la Constitución dispone que 
“ninguna de las Cámaras puede abrir sus sesiones 
mientras no esté reunida más de la mitad de sus miem- 
bros”?, y el artículo 4: del Reglamento, dice: “Los 
Representantes no formarán cuerpo en caso alguno 
fuera de la Sala de sus sesiones”. De modo que la 
M1. Cámara de Representantes no puede ejercitar sus 
atribuciones fuera de su Sala de Sesiones en minoría, 
ni por medio de delegados en Comisión; y la razón es 
tan sencilla como incontestable. Tres o cuatro senado” 
res, sels u ocho representantes no pueden, en easo al- 
guno, revestir la suma de representación del Cuerpo 
a que pertenecen, la confianza que en el todo de éste 
ha depositado la Nación, ni la suma de luces y conoci- 


Me 
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mientos que tiene en sí cada una de las Cámaras. Las 


cuatro Comisiones internas que cada una de las Cámaras 
puede nombrar, según el artículo 37 del Reglamento, no 
tienen más atribuciones que las de examinar e infor- 
mar los asuntos que se les consignen al efecto. Ningún 
artículo constitucional ni reglamentario las autoriza 
para salir a funcionar fuera de las Cámaras, y mucho 
menos para ir a representarlas ante otras autoridades, 
pues obstan a ello los artículos 47 de la Constitución 
y 4.” del Reglamento antes transeriptos, y a los cuales 
no puede oponerse una sanción especial de una de las 


- Cámaras, porque los preceptos de la ley no pueden mo- 


dificarse ni alterarse por resoluciones que no lo son. 

Las Comisiones Especiales que las mismas Cámaras 
suelen nombrar, no son de otro carácter que las cuatro 
Comisiones internas. 

La Comisión Permanente de que habla el artículo 
34 de la Constitución, es la única Comisión externa 
que ella ha ereado, la única que puede funcionar y 
aparecer ante las autoridades de la República con fa- 
eultades delegadas por las Cámaras; pero adviértase 
que esa misma Comisión externa no puede componerse 
sólo de representantes, o sólo de senadores; ni puede 
tener más representación delegada que las que se espe- 
cifican en los artículos 56, 57 y 28 de la Constitución, 
y que en éstos no se comprende el derecho de facultad 
de acusar ante el Senado. 

Si ni en la Comisión Permanente ha querido la Cons- 
titución que se delegue el derecho exclusivo de acusar, 
elaro es que la H. Cámara de Representantes no tiene 
en sí la facultad de hacer esa delegación por sí sóla 
en una Comisión Especial, y puesto que esa resolución 
de la H. Sala no es una ley, elaro es también que ella 
no puede dar a esa Comisión ninguna parte del carác” 
ter legal que la H. Cámara tiene exclusivamente en 
sí, y que sólo un error inadvertido ha podido dar lu- 
gar al artículo 2.” de la resolución del 19 de mayo, 
error que, advertido, como queda demostrado, por la 
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Comisión Fiscal, viene a poner. ante V. IL como” 
ningún valor ni efecto la precitada resolución. , 
Si como lo ha demostrado, pues, la Comisión Fis al, 
. . . + A s 
no hay cargos, sino observaciones hechas, ni A * 
que deducirlos, sino dichas observaciones de que se de- 


ducen supuestos cargos; si toda acusación ha de basarse 
en cargos resultivos de las pruebas, y donde ellas no 
existen, es imposible toda acusación; si en la resolució: 

del 19 de mayo se desvió la H. Cámara de Represen- 
tantes de la rectá inteligencia de la ley, adoptando por 
base de dicha resolución un error involuntario que im- 
porta una interpretación del texto constitucional que. + 
no puede hacer la sola H .Cámara de Representantes; 
y sí en lugar de decretar acúsase, dijo en dicha dispo 
sición acúsese, es claro, y queda establecido, que la 
H. Cámara de Representantes no ha acusado, haciendo 
uso del derecho que la Constitución le da para hacer- 
lo, porque además del error en que fué inducida en la 
inteligencia de la ley, adoptó una forma contraria a 
esta que notificó la resolución, para la cual faltó, por 
otra parte, la base, que era o debieron ser cargos por 
delitos cometidos que no existen, y sin los cuales, como 

se ha dicho, no hay acusación posible. 

No hay, pues, acusación legal producida contra el 
ex Ministro Lara, ni aún posibilidad reconocida para 
producirse por la H. ¡Cámara de Representantes. No 
hay tampoco personería leval acreditada por la Comi- 
sión que ha venido a intentar esa acusación ante V, H. 
usando de una delegación imposible: y es por esto «que 
la Comisión Fiscal, así como lo hizo la Comisión Espe- 
cial de V. H., ha prescindido y prescinde de prestar 
consideración aleuha a la personería intentada por la 
Comisión Especial de la H. Cámara de Representan- 
tes. FE | E "IE 

Se ha dicho, sin embargo, y eon olvido y mengua de 
las disposiciones del derecho público antecitado, que 
estaba hecha la acusación contra el ex Ministro, y que 
no podía hacerse de otra manera (que por medio de una 
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misión, puesto que mo había de venir la Cámara de 
'epresentantes en cuerpo a deducirla ante V. H.: y la 
omisión Fiscal, que ve envuelto en esas versiones el 
- común error que ha establecido la nulificación de todu 
lo obrado, no puede dejar de hacerlo también palpable 


EA 
ñ 'El artículo 48 de la Constitución, dice: “Las Cáma- 
¡ ras se comunicarán por escrito entre sí con el Poder 


Ejecutivo por medio de sus respectivos Presidentes, y 

hh ÁPeOn autorización de un Secretario””. He ahí la re ll 

he ahí la forma constitucional a que debió subordinar 

* 7 la H. Cámara de Representantes su procedimiento, 

para traer ante V, IM. la acusación intentada, la acu- 

-—sación decretada y no hecha contra el ex Ministro 

Acosta y Lara. le ahí también demostrado concluyen- 

temente, no sólo la inutilidad, sino también imposibi- 

lidad de que la H. Cámara de Representantes viniera 

ES en Cuerpo 4 acusar ante V. H., y he ahí también nue- 

- vamente demostrada la inconveniencia del nombra” 

miento de esa Comisión especial cuando no es ésta sino 

el Presidente de la misma Sala el órgano de la inteli- 

encia y comunicación eserita, y en ningún caso verbal 

de la ¡Cámara de Representantes para con la de Sena- 

dores, de cuyo medio leeal sólo una excepción admite 

el precepto constitucional, y esa es la de aquellos ca- 

s0s únicos y determinados en que ambas Cámaras se 
reunen para legislar en Asamblea General, 

Advertirá, pues, V. H. la vulgar futilidad de esa 

argucia que queda contestada y a favor de la cual tam- 

bién se pretendió poder oponer a los textos de la ley 

prácticas de países extranjeros como ejemplos, y que 

debieran seguirse en defecto de prácticas nacionales en 

un caso nuevo; prácticas nacionales, sehores senado” 

res, innecesarias, desde que para el presente caso la 

práctica constitucional es tan claramente estatuída, co- 

mo queda demostrado, y en presencia de ella ninguna 

otra es admisible, porque si nunca pueden tener las 

prácticas nacionales mayor autoridad que la Constitu- 


Ar 
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ción, jamás los usos y costumbres extranjeros pueden 
tenerla amte las leyes patrias. (1) ' | 

La Comisión Fiscal deja expuestas las razones que 
nulifican todo lo obrado y que establecen su invalida: 
ción, tal cual si nada de lo hecho existiese, puesto que 
todo está incapacitado de producir efecto alguno que 
no sea opuesto a los textos constitucionales o a las doe- 
trinas legales que ha citado. Errores y no otra cosa, 
es lo que ha encontrado la Comisión Fiscal en los pro” 
cedimientos que deja analizados; errores son los que 
nulifican lo obrado, pero errores, H. Cámara de  Se- 
nadores, de esos que siendo en la especie humana una 
parte inherente de su ser constante, son siempre dis- 
culpables, y aun en muchos casos pueden ser honrosos, 
cuando, como en el presente, siendo reconocidamente 
macidos de un laudable celo, son en sí mismos el testi- 
monito de una conciencia pura, cuya buena fe se honra 
en reconocer la Comisión Fiscal, tanto en la H. Cáma- 
ra de Representantes como en sus ilustradas Comi 
siones, salvando en tal concepto, como debe, la sana; 
recta y patriótica intención que los amima. | 

Pero la reputación, que un error involuntario ha 
herido, tiene siempre el derecho de vindicarse ante la 
ley; dulce consuelo de la probidad infortunada. Lo 
tiene, por lo tanto, el señor ex Ministro de Hacienda 
don Manuel Acosta y Lara, y a V. H. toca reconocerlo 
sancionando la siguiente minuta de resolución, que 
vuestra Comisión Fiscal tiene el honor de proponeros: 

““El ex Ministro de Hacienda dom Manuel [Acosta y 
* Lara, ha satisfecho plenamente ante ja MH. Cámara 
“* de Senadores de la República todas las observacio- 


(1) La Comisión Fiscal entra luego en un estudio 
minucioso de los cargos formulados por la Cámara de 
Representantes, desmenuzando uno por uno, y termina 
con los párrafos que subsiguen, «vindicatorios dei doec- 
tor Acosta y Lara. 
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nes que dieron mérito a la resolución de la H. Cá- 
mara de Representantes de 19 de mayo último, que- 
dando, por lo tanto, a cubierto de toda imputación 


deshonrosa que por ellas pudiera hacérsele en ade” 
,> 


( 


” 


(9 


ES 


” 


Ed 


“ lante. 
“* Transcríbase esta resolución al ex Ministro para 
su satisfacción, comuníquese a la H. Cámara de 
* Representantes y al Poder Ejecutivo, y publíquese 
“* en todos los diarios de la República?”. 


Ed 


Montevideo, 26 de junio de 1855. 


Juan León de las Casas —- Santiago 
Sayago—Juan Manuel de la Sota. 


La resolución aconsejada en el precedente die- 
tamen se imponía, puesto que el doctor Acosta y 
Lara evidenció su inculpabilidad en forma con- 
cluyente, y la Comisión Fiscal del Senado, al 
proceder al estudio de los cargos que dieron pie 
a la actitud de la Cámara de Representantes, ad- 
quirió plena conciencia de la rectitud y honesti- 
dad con que él había obrado en todos sus actos 
de funcionario. | 

Correspondía, por lo tanto, declarar su inocen- 
cla encarando la cuestión a la luz de los hechos. 
Pero creemos que no estuvo acertado el informe 
preinserto en cuanto a la faz constitucional del 
asunto. 

La Cámara de Representantes incurrió, es cler- 
to, en varios errores, propios de la inexperiencia, 
por tratarse de un caso para ella absolutamente 
nuevo en los anales parlamentarios patrios y por 
la ausencia de una ley reglamentaria en la parte 
pertinente de los artículos 25, 81 y 102 de la 
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Constitución. Por eso no siguió el procedimiento 
adoptado en otros países, en Chile, por ejemplo, 
a pesar de haberse traído a colación su Carta Po- 
lítica, que regía desde 1833 y que en sus artículos 
33, 94, 95, 96 y 97 señalaba los requisitos que de- 
bían llenarse antes de ocurrir ante el Senado. 

No debió limitarse a decir, como lo hizo: en su 
resolución del 19 de mayo: “Acúsese ante el Se. 
nado”, etc., ete., y á nombrar una Comisión de 
su seno encargada de deducir la acusación, pues- 
lo que teniendo “el derecho exclusivo? de hacer- 
¡0, era de su deber declarar categóricamente que 
había lugar a ella y disponer su prosecución a 
los efectos del artículo 35, hoy 36. Pero esa in- 
formalidad no autorizaba el rechazo de la acusa. 
ción cometida a los diputados Magariños, Muñoz 
y Torres, desde que de la actitud asumida por la 
Cámara de Representantes se desprendía clara- 
mente cuál había sido su verdadero propósito al 
determinar que fuese acusado el ex Ministro de 
Hacienda de la referencia. | 

La Comisión Fiscal del Senado, no obstante 
los reparos opuestos en el dictamen transcripto, 
tuvo que abecarse, pues, el examen de los hechos 
delietuosos denunciados, escuchar los descargos 
del doctor Acosta y Lara y abrir juicio definitivo 
y concreto, aconsejando, aunque sin forma de 
sentencia, que se tuviese por justificada la con- 
ducta administrativa de ese distineuido ciuda- 
dano. | 

Estos antecedentes, por sl se ofreciese algún 
nuevo caso análogo, debieran estimular al Poder 
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Legislativo a dictar una ley que sirviera de pau- 
ta. Los artícnlos 93 (34), 94 (89) 001867. 96 
(87), 97 (88) y 98 (89) de la Constitución eli. 
lena, reformados el 24 de octubre de 1374, con las 
modificaciones pertinentes. polrían  Fucilitarle 
esa tarea. 


XVI 


Fallo tabsolutorio 


Ei Senado se pronunció en la sesión del 5 de 
julio, hallándose presentes en ella los señores Sa- 
yago, Gayoso, de la Sota, Pino, Fleres y Plá. 

Kin el. acta respectiva se lee lo siguiente: 


“Declarada la discusión general, el señor de la Sota, 
miembro de la Comisión informante, hace presente al 
Senado que el informe que acababa de leerse estaba ri- 
gurosamente basado en el Derecho Constitucional y en 
las, prácticas reglamentarias, y que nada había en él 
que no estuviera en perfecto acuerdo con ese derecho. 

“Concluye pidiendo la lectura de una comunicación 
del Ministro del Emperador del Brasil a su represen- 
tante en la República, la cual venía a desvanecer el 
único cargo de aleuna gravedad que se había presenta- 
do en la acusación que se pretendía. 

““Fué leído, y a petición del señor Acosta y Lara, se 
leyó también el artículo 13 del Convenio celebrado con 
el señor Ireneo Evangeelista, en el cual se consiena el 
interés del dinero que aquél facilitó. 

““Amunciando el señor Presidente que se iba a votar, 
el señor Acosta y Lara se retiró. 

“La Cámara pasó a la discusión particular y la re- 
solución propuesta por la Comisión Fiscal fué apro- 
bada. 
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“Jl señor Acosta y Lara entró el señor Presiden- 
1/4 sy 


te le instruyó de la resolución adoptada por la Cá- 
S Me) 
mara. 


Fil país vivía sobre un voleán, como lo demos- 


traron los sucesos políticos del 28 de agosto sl- 
gulente, encabezados por el doctor José María 
Muñoz, y que dieron margen para que el general 
Mores dimitiese el 10 de setiembre la presidencia 
de la República. 

En el artículo 2.” de la resolución de la Asam- 
blea General, complementario del que aceptó di- 
cha renuncia, se decía lo siguiente: “Declárase 
benemérto de la Patria, por la espontaneidad y 
patriotismo con que en bien de sus conciudadanos 
renuncia el alto puesto con que fué honrado”. 

Por consiguiente, procedió con sensatez el Se- 
nado al finiquitar en la forma que lo hizo la grave 
cuestión provocada por el doctor Acosta y Lara, 
pues a la vez de rendir un eumplido acto de jus- 
ticia, alorró mayores combustibles a la pira de 
los odios personales y de círculo. 


a 


CAPITULO OCTAVO 
Proposición de juicio político en 1920 


1: 


Proyecto de los diputados socialistas y fundamentos 
del mismo 


En la sesión celebrada por la Cámara de Re- 
presentantes el 25 de febrero de 1920, los diputa- 
dos socialistas presentaron el siguiente proyec- 
to de ley: 


Artículo 1. Declárase que hay lugar a la forma 
ción de causa al Presidente de la República y al Mi- 
nistro del Interior, por violación del artículo 9.”, inciso 
2., de la Constitución de la República. 

Art. 2. Comuníquese al H. Senado con los antece- 
dentes de los distintos asuntos planteados por la Cá- 
mara a raíz de las llenuncias de los diputados Bazet y 
Andreoli y de la consideración de los poderes de la 
Unión Colorada «en Montevideo, a los efectos de los 
artículos 25, inciso 2. 36 y 81 de la Constitución. 


Celestino Mibelli — Emilio Frugoni. 


Las elecciones realizadas en noviembre de 
1919 habían servido de pábulo para ardientes 
debates periodísticos y parlamentarios, con mo- 
tivu de la intromisión gubernativa y policial de- 
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nunciada por la prensa y por diversos centros 
políticos. 

En todas las zonas del país se alzaron protes- 
tas alradas señalando la activa y parcial inter- 
vención en los comicios por parte de los agentes 
del Poder Ejecutivo, y muy principalmente en la 
capital de la República, siendo causa esta última 
elircunstancia de que se dirigiesen graves Cargos 
contra el primer mandatario y su Ministro del In- 
terior. Sin embargo, todos los poderes de los re: 
presentantes electos por la Unión Colorada, — 
que era el órgano más obsecuente de aquellos al- 
tos funcionarios,—fnueron declarados válidos, y 
los ungidos por los votos de esa fracción partida- 
ria ingresaron al Parlamento. 

Ahora bien: después de ese pronunciamiento, 
que legalizaba todo lo obrado, ¿cabía, acaso, la 
instauración de un juicio político contra los más 
caracterizados directores espirituales de los he- 
chos delictuosos puntualizados? Los diputados 
socialistas lo creyeron así candorosamente. Por 
eso, al lamentar en su exposición de motivos que 
la mayoría de la Cámara no hubiera procedido 
con menos “eserúpulos de índole legal”?, decían 
también: “Frente a esta situación se plantea un 
lilema: o se absuelve a los que violaron la Cons- 
titución, que no otra cosa sienifica el silencio de 
la Cámara, o se pide cuentas a los infractores, 
tal como lo dispone la propia Constitución. Y 
nuestro deber es claro: hay que 1r al enjuicia- 
miento del Presidente de la República y del Mi- 
nistro del Interior”, 
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Los señores Frugom y Mibelli fundamentaban 
su proposición ; 

1.” Con las denuncias del diputado Bazet, que 
el Ministro del Interior y su superior no levan- 
taron, por intermedio de la Comisión Investiga- 

dora de la Cámara, según las cuales la Policía 

estaba en connivencia, por asuntos electorales, 
con la plana mayor de a “mala vida”? montevi- 
deana. | 

2." Con la renuncia del doctor Pedro Manini 
Ríos del Ministerio del Interior, por haber ad- 
quirido la prueba de la intromisión policial en la 
organización de la jornada electoral del 30 de no- 
viembre. | 

3. Por la intervención de los Comisarios poli- 
ciales de Montevideo en los cantones de coucen- 
tración de la Unión Colorada. 

4.* Con la declaración del Jefe de Policía de la 
Capital, quien manifestó que la Policía, por en- 
cargo de particulares, había abonado a los guat- 
dias civiles el salario correspondiente al día en 
que fueron dados de baja. 

5. Con la detención del Comisario Molina, en 
momentos en que se entregaba a la tarea de man- 
char, con votos fraudulentos, los comicios del 30 
de noviembre. 

6. Con la sorpresa a la Comisaría de la 3.” Sec- 
ción de Montevideo, donde se recogió la prueba 
de que la Policía intervino en los comicios. 

7.2 Con la intervención del eeneral Buquet en 
los comicios del Salto. 

8. Con el hecho de haber convertido las Co- 


.o 
*=] 


418 - SETEMBRINO| E. PEREDA 


misarías en locales electorales de la Unión Colo- 
rada, de que era Presidente honorario el Presi- 
dente de la República, y 

).” Con la intervención comprobada y compro- 
bable de Comisarios uniformados y en servicio en 
los comicios de varios departamentos, entre 


otros, Paysandú, Rivera, Río Negro, Soriano y la 


Ú 


Japital, 

Además de estas pruebas de hechos, según los 
mismos diputados, existían otras, o sea: 

A) Que el Presidente de la República pidió al 
Jefe de Policía de Minas que pusiese la policía al 
servicio electoral de la Unión Colorada. 

5) Que el Ministro del Interior, doctor Terra, 
mamifestó públicamente: “Yo he recibido en mi 
despacho a la mayor parte de los Jefes Políticos 
de campaña y a todos ellos les he hablado dela 
situación política del Departamento, y les he ma- 
nifestado el deseo de que, dentro de la moral, de 
la Constitución y de las leyes, el Partido Colora- 
do haga lo posible para triunfar, deseo que les he 
pedido trasmitan a los amigos del departamento, 
sin distinción de las fracciones a que pertene- 
com 

C) Las siguientes manifestaciones del propio 
Secretario de Estado: 

“Yo entiendo que es ““principismo ridículo?” 
pretender que dentro de nuestro régimen eonsti- 
tucional el Presidente de la República y sus Minis- 
tros no hablen de política con sus amigos y su- 
balternos. Se puede y se debe aspirar a que el 
Presidente de la República y los Ministros no 


AA 
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hagan presión electoral alguna. Pero, el Presi- 
dente de la República y el Ministro del Interior 
tienen que hablar, por la naturaleza de sus ear: 
gos, de política, desde la mañana hasta la noche. 
S1 así no lo hicieran, faltarían al cumplimiento 
de sus deberes””, y 

D) Las declaraciones del mensaje presidencial 
que subsiguen: 

“Día a día la experiencia me demostraba. con 
la elocuencia irrefutable de los hechos, que no era 
posible quedar apartado de la política sin per- 
der la consideración pública y sin caer en un ri- 
dículo aislamiento que frustraría por completo 
mi obra gubernamental. 

*““Bien pronto, pues, me conveneí de que para 
proseguir en mi neutralidad sin perder el con- 
curso de las dos fracciones coloradas, era menes- 
ter que consiguiera el apoyo de un grupo de ciu- 
dadanos que diera, con respecto a aquéllas, un 
sello de independencia a mis actos y me mantu- 
viera alejado de la lucha ardiente en que estaban 
empeñados. 

““Divuleadas esas ideas, un núcleo de distin- 
guidos erudadanos, —que si bien gozaban de alta 
consideración en el país, habían permanecido ale- 
jados de los debates políticos—, se decidió a orga- 
nizar una agrupación que me prestara su concur- 
so y que aminorara los perjuicios que para la co- 
lectividad colorada pudieran producir sus disen- 
siones. á | 

“Expresé al nuevo Ministro del Interior todas 
las incidencias relacionadas con la actuación del 
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antecesor, y, en conocimiento de ellas, concordó 
conmigo sobre la conveniencia de concluir con un 
régimen de concesiones, que resultaba incompa- 
tible con un buen gobierno, y de reivindicar fran- 
camente, tanto para el Presidente como para su 
Ministro, el derecho a intervenir en política, des- 
de que una actitud clara permitiría al pueblo 
apreciar la conducta de sus mandatarios, y, por 
lo tanto, deslindar las responsabilidades en que 
cada uno de ellos pudiera incurrir. Las declara- 
ciones que en ese sentido formuló el doctor Te- 
rra, pusieron las cosas en su verdadera situa- 
ción constitucional. 

““El único punto que puede aparecer, aunque 
injustamente, como vulnerable en la gestión 
presidencial, es el referente a la intervención 
de la Policía en política. Esa intervención 
fué motivo de debates en la Asamblea Cons- 
tituyente, que dejó subsistente la legislación 
anterior, a pesar de que se propuso en su seno 
que la baja de los guardias civiles debía ser soli- 
citada con tres meses de anticipación para poder 
votar. : | 
“En la Constituyente también fué rechazada 
una disposición que establece “rieurosa prescin- 
dencia?” en los trabajos electorales de todos los 
funcionarios policiales y militares, adoptándose, 
en sustitución de esa fórmula terminante y deci- 
siva, el artículo vigente, que solamente prohibe 
la intervención de esos funcionarios “en actos 
públicos”?. El Partido Colorado, que perdía casi 
diez mil electores del Ejército, no quiso, en el 
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acto, perúer la influencia legítima que por el con- 
vencimiento, el prestigio personal y la amistad, 
lejos de toda coacción y violencia, pueden tener 
los representantes del Poder a en los 
departamentos, y a la vez el concurso de cinco 
mil electores que forman la Policía de la Repú- 
'lica eu un electorado partidario que no alcanza, 
en su totalidad, a cien mil inscriptos, y dada la 
circunstancia de que no existía gran superiori 
dad númerica en los registros en relación a su 
adversario tradicional. No correspondía a un 
Presidente elegido por ese Partido, modificar ra- 
dicalmente en la práctica el eriterio que prevale- 
ció en la Constituyente, pero hubiera sido fácil 
obtener el aplauso de sus adversarios, y. aún de 
muchos de sus correligionarios, ofuscados por las 
pasiones de la anarquía, si otra hubiera sido su 
actitud, considerando, como considera, que mil 
razones de carácter administrativo aconsejan ale- 
jar en forma absoluta a los funcionarios policia- 
les de la lucha electoral”” (1). 

Los cargos enumerados no podían ser más con- 
eluyentes; pero los diputados socialistas, ante la 
descarnada realidad aún fresca en la memonla, 
debieron darse exacta cuenta de lo ilusorio de 
sus propósitos. ¿Cómo no comprendieron que te- 
nía que serles adverso el fallo de una Cámara 
cuya mayoría acababa de reconocer la validez de 
todos los poderes presentados por los favoreci- 


(1) “Diario Oficial”?, páginas 266 y 267, 4.* sesión 
ordinaria (1920). 
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dos con los sufragios de la Unión Colorada? Los 
hechos, como se verá más adelante, evidenciaron 
la inutilidad de sus esfuerzos en el sentido refe- 
renciado. 


181 


Informe producido 


La Presidencia de la Cámara, siguiendo el trá. 
mite reglamentario, pasó dicho proyecto de ley a 
informe de la Comisión de Legislación y Consti- 
tación, compuesta de representantes de los distin- 
tos matices políticos. 

El doctor Frugoni, que figuraba en ella, se 
convenció bien pronto de la mala voluntad con 
que había sido mirada la iniciativa que nos ocu- 
pa, y diez y ocho días después, —en la sesión 
del 15 de marzo—, puso en conocimiento de la 
Mesa que dos de sus miembros, —los doctores 
Schinca y Vicens Thievent—, “no querían inter- 
venir para nada en el estudio de ese asunto”, e 
Insmuó la idea de que fuese integrada la Comi- 
sión dictaminante a ese solo objeto. Se resolvió, 
no obstante, que funcionase la misma, por com- 
ponerse de siete personas y bastar únicamente 
cuatro para reunirse y deliberar. Pero el 19 pro- 
puso el doctor Ramírez, —invocando a la vez la 
personería de los doctores Campisteguy y Bel- 
trán—, que se designase una Comisión especial, 
puesto que la abstención de los legisladores bat- 
llistas y la inasistencia de otros, no permitía la 
formación del quórum reglamentario. 
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—“Pundamos nuestro criterio, ante todo, dijo, 
en la naturaleza especial de este asunto. No ge 
trata de interpretar disposiciones constituciona- 
les; no se trata de cuestiones de legislación gene- 
ral que el Reglamento no atribuya a ninguna otra 
Comisión: se trata de funciones especialísimas 
de la Cámara, de carácter esencialmente político, 
como lo dice el mismo nombre del instituto a que 
se refiere, o sea el juicio político, y que reclama 
tanto o más que las aptitudes del constituciona- 
lista o del legista, las del hombre de gobierno, 
lel hombre político. 

“Creemos, en consecuencia, agregó, que lo na- 
tural es que se nombre una Comisión especial, y 
robustecemos este criterio con la práctica gene- 
ralmente empleada en otros parlamentos. Según 
los antecedentes que yo he podido conocer, en 
unas partes existe la Comisión especial, judicial 
o de justicia, Comisión permanente, que tiene por 
cometido el de informar sobre estos asuntos, y 
en otras se nombra una Comisión, que es la que 
investiga los hechos y que aconseja a la Cámara 
si debe llevar adelante la acusación, siendo, en 
muchos casos, la misma que sostiene esa acusa- 
ción ante el Senado, temperamento bastante 
aceptable, ya que debe suponerse que ninguna 
otra podría desempeñar con mayor acierto tal 
cometido?” 

Votada afirmativamente la moción hecha por 
el doctor Ramírez en el sentido expresado, el 22 
designó la Mesa para formar la Comisión espe- 
cial que debía dictaminar sobre la proposición de 
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juicio político al Presidente de la República y al 
Mimistro del Interior a los representantes ¿oe- 
tor Juan Campisteguy (riverista), Antonio Ba- 
elini (unionista), doctor Blas Vidal (riverista). 
José G. Antuña (radical colorado), doctor Emilio 
A. Berro (nacionalista), Gualberto G. Ros (na- 
cionalista) yy doctor Emilio Frugoni. El pe- 
núltimo de estos legisladores fué más tarde re- 
emplazado por el doctor Adolfo Artagaveytia, de 
su mismo credo partidario. 

El 12 de junio se expidió dicha Comisión acon- 
sejando como artículo único: **Archívese””, con 
la sola discordia del diputado socialista. 

En dicho dictamen se manifiesta que si bien la 
casi unanimidad de los miembros de la Comisión 
especial prestiglaba tal solución, esa coincidencia 
no había sido tan completa al apreciar las consi- 
deraciones que debían justificarla. “De ahi, se 
dice en él, que aleuno O algunos de logs represen- 
tantes que la integran se hayan reservado el de- 
recho de aclarar su pensamiento, ampliando, de 
acuerdo con sus opiniones personales, las razones 
vertidas en el informe. A pesar de esta discre- 
pancia, todos ellos piensan que la iniciación de 
este juicio carece de oportunidad, que ni en su 
origen ni en su desarrollo ha sido estimulada 
por la opinión, y que elevadas razones de orden 
político aconsejan no llevar más adelante los pro- 
cedimientos iniciados??. 

úl resto del mismo informe reza así: 


“Basta dirigir una mirada al surco trazado por este 
asunto en los anales parlamentarios, para poner en 
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transparencia la inoportunidad del proyecto de acusa- 
ción. Fué en la Legislatura anterior, en esta misma Cá- 
mara, que se puso en tela de juicio la corrección de 
procederes del Presidente de la República ante el pro- 
blema electoral de noviembre. Como consecuencia de 
los debates promovidos con ese motivo, surgió una ti- 
rantez pública entre la Cámara de Diputados y el Po- 
der Ejecutivo unipersonal, que llegó a su mayor inten- 
sidad, al aprobarse una moción calificando de inconsti- 
tucional la actitud observada por el Presidente de la 
República en los actos sometidos a la controversia le- 
glslativa. La misma gravedad de la crisis impuso una 
solución circunstancial, que tuvo la virtud de calmarla, 
aunque transitoriamente, ¡pues poco tienpo después 
surgió de nuevo, con motivo de las denuncias que se 
formularon en plena Cámara, acusando a las policías 
de la Capital de haber intervenido en manejos eleeto- 
rales. 

““La Comisión Especial se abstiune de referir las in- 
eidencias ocurridas en esos debates, que terminaron 
con el nombramiento de una Comisión investigadora 
que hasta hoy no se ha expedido, por razones (ue son 
de pública notoriedad. 

“En medio de esta tirantez de relaciones entre la 
rama popular del Cuerpo Legislativo y el Poder Eje- 
cutivo unipersonal, se realizaron las elecciones de no” 
viembre. Son notorias las acusaciones que días antes y 
posteriormente a la elección se dirigieron contra la ac- 
ción de la Policía de la Capital, sin que la Cámara has” 
ta finalizar su mandato adoptase otra  ulterioridad. 
Los poderes de los ciudadanos electos por la Unión Co- 
lorada fueron protestados en el curso de las sesiones 
preparatorias por el diputado doctor Eduardo Rodrí- 
vuez Larreta, discutiéndose ardientemente sobre su 
validez, hasta que elausurado el debate se aprobaron 
por una mayoría compuesta de representantes perte” 
necientes a los diversos grupos políticos, con excepción 
del socialismo, cuya delegación votó por el rechazo. 
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““Existen, pues, diversos antecedentes dignos Q%e ano- 
tarse por su significación y alcance: una resolución de 
la Cámara de Diputados declarando que el Presidente 
de la República violó la Constitución, otra de la mis- 
ma Corporación constituyendo una Comisión parla-- 
mentaria encargada de dictaminar sobre la verdad o 
falsedad de las denuncias que exhibían a la Policía de 
Montevideo en franca campaña electoral, el silencio ob- 
servado por la Legislatura después de los comicios de 
noviembre, y, finalmente, un proyecto de decreto san: 
cionado por V. H., aprobando los poderes de los dipu- 
tados electos por la “Unión Colorada, debiáo a la impo- 
sibilidad de precisar los votos ilegales que influyeron en 
el resultado de la elección. 

“Estas breves consideraciones ham convencido a 
vuestra Comisión informante de que la H. Cámara no 
debe volver, sin menoscabo de la seriedad que han de 
revestir los actos legislativos, sobre procederes y acti- 
tudes que han sido analizados, discutidos y censurados 
con toda amplitud en dos períodos parlamentarios su- 
cesivos y en esta misma Cámara, recayendo al final de 
los debates promovidos, resoluciones que quizás podrían 
considerarse definitivas, y que en la actualidad apare” 
cen como contradictorias con la iniciación del juicio 
político. | | 

““Es notorio que el poder fiscalizador de la Cámara 
popular no se limita únicamente a desempeñar el cargo 
de gran jurado de acusación. La historia de los países 
que practican con más sinceridad la democracia, de- 
muestra que en muy raras ocasiones se recurre a esa 
medida extrema, sea porque las faltas cometidas no re- 
visten extrema gravedad, o en atención a elevadas ra- 
zones de orden político. Los parlamentos pueden des- 
empeñar y desempeñan su oficio de contralor, “eseu- 
driñando los actos del Gobierno, exigiéndole explica- 
ciones, replicándolas si no se ajustan a la ley y al de- 
recho, censurando sus actos cuando no se han justifi- 
cado, llegando hasta rectificar sus procedimientos por 
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medio de la sanción de leyes adecuadas y oportunas. Así 
ha procedido la Cámara actual, y así procedió la ante- 
rior, y si no han pasado más allá de los límites im- 
puestos a su acción, nadie puede suponer fundamental- 
mente que esa actitud no sea aleccionadora, pues en el 
caso contrario, habría que descalificar los medios de 
contralor más habitualmente usados en los países regi- 
dos por las instituciones democráticas. Cabe decir, pa- 
sando a la segunda razón invocada en los prolegóme- 
nos de este informe, que las manifestaciones de la opi- 
nión, pública no se han exteriorizado en forma desfavo_ 
rable a la acción parlamentaria. Pues bien: la presen- 
tación del proyecto de los señores diputados Frugoni 
y Mibelli no ha tenido la virtud de modificar esa mo- 
dalidad de nuestro ambiente político, El acta de acu- 
sación fué recibida por la opinión con evidente frial- 
dad, como si fuese una iniciativa impropia de las eir- 
eunstancias y completamente alejada del sentir y pen- 
Sar nacional. Apenas si la prensa dedicó aleunas breves 
frases a su alumbramiento, mostrándose indiferente a 
las diversas fases de su desarrollo. Las mismas reunio- 
nes de esta Comisión se han realizado sin otros estímu- 
los que los impuestos por el cumplimiento del deber. 

“Ahora, pregunta la Comisión Especial: ¿es posi- 
ble que en un ambiente semejante, la rama legislativa 
que ha de acusar en virtud de las denuncias formula- 
das por los diputados Frueoni y Mibelli, se preocupe 
de examinar, preparar y documentar la prueba que 
serviría de base. para acusar ante el Senado al Presi- 
dente de la República y al Ministro del Interior? 

““La política es ciencia esencialmente experimental; 
y como arte del gobierno, consiste en hallar la debi- 
da concordancia entre la razón determinante de una 
facultad o doctrina y la posibilidad, oportunidad y 
conveniencia de su aplicación. Para llegar a esa fina- 
lidad se requiere pulsar con atención el estado ade la 
sociedad que se gobierna, los sentimientos predominan” 
tes en su seno y las ideas generales que forman, puede 
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así decirse, su genio, su cultura, su preparación. Vues- 
tra Comisión especial está convencida, después de las 
consideraciones expuestas, que la prosecución de los 
procedimientos iniciados por los diputados Frugoni y 
Mibelli, ocasionaría una agitación estéril en el país, que 
no está habituado a presenciar conflictos de esta clase, 
en el cual figurarían en calidad de acusados funciona- 
rios que durante más de cuarenta años han sido la en- 
carnación viviente de la prepotencia presidencial. 

“La Comisión especial prevé la esteriiidad de esa 
agitación, fundándose, no sólo en la falta de ambiente 
para proseguir el proceso, sino también en la suerte 
que han corrido iguales tentativas en el mismo país 
que ha creado la institución del juicio político. Sólo 
una vez pudo llevarse al sitio de los acusados a un Pre- 
sidente de los Estados Unidos, habiéndosele absuelto 
por faltar en el Senado el número de votos necesarios 
para condenarlo, 

“Por lo demás, la tesis sustentada por esta Comisión 
está muy lejos de reflejar una tendencia contraria al 
ejercicio de la facultad de acusar que posee V. H. Al 
contrario. Lo que se deduce lógicamente de las consi- 
deraciones expuestas, es que ese derecho debe ejerci- 
tarse oportunamente, en casos extremos, atendiendo a 
las exigencias de la opinión y a la imperiosa necesidad 
de salvaguardar el decoro de los Poderes públicos y los 
intereses vitales del país””, 

Este informe fué redactado por el doctor Cam- 
pisteguy y la Cámara no volvió a ocuparse más 
del asunto, convencida, como la Comisión dicta- 
minante, de la esterilidad de todo debate a su 
respecto, y, sobre todo, de la inoportunidad del 
proyecto. 

¿Por qué no lo presentaron, en todo caso, a 
raiz de realizados los comicios del 30 de noviem- 
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bre de 1919? Esa hubiera sido la: ocasión más - 
propicia y no después de ocurridas las inciden- 
clas parlamentarias referenciadas por la Comi- 
sión especial. No era posible creer, analizados los 
hechos con la debida calma, que quienes aproba- 
ron la totalidad de los poderes de los represen- 
tantes de la Unión Colorada cambiasen de acti- 
tud y de criterio ante la simple iniciación de un 
juicio político, que tenía como base única las in- 
tromisiones policiales y  eubernativas pasadas 
ya en autoridad de cosa juzgada. 

¿Podía esperarse, por otra parte, que la mayo- 
ría de log diputados, reconociendo su error, se 
declarase implícitamente reo de omisión, debi- 
lidad o complacencia? 


das! 


Restricción de derechos politicos 


Si las colectividades políticas son una nece- 
sidad para el sostén y fomento del progreso ins- 
titucional de los pueblos libres, desde que los 
hombres, por el hecho de estar dotados de razón, 
pueden discernir por sí mismos y coincidir o dis- 
erepar fundamentalmente en opiniones, agru- 
pándose, en defensa de éstas, cada cual en las fi- 
las de sus correligionarios, lo es a condición, sin 
embargo, de que los más capacitados y honora- 
bles asuman de consuno su dirección y velen por 
el prestigio y el triunfo de sus ideas en el campo 
abierto de las luchas democráticas, mantenidas 
con honestidad y patriotismo, y, en consecuen- 
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cia, sin el propósito menguado de una absorción 
deprimente y suicida. 

Sin embargo, desde Máximo Santos, que alcan- 
zÓ la más alta jerarquía militar en el Uruguay, 
hasta la administración que finalizó ed 1.* de mar- 
zo de 1923, se han  arrogado arbitrariamente 
nuestros gobernantes la jefatura nata de la co- 
munidad política cuyas tradiciones invocaran, 
convirtiéndose a la vez en grandes electores, con 
menosprecio de ja autonomía partidaria depar- 
tamental y de las leyes tutelares de los derechos 
CÍVICOS. | 

Se ha querido, empero, atribuir semejante in- 
congruencia, hasta los dos primeros meses del 
año 1919, a vicios de la Constitución de 1830, di- 
ciéndose que ésta le confería al Presidente de la 
República facultades tan extraordinarias, que es- 
taba en sus manos todo el resorte administrati- 
vo y politico de la Nación, siéndole dable, por lo 
tanto, usar y abusar de esa omnímoda potestad. 
Pero sólo falseándose la verdad e  infiriéndose 
una grave imjuria a la obra y a la memoria de 
sus ínclitos autores, cabe apelar a un fundamen- 
to de tal linaje, porque en cuanto a principios 
cardinales se consagraban en ellos los más avan- 
zados de la época, y aún superiores a su tiempo, 
postulados que han hecho suyos, después de 
ochenta y tantos años, los constituyentes moder- 
nistas de 1917, copiando al pie de la letra la ma- 
yor parte de las disposiciones relativas a las ga- 
rantías en general. 

¿Acaso la inseripción oblizatoria en el Regis- 


tro Cívico, el voto secreto y la representación 
propcrcional que hoy se establece en el artículo 
3.”, como base para el ejercicio del sufragio, no 
habían sido ya sancionados en ocasión de las 
elecciones de la Convención Nacional reformado- 
ra, por no obstar a ello en forma alguna el anti- 
guo régimen constitucional? 

También pudo haberse dictado una ley, en la 
que se preseribiese, como en el número segundo 
de dicha disposición, que “los funcionarios poli- 
ciales y los militares en actividad deberán abs- 
tenerse, bajo pena de destitución, de formar parte 
de comisiones o clubs políticos, de suscribir ma- 
niñiestos de partidos, y, en general, de ejecutar 
cualquier otro acto público de carácter político, 
salvo el voto””, desde que tampoco existía ningún 
precepto que se apusiese a ello, como no existía ni 
existe ninguno que pueda servir de obstáculo para 
que al Presidente de la República, a los miem- 
bros del Consejo Nacional de Administración y 
a los Ministros se les prohiba fieurar como 
_miembros de las comisiones directivas de esas 
mismas colectividades, sobre todo tratándose de 
los primeros, desde que su intervención directa 
puede coartar la libertad de los empleados pú- 
blicos, por temor de ser separados de sus pues- 
tos o no ascendidos, o llevados del uno al otro 
confín del territorio, con perjuicios materiales y 
morales, para castigar en esa forma arbitraria 
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sus altiveces ciudadanas. 
Si en la nueva Carta Política del Estado se 


hace una declaración expresa sobre los puntos 
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Atte 

de la referencia, es decir, acerca de las garantías 

electorales, ese hedaho responde únicamente al 

propósito de evitar su abrogación por leyes or- 

dinarias acomodaticias, hijas de las cireunstan- 

cias y tendientes a conjurar peligros de simples 

banderías o de círculos. 

El mal, pues, no ha estribado principalmente 
en la organización dada al Poder Ejecutivo por 
nuestro primitivo Código Fundamental, que sl 
tenía defectos y claros que llenar, como los tiene 
en grado máximo el que actualmente rige, sirvió 
de freno a más de un mandatario voluntarioso 
para impedir que éste realizara por entero sus 
caprichos; y de ahí que en más de una Ocasión se 
tuviera que recurrir a maliciosas interpretacio- 
nes de algunos artículos, por parte de legislado- 
res complacientes o serviles, para violar su letra 
y torcer su" espiritu. 

Los abusos cometidos por más de un gobernan- 
te, en desdoro de las instituciones y del erédito 
del país, han tenido por causa primordial el 
abandono de sus derechos por parte de la mayo- 
ría del electorado nacional, y en muy especial 
modo, el erróneo concepto que se tiene por mu- 
chos de lo que se entiende o debe entenderse por 
sobierno de partido, pues ha bastado, para ellos, 
que una persona cualquiera ocupara la primera 
magistratura de la República para que se le un- 
oiese con el pomposo título de jefe supremo de la 
comunidad política a que pertenecía, sin tomarse 
en cuenta para nada el origen de su elección, fru- 
to, por lo común, de audaces camarillas y de la 
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“% > de 
violencia y el fraude, en vez de ser la expresión 
de la libérrima la de sus correligionarios 
manifestada al pie de las urnas. (2) 

De alí que al aplaudir la renuncia del doctor 
Manini Ríos de la presidencia del Comité Ejecu- 
tivo Nacional del Partido Riverista, con motivo 
de haber aceptado el Ministerio del Interior, hi- 
ciéramos a la vez presente, en la asamblea del 3 
de julio de 1919, celebrada en el teatro Stella 
d'Italia de Montevideo, que habíamos sido siem- 
pre de opinión que ni el Presidente de la Repú- 
blica ni los Secretarios de Estado debían tomar 
participación activa en nuestras contiendas polí- 
ticas, desde que una de sus misiones primordia- 
les consiste en garantir todos los derechos y 
libertades, exentos de coacciones y de influencias 
directrices o morales como aquella—entre otras 
no menos perniciosas,—que tanta celebridad ad- 
quirió entre nosotros, de ““anoche me llamó Bat- 
lle””, porque ni los gobernantes deben convertir- 
se en supremos electores, ni los ciudadanos do- 

blegar la cerviz ante ningún hombre, por encum- 
odo que éste sea, y que ALTegáramos que no 
obstante lo expuesto, no participábamos en lo 
más mínimo de las ideas y tendencias de un pro- 
ps presentado por el doctor César Miranda a 
la Cámara de Representantes, que era en extremo 
restrictivo, y, en nuestro sentir, en parte 1n- 
conveniente, desde que no es lo mismo estar 


o 


(2) Párrafos principales de un artículo publicado 
nl s mn Pr > de] 
por nosotros en “La Mañana”” del 10 de mayo de 1919. 
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a los términos del citado inciso 2. del artícu- 
io 9% de la Constitución vigente, que pres- 
cribir que ni el primer magistrado de la 
Nación ni sus referidos colaboradores en el go- 
hierno podrán ni siquiera inquirir datos relati- 
vos a los asuntos políticos locales, empero ser de 
suma utilidad, para un mandatario celoso del 
eumplimiento de sus altos deberes, conocer el 
ambiente uacional en que actúa, a efecto de im- 
primir mayor orientación a sus actos administra- 
tivos y aún mismo de índole política, 

¿Por qué, en todo caso, —preguntábamos,-—no 
se dicta una ley pareja, haciéndose extensiva esa 
medida coercitiva al Presidente y demás miem- 
bros del Consejo Nacional de Administración, 
como asimismo a los Ministros de su dependen- 
cla, sin excluir al de Instrucción Pública, al cual, 
por una aberración, le han sido confiadas todas 
las cuestiones electorales ? 

El doctor Duvimioso Terra, coincidiendo er. 
parte con nosotros y dándose exacta cuenta de 
la Injusticia que entraña una ley impositiva a 
medias, proyectó, en agosto del mismo año de 
1919, que la incompatibilidad a que  aludimos 
comprendiese también a la delegación del Poder 
Ijecutivo entonces excluída, prescindiendo, no 
obstante, del Ministerio del Consejo, a pesar de 
que las limitaciones que dejamos recordadas 
comprenden por igual al de la Presidencia de la 
República. 

Poda medida tendiente a garantir el orden y la 
libertad en los asuntos políticos, principalmente 
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en materia electoral, tiene que ser bien mirada 
por los ciudadanos honestos, a condición, sin em- 
bargo, de que se proceda con un espíritu igua- 
litario y de que para salvaguardar un derecho 
no se viole el de nadie, sea quien fuere el que lo 
ejecute, 

Por el artículo 82 de la vieja Constitución se 
cometía al primer mandatario expedir las provi- 
dencias necesarias para que los comicios se reali- 
zasen en el tiempo por ella señalado, observándo- 
se, además, lo prevenido en la ley ordinaria res- 
pectiva, sin que por motivo alguno le fuera da- 
ble suspenderlos, ni variar gus épocas, a no ser 
que previamente lo deliberase así la Asamblea 
General. 

Esta disposición no es en la actualidad aplica- 
ble a dicho alto funcionario sino al Consejo, de 
acuerdo con el artículo 97 de la Ley Fundamen- 
tal del 3 de enero de 1918, y, por consiguiente, a 
él y a sus Ministros deben igualmente extender- 
se las prohibiciones que nos ocupan, puesto que 
teniendo en sus manos una función política de ta- 
meña trascendencia, que ha servido, por lo eo- 
mún, de ganzúa para falsear la soberanía popu- 
lar, no sería prudente dejarles abiertas de par en 
par las puertas del abuso y de la impunidad. 

Hechas por nosotros estas manifestaciones en 
el diario montevideano “La Mañana?””, corres- 
pondiente al 6 de agosto, el doctor Terra repuso 
lo siguiente, el día 7, en el mismo caracterizado 
órgano periodístico: 
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“Tal vez tenga usted razón; pero a mi juicio no hay 
en el proyecto el defecto que usted le encuentra, pues 
incluir también a los Ministros dependientes del Con- 
sejo me pareció que sería una redundancia; sería ineu- 
rrir en casuísmo, que es defecto, de acuerdo con los 
preceptos de la legislación moderna, según los cuales 
la ley debe establecer reglas generales. 

“Pensando así, entendía que, establecida la prohibi- 
ción o incompatibilidad para los miembros del Conse- 
JO, por el hecho lo estaba para todos los funcionarios 
o empleados de él dependientes y, en primer término, 
para sus Ministros, pues si así no lo fuese, la prohibi- 
ción sería innocua, desde que el Consejo, por la perso- 
na de esos funcionarios, sus dependientes, podría ae- 
tuar en la política militante. | 

“Sin embargo, tomo nota de la observación y. cuan; 
do ese proyecto se discuta en la H. Cámara a que per- 
tenezeco, pondremos los puntos sobre las ies. 

“Olaro está que ya en ese terreno habría otras am- 
pliactones que hacer, como, por ejemplo, las referentes 
a los directorios de los entes autónomos, cuya autonc- 
mía, en lo que concierne a la política militante, que 
tampoco debiera existir para ellos, tiene muchos pun- 
tos de interrogación. 

Sería muy interesante conocer su autorizada 003 
nión al respecto.?” 


Respetamos mucho-las opiniones ajenas, prin- 
cipalmente cuando son abonadas por la ilustra- 
ción de quienes las. emiten; pero sólo las acepta- 
mos sl llevan a nuestro espíritu la convicción de 
una verdad intangible, 

Por eso, si bien creemos que una Constitución 
Nacional debe contener tan sólo declaraciones so- 
bre principios generales inmutables, para que el 
legislador y los magistrados ajusten sus actos 
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estrictamente a ellas, y que las leves no deben 
fundamentarse en su articulado, consideramos a 
la yez que éstas, para que no sean objeto de me- 
nosprecio ni de interpretaciones capciosas, han 
de hallarse redactadas en términos claros e in- 
tereiversables, sobre todo si restringen o conce- 
den un derecho, a semejanza, en tales casos, de 
las disposiciones de la legislación común. 

Por otra parte, ¿no establece nuestra Carta 
Fundamental que nadie puede ser obligado a ha. 
cer lo que la ley no manda, ni privado de lo que 
no le esté prohibido categóricamente por ella? 

Ahora hien: como en el proyecto del doctor 
Miranda se menciona al Presidente de la Repú- 
hlica y “a los Ministros respectivos”?, y el del 
doctor Terra se concreta a decir: “Declárase que 
la incompatibilidad establecida por el artículo 
9. número 2.* de la Constitución, alcanza a los 
miembros del Consejo Nacional de Administra- 
eción?”?, convertido en ley el segundo de dichos pro- 
yectos, se entendería exceluídos de sus  sancio- 
nes a los Secretarios de la rama colegiada 
del Poder Ejecutivo, desde que esos funcionarios 
no son miembros, sino colaboradores amovibles 
de la misma. 

El Consejo tiene a su cargo cuatro importan- 
tes Ministerios, y casi todos sus miembros de 
filiación colorada, han figurado en las autoridades 
partidarias directivas, a pesar de que debieron 
haber imitado la plausible actitud de sus colegas 
nacionalistas y del doctor Campisteguy, que re- 
nunciaron espontáneamente a ejercer puestos en 
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el organismo político que dirige la acción de la co- 
lectividad que representan. 

Sí el voto secreto es una lamentable necesidad, 
para emanerpar más de una conciencia ciudadana 
de la férrea tutela del superior, lo es también 
para poner cortapisas a las influencias avasalla- 
doras de aquellos que proveen los puestos públi- 
cos y que convierten o pretenden convertir a los 
empleados de la Nación poco menos que en ser- 
viles instrumentos de sus pasiones personales y 
de círculo, como si dependiesen de ellos exclusi- 
vamente, por más que unos y otros no sean sino 
Funcionarios del Estado, aunque de mayor o me- 
nor jerarquía, y que se deban al pueblo, que los 
elige y que les costea sus sueldos, y no a sí mis- 
mos, cual si se tratase de simples particulares. 

Todo lo que la Constitución no le vede expre- 
samente al Parlamento, puede hacer éste en uso 
de sus facultades privativas de dictar leves y de 
interpretar los preceptos de la misma. Por con- 
siguiente, aun cuando no exista ninguna dispo- 
sición relacionada terminantemente con las in- 
compatibilidades de la referencia, el. legislador 
está en su perfecto derecho de garantir en toda 
su plenitud la libertad electoral, máxime evando 
en la Convención Nacional Constituyente se hi- 
cieron salvedades y aclaraciones a este mismo 
respecto. (3) i 


- P 
e 


(3) Consideraciones aducidas por nosotros el 8 de 
agosto, en el mismo: diario, en respuesta a la primera 
parte de la carta del doctor Terra. 
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IV 


Los entes autónomos y la política 


Creía el doctor Terra, como se ha visto, que 
hecha la ampliación por nosotros indicada,  co- 
rrespondería introducir también aleunas otras, 
y nos preguntaba con ese motivo lo que opinába- 
mos acerca de los directores Je los entes autóno- 
mos, *“cuya autonomía, decía, en lo que concier- 
ne a la política militante, que tampoco debiera 
existir para ellos, tiene muchos puntos de inte- 
rrogación”. 

Veamos, ante todo, lo que prescribe la Consti- 
tución respecto a dichos organismos y cuyo ar- 
tículo pertinente reza así: ““100. Los diversos 
-— servicios que constituyen el dominio industrial 
del Estado, la instrucción superior, primaria y 
secundaria, la asistencia y la higiene públicas, 
serán administrados por Consejos autónomos. 
Salvo que las leyes los declaren electivos, los 
miembros de estos Consejos serán designados 
por el Consejo Nacional. A éste incumbe también 
destituir a los miembros de los Consejos especia- 
les, con venia del Senado, ser juéz de las protes- 
tas que originen las elecciones de los miembros 
electivos, apreciar las rendiciones de cuentas, 
disponer las acciones competentes en caso de res- 
ponsabilidad y entender en los recursos adminis- 
trativos según las leyes””. 

La autonomía así acordada, resulta en realidad 
ilusoria, desde que al Consejo se le confieren fa- 
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cultades, no ya inspectivas o de contralor, sino 
también la de poder destituir a los directores de 
esas Corporaciones, | 

No obstante, cabe encarrilar bien los proced1- 
mientos y demarcar con sensatez la esfera de 
acción del gobierno pluripersonal sobre tan im- 
portante punto, porque el citado artículo, como 
se ha visto, finaliza previniendo que debe obrar- 
se “según las leyes”? en los recursos que se de- 
duzcan de lag resoluciones dictadas por los Orga- 
nismos especiales de la referencia, o a ellos ati- 
nentes, Por otra parte, en el código administrati- 
vo que se dé al país, se podrá deslindar posicio- 
nes a este respecto. 

Ahora bien: dados log términos de dicho pre- 
cepto constitucional, ¿conviene que se extiendan 
también las incompatibilidades o restricciones 
políticas a los directores de esos entes autóno- 
mos? Tal vez se arguya que no actuando éstos en 
vna esfera de acción de entera independencia, 
bastaría que se aplicase a los miembros del Con- 
sejo Nacional lo dispuesto en el inciso 2.” del ar- 
tículo 9.* mencionado en su proyecto, puesto que 
esa entidad gubernativa ejerce sobre ellos una 
superintendencia que podría ser eficaz a este res- 
pecto obrándose sin complacencias indebidas. 
Pero si esa objeción se formulase, respondería- 
mos que no se trata aquí de una materia privati- 
va del Ejecutivo, sujeta a reslamentación interna, 
sino de una cuestión que dehe ser objeto de una 
ley especial, y ella sólo puede ser dictada por el 
Poder Legislativo, 


. 
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Opinamos, pues, que cabe lógica y legalmente 
extender a dichas corporaciones o entidades las 
restricciones de carácter político a que nos veni- 
mos refiriendo, a fin de que los empleados de su 
dependencia gocen también de absoluta libertad 
de pensar como ciudadanos en todos los actos 
políticos, principalmente en los de índole comi- 
cial, sean o no sus miembros electivos o designa- 
dos por el Consejo Nacional, desde que en ambos 
casos pueden aquéllos dejarse llevar por sus 
afecciones e intereses partidariog en detrimento 
del buen servicio público, y, sobre todo, de la li- 
bertad popular libérrimamente expresada al pie 
de las urnas por intermedio de sus proplos subor- 
dinados, parte integrante de la soberanía colee- 
tiva, ya que la conciencia no debe ser únicamente 
libre en los dominios del dogmatismo. 

Creemos, sin embargo, que es preciso que esta 
clase de incompatibilidades punibles no se reduz- 
ca a los directores de los entes autónomos, y que 
en ella deben ser incluídos en general los jefes 
superiores de todas las reparticiones públicas, 
lo mismo que los directores de las instituciones 
de cualquier naturaleza que dependan del Hsta- 
do, porque su exención, además de constituir un 
injustificable privilegio, daría pábulo a las pre- 
siones que se quieren evitar y a las intrigas y 
muñequeos de los profesionales o procuradores 
de la baja política. 

Con harta frecuencia hemos visto cómo se con- 
lucen determinados funcionarios públicos de su- 
perior jerarquía, en desmedro de la altivez de 
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los empleados que no se prestan a sus enjuagues 
y TAO políticos, para que nos Imaginemos 
candidamente que una ley que no los comprenda 
expresamente ha de intimidarlos y obligarlos a 
que cesen en sus indigenas e inconfesables ma- 
nlobras electorales. (4) 

Hay que prohibir, sin embargo, el ejercicio de 
las pesquisas secretas, abolidas en todos los paí- 
ses civilizados, a fin de que la libertad individual 
no peligre en ningún instante a efecto de ilícitas 
maniobras subterráneas y que so pretexto de las 
incompatibilidades políticas no se ahogue en el 
alma ciudadana de los funcionarios públicos el 
latir de su conciencia cívica y partidaria. 

Por lo demás, el gran desiderátum de todos los 
políticos, —como dice el doctor Bernardo Monte- 
agudo en su “Memoria sobre los principios”, 
dtc,—es encontrar las mejores garantías con- 
tra el abuso del poder. Pero no debe olvidarse 
tampoco el axioma preconizado por Bossuet, de 
que **no hay derecho contra derecho?”?, 


y 


Reacción moralizadora 


El ingeniero don José Serrato, rompiendo econ 
las prácticas viciosas de los eobernantes electo- 
res, formuló categóricas y patrióticas declaracio- 


A 


4) De un artículo del autor, aparecido en ““La Ma- 
ana? correspondiente al 10 de agosto de 1919. 


e 
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nes acerca de log móviles levantados que lo ani- 
man en materia administrativa y política, dicien- 
do a este respecto lo siguiente en el discurso que 
pronunciara el 1.* de marzo de 1923 ante la 
Asamblea General, luego de prestar el juramen- 
to que prescribe la Constitución en su artícu- 
lo 74: | 


““Mis antecedentes públicos abonan la sinceridad y 
los sanos propósitos que me animan; los actos de 
bierno que realice los confirmarán. (¡Muy bien!). 

““No me atraen ni me seducen las voluptuosidades 
del Poder. Llego a él obedeciendo a exigencias impe- 
riosas de mis deberes ciudadanos y partidarios, e 1m- 
pulsado exclusivamente por el pensamiento de consa- 
erarme al bien de mi patria. (Apoyados). (¡Muy bien!). 

““Aspiro a desempeñar el cargo en un gobierno de 
amplio y sereno examen y de tolerancia con las ideas 
ajenas, posición ésta que reputo perfectamente concl- 
liable con la mayor firmeza en las propias ideas, y con 
la mayor energía y voluntad para realizarlas, salvando 
todos los obstáculos que se opongan a ello, dentro de 
log preceptos constitucionales y legales. (Grandes 
aplausos). 

“Es admirable la obra realizada por la República: 
desde el período caótico, turbulento, de la formación 
nacional, ha pasado por tiranías, dictaduras, conspira” 
ciones, guerras civiles, erisis pavorosas y una serie de 
gobiernos más o menos regulares, a base, a menudo, de 
un régimen de política autoritaria, carente de los re- 
cursos jurisdiccionales indispensables para garantir la 
libertad y el derecho, y con frecuencia injusto y arbi- 
trario, para llegar, en ménos de una centuria, a la 
soberanía de la ley y al imperio de los principios del 
derecho público moderno, que es el ideal perseguido 
por la democracia, 


on 
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“En tal virtud, todos los derechos son. respetados, se 
ha ensanchado la base del sufragio, el ejercicio de la 
actividad cívica se realiza en forma tranquila, las leyes 
electorales contienen preceptos de amplia garantía; los 
órganos de opinión examinan, sin limitación, todas las 
cuestiones que interesan a la República; la libertad de 
reunión, de asociación y de pensamiento son conquistas 
arralgadas, que nada ni nadie podrá contrariar; se ha 
atendido el clamor y aún la aspiración silenciosa de las 
masas populares en demanda de reformas de orden 
político y social; el pueblo se da libremente sus repre- 
sentantes; hemos obtemido verdadera personalidad in- 
ternacional; se ha acrecentado considerablemente la ri- 
queza pública y la cultura general, y seguimos con va- 
lentía, inspirados en un sano y equilibrado optimismo, 
el camino de nuestro desarrollo, en procura de una 
mayor grandeza y prosperidad para la Nación. 

“Nuestros esfuerzos deben tender a fortificar y per- 
feccionar todos esos progresos; ellos nos otorgan una 
posición entre las naciones eivilizadas,—pues no lo son 
completamente aquellas en que el pueblo no es dueño 
del gobierno, — y nos permiten el funcionamiento de 
los servicios públicos, con un espíritu de amplia liber- 
tad, igualdad y justicia, dándonos la seguridad de que 
realizamos una obra de honda trascendencia para la 
República. 

“El orden en la libertad y para la libertad” es el. 
factor primario de toda huena organización política; por 
eso conceptúo que el gobierno de una democracia debe 
disponer de los elementos necesarios para garantirlo, y 
debe ser lo suficientemente fuerte para hacer respetar 
el derecho y para velar por la justicia, 

“En consecuencia, protegeré la libertad ejercida 
dentro de los preceptos democráticos de la Constitu- 
ción y las leyes, 

“Seré un respetuoso de la ley. Entiendo que ejerceré 
la presidencia sujeto al contralor de la opinión y de 
los óreanos de autoridad creados por la Constitución, 


- ción. (Aiplausos en la Asamblea y en la barra) 
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tal cual corresponde a una república democrática; y 


entiendo, también, que la mejor manera de evitar ma- 


les mayores, que perturbarían el espíritu y desorienta- 


. Man a las generaciones que han de sucedernos en la 


dirección política del país, es la de cumplir el mandato 
con sujeción a las reglas de derecho establecidas, res- 
pondiendo a una cultura superior, política y social. 

“En tal virtud,—y hago de ello mención especial, 
por la importancia que tiene en la vida nacional, — 
procuraré, con todo empeño, que se cumplan las pres- 
cripciones del inciso 2. del artículo 9.” de la Constitu- 

“Contienen un postulado: encierran una suprema as- 
piración, que es condición y esencia del régimen repu- 
blicano. Comprendo perfectamente su espíritu; el de 
restringir las actividades cívicas a determinados agen- 
tes de los servicios públicos, con el sano propósito de 
afianzar la democracia, sobre la base del voto libre. 
(¡Muy bien!). (Aplausos). 

“Los partidos políticos deben, pues, organizarse y 
funcionar, sin admitir que se mezclen en sus activida- 
des los funcionarios a que se refiere esa disposición 
eonstitucional; y deben contribuir también a hacer eom- 
prender que el prestigio de la autoridad y el personal 
de esos mismos agentes se acrecienta, con beneficio pa- 
ra todos, cuando permanecen ajenos a log movimientos 
partidarios, entregados, por entero, a la labor reque- 
rida por la gestión de los servicios a su cargo. (Aplau- 
sos en la Asamblea). (5) 

. 


(9) El 22 de marzo les fué pasada una circular a to- 
dos los Jefes de Policía por el entonces Ministro del In- 
terior doctor Lorenzo Vicens Thievent, relativa a esta 
misma cuestión, y en ella se decía: “V. $S. se preocu- 
pará. desde la iniciación de sus funciones, de cumplir 
personalmente, y de hacer cumplir a todo el personal 
a sus órdenes, lo dispuesto en el inciso 2.” del artículo 
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““Aspiro a ser el guardián más celoso del derecho de 
elección del pueblo; me empeñaré, por lo tanto, con 
toda lealtad, en que no se falseen, con intervenciones 
indebidas e ilegales, los resultados que se esperan de 
las garantías establecidas en favor de la verdad del su- 
fragio. (¡Muy bien!). E. 

““El vivo anhelo de los partidos, expresado en la dis” 
posición mencionada del estatuto fundamental, será 
cumplido. (¡Muy biem!). (Aplausos). 

“*Asistiré, con el más elevado espíritu de imparcia- 
lidad, al choque cívico de los partidos ante las urnas 
electorales, convencido de que ese es, para mí, un de- 
ber, y de que sólo de esas luchas es que emerge nuestro 
perfeceionamiento, como entidad democrática. 

“Esto no implica, — y lo digo expresamente para 
evitar todo equívoco, —que enajene mi libre apreciación 
de los hechos y de los hombres, y que no procure, em- 
peñosamente, la concentración de las distintas agrupa- 


9.0 de la Constitución de la Repúbiica, según el cual — 
y sin perjuicio de ejercer el derecho del voto—-los fun- 
clonarios policiales deberán abstenerse de realizar cual- 
quier acto público de carácter político. El cumplimien- 
to de esa disposición constitucional deberá hacerse efee- 
tivo con toda lealtad y con toda buena fe, es decir, que 
V. 5. y los subalternos de V. S. no pedrán desnatura- 
lizar la aplicación recta y clara del precepto prohibi- 
tivo por medio de actos que—aunque en su forma ex- 
terior no apareciesen con los elementos constitutivos 
que caracterizan los “actos públicos de carácter políti- 
co—tuviesen la finalidad de transeredir la disposición 
constitucional citada. V. S. hará presente al personal 
a sus órdenes, que la Constitución establece la sanción 
administrativa máxima en los casos de violación de lo 
preceptuado en el inciso 2. del artículo 9.% y que, con- 
juntamente con esa sanción principal, se aplica la ae- 
cesoria de la pérdida del buen nombre del funcionario. ”? 
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ciones de mi partido, o, por lo menos, una mayor ar” 
monía en su acción, que reputo de supremo interés na- 
cional, sin mezelarme en. Sus organizaciones internas, 
ni en la designación de sus autoridades y candidatos a 

s puestos electivos, ni en sus trabajos electorales. 
(¡Muy bien!). (Aplausos). 

“Mi corducta, basada en la mayor probidad cívica, 
constituirá, en todo momento, una verdadera garantía 
imparcial de las actividades. de todas las agrupaciones 
políticas del país. 

“Seré, por consiguiente, el funcionario político y ad- 
ministrativo que la Constitución indica en su texto y 
en su espíritu. 

“Estoy investido, en gran parte, de facultades dis” 
crecionales, que no obligan a motivar las decisiones, y 
que suponen una libre y soberana apreciación del in- 
terés del servicio; entiendo, sin embargo, que el uso de 
las facultades, en la forma en que se ejerce, debe irse 
limitando, hasta dejarlo sólo subsistente para los car 
gos de confianza. 

“Hay que estrechar cada vez más el campo de los 
posibles errores e injusticias; lo arbitrario debe desapa- 
recer y los abusos deben refrenarse. 

““Esa evolución, iniciada, aunque lentamente, en el 
derecho público, como consecuencia de la aceptación de 
principios democráticos y del nuevo concepto de las 
funciones públicas, por elevadas que sean, he de tener- 
las constantemente presente, por lo que importa para 
el buen: funcionamiento de los servicios dei Estado y 
para la estabilización de la justicia administrativa 

““Combatiré la inacción dentro de la esfera de mi 
jurisdieción funcional; todos, sin excepción, deben con- 
tribuir con su esfuerzo al prestigio y perfeccionamien- 
to de los servicios públicos. 

““Si las leyes que deba cumplir y hacer cumplir no 
contuvieren los preceptos adecuados, solicitaré del Po- 
der Legislativo su reforma o ampliación, contribuyen- 
do así, sin tardanza, al mejoramiento de la Adminis- 
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bración y de las instituciones puestas a su alcance por 
el legislador, para satisfacer las aspiraciones de la co- 
lectividad. yin y 

“Da organización de las as ha constituído un 
constante y serio problema de gobierno y una viva as- 
piración de la República. Diversas cireunstancias han 
impedido hasta ahora darle satisfacción completa. Por 
mi parte, no pretendo resolver total y definitivamente 
esa cuestión; sólo aspiro, atendiendo ese clamor del 
país, a mejorar fundamentalmente la institución y a de- 
jar establecido el organismo que proporcionará en el 
futuro los elémentos que han de componerla y hon- 
rarla, E 

“Es una obra que necesariamente ha de abarcar va- 
rias administraciones, en un esfuerzo orientado en el 
mismo sentido. es 

““La organización de la Policía debe cimentarse so- 
bre bases severas de selección, instrucción y educación; 
sólo bajo esas condiciones es dable esperar y obtener 
los tributos de prestigio, serenidad, cireunspección y 
moralidad que le son indispensables para poder llenar 
su alta misión social. 

“Conceptúo que debemos ir a la formación del es- 
píritu de cuerpo y al establecimiento de una escue- 
la o instituto policial, de funcionamiento permanen- 
te, creada a base de disposiciones que reelamenten las 
condiciones de admisión, de instrucción y educación 
que ha de darse, la entrada al servicio, los ascensos y 
premios en el mismo, los tribunales de disciplina y eo- 


rrección, y los demás requisitos que se reputen necesas 


rios para aicanzar la finalidad buscada. 

“La instrucción y educación del funcionario poli- 
elal sólo puede adquirirse, a mi juicio, metodizando su 
aprendizaje por él estudio y la disciplina, bajo dispo- 
siciones de organización y funcionamiento convenientes. 

““Los elementos deben ser jóvenes, escogidos, por el 
momento, del personal actual, entre los que presenten 
mejores condiciones físicas y morales, y la dirección 
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. de la escuela e estar a cargo de quien haya dado 
- pruebas de s yn diciones de organizador, , como así de 

su energía y ¿ tividad pá tenga fe en el desenvolvi- 
le la tución. policial. > - 
ras la escuela no esté en situación de pro- 
porcionar los elementos que han de contribuir .a la 
transformación fundamental del servicio, me propongo 
ser lo más severo posible en lo que se refiere a la elec- 
ción del personal de comisarios, subeomisarios y agen- 
tes subalternos, de forma tal, que por sus antecedentes 
A y eonducta, y por el respeto que merezcan, sean, real- 
de - mente, los representantes de la autoridad encargada 

lel-orden y Maprulidad públicos.?” pe i 


de 


ensar ido bien hondo y movido de sen- 

O vados, la manera de arralgar en el 

espíritu ano el amor a la paz y al trabajo, 

y su ejecución el mayor servicio que puede pres- 
tarse al porvenir institucional de la República. 

Los gobernantes sumisos al imperio de la 

Constitución y de las leyes nacionales se hacen 

acreedores al aplauso público y al recuerdo afec- 

tuoso de la posteridad, mientras que los mando- 

nes arbitrarios sólo pasan a la Historia llevando 

tras de sí la maldición eterna de todos los hom- 

bres de principios. | 

necesario, pues, que de una vez para s1empr 

se consolide entre nosotros el imperio de la Ley, 

evitando que las policías se conviertan en agen- 

tes electorales, en lugar de ser, como les corres- 

ponde, celosos guardianes de todos los derechos 

y libertades y la garantía más eficaz de las vidas 

y haciendas de todos los habitantes del país; co: 

co asimismo que la fuerza pública, en general, 


29 


$ ¿e 
$i+ 


450 SETEMBRINO E. PEREDA 


m 
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llene con dignidad su altísima misión de centine- 


la avanzado del orden y de la soberanía nacional, 
y que desde lo más eneumbrado del Poder se dé 
el edificante ejemplo de una honradez política 
acrisolada. 

El general Belgrano, pocos días antes de mo- 
vir, dixo a los que lo rodeaban: “Pensaba en la 
eternidad a donde voy y en la tierra querida que 
dejo. Yo espero que los buenos ciudadanos tra- 
bajarán para remediar sus desgracias”? (6) 

Estas memorables y sentidas palabras de tan 
¡lustre prócer de la libertad americana debieran 
erabarse en el alma de todos los hombres públi- 
COS, Como una sacra evocación del patriotismo, 
para honrar las funciones de su cargo y hacerse 
dignos del respeto de sus conciudadanos, e ilumi- 
nar el corazón y el cerebro de cuantos dirigen los 
destinos de un pueblo libre. 

Hay que perseverar en la práctica del bien, 
porque todo lo vence la constancia, —diremos con 
el doctor Hipólito Vieytes,—cuando camina” de 
acuerdo con la razón, y evitar a todo trance que 
se reabran las heridas de un pasado en extremo 
doloroso, a fin de que se cierre para siempre el 
elclo de mAs convulsiones armadas y no sea nece- 
sario jamás apelar 'al derecho conferido a la Cá- 
mara de Representantes en el inciso 2.* del ar- 
tículo 25 de la Constitución. 


(6) Ienacio Núñez: “Noticias biográficas del gene- 
ral don Manuel Belerano?? 
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